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En memoria de mi madre, Irma Becker Sagner (1911-2010) 


Jaime Guzmán 
PRÓLOGO DE CARLOS PEÑA 


Incluso avanzada la primavera se hacía acompañar de un auxiliar que antes 
de iniciar las clases prendía una estufa. Era como si su extraordinaria 
frialdad de ánimo (nada o casi nada lograba alterarlo) de pronto se 
transmutara en pequeños escalofríos físicos. Vestía abrigo y unas gafas 
gruesas cuyos vidrios hacían ver sus ojos más pequeños y más redondos de 
lo que seguramente eran. Calvo, esmirriado y pálido, tenía una mandíbula 
que comenzaba ancha y luego se angostaba en el mentón. Cuando reía 
mostraba unos dientes levemente desordenados. Por eso su sonrisa tenía 
esa rara juventud. 

Rezaba un padre nuestro y un ave maría al principio de la clase, y se 
persignaba justo antes de comenzar a explicar que una cosa era la dictadura 
que entonces vivíamos, y que él apoyaba sin ningún género de culpas, y 
otra distinta el totalitarismo del que, gracias a Dios, habíamos sido 
salvados. 

En su conjunto nada hacía pensar que él —ese sujeto de aspecto tímido 
que, con calma chicha, dictaba clases sin auxilio del más mínimo papel, y 
citaba sin citar a Vásquez de Mella, a Lira, a Philippi, a Schmitt, a Donoso 
Cortés- fuera capaz, sin que se le moviera un pelo, de participar en 
polémicas, erigir una justificación ideológica al golpe militar, redactar una 
constitución, pelearse con obispos, tolerar las violaciones a los derechos 
humanos, manejar los pasillos del poder, fundar un partido político, 
romper otro, cooptar a algunos de sus rivales y todo eso inspirado en una 
amalgama de hispanismo católico, corporativismo medieval, 
conservantismo a la Hayek, costumbres algo neuróticas, deseo de poder y 
ansias de salvación eterna. Nada hacía pensar que ese profesor hipnótico 
que respiraba un tomismo más o menos elemental, andaba en micro y se 
dejaba tutear, y cuya fama de inteligente se consolidó como por milagro — 
cuando en Chile apenas había universidades, los intelectuales eran pocos y 
el debate público brillaba por su ausencia— llegaría a ser el líder más astuto 
y más carismático que ha tenido la derecha en Chile. Porque —sacadas las 


cuentas- no cabe ninguna duda: Jaime Guzmán es uno de los intelectuales 
orgánicos más influyentes de la historia política del siglo XX y, dentro de la 
derecha, el que más ayudó a configurar los motivos que todavía hoy la 
animan. 

¿Qué lecturas y qué influencias indirectas configuraron la ideología que 
esparció? ¿De qué forma y gracias a qué circunstancias Jaime Guzmán logró 
pensar las ideas que, todavía hoy, orientan a la derecha en Chile? ¿Qué 
vínculos median entre el discurso de Guzmán y el pensamiento político 
contemporáneo? 

Este libro del profesor Renato Cristi intenta responder esas preguntas. 

El trabajo de Renato Cristi —antes, y en la misma línea de este libro, 
escribió con Carlos Ruiz un estudio sobre el pensamiento conservador en 
Chile y otro con Pablo Ruiz-Tagle sobre la república— se caracteriza por 
concebir a las ideas no como piezas de un tablero más o menos abstracto en 
el que moverían sus piezas los filósofos, sino como recursos que alimentan 
y confieren sentido a la acción histórica de grupos y de clases. Desde este 
punto de vista, comprender las ideas exige atender, como él hace en este 
libro, a los problemas de legitimidad que las ideas intentan resolver y el 
campo de fuerzas, por llamarlo así, dentro del que surgen. 

El resultado es un estudio único acerca de la genealogía de las ideas de la 
derecha chilena. 

En su opinión, en el pensamiento de Jaime Guzmán -la más elaborada, 
coherente y efectiva síntesis del conservadurismo chileno, dice- se 
amalgaman el corporativismo de Vásquez de Mella y el neoliberalismo de 
Hayek; el iusnaturalismo de Santo Tomás y el decisionismo de Schmitt o 
Donoso Cortés; el hispanismo de Eyzaguirre y el nacionalismo tardío de 
Góngora. 

La evolución de esas ideas -hasta configurar un sistema de 
proposiciones que dota de sentido a la acción política— no fue el fruto, 
explica el profesor Cristi, de la simple meditación o el diálogo reflexivo, sino 
de las circunstancias. Y es que Jaime Guzmán fue un pensador político en el 
sentido más propio de la expresión: alguien que pensó la política no desde 
el cielo de los conceptos, sino teniendo en cuenta los recovecos, a veces 
terribles, de la realidad; alguien que no temió acercarse a los hechos así 
tuviera, como ocurrió, que poner en peligro su alma; alguien, en fin, para 
quien las ideas eran una forma de acción. 


En ese sentido —no cabe duda- Jaime Guzmán no fue un Alma Bella en 
ninguno de los significados de ese término: ni temió elegir, ni presumió que 
su espontaneidad era correcta. No dejó que las dudas que agobian al 
intelectual o al creyente lo consumieran. En cambio meditó, calculó y 
escogió. Se trató, en síntesis, y como lo muestra su participación en la 
dictadura, de uno de esos políticos que imaginó Weber: sin empacho 
alguno pactó con el diablo. 

¿Qué situación le cabe a Jaime Guzmán en la política y la cultura pública 
del siglo XX chileno? 

Renato Cristi sugiere que Jaime Guzmán fue el inspirador intelectual de 
la dictadura y, en ese sentido, un pensador revolucionario. La opinión del 
profesor Cristi es que algunos de los conceptos que usó con más fruición 
intelectual —el de poder constituyente o la concepción puramente 
instrumental de la democracia— muestran que él vio en su propia acción 
política y en la del régimen cuyo discurso contribuyó de modo decisivo a 
elaborar, un evento fundante de un nuevo orden social y político que 
corregía el curso histórico que, en la segunda mitad del siglo XX, había 
tomado Chile. En este sentido, sugiere el profesor Cristi, Jaime Guzmán 
representa la síntesis más acabada, y más eficaz, del pensamiento 
conservador chileno que se alojó tempranamente en la historiografía 
nacional. Todos los motivos más o menos tradicionales del pensamiento 
conservador -la crítica al constructivismo, la distancia frente a la sociedad 
de masas, la defensa de la propiedad y la familia, la democracia como un 
simple medio, la idea del orden como un concepto prepolítico—- aparecen en 
Guzmán en una nueva y notable síntesis que logra adecuarse a los 
requerimientos de la modernización capitalista que experimenta Chile 
hacia fines de la segunda mitad del siglo XX. 

Jaime Guzmán sería así, sugiere el profesor Cristi, el político que logra 
racionalizar los motivos tradicionales y más porfiados del conservadurismo 
hasta hacerlos calzar con la dinámica del moderno capitalismo. 

Pero ¿a qué equivale entonces el pensamiento de Jaime Guzmán? ¿Se 
trata acaso de la obra de un doctrinario, de un ideólogo que ofrece un 
puñado de conceptos para orientar la acción política? 

De todas las formas en que es posible calificar el pensamiento de Jaime 
Guzmán -su posición en el campo de fuerzas que constituye a la vida 
social- quizá la que más le convenga sea la de que él constituye una forma 
de justificación, una de las más eficaces del siglo XX chileno. 


La perspectiva de la justificación, que elaboró Boltanski, juzga a las ideas 
no por su correspondencia con un orden ideal, sino por su eficacia 
simbólica o performativa. 

Boltanski ha sugerido que la comprensión de la vida social es 
indiscernible del punto de vista de los actores que en ella se desenvuelven. 
En la vida social las personas elaboran justificaciones de variada índole 
para conferir sentido a la posición de que disponen o criticar aquella que les 
es ajena. Esas justificaciones -que Boltanski llega incluso a describir con 
cierto pormenor en la figura de las cités— no son disfraces de intereses, sino 
genuinos puntos de vista normativos que confieren significado a la vida 
social. El cientista social o el filósofo no está en condiciones, piensa 
Boltanski, de dirimir la competencia entre esos puntos de vista, pero sí 
puede describir su gramática o si se prefiere, el modo en que se constituye. 
Estos puntos de vista —esas justificaciones- no son un aditamento externo a 
la vida social y a sus leyes, sino que poseen un efecto performativo: cómo 
sean las sociedades dependerá, en buena medida, de ese esfuerzo 
normativo que las constituye. 

Si Boltanski tiene razón -si cualquier forma de dominio se sustenta en 
un discurso que le confiere sentido y lo legitima— entonces el pensamiento 
político de Jaime Guzmán, a cuyos pormenores podemos asistir leyendo 
este libro del profesor Cristi, no es uno más entre los varios que se disputan 
la adhesión ciudadana, sino el punto de vista que, en buena medida, 
configuró las instituciones con que hoy día contamos. Y este excelente libro 
del profesor Cristi, en vez de ser un intento de descripción biográfica de un 
individuo, sería, como pienso que es, un análisis de lo que podríamos 
llamar la genealogía de parte de nuestra cultura pública, esa que, en las 
últimas décadas, y mal que nos pese, nos acompaña como si fuera una 
sombra. 


Prefacio a la segunda edición 


Para esta segunda edición he revisado algunos aspectos de este libro 
publicado hace ya once años. En primer lugar, desconocía en esa época la 
amplitud del compromiso político e intelectual de Jaime Guzmán con el 
carlismo español. Mi argumento solo tomaba en cuenta el corporativismo 
inspirado en la obra de Osvaldo Lira y Juan Vásquez de Mella, y que juega un 
papel decisivo en el esquema constitucional que diseña para el gobierno 
militar de Augusto Pinochet. Siguiendo este hilo conductor, mi argumento 
se enfocaba principalmente en la actividad política e intelectual de Guzmán 
posterior a septiembre de 1973, particularmente en lo que respecta a la 
Declaración de Principios de la junta militar, a su labor en la Comisión 
Constituyente y a ciertos aspectos doctrinales que emplea para justificar la 
nueva institucionalidad que diseña para Chile. 

Dos descubrimientos recientes me inducen a ampliar el examen de la 
influencia del carlismo en Guzmán. En una exhaustiva investigación, 
Verónica Valdivia ha identificado, como redactados por Guzmán, un 
sinnúmero de columnas publicadas semanalmente, bajo seudónimo, en la 
revista PEC entre 1970 y 1973 (Valdivia, 2008). Estas columnas, que 
convierten a Guzmán “en uno de los ejes principales de la estrategia 
propagandística contra la Unidad Popular” (ibid: 255), se estructuran a 
partir del arsenal ideológico que esgrimió el carlismo en España en el curso 
de su larga historia. Es por ello que Valdivia puede constatar que hay en 
Guzmán “una veta política ajena a las formas y espacios convencionales, la 
cual fue desplegada precisamente con el propósito de socavar los pilares 
fundamentales que sostenían al régimen democrático existente” (ibid: 367). 
Guzmán rompe los moldes de la política tradicional en Chile, basada en 
compromisos y transacciones políticas, precisamente por su adopción del 
estilo político del carlismo, que eventualmente conduce a la Guerra Civil 
Española, caracterizada por Martin Blinkhorn como “la cuarta guerra 
carlista” (Blinkhorn, 1975: 251-270).2 


Tampoco sabía que Guzmán colabora con la revista Tizona, órgano de 
comunicación del carlismo en Chile. Esta revista, cuyo objetivo principal es 
ganar influencia al interior de las fuerzas armadas, es fundada en Viña del 
Mar en 1960 por Lira y su discípulo Juan Antonio Widow Antoncich, y tiene 
difusión entre la oficialidad de la Armada (cf. Garay Vera, 1993). Intento 
demostrar que Guzmán, bajo el seudónimo “Julio García E”. contribuye con 
dos importantes artículos que son publicados semanas antes y después del 
pronunciamiento militar respectivamente (García, 1973 y 1973a). Estas 
publicaciones confirman el compromiso de Guzmán con el carlismo tal 
como se manifiesta en Chile, y que por la intermediación de Lira, se conecta 
con el español. En esta reedición, discuto este tema en un nuevo capítulo 
(capítulo 7) titulado “Contrarrevolución, carlismo y legitimidad”. Es por ello 
que Guzmán debe ser considerado como el autor intelectual del golpe 
militar del 11 de septiembre. En un Apéndice al capítulo transcribo el 
segundo artículo de Julio García para Tizona. 

En segundo lugar, en la primera edición dejé sin examinar un aspecto del 
republicanismo. Tengo más claro ahora que no es posible estudiar a la 
tradición republicana en un solo bloque, pues queda sin explicitar la 
especificidad del republicanismo ateniense, que es distinto del romano (cf. 
Nelson, 2006). Esto me permite justificar, con más elementos de juicio, mi 
preferencia por la versión republicana defendida por Charles Taylor y 
Michael Sandel como alternativa al neoliberalismo. Un ensayo titulado 
“Libertad, autoridad y republicanismo” aparece ahora en esta reedición 
como un nuevo capítulo (capítulo 9). 

Para esta nueva edición, y con el objeto de aclarar mi argumento original, 
también he agregado secciones a dos capítulos del libro —la sección VI al 
capítulo 2, y la sección II al capítulo 6. No he creído necesario incluir en 
esta reedición una respuesta a mis críticos. Los lectores encontrarán esa 
respuesta en el capítulo “El constitucionalismo autoritario de Jaime 
Guzmán” de mi libro con Pablo Ruiz-Tagle La República en Chile: teoría y 
práctica del constitucionalismo republicano (Cristi & Ruiz-Tagle, 2006). 
Pero quiero en esta oportunidad reconocer el importante trabajo de 
investigación que Belén Moncada Durruti ha vertido en su biografía 
intelectual Jaime Guzmán: El político de 1964 a 1980, publicado en 2006. 
Moncada asume un punto de vista que tiene un efecto sobre la estructura 
de su argumento. Señala que le ha parecido “necesario hacer un trabajo de 
historia sobre Guzmán, y no de filosofía” (Moncada, 2006: 23), y ello por 


dos razones. La primera es que le parece imposible “confeccionar un 
análisis del pensamiento de Guzmán sin un análisis histórico” paralelo 
(ibid: 23). Estoy muy en acuerdo con Belén Moncada en este respecto. A 
partir de Möser, Hume y Burke, una de las características del pensamiento 
conservador ha sido evitar el abstraccionismo ilustrado para atender a 
situaciones históricas concretas. El pensamiento conservador está inmerso 
en la particularidad y la contingencia. Se opone así al constructivismo legal 
y político, para afirmar por sobre todo el conocimiento empírico y práctico. 
Tiene razón Moncada cuando afirma que “lo más destacable del 
pensamiento político [de Guzmán] reside en la combinación que hace de 
valores filosóficos, oportunismo político y oratoria ” (ibid: 252). Esta me 
parece ser una característica distintiva del pensamiento conservador, que 
no significa necesariamente un rechazo de la filosofía, sino su 
reorientación. 

Por ello tengo mis reservas frente a la segunda de sus razones. Moncada 
escribe: “Guzmán fue ante todo un político, sujeto a la practicidad propia de 
lo público, por lo que su pensamiento estuvo constantemente adecuándose 
a la realidad que le tocó vivir” (ibid: 23). No cabe duda de que Guzmán no 
fue un pensador teórico y que no tuvo la oportunidad (aunque no le faltó la 
intención) de desarrollar un sistema explícito y acabado de sus ideas. En 
esto concuerdo con Moncada. Pero en un modo análogo al de los Founding 
Fathers de la Constitución americana,” sus ideas políticas, particularmente 
en el ámbito del derecho constitucional, son coherentes y admiten de 
sistematización. Es consecuente con lo que afirmo que Moncada admita, 
al referirse a la labor de Guzmán al interior de la Comisión Constituyente, 
que es “en el seno de esa Comisión donde el político desarrolla de manera 
sistemática sus propias ideas, y hace el esfuerzo de convertir en 
practicables políticamente conceptos que, hasta entonces, fueron opciones 
intelectuales” (ibid: 195). Así, por ejemplo, Moncada reconoce que las ideas 
de Guzmán con respecto a la propiedad privada y el papel subsidiario del 
Estado constituyen los ejes fundamentales de su pensamiento. Resulta 
interesante comprobar que esto es lo que Jennifer Nedelsky le atribuye a los 
constituyentes americanos. “La propiedad privada” —escribe Nedelsky— 
“define la estructura del sistema político americano” (ibid: 1). Las 
circunstancias históricas que describe Moncada demuestran que Guzmán, 
al igual que los Founding Fathers, buscó maneras de proteger la propiedad 
privada frente al programa de redistribución proyectado por los gobiernos 


de Frei y Allende. En el caso de este último esa estrategia se radicalizó por 
medio de políticas similares a las implementadas por los revolucionarios 
americanos con anterioridad a 1787, a saber, emisiones inórganicas de 
dinero. Una consideración filosófica de la genealogía del pensamiento 
político del que Guzmán era portador, y que guiaba su modelo de 
construcción constitucional, me parece ser así una empresa perfectamente 
legítima. Por ello me parece correcto afirmar que Guzmán es un genuino 
pensador práctico y que, además, como político conservador, está inmerso 
en la contingencia histórica. 


tn Según Verónica Valdivia, el seudónimo que empleó Guzmán “era ‘Juglar’ que, en realidad, lo 
representaba a cabalidad, considerando la admiración que sentía por la Edad Media y cuyas 
primeras letras y centrales correspondían a las iniciales de su nombre: JG” (Valdivia, 2008: 255). 

RI Blinkhorn piensa que el carlismo “percibió esa guerra como un evento que trascendía un conflicto 
civil o ideológico normal: lo vio más bien como una cruzada religiosa” (Blinkhorn, 1975: 261). 


RI Jennifer Nedelsky señala que los Founding Fathers son efectivamente portadores de un pensamiento 
político, pero que su actividad intelectual se agota en la práctica constituyente y no busca elaborar 
una teoría política. Reconoce Nedelsky que no se les puede imputar una misión filosófica y una 
coherencia teórica. Pero, a pesar de su pragmatismo, “arribaron a la Convención con un conjunto de 
principios e ideas acerca de la política que deseaban implementar en la nueva Constitución.... Sus 
ideas no constituyen una teoría política como la de Locke, pero son lo suficientemente coherentes 
para permitir un anáisis de su pensamiento” (Nedelsky, 1991: 13; mi traducción ). 


ll Hay que tomar en cuenta que, después de su muerte, se encontraron escritos de Guzmán 
estructurados como partes de un libro. La Fundación Jaime Guzmán indica que éste completó 
cuatro capítulos de un total de ocho que se había propuesto y que dejó esbozados en un índice 
(Guzmán, 1992a). Estos escritos sugieren un intento de sistematización por parte de Guzmán. 
Además, su actividad como profesor de derecho constitucional se apoya en textos de estudio 
sistemáticos que elaboran el pensamiento de Carl Schmitt y Vásquez de Mella (cf. Sánchez Agesta, 
1951; Bidart Campos, 1962). 


[s] Según Nedelsky, la evolución del sistema político americano se determina por la necesidad de 
compatibilizar las demandas de un gobierno democrático con la seguridad que requiere un 
régimen de propiedad privada. Durante el periodo que conduce a la consolidación constitucional de 
la Revolución, la vulnerabilidad en que queda el régimen de propiedad privada frente a las 
demandas democráticas encuentra un antídoto en el reforzamiento de los derechos del individuo, 
específicamente el derecho de propiedad amenazado por incursiones democráticas. “Esta 
formulación centrada en la propiedad fue el modelo de la Constitución en 1787 y luego se consolidó 
en la noción de derechos entendidos como fronteras impuestas judicialmente para separar el 
ámbito legítimo del gobieno del dominio protegido propio de la libertad individual ”(Nedelsky, 
1991: 2) 


Introducción 


El imperio de la libertad y el orden en el gobierno público... la justa armonía de estos dos 
principios salvadores de la República 
(MANUEL MONTT, citado en Eyzaguirre, 1947: 119-20) 


No es un dilema, libertad o autoridad, sino que es necesario armonizar ambos conceptos: libertad 
dentro de la autoridad, autoridad, rigiendo la libertad... 
(JULIO PHILIPPI, 1933:12-13) 


Jaime Guzmán es una de las figuras más significativas y controvertidas del 
pensamiento conservador chileno. A pesar de una intensa actividad 
intelectual y política, que se extiende por casi treinta años, su obra está 
marcada por una notable unidad y armonía conceptuales. Esta unidad y 
continuidad internas no excluyen una evolución en la selección y 
orientación de sus temas y variaciones en el énfasis que se les otorga. Una 
exposición crítica de esa continuidad conceptual, que no es estática sino 
que evoluciona en el tiempo, y que se desarrolla en respuesta al acontecer 
histórico, es el propósito principal de esta biografía intelectual de Guzmán. 
[1 

La unidad del pensamiento de Guzmán se debe, en primer lugar, a su 
adhesión juvenil a los principios sociales y políticos que definen a la 
tradición conservadora chilena. Su pensamiento se nutre en la atmósfera 
intelectual de pensadores conservadores como Osvaldo Lira, Jaime 
Eyzaguirre y Julio Philippi, a quienes conoce por contactos familiares y por 
sus estudios en el Colegio de los Sagrados Corazones de Santiago, y más 
tarde en la Facultad de Derecho de la Universidad Católica. Guzmán no solo 
llega a ser el principal legatario y portavoz de la rama corporativista de esa 
tradición, sino que también es responsable de su evolución posterior. Esa 
evolución incluye una aproximación a otra corriente conservadora chilena, 
representada por Alberto Edwards, Francisco Antonio Encina y Mario 
Góngora, que enfatiza el tema nacionalista. Incluye también una 
asimilación de ciertos aspectos de la concepción neoliberal del Hayek y la 


Escuela de Chicago. Me parece posible afirmar que la síntesis de elementos 
conservadores y liberales lograda por Guzmán constituye la expresión más 
elaborada, coherente y efectiva del pensamiento conservador chileno en su 
historia (cf. Cristi & Ruiz, 1992). 

Esta síntesis de elementos conservadores y liberales se apoya 
conceptualmente en las nociones de autoridad y libertad. Aunque Guzmán 
no analiza estas nociones expresamente y por separado, es posible 
reconstruir el sentido que ellas tienen si se examina el abanico de formas 
en que se manifiestan y la red de relaciones que las envuelve. Al orientar su 
evolución intelectual y política, los conceptos de autoridad y libertad 
definen, sucesiva e incrementalmente, las etapas que marcan la evolución 
unitaria de su pensamiento. Su evolución no responde solo a la dialéctica 
interna de esas ideas, sino que su impulso principal es externo. Ciertos 
hitos históricos definen los puntos de flexión de su desarrollo intelectual. 
Se pueden distinguir tres hitos: la elección presidencial de Eduardo Frei en 
1964, el golpe militar que derroca el gobierno de Salvador Allende en 1973 y 
la puesta en vigencia, por parte de la junta militar, de una nueva 
Constitución en septiembre de 1980. Alrededor de estos tres hitos se 
desarrollan los momentos de producción conceptual más intensos en el 
desarrollo intelectual y político de Guzmán. 

El intento de conjugar armoniosa y equilibradamente la complexio 
oppositorum de las nociones de autoridad y libertad es visible en cada uno 
de estos períodos, pero en distintos contextos y con énfasis diverso. En su 
etapa inicial, la idea de autoridad aparece inserta en una constelación de 
manifestaciones que le dan sentido y profundidad. Autoridad para Guzmán 
es primariamente orden, seguridad, jerarquía, rango social, obligación de 
clase, tradición, protección. Más concretamente, la autoridad que propone 
aparece en la formación de un Estado autoritario y en su aceptación de la 
dictadura como la forma de gobierno adecuada para enfrentar emergencias 
políticas. El modelo histórico que tiene en mente es el régimen franquista. 
Por su parte, la idea de libertad se manifiesta en una defensa extrema de la 
propiedad privada, la libre empresa y el capitalismo. La doctrina pontificia 
de la subsidiariedad le sirve a Guzmán para demarcar el ámbito propio de la 
libertad. Mediante esa noción traza una línea de separación entre lo que le 
compete a la autoridad y el enclave designado para la libre iniciativa 
individual. Aunque hay textos de este período en que Guzmán, en 
consonancia con una postura conservadora radical, rechaza al liberalismo, 


las categorías y argumentos que emplea son típicamente liberales. 
Durante este período, Guzmán se inicia en la actividad política, primero en 
el ámbito universitario, y luego, en el ámbito nacional, como líder del 
Movimiento Gremialista en los meses anteriores al golpe de Estado de 1973. 
Enuncia en esta época el proyecto revolucionario de creación de una nueva 
institucionalidad' para Chile, donde se conjugan las nociones de autoridad 
y libertad, “las palancas armoniosas y equilibradas del progreso material y 
espiritual” (Guzmán, 1978: 16). 

En su segunda etapa, el pensamiento político se vierte principalmente en 
la realización de la proyectada ‘nueva institucionalidad'. Esto conduce a la 
destrucción de la Constitución de 1925 y la creación de una nueva que será 
promulgada en 1980. Obviamente, no se trata solo de configurar un nuevo 
texto legal, sino que crear aquellas instituciones que quedarán consagradas 
en ese texto. La nueva institucionalidad' proyectada por Guzmán exalta el 
valor de libertad. Esta noción se exhibe nuevamente en conjunción con un 
número de ideas afines: propiedad privada, derechos individuales, libertad 
de enseñanza, libertades de asociación y de empresa, y en el terreno 
propiamente constitucional, el recurso de protección individual. En este 
período Guzmán entra en contacto con el pensamiento de Hayek a través de 
sus seguidores chilenos. Como consecuencia, la idea de libertad aparece 
determinada ahora principalmente por el lugar de preeminencia que 
obtiene la idea de una individualidad privada libre de interferencias. El 
lugar donde mejor puede florecer esa idea es en una economía de mercado 
libre. Adopta también de Hayek su rechazo al Estado benefactor, su 
denuncia del totalitarismo y la democracia ilimitada que lo genera, y su 
rechazo del constructivismo social. Pero en ningún caso significa esto un 
abandono de la idea de una autoridad fuerte. Piensa, por ejemplo, que una 
constitución no debe considerarse como un obstáculo o una limitación de 
la actividad económica. El 5 de septiembre de 1974, en una célebre 
intervención suya como miembro de la Comisión Constituyente, encargada 
por la junta militar para redactar el texto de la nueva Constitución, Guzmán 
señala que el fracaso de los gobiernos anteriores se debió a la existencia de 
un orden institucional que los constreñía. El gobierno de Pinochet no se 
topa con tales limitaciones. “Ha asumido el poder total, de modo que es 
solo responsable de sus actos ante Dios y la historia” (Comisión 
Constituyente, Sesión 68: 23). Y ello es posible porque la junta militar ha 


asumido el Poder constituyente (ibid:24) y ejerce ahora su autoridad 
soberanamente. 

La atribución, por parte de Guzmán, del Poder Constituyente a la junta 
militar es un paso gravísimo, un verdadero salto al vacío. Decidir que es la 
junta militar, y no el pueblo, el sujeto del Poder Constituyente significa que 
la junta no solo ha sobrepasado, sino también destruido, la Constitución del 
25. No se trata ya de una dictadura comisaria que opera al interior de una 
Constitución, sino de una dictadura soberana que se ha arrogado la 
facultad de otorgar una nueva Constitución. No se conocía en Chile 
independiente una afirmación tan fuerte y decisiva de una autoridad 
autocrática. El producto final de esta amalgama de los valores de la libertad 
y la autoridad, es decir, de un Estado fuerte y una economía libre, es la 
Constitución de 1980. Como lo dijera Charles Maurras: l'autorité en haut, 
les libertés en bas. 

Finalmente, en la última fase de su pensamiento político, Guzmán 
elabora una concepción de la democracia que armoniza con los principios 
autoritarios y libertarios de las dos fases precedentes. Se trata de una nueva 
democracia, una democracia que está al servicio de una forma de vida 
definida por dos valores intrínsecos: —libertad y autoridad. En esta fase 
Guzmán ofrece una nueva traducción de la noción de autoridad. Autoridad 
quiere ahora decir seguridad. A la dupla libertad/seguridad se añaden otros 
valores —en primer lugar, progreso, y luego, justicia—. Así se construye el 
cuarteto valórico —libertad, seguridad, progreso y justicia— que constituye 
una forma de vida intrínseca. Esta forma de vida es mediada por la 
democracia, una forma de gobierno de valor solo instrumental. 


[Lla democracia es una forma de gobierno, y como tal solo un medio —y 
ni siquiera el único o el más adecuado en toda circunstancia— para 
favorecer la libertad, que en cambio integra la forma de vida hacia la 
cual todo sistema político humanista debe tender como fin u objetivo. 
Dicha forma de vida incluye además la seguridad y el progreso, tanto 
espiritual como material, y dentro de esto, tanto económico como social 
(Guzmán, 1970f: 18). 


Guzmán no le atribuye a la democracia un valor moral intrínseco, como 
lo hace con la autoridad y la libertad. No puede concebirse como un fin en 
sí misma sino solo como un medio para asegurar una sociedad libre y 
ordenada. Guzmán reduce así el tema de la democracia al sufragio 


universal. Este es el medio más conveniente para la generación de la 
representación política. Deja bien establecido que su compromiso personal 
y moral está con los valores que representan la autoridad y la libertad. Son 
razones prudenciales, y no morales, las que lo inclinan por la opción 
democrática. 

Esta concepción instrumental de la democracia coincide con la 
importancia que le otorga Guzmán al constitucionalismo. Piensa Guzmán 
que el desarme democrático se logra más efectivamente por medio de una 
estructura constitucional. La oposición entre constitucionalismo y 
democracia es de larga data. Determina, por ejemplo, la disputa de Madison 
con Jefferson (Sunstein, 1988a; Bellamy & Castiglione, 1997). Desde una 
perspectiva liberal, las constituciones deben considerarse como obstáculos 
que regulan la acción de las mayorías y protegen a las minorías, 
generalmente minorías propietarias. Este tipo de limitación de la conducta 
democrática se logra de varias maneras. Sunstein distingue entre 
provisiones estructurales y provisiones de derecho (ibid: 327-28). La 
división de poderes y el status mixtus son las típicas provisiones 
estructurales por las que se intenta anular la lucha facciosa y el control 
sobre los representantes. Las provisiones de derecho definen ciertos 
dominios o enclaves que protegen a los individuos del asalto mayoritario. 
Los individuos esgrimen sus derechos como “triunfos” que sirven para 
anular la interferencia gubernativa. Una absolutización del derecho de 
propiedad muestra una tendencia claramente antidemocrática. Reconoce 
Sunstein que ambas provisiones pueden también fomentar un desarrollo 
democrático. Las primeras aseguran que el gobierno se guíe por el bien 
común; las segundas, cuando garantizan el derecho de libre expresión y el 
derecho a voto, constituyen un plus democrático. Pero en el caso de 
Guzmán, ambas provisiones adquieren un sentido antidemocrático. En 
primer lugar, el constitucionalismo de Guzmán es autoritario. Solo una 
autoridad central fuerte, con un definido sello monárquico, puede asegurar 
la funcionamiento ordenado de una democracia. Supone Guzmán que la 
más grave amenaza que se cierne contra la libertad individual se origina no 
en esa autoridad proto-monárquica, sino en la democracia. En segundo 
lugar, el peso de la protección de la libertad, privacidad y propiedad de los 
individuos se realiza mediante el aseguramiento judicial de derechos 
individuales pre-políticos. En esto Guzmán se convierte en el portavoz de la 
agenda política que orienta la teoría económica de la Escuela de Chicago. Es 


la agenda que adopta el Presidente Reagan en 1980 en su lucha por anular 
los efectos del New Deal de Roosevelt en Estados Unidos y recrear la 
llamada “era de Lochner’. Esta última se inicia con la decisión de la Corte 
Suprema en Lochner vs. New York (1905), anulando una ley estatal que 
prohíbe el trabajo en las panaderías por más de sesenta horas semanales. 
Fundada en la Enmienda Catorce, la Corte sostiene que la legislación que 
“limite las horas que hombres adultos e inteligentes decidan trabajar para 
ganarse la vida constituye una interferencia intrusiva en los derechos del 
individuo” (Sandel, 1994: 41). 

Promulgado el texto de la Constitución de 1980, se inicia el proceso que 
Guzmán define como de transición a la democracia. Pero las treinta y nueve 
disposiciones transitorias, añadidas por Pinochet y la junta militar, alteran 
el curso político original planteado por Guzmán en 1977 en el discurso que 
redacta para Pinochet con ocasión de Chacarillas (cf. Cavallo, Salazar y 
Sepúlveda, 1988: 244-245), y significan el término de su colaboración 
directa con el gobierno militar. Si antes del plebiscito había contribuido a 
exaltar la autoridad y el liderazgo personal de Pinochet, de ahora en 
adelante Guzmán ve la necesidad de reducir ese perfil personalista y 
acentuar lo que denomina “autoritarismo impersonal” del régimen 
constitucional instituido por Portales. Un editorial que publica en Realidad, 
exalta la figura del General Prieto, como el Presidente que deposita plena 
confianza en sus colaboradores civiles. En cambio, Pinochet se identifica 
con el “autoritarismo personalista” de O'Higgins. “Desconfiado y reacio a la 
formación de equipos gubernativos relevantes”, O'Higgins promulga la 
Constitución de 1922 “como un ardid para prolongar su mandato” (Guzmán, 
1982a: 6). Así se confirma su distanciamiento de Pinochet y la junta militar, 
cosa que tiene en cuenta para fundar un partido político en 1983 -la Unión 
Demócrata Independiente—. La UDI se compromete con la metas que 
Guzmán le ha trazado al gobierno militar, pero toma distancia de las que se 
ha arrogado Pinochet.* A partir de este momento Guzmán se sumerge de 
lleno en la actividad política contingente. No es necesario expandir los 
fundamentos teóricos de su pensamiento, que en lo esencial está ya 
consolidado y no da lugar para nuevas creaciones o alteraciones. Es en esta 
época que emerge en plenitud su perfil político. Quienes piensan que 
Guzmán es esencialmente un político tienen a la vista primordialmente 
este período de su vida. 


En un trabajo anterior publicado con Carlos Ruiz, El Pensamiento 
Conservador en Chile, intentamos demostrar la difícil relación del 
pensamiento conservador chileno con la democracia. Su encono no estaba 
dirigido contra el liberalismo, sino contra el capital de ideas democráticas 
que había colonizado a la tradición liberal chilena. El caso de Guzmán no es 
diferente. Se da en él una relación conflictiva con los temas democráticos 
más sustantivos que son más visibles en su obra juvenil. Después de 
defender por muchos años su ideal juvenil de un régimen orgánico o 
corporativo, que ve encarnado en el régimen franquista, Guzmán adopta 
una concepción pluralista e inorgánica de la democracia, que lo aproxima 
notablemente al liberalismo político. Es aquí donde aparece más 
claramente el aspecto evolutivo de su pensamiento político. Pero ello 
sucede al interior de la unidad y continuidad de su postura básica. Lo que 
parece ser una abierta ruptura en verdad no lo es, pues ambos esquemas 
están tensionados por la misma dupla conceptual libertad y autoridad. 
Tanto el corporativismo orgánico como la concepción pluralista de la 
democracia, armonizan en su interior los valores intrínsecos de la libertad y 
la autoridad. 


Aunque en este libro busco exponer objetivamente el pensamiento político 
de Guzmán, mi propósito incluye un análisis crítico de su obra. En sus 
primeros escritos, Guzmán defiende una versión corporativa y orgánica del 
capitalismo fundada en la doctrina tradicional de la Iglesia. Pero en su 
interpretación, esta doctrina no está determinada por principios morales 
comunitarios, sino que postula la primacía de los derechos individuales 
fundados en la prioridad ontológica y de finalidad de los individuos. Se da 
así una incongruencia entre su defensa de un capitalismo corporativo y la 
fundamentación moral de corte individualista que sustenta esa forma 
capitalista. Esta incongruencia se disipa en sus escritos de madurez. En 
estos, su defensa de un capitalismo propiamente liberal, tal como lo define 
Hayek, encaja bien con los fundamentos morales individualistas que 
subscribe. El capitalismo orgánico y corporativo de las encíclicas se funda, 
contrario a lo que piensa Guzmán, en el comunitarismo. Pero el 
comunitarismo es lo que consistentemente rechaza a lo largo de toda su 
obra, constituyéndose en un factor de continuidad. 

La defensa del capitalismo que elabora Guzmán no se dirime en un plano 
propiamente filosófico, sino más bien político. Su realismo pragmático 


ciertamente dificulta la reflexión acerca de la fundamentación última de su 
pensamiento. Pero ello solo confirma la necesidad de una exploración 
filosófica, pues solo así puede traerse a la luz los fundamentos intelectuales 
que oculta su pragmatismo. Es posible discernir, entonces, en la lectura que 
hace Guzmán de Mater et Magistra, una versión radicalizada de la teoría 
tomista de los entes relacionales. Con esto fundamenta una interpretación 
también radical de la “prioridad ontológica y de finalidad” de los individuos 
que postula Juan XXIII en la versión española de Mater et Magistra, y que 
no aparece con la misma claridad en su versión oficial en latín, Un 
individualismo exagerado permite a Guzmán reorientar el principio de 
subsidiariedad hacia la minimización de la acción del Estado y sostener una 
intepretación individualista del derecho de propiedad. Igualmente, solo 
una reflexión filosófica puede dar cuenta cabal de su adhesión al 
liberalismo económico de Hayek. En Chile, la posibilidad de recuperar la 
política del bien común, para así refundar una república de ciudadanos, y 
no de meros propietarios y consumidores, supone un conocimiento crítico 
de la nueva institucionalidad' que se genera política y constitucionalmente 
a partir de 1973. El objetivo de este libro es dar a conocer la matriz 
conceptual de esa “nueva institucionalidad' tal como la concibe Guzmán. 
Para dilucidar el sentido de una política del bien común y la justicia social 
retomo dos corrientes de la filosofía política contemporánea -el 
comunitarismo y el republicanismo- profundamente enraizadas en el 
pensamiento clásico. El comunitarismo contemporáneo expone 
críticamente los fundamentos teóricos del liberalismo, en particular su 
metafísica de la persona, donde se postula la prioridad ontológica y de 
finalidad de los individuos. El republicanismo, por su parte, evoca la 
práctica democrática del autogobierno (self-government), asume el ideal 
clásico de libertad como no-dominación por oposición a la noción de 
libertad como no-interferencia (Pettit, 1997), y aspira a la formación de 
ciudadanos racionales y virtuosos (Sandel, 1994; cf. Cristi 1990 & 1998). 

El capítulo 1 examina el modo como la obra de Guzmán conjuga un 
Estado autoritario y una sociedad libre. Esta exposición supone la unidad 
conceptual de su pensamiento en torno a la ideas de autoridad y libertad. 
En ese contexto examino las tres etapas que he distinguido más arriba en su 
evolución intelectual y política. El desafío central que enfrenta su 
pensamiento político es la intención de acomodar la democracia dentro de 
ese complejo conservador liberal. La solución la encuentra Guzmán en 


Hayek, quien, fundado inmediatamente en Schumpeter, elabora un 
concepto instrumental de la democracia. En tanto que libertad y autoridad 
constituyen los valores intrínsecos de una forma de vida, la democracia se 
reduce a una forma de gobierno instrumental, tan legítima como la 
monarquía o la aristocracia. Este capítulo incluye, como apéndice, una 
discusión acerca de la noción de democracia instrumental en Hayek. El 
punto de partida de su The Constitution of Liberty, lo constituye una 
concepción republicana de la libertad como no-dominación. Pero Hayek 
muy rápidamente subvierte su republicanismo inicial y adopta la noción de 
libertad como no-interferencia, con lo que accede al núcleo ideal del 
liberalismo clásico (Pettit, 1997). De aquí se sigue una distinción tajante 
entre liberalismo y democracia. Tanto Hayek como Schumpeter siguen en 
esto expresamente a Carl Schmitt (cf. Cristi, 1998 & Scheuerman, 1999). 
Guzmán demuestra una notable familiaridad con el pensamiento de estos 
tres autores. Pero su deuda con ellos no la reconoce expresamente. 

La fundamentación metafísica de la libertad es el tema del capítulo 2. 
Guzmán, apoyado en una interpretación sui generis de la doctrina social de 
la Iglesia, postula la prioridad ontológica y de finalidad de los individuos. 
Refuerza esta doctrina con la teoría de los entes relacionales por la cual 
sustrae toda necesidad a las formas sociales de convivencia. Sobre la base 
de un individualismo radical y una concepción de la propiedad como 
derecho real o in rem, Guzmán monta su defensa del capitalismo. Es cierto 
que la Iglesia ha condenado al liberalismo económico, pero Guzmán piensa 
que su doctrina social rechaza el socialismo a la vez que defiende el 
desarrollo de una economía capitalista. No hay tercera vía entre capitalismo 
y socialismo. 

La oposición de Guzmán al gobierno de Allende no se limita a temas 
políticos contingentes. Junto con su rechazo de las doctrinas socialistas, 
involucra también un rechazo del sistema constitucional vigente en Chile y 
la forma democrática de gobierno que rige hasta 1973. La creación de una 
‘nueva institucionalidad' es parte esencial del ideario de la primera etapa 
del pensamiento político de Guzmán. Este ideario lo adopta sin mayor 
reflexión la junta militar que derroca a Allende el 11 de septiembre de 1973. 
La herramienta fundamental empleada por Guzmán para iniciar la creación 
de la nueva institucionalidad es la noción de Poder Constituyente tal como 
aparece en la obra de Carl Schmitt y su discípulo español Luis Sánchez 
Agesta. Schmitt, reconocido como el Kronjurist de Hitler, había expuesto 


teóricamente esa idea en su Teoría de la Constitución (Schmitt, 1934). Este 
capítulo examina el uso que hace Guzmán de esta noción para destruir la 
Constitución de 1925. La ilegalidad de ese acto pretende justificarse 
apelando a la nueva legitimidad que surge del hecho revolucionario. Pero la 
nueva legitimidad no es la que puede otorgar el pueblo soberano, sino la 
que emana de la junta militar misma. Los dos momentos álgidos de la 
nueva configuración constitutional quedan consignados en una 
declaración formal de Guzmán en 1975, donde afirma taxativamente que la 
Constitución del 25 ha muerto, y en la declaración de los juristas de la 
Universidad Católica, con ocasión del plebiscito de 1980, que expresamente 
reconocen el Poder constituyente originario a la junta militar. Esta 
declaración, que también firma Guzmán, reconoce que el plebiscito del 80 
no restaura la legitimidad democrática en Chile. La Constitución de 1980 
carece de legitimidad democrática en su origen. En un apéndice expongo el 
pensamiento de Schmitt y Sánchez Agesta en torno a la noción de Poder 
constituyente. En 1933, Schmitt emplea esta noción para declarar muerta la 
Constitución de Weimar y luego legitimar a Hitler mediante el 
Fúhrerprinzip. En España, Luis Sánchez Agesta, Francisco Javier Conde y 
otros discípulos de Schmitt, emplean la misma noción para explicar cómo 
el golpe de Estado de Franco destruye la Constitución de 1931, y para 
elaborar la doctrina del Caudillo. 

El capítulo 4 presenta una edición de las Actas de la Honorable Junta de 
Gobierno (1973-1989) que se conservan en la Biblioteca del Congreso. Estas 
son las actas de las sesiones secretas de la junta militar reunida en el 
ejercicio de los Poderes constituyente y legislativo que se ha arrogado. La 
presente selección responde a un criterio muy preciso. Solo se han tomado 
en cuenta aquellas actas que puedan arrojar luz acerca del papel que le cabe 
a Jaime Guzmán en la destrucción de la Constitución del 1925 y la génesis 
de la Constitución de 1980. 

Aunque la noción de Poder constituyente fue utilizada por Guzmán para 
justificar la destrucción de la Constitución democrática de 1925, su fuerza 
legitimadora sirve también para completar la transición a la democracia en 
Chile. Uno de los resultados del triunfo del No en 1988 es la convocación al 
plebiscito de 1989, cuya aprobación introduce reformas al texto de la 
Constitución de 1980. Si bien es cierto que este plebiscito, y el sentido de la 
reformas que introduce, confirma que el Poder constituyente ha sido 
reconquistado por el pueblo, esa toma de posesión es parcial. Persisten en 


el texto constitucional ciertas instituciones que no permiten la plena 
emergencia y expresión del Poder constituyente del pueblo. Este es el tema 
del capítulo 5. Examino, en particular, una sentencia del Tribunal 
Constitucional del 18 de marzo de 1998 que erróneamente supone que la 
titularidad del Poder constituyente reside aún en la Junta de Gobierno y no 
en el pueblo chileno. Como consecuencia, el Tribunal no da lugar a la 
posibilidad de cuestionar la legitimidad de la senaturía vitalicia para el 
general Pinochet. En este capítulo examino también cómo la soberanía 
absoluta que le reconoce Guzmán a la junta militar, en tanto que sujeto del 
Poder constituyente, determina su defensa de la legitimidad de las 
violaciones masivas de derechos humanos por parte de la junta entre los 
años 1973 y 1978. Pero esta defensa implica contradecir su postura 
lusnaturalista, y asumir aquello que siempre ha rechazado: el positivismo 
jurídico. 

Aunque Guzmán adhiere en términos generales a la defensa hayekiana 
de la economía de mercado, no acepta uno de los postulados 
fundamentales de la obra de Hayek: el rechazo de la noción de justicia 
social y de una política redistributiva. El capítulo 6 examina el compromiso 
a que arriba Guzmán en este sentido. En conformidad con su espíritu 
pragmático, Guzmán no intenta asimilar conscientemente la filosofía de 
Hayek ni desarrollar un análisis detallado de ella. Pero la influencia de 
Hayek se deja sentir en su aceptación del liberalismo económico que antes 
había rechazado en conformidad con la doctrina social de la Iglesia. Su 
defensa del capitalismo pasa a ser ahora una defensa del capitalismo 
liberal. Esto lo conduce a abandonar algunas de las instituciones 
tradicionales que retenía como resultado de su adhesión al capitalismo 
orgánico y corporativo, y que ahora ve como obstáculos para el pleno 
funcionamiento del mercado. Esta adhesión al capitalismo liberal encaja 
mejor con los fundamentos morales individualistas a los que había suscrito 
en su primeros ensayos de juventud. Su aceptación del capitalismo liberal 
implica su aceptación de los valores de una sociedad de mercado. Durante 
la grave recesión de 1982, Guzmán percibe la necesidad de armonizar esos 
valores con los valores republicanos defendidos por la tradición 
conservadora chilena. Pero esta armonización resulta ser un proyecto sin 
destino. El haber puesto fuera de juego al corporativismo, significa que las 
asociaciones intermedias que éste proponía y su espíritu solidario no son ya 


una alternativa viable. Sin esa base institucional, su replanteamiento 
republicano aparece como un mero artificio retórico. 

En este libro no desarrollo una evaluación crítica de la acción política de 
Jaime Guzmán, y, en particular, no juzgo el valor moral de sus actitudes y 
compromisos. En ningún caso intento avanzar un juicio histórico global 
sobre su vida y su actividad personal. Este trabajo no intenta ser puramente 
biográfico, sino expositivo de las ideas de Guzmán. Para dar cuenta cabal de 
sus ideas, resulta indispensable tomar en cuenta el contexto biográfico e 
histórico en el que ellas nacen y se desarrollan. Pero las referencias 
biográficas e históricas no son el foco principal de mi investigación, que 
busca ser más filosofía que historia. Admitir esta abstención metodológica 
en lo personal —mi argumento no es ad hominem- no implica la ausencia de 
una confrontación en el plano de las ideas. En los capítulos finales expongo 
sumariamente el fundamento que guía mi posición crítica frente a la obra 
de Guzmán. Esta posición se nutre en una tradición de pensamiento que 
encuentra sus raíces últimas en el comunitarismo de Aristóteles, Santo 
Tomás y Hegel, y sus raíces próximas en el republicanismo democrático de 
Brough Macpherson y Charles Taylor, dos teóricos canadienses, 
conocedores de nuestra propia tradición democrática y seriamente 
interesados en la política chilena de las últimas décadas del siglo XX. 
Examino, también críticamente, la alternativa que se ha presentado como 
la única opción viable frente al liberalismo autoritario de Guzmán: el 
liberalismo humanista de Rawls y Dworkin. Estos autores adoptan un 
neutralismo moral, a la vez que conceden primacía a los derechos 
individuales y favorecen una política económica basada en las preferencias 
de los consumidores. 

La democracia republicana que defiendo concibe la política de un modo 
muy distinto al de Guzmán, quien coincide con la teoría pluralista de la 
democracia formulada, entre otros, por Schumpeter, Dahl y Becker. Con 
gran realismo, estos autores sostienen que la práctica política es una 
competencia entre una pluralidad de grupos partidistas que luchan por 
recursos escasos y buscan imponer sus intereses particulares. El juego 
político se reduce a compromisos y transacciones entre las facciones que 
conforman espontáneamente un orden político. Condición necesaria para 
la preservación del pluralismo democrático es que los grupos en 
competencia lo hagan en igualdad de condiciones. Solo así se logra un 
equilibrio entre la oferta y la demanda de bienes políticos. El mayor peligro 


que confronta este esquema pluralista es la pérdida del equilibrio por la 
exclusión o también la automarginación de ciertos grupos. El dominio 
unilateral de un grupo disuelve la competencia y promueve la corrupción 
facciosa.” 

A este empiricismo democrático se opone la democracia republicana, 
que aspira a la formación de ciudadanos y el cultivo de las virtudes cívicas. 
Esto implica que el Estado no puede permanecer neutral frente a los valores 
y proyectos de vida de sus ciudadanos. La libertad republicana supone la 
formación de ciudadanos que participen racionalmente en el autogobierno 
de la polis. “La política republicana considera la formación del carácter 
moral como un asunto público y no meramente privado” (Sandel, 1994: 25). 
Por ello la democracia republicana fomenta una actitud deliberativa con 
respecto a las preferencias. Los ciudadanos se aproximan al bien común 
solo por medio de una discusión pública que pueda poner en tela de juicio 
sus preferencias. 

Lo esencial del modelo económico de la democracia (es decir, la 
democracia pluralista) es su aspecto no deliberativo (Sunstein, 1988 € 
1993). Los intereses de los grupos que compiten se suponen definidos con 
antelación y se imponen presionando a los representantes. Se trata de 
preferencias dadas e inmodificables, que actúan como “variables exógenas” 
al sistema y no se prestan para ser educadas en un proceso deliberativo. Lo 
que aparece como debate y deliberación es, en realidad, solo transacción y 
negociación. No es coincidencia que en un sistema así definido abunden las 
encuestas y los economistas, y sean escasos los filósofos. Las preferencias 
que computa el sistema se aceptan sin discusión y se las considera 
esencialmente ineducables. Para Hume, el más economicista de los 
filósofos modernos, la razón es la esclava de las pasiones, es decir, de las 
preferencias. Todo esfuerzo racional por modificarlas es considerado como 
una acción paternalista o aún tiránica. 

Lo que determina por principio al republicanismo es la igual libertad 
entendida como ausencia de dominación. El ciudadano republicano no es 
esclavo de nadie. No está sujeto como servus al poder arbitrario de un 
dominus. La condición del cives es la característica más relevante de la 
retórica republicana romana. Es una tradición que revive en las repúblicas 
del Renacimiento en Italia, entre los Whigs del siglo XVII que celebran la 
emancipación del absolutismo Estuardo y también durante las 


revoluciones americana y francesa. Nuestra Independencia manifiesta la 
misma retórica. 

Esta ausencia de dominación no implica la ausencia de interferencia. El 
republicanismo piensa que pueden darse interferencias no arbitrarias y no 
dominantes que tienen lugar sin menoscabo de nuestra libertad y que no 
conducen al estatismo. La libertad republicana no es libertad natural, sino 
civil. No tiene lugar en la ausencia, sino en la presencia dialogal de otros. El 
foro de la libertad no es el estado de naturaleza, sino la institucionaldad de 
sociedad civil, que por cierto incluye al mercado. El republicanismo 
legitima las interferencias que toman en cuenta el interés y beneficio de 
ciudadanos libres de dominación. Las leyes que responden a los intereses 
generales de la ciudadanía no constituyen una interferencia arbitraria. 

Hobbes se mofa de los habitantes de Lucca que han inscrito en sus torres 
la palabra LIBERTAS. Son tan libres, dice, como los turcos de 
Constantinopla; pues quien dice Estado y ley, dice pura coerción, pura 
ausencia de libertad natural. Para el republicanismo, en cambio, la ley, que 
es indudablemente interferencia, es también creación de libertad. “La 
finalidad de la ley no es abolir o restringir, sino preservar y expandir la 
libertad”, escribe Locke en uno de sus momentos republicanos (Locke, 
1980: 32). 


x x * 
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O La coherencia y unidad de la obra intelectual de Guzmán contrasta con la multiplicidad y dispersión 
de sus escritos. Aparte de Teoría sobre la Universidad, su Memoria de Prueba para optar al Grado de 
Licenciado en Ciencias Jurídicas, Políticas y Sociales, y de la Constitución de 1980, que a pesar de su 
factura colectiva es un documento que lleva impreso su sello personal, no existe una obra 


sistemática única que exponga comprehensivamente su argumento. Para lograr una síntesis del 
mismo, es necesario reunir la gran cantidad de artículos académicos, artículos de prensa, notas 


editoriales, diatribas, discursos políticos, exposiciones ante comisiones gubernativas, apuntes de 
clase, también capítulos de un libro inconcluso y otra suerte de documentos en los que se 
encuentra dispersa su labor intelectual. 


Bl La elección presidencial de 1970 no constituye un hito aparte en la evolución de Guzmán, quien 
percibe una estricta continuidad doctrinaria y política entre los gobiernos de Frei y Allende. De 
hecho, desde un primer momento piensa que la Democracia Cristiana le allana el camino al 
socialismo. En diciembre de 1964, por ejemplo, al poco tiempo de asumir Frei la Presidencia de la 
República, Guzmán describe el proyecto de reforma agraria impulsado por la Democracia Cristiana 
como “un camino abierto para la implantación concreta...de un régimen socialista y totalitario” 
(Guzmán, 1964:. 9). El gobierno de Allende representa solo un incremento en la intensidad de 
aplicación de principios substancialmente los mismos. Tampoco constituye un hito la plena 
vigencia alcanzada por la Constitución del 80 en 1989 y la instalación del Congreso en 1990. Su 
trágica muerte en 1991 no permite darle espesor suficiente al año que sirvió como Senador de la 
República. 


BI En una obra anterior, he defendido, con Carlos Ruiz S., la coherencia de una posición liberal 
conservadora, o liberal autoritaria, con respecto a un número de pensadores conservadores 
chilenos como Alberto Edwards y Francisco Antonio Encina (Cristi £ Ruiz, 1992). En este trabajo 
intento hacer extensiva esta tesis al pensamiento de Jaime Guzmán. En este sentido, la lección que 
ofrece el caso chileno, y en el que Guzmán no es una excepción, es que permite traer a luz la 
conexión entre el ideario conservador y el liberalismo moderno 


lal En el capítulo 3, comparo la situación chilena con los trastornos constitucionales ocurridos en 
Alemania en 1918, y luego en 1933, y en España en 1936. 


[5] Dicey expresa lo mismo cuando afirma: “Sincere believers in laissez-faire found that for the 
attainment of their ends the improvement and strengthening of governmental machinery was an 
absolute necessity” (Dicey, 1905: 306). En una entrevista reciente, Sebastián Edwards, un destacado 
economista chileno, se declara “muy pro-mercado y aperturista en lo económico”, y afirma también 
que “el Estado debe ser muy pequeño y fuerte. Fuerte en dos sentidos: que lo que haga lo haga y 
muy bien, y que no sea “capturado” por grupos de interés para su propio beneficio” (La Tercera, 2 de 
enero, 2000). 


[6] La UDI, en su manifiesto de fundación, define así su posición frente al gobierno militar: “Definimos 
nuestra posición frente al actual gobierno como de apoyo razonado e independiente de juicio, en 
pro de alcanzar las altas metas que él se ha trazado” (Fernández € Guzmán, 1983: C3). 


[dl Una versión aún más realista no debería considerar esa ruptura del equilibrio político como 
problemática. Se trata de un resultado espontáneo que posiblemente permite un mejor 
funcionamiento de la democracia. Así, por ejemplo, Guzmán piensa que la democracia chilena 
funcionó mejor en el siglo XIX cuando grandes sectores de la sociedad chilena no tenían acceso a la 
participación política. 


CAPÍTULO 1 
Autoridad, Libertad y Democracia 


Gobierno autoritario y sociedad libre se conjugan como palancas armoniosas y equilibradas del 
progreso material y espiritual. 
(Guzmán, 1978: 16) 


La nociones de autoridad y libertad son los pilares sobre los que se asienta 
el pensamiento político de Guzmán. Constituyen las “palancas armoniosas 
y equilibradas” que le permiten conjugar un Estado autoritario y una 
economía de libre mercado (Guzmán, 1978: 16). El desafío central que 
enfrenta su pensamiento político es la intención de acomodar la 
democracia dentro de ese complejo conservador liberal. Se pueden 
distinguir tres etapas en la elaboración de este proyecto. En una primera 
etapa, Guzmán asimila filosóficamente las nociones de autoridad y libertad, 
apoyado en la obra de Osvaldo Lira, Jaime Eyzaguirre y Julio Philippi, 
pensadores conservadores chilenos con quienes mantiene un estrecho 
contacto personal e intelectual. De estos autores hereda un compromiso 
con el legado político de Portales, que involucra las nociones de autoridad y 
libertad, pero mantiene una relación conflictiva con teoría y práctica 
democráticas. La segunda etapa, que coincide con la participación activa de 
Guzmán en el golpe de Estado que inicia la dictadura militar de Pinochet, 
está marcada por el intento de consolidar ese régimen dictatorial. 
Concentra su atención en el proyecto de crear una nueva Constitución 
donde un equilibrado ensamble de las nociones de autoridad y libertad 
permita la domesticación de la democracia. La tercera etapa del desarrollo 
de su pensamiento político comienza cuando Guzmán comprueba que ha 
obtenido lo proyectado en la segunda etapa. Puede tomar, entonces, una 
cierta distancia del gobierno militar y prepararse para actuar políticamente 
en el período de transición a la democracia que se inicia en 1981. Para ello 
resulta necesario reconciliarse con la democracia. La solución la encuentra 
Guzmán en Hayek, quien, fundado en Schumpeter, elabora un concepto 
instrumental de la democracia. Libertad y autoridad pasan a constituirse en 


los valores intrínsecos de una forma de vida, mientras que la democracia se 
reduce a una forma de gobierno instrumental, tan legítima como la 
monarquía o la aristocracia. Pero la noción de libertad que adopta ahora 
Guzmán es funcional a la sociedad de mercado que se desarrolla en Chile. 
Con ello debe abandonar el legado portaliano que inspiró su primera etapa. 
Este capítulo incluye, como Apéndice, una discusión acerca de la noción 
de democracia instrumental en Hayek. El punto de partida de su The 
Constitution of Liberty, lo constituye una concepción republicana de la 
libertad como no-dominación. Pero Hayek muy rápidamente subvierte su 
republicanismo inicial y adopta la noción de libertad como no- 
interferencia, con lo que accede al núcleo ideal del liberalismo clásico. 


La primera etapa del pensamiento de Guzmán determina su orientación 
ideológica genérica y sus compromisos políticos básicos. Es también la más 
rica en términos de la fundamentación filosófica de su pensamiento. 
Históricamente, está marcada por la preeminencia alcanzada por el Partido 
Demócrata Cristiano durante el régimen presidencial de Jorge Alessandri 
(1958-1964) y el triunfo de Eduardo Frei Montalva en la elección 
presidencial de 1964. La oposición de Guzmán con respecto a la Democracia 
Cristiana está determinada por su temprano compromiso político con el 
franquismo. La influencia personal de Osvaldo Lira es decisiva en este 
sentido.” En uno de sus primeros escritos, una carta que dirige a su madre 
desde Lisboa el 10 de marzo de 1962, Guzmán demuestra hasta qué punto 
ha adherido al ideario franquista de Lira. También su estilo —militante, 
rotundo y hiperbólico— indica que ha adoptado el sello personal de Lira: 


Estoy archifranquista, porque he palpado que el Generalísimo es el 
Salvador de España, porque me he dado cuenta la insigne personalidad 
que es, lo contenta que está la gente con él, lo bien que se trabaja y el 
progreso económico que se advierte. Y que conste que en España hoy 
hay libertad absoluta, entendida y orientada al bien común y no a 
satisfacer el absurdo principio de la Revolución Francesa liberté, que 
tiende al libertinaje. “No hay libertad sino dentro de un orden”, ha dicho 
Franco (Rosario Guzmán Errázuriz, 1991: 80). 
Es notable observar cómo ya en esta carta, escrita a los 15 años de edad, 
Guzmán piensa en una síntesis de las nociones de autoridad y libertad. “No 
hay libertad sino dentro de un orden”. En Lira, la complexio oppositorum de 


autoridad y libertad se traducen en un Estado fuerte y una sociedad libre. 
En su Nostalgia de Vásquez de Mella, que Guzmán seguramente ya conocía, 
Lira escribe: 


La doctrina tradicional supo conciliar dos extremos que parecían 
incompatibles: un poder fuerte, vigoroso, capaz de imprimir 
orientaciones definidas a la sociedad..., y una limitación igualmente 
vigorosa que, siendo capaz de sofrenarlo y resistirle, le deja amplia 
libertad de movimientos dentro de sus ámbitos propios (Lira, 1942: 73). 


Su visita a España en 1962 confirma su ideario político. Ello queda a la 
vista en una serie de artículos que publica en la Revista Escolar de los 
Sagrados Corazones. El título de uno de ellos habla por sí solo: “Viva 
Franco, Arriba España!” (Guzmán, 1962). Este ideario político se enriquece y 
profundiza luego de iniciar sus estudios de Derecho en 1963. Entre 1964 y 
1965 publica una serie de artículos en la Revista Fiducia que afinan su 
contribución a la rama corporativista del conservantismo chileno. Esa 
contribución se centra en su rechazo tanto del liberalismo económico como 
del socialismo, y también de posiciones que ve próximas al socialismo, 
como es la Democracia Cristiana. El liberalismo económico yerra al no 
reconocer las “nuevas formas de asociación y de organización social, que 
han respondido al impulso natural del hombre de constituir sociedades 
intermedias”. Esto lo ha conducido a “desvincular al hombre de sus 
entidades naturales para agruparlo en torno a partidos políticos 
permanentes y antagónicos, dando origen a un sufragio y a una sociedad 
inorgánica” (Guzmán, 1965: 11).2 El error del socialismo, al igual que el 
fascismo, es el estatismo, es decir, el “mal estadólatra” (ibid: 11). Ambos 
movimientos políticos, desde posiciones encontradas, intentan “extender 
sus tentáculos a un control político total” (ibid: 11). Como alternativa, 
Guzmán postula el principio de subsidiariedad que defiende la doctrina 
social de la Iglesia." Según este principio, “el Estado no puede asumir 
ninguna función específica que los individuos u organismos intermedios 
sean capaces de realizar por sí mismos” (ibid: 11). Aunque el principio de 
subsidiariedad le permite a Guzmán adoptar una vía intermedia entre el 
liberalismo económico y el socialismo, ello no significa que el capitalismo 
quede excluido como opción. Por el contrario, la iniciativa privada en el 
campo económico y una defensa radical de la propiedad privada son 
consecuencias que Guzmán extrae del principio de subsidiariedad. No hay 


una “tercera posición” entre capitalismo y socialismo. Según Guzmán, “los 
principios capitalistas de propiedad privada... y de libre empresa en el 
campo económico, no solo no se oponen con la doctrina social de la Iglesia, 
sino que son supuestos fundamentales de ésta, como fruto de la ley 
natural” (Guzmán, 1965a: 4). 

La noción de autoridad es tema central en Teoría sobre la Universidad 
(Guzmán & Novoa, 1970), su trabajo más sistemático en esta primera etapa. 
En esta obra queda claramente expuesto su interés por la filosofía. Aunque 
no defiende aquí una determinada tesis filosófica, ni elabora su 
argumentación de acuerdo a una metodología filosófica, emplea categorías 
filosóficas para justificar una determinada concepción del gobierno 
universitario. Tal como lo define Guzmán, este trabajo tiene una 
“naturaleza principalmente conceptual... Los aspectos históricos y 
sociológicos..., solo [tienen] aquí una cabida incidental” (ibid: 90). Apelando 
a la tradición neo-escolástica, Guzmán toma en cuenta un número de 
principios y doctrinas centrales a su argumentación. No se trata, sin 
embargo, de un argumento puramente expositivo que excluya las 
convicciones de su autor. La activa participación de Guzmán en la actividad 
gremial universitaria indica que las tesis que se discuten aquí son parte de 
un compromiso personal. Es sintomático en este respecto la coautoría con 
Jovino Novoa, quien a la fecha estaba vinculado al gobierno estudiantil 
universitario. 

La concepción de autoridad es estudiada principalmente en dos 
capítulos de esta tesis universitaria: los capítulos IV y V. En el primero 
demuestra la necesidad de que todo cuerpo social se rija por una autoridad; 
en el segundo, examina dos cuestiones esenciales relativas a la noción de 
autoridad y que deben ser consideradas separadamente: la cuestión de su 
ejercicio y la de su origen. 

En el capítulo IV, titulado “La forma en los entes relacionales”, examina 
el “imperativo de que todo cuerpo social tenga una autoridad que lo 
gobierne” (Guzmán € Novoa, 1970: 90). Guzmán define autoridad como 
“forma de toda sociedad” (ibid: 84). La constitución de toda sociedad 
incluye una materia y una forma. La materia son los individuos que se 
relacionan y se ordenan entre sí en busca de una finalidad o bien común. El 
orden de esas relaciones sociales constituye la forma social. Pero el orden 
de relaciones sociales no es un orden espontáneo: “ni se hace solo, ni se 
realiza de una vez para siempre” (ibid: 83). En primer lugar, no es 


autooriginante, porque los individuos son imperfectos, es decir, tienen 
percepciones irrevocablemente parciales y subjetivas del bien común. En 
segundo lugar, todo orden social, dejado a su suerte, es intrínsecamente 
inestable. Estas dos razones implican que el orden social debe ser mediado 
por una autoridad como condición de su existencia. La autoridad sería el 
fundamento de origen y permanencia de la sociedad, la verdadera forma 
social. 


...Este bien común, este orden relacional, ni se hace solo, ni se realiza de 
una vez para siempre. No se hace solo, debido a que la imperfección 
humana, y el ángulo particularizado desde el cual cada individuo 
observa y pondera la realidad, tiende a desfigurar la recta noción del 
bien común. No se hace de una vez para siempre, sino que está 
permanentemente en trance de hacerse, por el carácter dinámico de la 
realidad social, que obra de substrato condicionante del fin común o 
bien común. Debe haber, por tanto, alguien que actualice dicho 
principio unitivo, que geste y asegure a cada momento de ese bien 
común, y ese alguien es el que recibe el nombre de “autoridad” (ibid: 83). 


Los seres humanos no son esencialemente sociales, pues carecen de una 
orientación natural hacia el bien común. Solo una autoridad puede 
garantizar una noción no subjetivizada del bien común y darle la 
estabilidad necesaria. Guzmán aclara que no se trata de que la autoridad 
“sea la persona individual o el organismo colegiado que ejerce la 
autoridad... sino el conjunto de actos de autoridad que constituye el orden 
de relación entre sus componentes” (ibid: 84). Pero es difícil pensar en 
“actos de autoridad” sin un sujeto mismo de esa autoridad, o pensar en un 
“orden de relación” sin una base substancial en la que ese orden pueda 
afincarse. Y esto resulta aún más difícil si se toma en cuenta la doctrina que 
presenta Guzmán acerca de lo que llama “entes relacionales”. 

Con la expresión “ente relacional” Guzmán designa el status ontológico 
de toda entidad social. ¿Qué sentido tiene decir que una entidad social, 
como lo es la universidad, sea un ente relacional? Y, ¿en qué consistiría la 
forma y la materia de estos entes relacionales? Guzmán depende, en este 
punto, del libro de G. M. Manser, La esencia del tomismo, que cita en una 
nota al iniciar su exposición sobre este tema (ibid: xvii). Para entender el 
contexto y las limitaciones de la postura asumida por Guzmán, es 
conveniente examinar la exposición de Manser.* 


Manser introduce la tesis de que la unidad social constituye un accidente 
de relación, y por tanto no tiene carácter substancial. “La unidad en lo 
mucho, que es la esencia de la comunidad, no tiene nada que ver con la 
substancia; es decir aquella unidad no puede consistir en algo substancial” 
(Manser, 1953: 791). Los seres humanos constituyen personas, es decir, 
“seres subsistentes que poseen el grado absolutamente más alto de la 
incomunicabilidad” (ibid: 791). Manser concluye afirmando que la esencia 
de la comunidad “pertenece al orden del accidente” (ibid: 791). Pero la lista 
aristotélica de accidentes es variada. ¿A cuál accidente corresponde la 
unidad social? Manser responde: 


La unidad de comunidad es evidentemente una unidad de orden y, por 
tanto, de relación; porque la comunidad existe cuando muchos hombres 
cooperan ordenadamente a un mismo fin. Todo nos habla aquí de orden: 
partis ad partem y partium ad totum, y por eso todo consiste en una 
unidad de relaciones de muchos al mismo fin, al bonum (ibid: 792). 


La sociedad no es una substancia, sino solo una relación social. 
Substancias son únicamente las personas. En su actividad, las personas 
tienden conjuntamente hacia un fin común. Y el principio de esa actividad 
está en la voluntad individual que se conjuga con otras voluntades en la 
ordenación hacia el fin común. 

Al igual que Manser, Guzmán piensa que el status ontológico que le 
compete a la Universidad, como entidad social, es ser un accidente de 
relación: 


La Universidad no es un ser substancial, sino accidental, y más 
específicamente todavía, relacional. El ser de la Universidad no es 
substancia; solo lo son los seres humanos que la integran. El ser de la 
Universidad resulta simplemente de una determinada relación entre 
esas substancias, o miembros que la componen (Guzmán € Novoa, 
1970: 79). 


Esta concepción de la Universidad como un accidente de relación es una 
aplicación de una tesis más general que postula que toda forma social 
constituye un ser relacional. Lo que sostiene ahora en Teoría sobre la 
Universidad, lo había ya sostenido en dos ensayos anteriores suyos: uno en 


el que defiende el capitalismo (Guzmán, 1965c), y otro en que rechaza el 
estatismo (Guzmán, 1969). 

Si la Universidad y el Estado son entes relacionales y no substantivos, es 
difícil pensar que la autoridad, como forma de la sociedad, pueda quedar 
constituida, como indicaba Guzmán, por “el conjunto de actos de autoridad 
que constituye el orden de relación entre sus componentes” (Guzmán € 
Novoa, 1970: 84). Más adelante, Guzmán aclara este punto, cuando discute 
la forma de gobierno monárquica como más perfecta que la democrática. Y 
ello por la mejor posibilidad que ofrece la monarquía para la manifestación 
y actuación de la autoridad. 


... [EJl aspecto monárquico o unipersonal nos parece necesario. Él no 
solo confiere al ejercicio de las funciones ejecutivas un carácter expedito 
que la eficiencia reclama. Más que eso, aparece también como necesario 
para la función misma de gobernar, ya que ésta requiere una coherencia 
y unidad intelectual, unida a un sello y estilo definidos, que resulta más 
difícil generar en un cuerpo colegiado. No en vano, la unidad de un 
cuerpo colegiado es simplemente accidental, relacional, mientras que la 
de una persona natural es substancial. Y ésta es y será siempre, de suyo, 
más perfecta que aquella (ibid: 102). 


La forma monárquica aventaja a la democrática por su eficiencia en la 
toma de decisiones y por la coherencia y unidad que le confiere al gobierno. 
Y estas ventajas le sobrevienen por su característica substantiva. El 
monarca, en oposición al pueblo democrático o a los estamentos 
aristocráticos, es una persona individual, y como tal es una substancia y no 
un mero accidente. Guzmán, en consonancia con Santo Tomás, piensa que 
la monarquía constituye la forma más perfecta de autoridad. 

La teoría de los entes relacionales le permite a Guzmán refutar, por una 
parte, cualquier forma de colectivismo, socialista o estatista, por el cual se 
pretenda darle a la sociedad o al Estado derechos de interferencia en la libre 
actividad de los individuos. Los individuos, como entes substantivos y no 
meros accidentes de relación, son soberanos frente a la sociedad y el 
Estado. Por otra parte, el mismo carácter de ser meros accidentes de 
relación les quita a la sociedad y al Estado la posibilidad de constituirse en 
autoridad. La verdadera autoridad es también la substantiva, la que no está 
constituida por una mera relación. De ahí su preferencia por la monarquía. 
Pero, como se verá más adelante, Guzmán piensa que es el elemento 


aristocrático, y no el monárquico, el que mejor se adecua para el gobierno 
universitario. No percibe, sin embargo, la dificultad que esto entraña para 
su teoría de los entes relacionales. No queda claro cómo un ente relacional 
colegiado, como lo es cualquier estamento aristocrático, pueda justificar su 
autoridad frente a individuos substantivos y por ende soberanos. En 
general, resulta difícil concebir qué autoridad y qué derecho pudiera 
imputarse a entidades desprovistas de toda necesidad en tanto que han 
sido despojadas de todo espesor substantivo. 

Manser expone la solución tomista a este dilema. Al desestimar la 
postura tomista, Guzmán, sin estar consciente de ello, cae en el 
nominalismo de Ockham. Tiene también, como consecuencia, darle un 
marcado sello liberal a su pensamiento. En el capítulo 2 examino con más 
detalle cómo esto deja el camino preparado para la plena recepción del 
neoliberalismo de Hayek, quien también asume un nominalismo social.'*! 

El capítulo V debate dos temas relativos a la autoridad universitaria: el de 
su ejercicio y el de su origen. “La filosofia política enseña que la legitimidad 
puede decirse de una autoridad en dos sentidos, a saber, en atención a su 
origen y en atención a su ejercicio” (ibid: 90). Hay que distinguir, por tanto, 
entre formas de ejercer la autoridad y formas de generarla. Guzmán piensa 
que lo primordial reside en el ejercicio de la autoridad y que ello es 
independiente de cómo ésta se genere. Confirma esta distinción el hecho de 
que una autoridad legítimamente generada puede caer en ilegitimidad 
durante su ejercicio. A su vez, una autoridad de origen ilegítimo puede 
legitimarse en su ejercicio. 


La filosofia política enseña que la legitimidad puede decirse de una 
autoridad en dos sentidos, a saber, en atención al origen y en atención al 
ejercicio. Añade la recta doctrina, que lo fundamental, lo definitivo, es la 
legitimidad de ejercicio, representada por la efectiva promoción y 
mantención del bien común, lo cual supone un escrupuloso 
acatamiento de la Ley natural y de la Ley positiva divina. Una autoridad 
ilegítima en su origen puede legitimarse como tal en su ejercicio. A la 
inversa, una autoridad legítima en su origen deja de serlo si —en su 
ejercicio— vulnera la ley de Dios, o se revela como notoriamente incapaz 
para producir el bien común (ibid: 90-1). 


Para legitimarse en su ejercicio, una autoridad no necesita más que 
promover y mantener el bien común. La cuestión acerca de la forma de su 


génesis es secundaria.” 

En primer lugar, Guzmán trata el tema de las formas de ejercicio del 
gobierno. Este tema se conecta con la distinción clásica formulada por 
Aristóteles entre monarquía, aristocracia y democracia. En este, punto 
Guzmán hace notar lo peculiar que resulta ser el gobierno universitario 
pues no se le puede equiparar sin más al gobierno de la polis. En una forma 
similar a lo que ocurre en la familia, la desigualdad que se da al interior de 
la comunidad universitaria conspira contra la posibilidad de implementar 
formas de gobierno democrático. “Pensamos que el sistema democrático no 
es apto para dirigir la institución universitaria..”. ( ibid: 93). Aunque 
considera que un gobierno monárquico es el más expedito y eficiente, en el 
caso de la universidad recomienda la forma de gobierno aristocrático. 


...[E]stimamos que es el elemento aristocrático el que viene a representar 
el nervio insustituible del gobierno universitario, expresado por medio 
de los grandes claustros académicos, integrados por profesores e 
investigadores. Son éstos quienes, por constituir el sector permanente 
de las Universidades y por generar el elemento determinante o “forma” 
de la relación docente, configuran la verdadera alma de las comunidades 
universitarias (ibid: 102). 


El rechazo, por parte de Guzmán, de la democracia como forma de 
gobierno universitario tiene que ver con su rechazo del llamado co- 
gobierno universitario y de la inclusión de los alumnos en el ejercicio de la 
autoridad. No significa, indica Guzmán, que también rechace “el significado 
que comúnmente se le da a la expresión “democracia universitaria”, como el 
respeto a los derechos académicos de todos los miembros de la comunidad 
universitaria y al principio de subsidiariedad en el funcionamiento de las 
diversas unidades que integran su estructura” (ibid: 93). Tampoco rechaza 
una política de admisión a la universidad que no discrimine en términos 
económicos o sociales. 

En segundo lugar, Guzmán examina lo que corresponde al origen o 
generación de la autoridad universitaria. Acepta, sin mayor discusión, la 
idea de generar la autoridad universitaria por el método eleccionario. 
Distingue dos variantes de ese método: uno que procede “de abajo hacia 
arriba” (que puede a su vez dar lugar a un sistema de elección amplio, o a 
uno restringido), y otro que procede “de arriba a abajo” (que es 
naturalmente restringido): 


...el sistema de elección presenta a su vez dos grandes variantes: la 
radicación del cuerpo elector en las bases mismas de los gobernados, o 
bien en una persona individual o cuerpo colegiado restringido. La 
primera fórmula produce la generación “de abajo hacia arriba” y puede 
denominarse “democracia amplia”. La segunda fórmula puede ser 
también “de abajo hacia arriba”, pero restringiendo el cuerpo elector 
(“democracia restringida”), o bien “de arriba hacia abajo”, con un elector 
individual o colegiado “no democrático” (ibid: 108). 


En el caso de los sistemas de elección “de abajo hacia arriba”, tanto el 
amplio como el restrigido son legítimos. Pero también es legítimo el 
sistema de elección autocrático “de arriba hacia abajo”: 


Estimamos que cualquier mecanismo de elección, sea “de arriba hacia 
abajo” [autocrático] o democrático, es legítimo para generar la autoridad 
universitaria. Optar por uno u otro camino es una decisión que se sitúa 
en el orden de la prudencia y no de los principios generales, de la 
conveniencia histórico-social y no de la legitimidad doctrinaria (ibid: 
109) 


En consonancia con su idea de que la forma de gobierno más adecuada a 
la institución universitaria es la forma aristocrática, es lógico pensar que un 
sistema de elección restrigido deba ser el más apropiado. De la clasificación 
de Guzmán se desprende que hay dos legítimas formas de elección 
restringida: la autocrática (o designación) y la democrática. Guzmán se 
inclina por una combinación de estas dos formas restringidas. 
Reconociendo los problemas que entraña la forma democrática restringida, 
siendo el principal “la entronización de la demagogia en la vida académica” 
(ibid: 110), y reconociendo también los inconvenientes que presenta la 
designación, a saber, “una pasividad asfixiante” en los cuerpos vivos de la 
Universidad (ibid: 111), Guzmán opta por una combinación de estos 
procedimientos. Se pronuncia, primero, “por un mecanismo de ‘democracia 
restringida”, en que las autoridades universitarias sean elegidas por los 
grandes claustros académicos. En éstos entendemos aceptable la 
participación estudiantil, con el alcance que veremos en el párrafo 
pertinente” (ibid: 112). En el párrafo pertinente, Guzmán otorga a los 
estudiantes una participación en los debates y deliberaciones, pero “ningún 
porcentaje en el poder de decisión” (ibid: 116). En definitiva, está dispuesto 


a otorgarles “un voto total, en cada uno de [los organismos directivos], a ser 
empleado por uno de los delegados de mayoría” (ibid: 116). En segundo 
lugar, acepta como legítima la designación de autoridades por la institución 
a la cual la Universidad pertenece en virtud de su origen (Estado, Iglesia, 
congregación religiosa). Indica también que la extensión y el carácter que 
sea oportuno conferir a esta participación “es algo eminentemente 
variable” (ibid: 112). Resulta interesante notar que este status mixtus 
electoral, que combina democracia y designación, será más tarde el modelo 
que empleará Guzmán para diseñar constitucionalmente la conformación 
del Senado de la República. 

En esta primera etapa, Guzmán postula filosóficamente la conjunción de 
las nociones de autoridad y libertad. Queda impreso en su pensamiento, 
desde muy temprano, el aserto de Franco: “No hay libertad sino dentro de 
un orden”. Pero este orden no es abstracto sino que se funda concretamente 
en la voluntad de alguna persona o de un conjunto organizado de personas. 
Orden significa así la autoridad de un monarca o un grupo aristocrático. En 
ningún caso puede concebirse una autoridad democrática. Guzmán se 
encuentra muy lejos de la noción de self-government al que aspira el ethos 
republicano. Está lejos también de la democracia liberal. No quiere decir 
esto que la autoridad que concibe tenga por objeto suprimir absolutamente 
la libertad. Por el contrario, Guzmán reafirma una concepción ultraliberal 
del derecho de propiedad y de la libertad empresarial También en esta 
época, como se verá más adelante en el capítulo 2, rechaza el estatismo 
como atentatorio contra la libertad de los individuos. Su aspiración política 
temprana queda así determinada por su afirmación de una autoridad 
estatal fuerte y una economía libre. 


El 11 de septiembre de 1973, una junta militar derroca al gobierno 
constitucional de Salvador Allende. Dos días más tarde, el día 13 de 
septiembre, en su primera sesión secreta, la junta gobernante acuerda 
encomendar el estudio de una nueva Constitución Política del Estado. 
Determina también que ese estudio estará “dirigido por el Profesor 
Universitario Don Jaime Guzmán” (Junta de Gobierno, 13 de septiembre). 
Comienza así una segunda fase del pensamiento político de Guzmán. Esta 
fase está determinada por el liberalismo autoritario de la primera época, 
pero el contexto de su acción política se torna del campo gremial 
universitario al campo de la política nacional. Junto con legitimar la 


dictadura militar y justificar sus violaciones de derechos humanos como 
una acción transitoria, excepcional y necesaria (ver más abajo en esta 
misma sección), concentra su atención en el constitucionalismo. Considera 
que una constitución es la mejor manera de lograr el desarme democrático. 
Desde una perspectiva liberal, las constituciones deben considerarse como 
obstáculos que regulan la acción de las mayorías y protegen a las minorías, 
generalmente las minorías propietarias. Es Guzmán quien persuade a la 
junta militar de la necesidad de abrogar la Constitución de 1925 y de la 
necesidad de crear una nueva. Una articulación constitucional adecuada de 
las nociones de autoridad y libertad es la mejor fórmula de contención y 
freno de la democracia. 

Lo que se indica en el Acta secreta N°1 es la primera señal de que la junta 
militar tiene la intención de abrogar la Constitución vigente. Dos años 
después, con ocasión de la promulgación de una serie de Actas 
Constitucionales, Guzmán se encarga de anunciar que la Constitución del 
25 ha muerto (Guzmán, 1975). La promulgación de esas actas 
constitucionales es también el primer anuncio del nacimiento de la futura 
Constitución, la que será conocida como Constitución de 1980. Tanto en la 
abrogación de la antigua Constitución, como en la génesis de la nueva, 
Guzmán tiene un papel fundamental. No hay evidencia histórica que 
indique que la junta militar misma haya concebido y planeado esta 
profunda transformación constitucional al momento del golpe de Estado. El 
hecho de que el día 13 de septiembre la junta nomine a Guzmán, un 
abogado constitucionalista de solo de 27 años, para el estudio de una nueva 
Constitución indica hasta qué punto su pensamiento y sus proyectos 
políticos estaban ya involucrados en la intervención militar (ver más 
adelante el capítulo 7). Guzmán guía los pasos iniciales de la junta militar, 
juega un papel decisivo en la formación y consolidación del nuevo régimen 
político y se convierte en su Kronjurist, aunque sería más justo decir que en 
materias constitucionales la corona la porta él mismo. Esta estrecha 
colaboración entre la junta militar que preside el general Pinochet y 
Guzmán se extenderá hasta 1981, año en que se promulga la nueva 
Constitución. A partir de entonces pone término a su colaboración directa e 
inmediata en las tareas de gobierno, e inicia una colaboración 
independiente, para lo cual funda en 1983 un partido político: la Unión 
Demócrata Independiente. 


El nuevo esquema constitucional creado por Guzmán tiene un auténtico 
contenido revolucionario, comparable en su proyección a la creación 
constitucional de Diego Portales en los albores de la República. Este 
esquema se enfrenta con el sistema político y social redistributivo que 
sostiene al Estado de bienestar, definido por Guzmán como estatista, y que 
se desarrolla a partir de la política económica que se implanta en Chile en 
1938, en armonía con el New Deal del Presidente Roosevelt. Pero sus raíces 
últimas se encuentran en el Estado social mesocrático que irrumpe en 
escena a partir de 1920, durante la presidencia de Arturo Alessandri. A esto 
apunta Guzmán cuando, en una sesión de Senado de mayo de 1990, resume 
la labor de diecisiete años del régimen militar chileno: 


En 1973 Chile experimentó el cambio más profundo en su estrategia de 
desarrollo de las últimas décadas. Se revirtieron decenios de estatismo 
que corresponden efectivamente a tendencias predominantes en el 
mundo entero, pero se anticiparon las nuevas tendencias que hoy día se 
reconocen mundialmente con notable visión que a menudo se 
desconocen. Lo cierto es que la estrategia de desarrollo que entonces 
venía siguiendo el país sufrió un cambio tan brusco como positivo, tan 
notable como fecundo (Rosario Guzmán Errázuriz, 1991: 191-2; el énfasis 
es mio) 


Guzmán no es un jurista a quien se consulta acerca de la implementación 
de un establecimiento jurídico ya decidido. Es, por el contrario, el estadista 
que decide acerca del contenido y modo de ser de la unidad estatal. En este 
contexto resulta interesante observar que, aunque Guzmán fue siempre un 
“fanático del fútbol, hincha fervoroso del equipo de la Universidad 
Católica” (ibid: 105), nunca jugó un solo partido. Pero fue “árbitro 
profesional” (ibid: 105) y poseía dotes para entrenar o dirigir técnicamente a 
un equipo de fútbol. Esta imagen deportiva podría representar el estilo de 
su actividad política. Mientras otros salían a la cancha y metían los goles, la 
estrategia a seguir se decidía en los camarines. Los documentos 
fundacionales de la junta militar, comenzando por la Declaración de 
Principios del Gobierno de Chile, así como los discusos presidenciales 
claves, son todos redactados por Guzmán. Esto explica la coherente unidad 
conceptual y la armonía de diseño que caracteriza la acción gubernativa de 
la junta, por lo menos hasta 1981.'* El 21 de septiembre, diez días después 
del golpe militar, la junta militar en sesión secreta acuerda dictar un 


decreto ley designando una Comisión integrada por Enrique Ortúzar, 
Sergio Diez, Jaime Guzmán y Jorge Ovalle “para que se aboque al estudio de 
la nueva Constitución Política y disposiciones legales complementarias de 
esta nueva institucionalidad”.*! Pero la Comisión se había ya constituido y 
se había reunido con anterioridad a la fecha que se indica como su primera 
sesión. El Mercurio reporta en su página editorial del 19 de septiembre que 
Enrique Ortúzar ha hecho declaraciones como presidente de la Comisión 
elaboradora del proyecto constitucional.“% Esto es ilustrativo de cómo las 
decisiones de orden constitucional de la junta militar son puramente 
formales y un reconocimiento de un hecho consumado. Dos escritos de 
Guzmán, uno de fines de 1973 y otro de 1974, publicados como anexos en 
Derecho político: Apuntes de las clases del Profesor Jaime Guzmán Errázuriz 
(Rojas, Achurra € Dusaillant, 1996), confirman este punto de vista. Las 
razones que guían la intervención de las Fuerzas Armadas, según Guzmán, 
son de carácter inmediato. Se vive una emergencia política y social y es 
necesario ponerle justificado término. La defensa, y no la destrucción de la 
Constitución del 25, es lo que prima en el ánimo de los uniformados. 
Guzmán tiene una visión de más largo alcance que ve aquí la oportunidad 
para realizar la nueva institucionalidad' que ha tenido siempre en mente. 
En cuanto a la integridad e intangibilidad de la Constitución del 25, 
Guzmán piensa que ni ella ni la institucionalidad democrática son 
destruidas por la junta militar el 11 de septiembre. Cuando la junta militar 
asume el poder, ellas ya no existen. El gobierno de la Unidad Popular es el 
responsable de su destrucción. Escribe en 1973: 


El 11 de septiembre, Chile ya no tenía ni institucionalidad verdadera ni 
democracia auténtica y vivía una virtual anarquía política, económica y 
social... Entonces ya no cabía defender una democracia que no existía, 
que había sido deliberada y sistemáticamente destruida (ibid: 120). 


En 1974, en entrevista concedida a un periodista extranjero, Guzmán 
reitera el mismo argumento, que basa en el Acuerdo adoptado por la 
mayoría opositora de la Cámara de Diputados el 23 de agosto de 1973. En su 
considerando 6, el Acuerdo señalaba que el gobierno de Allende destruyó 
“elementos esenciales de la institucionalidad y del Estado de Derecho” 
(ibid: 123; cf. Pfeffer Urquiaga 1987: 110). Fundado en esta opinión de la 
Cámara Baja, el “cuerpo fiscalizador del Congreso Nacional”, que él 
considera como “reflejo fiel de la opinión popular chilena”, Guzmán 


responsabiliza al gobierno de Allende de la destrucción de la democracia y 
la institucionalidad: 


„el 11 de septiembre NO HABÍA DEMOCRACIA NI 
INSTITUCIONALIDAD EN CHILE. Solo cabía discutir por qué se iba a 
reemplazar: si por la dictadura marxista, llamada con eufemismo 
‘popular, o por un gobierno militar que pueda rehacer la 
institucionalidad chilena (ibid: 123; los destacados son de Jaime 
Guzmán). 


Ésta es la premisa que requiere Guzmán para demostrar por qué la junta 
militar no puede invocar la Constitución y restaurar la institucionalidad 
quebrantada, y por qué debe ponerse de inmediato a la tarea de redactar 
una nueva Constitución e instaurar una nueva institucionalidad: 


...No hay ninguna contradicción entre haber invocado la ilegalidad y el 
carácter antidemocrático del Gobierno de Allende para deponerlo, y no 
haber restaurado de inmediato la institucionalidad quebrantada. 
Pretender eso significaría razonar sobre la base de que la Unidad 
Popular solo violó la institucionalidad democrática vigente, pero que 
ésta permanecía intacta y, por consiguiente, susceptible de ser 
restaurada idéntica y rápidamente (ibid: 123) 


Los considerandos del Acuerdo de la Cámara de Diputados del 23 de 
agosto efectivamente detallan graves violaciones del Estado de derecho por 
parte del Poder Ejecutivo. Se señala que esas violaciones han sido 
sistemáticas y que conducen a la destrucción de “elementos esenciales de la 
institucionalidad y del Estado de Derecho” (Pfeffer Urquiaga, 1987: 110). 
Pero es la restauración de la institucionalidad quebrantada, y no su 
destrucción, lo que explícitamente establece el Acuerdo, que en parte 
esencial sostiene: 


Representar a S.E. el Presidente de la República y a los señores Ministros 
de Estado miembros de las Fuerzas Armadas y del Cuerpo de 
Carabineros.... que, en razón de sus funciones, del juramento de 
fidelidad a la Constitución y a las leyes que han prestado..., les 
corresponde poner inmediato término a todas las situaciones de hecho 
refereridas, que infringen la Constitución y las leyes, con el fin de 
encauzar la acción gubernativa por las vías del Derecho y asegurar el 


orden constitucional de nuestra patria y las bases esenciales de 
convivencia democrática entre los chilenos (Pfeffer Urquiaga, 1987: 113). 


En la mente de los diputados de oposición que firman el Acuerdo no está 
la idea de crear revolucionariamente una nueva institucionalidad. Esto 
tampoco está en la mente de la junta militar que encabeza el golpe de 
Estado del 11 de septiembre. Pero es una idea que Guzmán trae al tapete y 
que se confirma cuando la Junta, reunida en sesión secreta dos días 
después del pronunciamiento militar, lo nombra para estudiar “la 
promulgación de una nueva Constitución Política del Estado” (Junta de 
Gobierno, 13 de septiembre). Solo la destrucción de la Constitución del 25 
puede eliminar la asfixia estatista que ha contaminado todas las 
instituciones políticas y sociales. Solo ese paso puede permitir la creación 
de una nueva institucionalidad cuya matriz se encontraba ya, en sus líneas 
generales, en la Teoría sobre la Universidad. 

La Declaración de Principios del Gobierno de Chile, proclamada el 11 de 
marzo de 1974, define por primera vez oficialmente la nueva 
institucionalidad proyectada por Guzmán. La Declaración señala: “[Ell 
Gobierno de las Fuerzas Armadas y de Orden ha asumido la misión 
histórica de dar a Chile una nueva institucionalidad” (Gobierno de Chile, 
1974: 27; el énfasis es mio). El gobierno militar anuncia así públicamente su 
derrotero constitucional. Guzmán es el autor de este documento y lo 
redacta como funcionario de la Secretaría General de Gobierno." Se podría 
decir que este documento es el manifiesto político de Guzmán, que decanta 
la evolución de su pensamiento. Aquí se vierten las ideas que había 
elaborado en sus artículos para la Revista Fiducia y en su Teoría sobre la 
Universidad. Una especial articulación de las nociones de autoridad y 
libertad sostiene su estructura conceptual. 

(a) Como manifestación de la fuerte autoridad que reclama el nuevo 
gobierno militar, la Declaración señala, en primer lugar, su inspiración 
portaliana. Esto quiere decir, la inauguración de un gobierno autoritario. 


Conforme a la inspiración portaliana que lo guía, el Gobierno de las 
Fuerzas Armadas y de Orden ejercerá con energía el principio de 
autoridad, sancionando drásticamente todo brote de indisciplina y 
anarquía (ibid: 23). 


La Declaración enfatiza la anonimidad del mando. A pesar de la 
admiración de Guzmán por Franco, el auténtico Caudillo, y su preferencia 
por formas monárquicas de gobierno, en este caso opta por despersonalizar 
el poder para evitar “todo caudillismo” (ibid: 23). Piensa Guzmán que el 
caudillismo es “ajeno a nuestra idiosincrasia” (ibid: 23). La idea de un 
gobierno autoritario va íntimamente ligada a la idea de un gobierno 
nacionalista. La Declaración proclama ciertos principios republicanos, 
como igualdad ante la ley y una moral del mérito y el esfuerzo personal. 
Invoca también las virtudes republicanas de “la sobriedad y austeridad en 
quienes mandan” y afirma que es necesario que “la autoridad predique con 
el ejemplo” (ibid: 25). Pero este republicanismo se exige de los gobernantes 
y no de los gobernados. La esencia del republicanismo democrático 
consiste en el autogobierno de la polis y tiene en cuenta la formación de 
ciudadanos que participen activamente en lo que los americanos 
denominan self-government. Al asumir la “plenitud del poder político” 
(ibid: 28), la ciudadanía queda, por un plazo indefinido, efectivamente 
excluida de su participación en el gobierno político. 

Excluida del poder político, la ciudadanía debe volcar su participación en 
la esfera social. “En cuanto al poder social, él está llamado a convertirse en 
el cauce orgánico más importante de expresión ciudadana” (ibid: 29-30). 
Para Guzmán, en Chile existe una tradición de organización social que 
incluye a los cabildos del período colonial, a la comuna autónoma 
auspiciada por los conservadores a fines del siglo XIX, al sindicalismo 
laboral del siglo XX y al movimiento gremialista que el mismo lidera. Fija su 
atención en el municipio como vehículo de organización social y con ello 
confirma su pertenencia a la rama corporativista del pensamiento 
conservador chileno. Pero nuevamente el capital republicano que animaba 
esa tradición aparece socavado. El acento no cae en el autogobierno 
municipal, sino en la función reivindicativa de los gremios y en su “aporte 
técnico para ilustrar la decisión política y de gobierno” (ibid: 31). De este 
modo, el monopolio de la acción política por parte de la junta de gobierno 
tiene como contrapartida la des-movilización de la masa ciudadana. El 
ciudadano público debe ceder el paso al individuo privado que solo atiende 
sus asuntos familiares, vecinales y gremiales. Ni siquiera el ciudadano 
privado que realza Ackerman tiene un papel que jugar. 

(b) La concepción de la libertad de Guzmán se funda en la ontología de 
los entes relaciones que se enuncia por primera vez en sus artículos para 


Fiducia. Esta concepción queda consagrada ahora como doctrina oficial del 
gobierno de Chile. Aparece en la Declaración de Principios en los siguientes 
términos: 


Tanto desde el punto de vista del ser como desde el punto de vista del 
fin, el hombre es superior al Estado. Desde el ángulo del ser, porque 
mientras el hombre es un ser sustancial, la sociedad o el Estado son solo 
seres accidentales de relación. Es así como puede concebirse la 
existencia temporal de un hombre al margen de toda sociedad, pero es 
en cambio inconcebible, siquiera por un instante, la existencia de una 
sociedad o Estado sin seres humanos. Y también tiene prioridad el 
hombre desde el prisma del fin, porque mientras las sociedades o 
Estados se agotan en el tiempo y en la historia, el hombre los trasciende, 
ya que vive en la historia pero no se agota en ella (Gobierno de Chile, 
1974: 21). 


Esta doctrina escolástica le sirve a Guzmán como soporte metafísico de 
su concepción de la libertad; es mencionada aquí por última vez. De ahora 
en adelante, posiblemente por la influencia que ejerce sobre él el 
pensamiento de Hayek, la libertad aparece como un valor intrínseco que no 
requiere de una fundamentación ontológica. En octubre de 1978, en un 
seminario para la Secretaría Nacional de la Juventud en Concepción, 
Guzmán define la libertad en términos de una sociedad libre, en oposición 
a una sociedad estatizada: 


Al decir una sociedad libre me refiero a una convivencia en la cual cada 
persona pueda realizar su propia vocación en la forma más completa 
posible, sin estar sometida a la asfixia de un Estado omnipotente, y en 
que la discrepancia cívica pueda tener lugar sin que se rompa la unidad 
esencial de toda comunidad sin la cual ésta simplemente desaparece 
como tal (Guzmán, 1978a). 


La libertad que concibe Guzmán no es republicana sino genuinamente 
liberal. No aspira a la formación del ciudadano público de la polis griega (o 
del ciudadano privado de la civitas romana), cuya realización personal 
incluye la participación política. Guzmán ha visto hacia dónde conduce esa 
participación: a la centralización, al socialismo, al estatismo, y en último 
término, al totalitarismo. Pensadores conservadores como Talmon y Hayek, 


inspirados en Schmitt, Ziegler y Schumpeter (cf. el Apéndice a este 
capítulo), van un paso más allá y señalan a la democracia clásica como el 
antecedente directo del totalitarismo.Guzmán se muestra dispuesto a 
seguirlos por este camino. Como se verá más adelante, la democracia que 
postula es meramente instrumental y carente de todo valor intrínseco. 

Esta segunda etapa culmina la noche del 9 de julio de 1977 con el 
discurso de Chacarillas. Redactado por Guzmán, este importante discurso 
lo pronuncia Pinochet ante “miles de jóvenes” convocados por el Frente 
Juvenil de Unidad Nacional, “bajo la luz de las antorchas, cuyas llamas eran 
doblegadas por el frío viento nocturno” (El Mercurio, 10 de julio: 33). Su 
importancia se deriva del hecho de que fija definitivamente el itinerario 
político al que prometen ceñirse Pinochet y el régimen militar. De esta 
manera, se establece oficialmente por primera vez una fecha fija para el 
comienzo de la transición a la democracia. Ésta debe quedar iniciada a más 
tardar el 31 de diciembre de 1980 y debe completarse en 1985, cuando entre 
en plena vigencia la normalidad constitucional y se complete el traspaso 
del poder político de militares a civiles. El contenido del discurso, 
particularmente el énfasis dado al tema constitucional, indica que no solo 
la redacción es de Guzmán, sino que también éste incluye aquí su propia 
agenda política. 

¿Cómo logra Guzmán imponer su agenda política? ¿De qué manera 
consolida no solo al régimen militar sino que también fija su eventual 
extinción y el comienzo de un régimen civil? Pinochet considera que 
Guzmán representa el ápice del poder civil organizado y su punto de 
contacto más inmediato. El poder militar ha logrado sostenerse por el 
empleo arbitrario de la fuerza y la consiguiente masiva violación de los 
derechos humanos. Solo el poder civil, por intermedio de la figura moral 
que representa Guzmán, puede legitimar tales excesos. Guzmán, a su vez, 
impone también un precio a esa legitimación, a saber, la fijación de un 
detallado y estricto cronograma de transición, que implica la entrega 
definitiva del poder político a la civilidad. El discurso tiene así dos partes. 
En la primera, el discurso reconoce la preocupación por parte del gobierno 
militar ante el cúmulo de críticas externas, y también internas, por las 
violaciones a los derechos humanos. Guzmán admite que tales violaciones 
han existido, pero piensa también que ellas son justificables. Ellas son 
excepcionales, transitorias, necesarias y cuentan con el respaldo de la 
civilidad. “[Llas limitaciones excepcionales que transitoriamente hemos 


debido imponer a ciertos derechos, han contado con el respaldo del pueblo 
y de la juventud de nuestra Patria, que han visto en ellas el complemento 
duro pero necesario para asegurar nuestra Liberación Nacional..”. (ibid: 33). 
La responsabilidad moral que asume Guzmán al afirmar esto es histórica. 

Legitimadas las violaciones a los derechos humanos, Guzmán propone, 
en la segunda parte del discurso, una “nueva institucionalidad” que 
presenta como la mejor respuesta a las críticas que han arreciado. Trae al 
tapete, de esta manera, su tema favorito: el tema constitucional, y en 
particular, el tema del Poder constituyente. Por medio de esta noción es 
posible legitimar la creación de una nueva institucionalidad. “No se trata ... 
de una tarea de mera restauración sino de una obra eminentemente 
creadora, sin perjuicio de [queldicha creación, para ser fecunda, debe 
enraizarse en los signos profundos de nuestra auténtica y mejor tradición 
nacional” (ibid: 34). Reconoce nuevamente Guzmán que la Constitución del 
25 ha muerto —“la Constitución del 25 en substancia ya murió” (ibid: 34)- y 
que está en proceso el nacimiento de una nueva. Sobre esta base, el resto de 
discurso de Chacarillas detalla el contenido básico de la nueva creación 
institucional, tal como ésta está siendo elaborada por la Comisión 
Constituyente. 


En 1978, concluida la labor de la Comisión Constituyente, Guzmán dirige su 
atención a la realización concreta de la “nueva institucionalidad”.** Con 
esto se inicia la tercera etapa de su pensamiento. Guzmán y sus 
colaboradores más cercanos fundan Realidad, una revista cuya principal 
tarea es allanarle el camino a esa nueva institucionalidad. Su principal 
obstáculo teórico y práctico es el tema de la democracia. Primero, la 
democracia se entiende en Chile de un modo no puramente instrumental, 
sino también sustantivo, esto es, como democracia social o participativa. 
Segundo, está bien asentado en Chile el modo democrático de generar la 
autoridad a través del sufragio universal. En su Teoría sobre la Universidad, 
Guzmán había indicado su preferencia por el ejercicio de una forma de 
gobierno aristocrático, generado a través de un sistema democrático 
restringido. También allí había reconocido la imposibilidad de proyectar 
ese tipo de ejercicio y origen gubernativo más allá de la institución 
universitaria. En un artículo que publica en el primer número de Realidad, 
y que titula “El sufragio universal y la nueva institucionalidad” (Guzmán, 
1979d), Guzmán expone los inconvenientes y las limitaciones del sufragio 


universal, la imposibilidad de implementar cualquier alternativa y esboza 
una “solución pragmática” (ibid: 38) que evite los vicios y preserve las 
virtudes de tal sistema electoral. 

La “solución pragmática” que propone Guzmán busca primordialmente 
salvarguardar los valores de la autoridad y la libertad, que ve vulnerados 
por el sufragio universal. Con respecto a la autoridad, Guzmán sostiene que 
ésta se resiente con la introducción del sufragio universal porque “establece 
una igualdad irreal entre todos los ciudadanos” (ibid: 34). No todos tienen el 
mismo grado de “inteligencia, virtud, cultura, buen criterio, intuición o 
madurez” para la “función específica” que es el ejercicio de la autoridad. No 
es objeción válida sostener que el ejercicio de la autoridad política afecta a 
todos. No lo hace en igual medida, y además en instituciones de carácter 
jerárquico, como lo son “la familia, la Universidad o el Ejército... 
generalmente no conceden autoridad para resolver al destinatario de la 
resolución” (ibid: 34). En su Teoría sobre la Universidad, Guzmán había 
sostenido la necesidad de distinguir los ámbitos de instituciones 
intermedias, como la universidad, de lo que ocurre en el Estado. Aquí se 
comprueba que no tiene dificultad de trasladar su argumentación de una 
esfera a la otra. Pero esto significa proyectar el paternalismo propio de esa 
institución a la esfera política. Confirma también el liberalismo de Guzmán 
y su rechazo de la aspiración al autogobierno propio de la democracia 
republicana. 

También la libertad se resiente a consecuencia del sufragio universal. 
“No permite medir ni la intensidad ni los matices de las preferencias” (ibid: 
34). Usando el lenguaje de los economistas, transfiere lo que tiene lugar en 
el mercado, donde las preferencias obtienen su curso normal, a la esfera 
estatal. No es la autoridad de la razón, sino la autoridad de las preferencias, 
es decir, la pasiones, lo que prima en este argumento de Guzmán. Un 
electorado masivo, que carece de inteligencia y virtud, es dominado sin 
contrapeso por sus pasiones, y resulta así fácil presa del marketing político 
y de la demagogia. Piensa, por tanto, que es el sufragio universal el que 
“permite que, a través de la demagogia, penetren ideas totalitarias que 
pueden conculcar la libertad” (ibid: 35). 

El rechazo por parte de Guzmán de alternativas que restrinjan el sufragio 
universal o lo alteren mediante fórmulas corporativistas (ya sea fascistas O 
militaristas), da cuenta de su compromiso con la libertad. La “solución 
pragmática” que busca debe tomar en cuenta entonces la preservación 


conjunta de la autoridad y libertad, en el marco del sufragio universal. La 
plena aceptación de este mecanismo democrático es manifestación del 
realismo que asume Guzmán en 1979 con la publicación de Realidad. 
Admite que “prescindir [del sufragio universal] como la fuente principal en 
la generación de las autoridades políticas, no parece ni factible ni 
aconsejable”(ibid: 38). Esto no significa que Guzmán haya capitulado por 
completo frente al ideario democrático. Toda su argumentación descansa 
sobre la distinción, aceptada en su Teoría sobre la Universidad, entre el 
ejercicio y la generación de la autoridad. Si acepta la democracia como 
esencial para la generación de la autoridad, no significa que abra también la 
puerta a la democracia como ejercicio de la autoridad. Es perfectamente 
posible pensar que los métodos democráticos en la generación del poder 
permitan un ejercicio no democrático del mismo. Pero esto supone dos 
cosas: una concepción de la representación que acentúe la autonomía del 
representante y la reducción de la democracia a un mero método de 
generación del poder político. Guzmán se muestra dispuesto a avanzar por 
esta senda. 

En primer lugar, Guzmán adopta una concepción soberana de la 
representación por la que el representante, una vez que adquiere el 
mandato de su representado, ejerce ese mandato independientemente del 
representado. 


La concepción dogmática que algunos teóricos persisten en propiciar, se 
basa en la pertinaz repetición del contrasentido de considerar que los 
gobernantes son ‘mandatarios’ del pueblo, como si el gobernar no fuera 
exactamente lo contrario de ser un mandatario, quien debe seguir las 
instrucciones de su mandante. Que el pueblo elija al que manda 
constituye algo muy diferente de nombrar un mandatario (ibid: 38). 


Guzmán acentúa el principio de la representación por sobre el principio 
de identidad que exige precisamente la identidad de gobernantes y 
gobernados. La concepción jerárquica y elitista que defiende Guzmán 
supone que solo “las autoridades públicas pueden obrar de acuerdo a su 
libre y recta conciencia orientada al bien común” (ibid: 38). Esto se aparta 
de la tradición democrática republicana que afirma la igual libertad de 
todos y enfatiza el autogobierno de la polis. 

En segundo lugar, en concordancia con Schumpeter y Hayek, Guzmán le 
niega a la democracia un valor intrínseco. Solo la autoridad y la libertad lo 


pueden ser. Reduce de este modo la democracia a funcionar como un 
instrumento al servicio de la libertad y la autoridad. 


La democracia como forma de gobierno no es un fin en sí misma. Es solo 
un medio para alcanzar la libertad, la seguridad y el progreso de modo 
armonioso y simultáneo. La forma de gobierno es siempre solo un 
instrumento para lograr una deseable forma de vida (ibid: 39). 


Guzmán menciona expresamente los valores de la libertad, la seguridad 
y el progreso. A la dupla libertad y autoridad (la seguridad es una 
manifestación más de la autoridad), se le añade ahora la noción de 
progreso. Más adelante, Guzmán agregará el valor de la justicia, con lo cual 
se completa el cuarteto axiológico que lo acompañará el resto de su 
producción madura (Guzmán, 1979e: 54). Estos valores son las 
“aspiraciones superiores” del pueblo chileno. Este podrá identificarse con la 
democracia “según la mayor o menor eficacia que en cada instante advierta 
en ella para lograr esos valores superiores intrínsecos” (ibid: 54). 

Promulgada la Constitución en marzo de 1981, Guzmán considera que su 
tarea de creación de la ‘nueva institucionalidad” está terminada y que 
comienza una nueva etapa: la transición a la democracia. La Constitución 
ha fijado un plazo determinado para la iniciación del periodo 
postdictatorial y Guzmán percibe un cambio decisivo en la forma de hacer 
política. Se da cuenta también que el gobierno militar, y particularmente 
Pinochet, no han captado la profundidad del cambio que ha producido la 
nueva situación constitucional y pretenden continuar el estilo gubernativo 
discrecional del período 1973-1980. Es la hora, piensa Guzmán, de pensar 
seriamente en la transición a la democracia y en la realidad democrática 
que se avecina. 

Esta etapa tiene una doble tarea: la defensa y la consolidación de los 
logros obtenidos. Esto resulta más factible si se desciende desde ya a la 
arena política donde se batirán las posiciones en la nueva democracia. Le 
conviene desactivar su papel gobiernista y su estrecha relación con 
Pinochet. Su alejamiento no es en ningún caso forzado, sino más bien una 
meditada estrategia. Es el período menos interesante en cuanto a 
elaboración teórica. El régimen está consolidado y solo resta prepararse 
para el advenimiento de la nueva realidad, a saber la competencia partidista 
que revivirá cuando se restablezca la democracia plena. Para Guzmán esto 
significa una democracia sin contenido propio, una mera forma de 


gobierno, tan legítima como cualquier otra, que permite la conjugación de 
valores intrínsecos de la libertad y la autoridad, del progreso y la justicia. 
Más adelante, en el capítulo 6, examino cómo estos valores deben ahora 
ajustarse al programa económico y social del gobierno que se define por 
una sociedad de mercado. Ésta se impone en Chile por el gobierno militar 
de Pinochet bajo la supervisión de economistas chilenos formados en la 
Universidad de Chicago. Friedrich Hayek visita Chile por primera vez en 
1978 y legitima intelectualmente ese modelo social y económico. 


N Por orden expresa de su congregación, Lira se embarca en el Augustus con destino a Génova y Braine- 
le-Comte, Bélgica, el viernes 29 de marzo de 1940, y luego se radica en España por doce años. 
Regresa en noviembre de 1952, y por los lazos de parentesco y amistad que lo une con su familia, 
conoce a Guzmán en casa de su bisabuela, Rosario Matte de Edwards. Guzmán, ya a los siete años 
de edad, es acólito de Lira en las misas que celebra en su casa de Almirante Barroso con Alameda. 
“Contestaba perfectamente la liturgia pero no alcanzaba las vinajeras”, recordaría Lira más tarde. 
(Entrevista concedida por Lira al autor en marzo de 1991) 


Bl La crítica de Guzmán al partidismo político supone la distinción que hace Lira entre partidos 
circunstanciales y permanentes (Lira, 1942: 94). 


RI Para la determinación de la filiación de sus ideas, Guzmán reclama el sello de la doctrina social 
católica. Aunque ello resulta indudable y debería restarle originalidad a su pensamiento, el 
objectivo de este trabajo no es examinar su correspondencia, o falta de correspondencia, con ese 
cuerpo doctrinal. Lo que se intenta aquí es un análisis de la consistencia interna del complejo que 
componen las ideas de libertad y autoridad tal como lo desarrolla Guzmán. Ello es factible en la 
medida en que se pueda encontrar, al interior de su obra, una estructura unitaria y relativamente 
sistemática 


la] Aunque Guzmán no realiza estudios filosoficos como disciplina formal, recibe lecciones particulares 
de Osvaldo Lira, profesor de metafisica y moral de la Universidad Católica de Santiago. 


[3] Con respecto a la teoría de los entes relacionales, Guzmán está también en deuda con Julio Philippi. 
Un escrito de Philippi es de gran importancia para él. Se trata de Naturaleza de las personas 
colectivas (Philippi, 1952), y que Guzmán publica nuevamente en Realidad bajo un nuevo título 
(Philippi, 1983). 


[6] Esto parece confirmarse cuando Guzmán explícitamente niega la distinción entre comunidad y 
sociedad. “Los términos de “comunidad? y “sociedad” suelen emplearse como diferentes... No nos 
parece necesario recoger esta distinción, por cuanto una comunidad que no haya gestado ese 
orden relacional, no puede estimarse sino potencialmente existente. En acto, solo lo estará una vez 
organizada, una vez convertida en sociedad” (Guzmán & Novoa, 1970: 82). Rechaza así Guzmán la 
distinción entre formas comunitarias (Gemeinschaft) y societarias (Gesellschaft) de asociación. 


[Kl Por la importancia del tema transcribo una nota de Guzmán que cita dos textos, uno de Osvaldo Lira 
y otro de Aniceto de Castro (Guzmán €: Novoa, 1980: XIX): “La trascendencia de la legitimidad de 
adquisición es de muy escasa monta si se la considera en sí misma e independientemente de las 
consecuencias que su violación en un momento determinado podría producir en una sociedad” 


(Lira, 1942: 173). La referencia a Aniceto de Castro es a su libro Derecho a la Rebeldía: “Un 
consentimiento tácito, una callada adhesión, un mero gobierno en paz y sin protestas, en régimen 
de justicia, de legítima libertad y de amplia conformidad ciudadana, son indicios suficientes de un 
refrendo popular, que basta para lavar al poder de su pecado de origen” (de Castro, 1934: 140) 


[8l En 1979, Guzmán implícitamente reconoce el papel fundamental que le ha tocado jugar en la 
creación de la nueva institucionalidad cuando, frente a críticas que señalan que esa 
institucionalidad estaría siendo determinada por el equipo económico, celosamente reclama la 
función determinante que ha tenido tanto la Declaración de Principios como los discursos 
presidenciales, cuya autoría pertenece a él. 

Es cierto que todo el proceso institucionalizador revela plena armonía conceptual, pero ésta no deriva 
de “imposiciones” parciales, sino de su común raiz doctrinaria contenida en la Declaración de 
Principios del Gobierno, y desarrollada anualmente en los mensajes presidenciales (Guzmán, 19799: 
10; el énfasis es de Guzmán). Esa “plena armonía conceptual” y la “común raíz doctrinaria' es 
producto de la dirección que Guzmán, como eminencia gris del régimen, imprime a la acción 
gubernativa. 


lo] Según Bofill, Gibson y Montalva, la paternidad de la fórmula “nueva institucionalidad” debe 
adjudicarse a Guzmán. “Esa frase, símbolo del régimen, fue creada por Guzmán en 1972 en un 
discurso leído por Carlos Bombal, entonces presidente de Derecho de la UC” (Bofill, Gibson y 
Montalva, 1998: 32). 


lol El Mercurio afirma: “Por lo demás, Chile no carece hoy día de Constitución. Tiene la del 25,... y con 
ella se basta para ir, por el momento, viviendo, enmendada y complementada por algunos 
Decretos-leyes de la actual Junta de Gobierno, que además de ejercer, por excepción, el Poder 
Legislativo ejerce, igualmente por excepción, el Poder Constituyente” (El Mercurio, 19 de 
septiembre, 1973: 3) 


[tl En 1969, Guzmán ya vislumbra la idea de una nueva institucionalidad para Chile. Señala que el 
estatismo no es un problema que pueda solucionarse con un mero cambio de gobierno: “Alguien 
podría pensar que gran parte de la solución reside en el cambio del actual Gobierno. Pero ello no es 
sino una parte muy limitada de la solución...[AJún cambiado el Gobierno, la amenaza de una nueva 
aventura de miedo colectivo — acaso todavía peor — seguirá latente. Solo el abandono del camino 
estatista puede solucionar el problema por su misma base” (Guzmán, 1969: 14). 


[2] Debo esta información a Hernán Tuane y Enrique Campos Menéndez, en entrevistas concedidas el 
16 y 22 de enero de 1998, respectivamente. 


ll Para Cavallo, Salazar y Sepúlveda, “el autor de este cronograma — ‘ni una coma fue puesta ahí por 
otro que no fuera Jaime Guzmán’, comentó un ministro de la época — declaró a la prensa después 
del discurso: “Este plan es un ejemplo de patriotismo y buen sentido. Ojalá sea bien evaluado por la 
civilidad, con realismo y responsabilidad. Es trascendente y oportuno” (Cavallo, Salazar y 
Sepúlveda, 1988: 126). 


hal Ésta se consigna en el anteproyecto constitucional elaborado por esa Comisión. El Anteproyecto de 
Constitución Política se publica en El Mercurio el 19 de octubre de 1978. 


Apéndice 
Hayek y la Democracia 


La poderosa influencia que ejerce el pensamiento de Friedrich Hayek en 
Guzmán hace imperioso un examen crítico de sus ideas. Si Guzmán se 
reconcilia con la noción de democracia, eso lo logra por la mediación de 
Hayek. Su obra fundamental, o por lo menos la que mayor influencia tiene 
en Guzmán, es The Constitution of Liberty, publicada en Chicago en 1960. 
Aunque su propósito central en esta obra es caracterizar política y 
filosóficamente el liberalismo, también Hayek explora en ella, y no 
secundariamente, el concepto de democracia que resulta compatible con 
sus postulados liberales. En esto coincide con él Guzmán, quien busca 
definiciones y fórmulas democráticas que no comprometan 
fundamentalmente los principios liberales que ha adoptado. Intento 
demostrar que la definición hayekiana de libertad individual determina que 
el esquema político liberal que deduce de esa definición resulta 
incompatible con la participación requerida para el autogobierno de la 
polis, ingrediente fundamental de un republicanismo democrático." Mi 
argumento será en parte expositivo y en parte intentará avanzar ciertas 
precisiones críticas. 

Hayek es, sin duda, uno de los más sistemáticos teóricos del liberalismo 
del siglo XX. Nadie jamás ha cuestionado su compromiso con el liberalismo. 
Igualmente, Hayek es considerado como un pensador demócrata. Él mismo 
declara: “Creo profundamente en los principios básicos de la democracia” 
(Hayek, 1979: xiii, cf. ibid: 1), pero distingue entre democracia y liberalismo, 
con lo cual considera concebible afirmar principios liberales sin 
necesariamente suscribir valores democráticos, y viceversa. “La diferencia 
entre estos ideales se confirma cuando se nombran sus respectivos 
opuestos: un gobierno autoritario en el caso de la democracia, y un 
gobierno totalitario en el del liberalismo” (Hayek, 1960: 103). Esto abre un 
espacio conceptual para la noción de democracia no-liberal, que Hayek, en 
consonancia con Talmon, denomina “democracia totalitaria”. También 


permite formas liberales no democráticas que corresponden a lo que puede 
considerarse como un liberalismo autoritario (cf. Cristi, 1998). 

Estas definiciones determinan los compromisos políticos de Hayek. Da 
su abierto apoyo a la dictadura militar de Pinochet, con quien se entrevista 
personalmente en 1978, en un periodo de aguda represión política y cuando 
el país vive en un vacío constitucional. En abril de 1981, durante su segunda 
visita de dos semanas a Chile, declara a un periódico de Santiago: “Una 
dictadura se puede autolimitar y una dictadura que deliberadamente se 
autolimita puede ser más liberal en sus políticas que una asamblea 
democrática que no tiene límites” (El Mercurio, 19 de abril, 1981). Esta 
declaración concuerda con su distinción entre liberalismo y democracia. En 
1970, en notas redactadas para un seminario de postgrado en UCLA, Hayek 
había expresado lo siguiente: “Pueden aún existir hoy día dictadores bien 
intencionados que lleguen al poder luego de una real ruptura democrática y 
que genuinamente deseen restaurarla si solo supieran cómo protegerla de 
las fuerzas que la han destruido”. 

Examino aquí las dificultades y tensiones del compromiso paralelo de 
Hayek con respecto a la democracia y el liberalismo. Primero examino la 
idea hayekiana de libertad tal como aparece en su The Constitution of 
Liberty. Sorprendentemente, su definición de libertad coincide con el ideal 
republicano de libertad que enfatiza la independencia y la ausencia de 
dominación. Siguiendo la línea republicana, Hayek cita con admiración a 
Locke: “El propósito de la ley no es abolir o restringir, sino preservar y 
ampliar la libertad” (Hayek, 1960: 162). Según el republicanismo, las 
inferferencias legales no constituyen la abolición sino la creación de la 
libertad. Como demuesra Philip Pettit, la ausencia de dominación no 
implica ausencia de interferencia. Puede así uno estar expuesto a mucha 
interferencia sin a la vez sufrir dominación (Pettit, 1997: 65). Postula que el 
liberalismo supone una “libertad como no-interferencia” (ibid: 9), lo que 
marca una clara diferencia con el republicanismo. Las políticas 
republicanas promueven la igualdad y una reducción de la pobreza. Estas 
políticas, defendidas como instancias de interferencias no-dominantes 
legítimas, son rechazadas por Hayek. 

Segundo, demuestro cómo, a pesar de un compromiso inicial con la 
libertad republicana, Hayek no está llano a aceptar una legislación 
democrática sustantiva. Considero esto como una indicación de que 
favorece la concepción liberal de la libertad como ausencia de interferencia, 


y que lo conduce a aceptar un falso dilema: liberalismo o totalitarismo. 
Puede todavía suscribir a la democracia, pero se trata de una versión suya 
puramente instrumental y desprovista de todo sentido republicano. Si la 
democracia fuese reconocida como un valor intrínseco, ello conduciría a 
conflictos irremediables con el liberalismo tal como lo entiende Hayek. 

Tercero, en su trilogía Law, Liberty and Legislation, Hayek se desprende 
de los vestigios republicanos visibles en The Constitution of Liberty y puede 
así adoptar un punto de vista más acorde con la noción de libertad como 
ausencia de interferencia. Inicialmente, Hayek había sostenido que la ley 
que obedeciera a criterios de generalidad e igualdad “no debería interferir 
con la privacidad de un individuo”(Hayek, 1960: 210, cf. Kukathas, 1989: 
156). Ahora, en Law, Legislation and Liberty, su respeto y reverencia por la 
ley se circunscribe a la ley consuetudinaria (common law). La legislación, 
que concibe como opuesta a la ley consuetudinaria, puede resultar 
intrusiva y conducir a conflictos con la libertad como no-interferencia. La 
ley consuetudinaria es lo suficientemente abstracta para nunca ser 
intrusiva. La generalidad y la igualdad son notas puramente formales. La 
ley positiva está marcada ab initio por el hecho de que ha sido promulgada 
artificialmente por la voluntad humana (cf. Gray, 1986: 69). 


El punto de partida de la argumentación de Hayek en The Constitution of 
Liberty es una concepción de la libertad como independencia. La libertad, 
escribe Hayek, es la “independencia frente a la voluntad arbitraria de otro” 
(Hayek, 1960: 12). Como tal, es primariamente la libertad de individuos que 
no son esclavos y por lo tanto no están sujetos a la coerción arbitraria de 
otros. Para Hayek, este es el sentido original del término. En Europa, por lo 
menos, los seres humanos ingresaron a la historia “divididos entre libres y 
no libres” (ibid: 12). Se podían establecer grados de libertad entre los 
individuos libres, pero los esclavos “no la poseían de ninguna manera...; 
estaban irrevocablemente sometidos al arbitrio de otros” (ibid: 12). El 
significado original de la libertad describe “solo una cosa”: la ausencia de 
coerción y dominación. Un individuo libre es quienquiera, no tiene un 
dominus, quienquiera que “pueda que diseñar el curso de su accionar de 
acuerdo a sus intenciones presentes” y no dependa de una voluntad ajena 
(ibid: 12). La libertad le asegura a cada individuo un dominio protegido que 
nadie puede violar. 


Se da una notable coincidencia entre esta definición de libertad y la 
manera cómo la tradición republicana, particularmente la romana, concibe 
la libertad. Philip Pettit, en consonancia con esa tradición, define la libertad 
como ausencia de dominación. Distingue entre ésta y la libertad liberal que 
solo requiere la ausencia de interferencia. Para el republicanismo, “la 
libertad se presenta en términos de la oposición entre liber y servus, 
ciudadano y esclavo” (Pettit, 1997: 31). El esclavo está sujeto al poder 
arbitrario del amo. El mayor mal es ser esclavo y quedar a la merced de otro. 
Para evitar esta situación, el republicanismo permite la posibilidad de 
interferencias no-dominantes. La ley, que inevitablemente genera 
interferencias en el curso de nuestro accionar, es también creación de 
libertad. 

La distinción que introduce Pettit trae a la luz una disonancia interna en 
la postura hayekiana. Las más agudas objeciones del liberalismo están 
dirigidas en contra de la interferencia. Según Pettit, el liberalismo permite 
la posibilidad de dominación si ella procede sin causar interferencia (ibid: 
63). Esta disonancia se hace audible cuando Hayek expande su exposición 
en el primer capítulo de The Constitution of Liberty y contrasta el 
significado de la libertad como ausencia de coerción y dominación con 
otros posibles significados. Selecciona tres interpretaciones contrastantes 
para este propósito: libertad política, libertad interna y libertad-poder. Cada 
uno de estos significados introduce consideraciones completamente 
diversas, a veces conflictivas entre sí y que conducen a peligrosas 
consecuencias. Todas hacen peligrar a la libertad en su sentido primordial 
como ausencia de dominación. Examino cada uno de los significados de 
libertad separadamente. 

Hayek introduce primero la noción de libertad política. La define como 
“participación en la elección de un gobierno, en el proceso legislativo y en 
el control administrativo” (Hayek, 1960: 13). Esta definición se genera al 
extender el concepto de libertad, que se aplica primariamente a los 
individuos, a los grupos. La libertad, de esta manera, se predica de las 
colectividades, otorgándole vigencia a la noción de “libertad colectiva” 
(ibid: 13). De aquí en adelante la tarea consiste en la salvaguardia, no de 
libertad de cada miembro del colectivo, sino del cuerpo colectivo como un 
todo. Los individuos son libres cuando pertenecen a entidades sociales que 
gozan de libertad colectiva,* y ello conduce a Hayek a rechazar este 
significado de libertad. Un pueblo libre, objeta, “no es necesariamente un 


pueblo de individuos libres” (ibid: 13). Es posible ser libre sin gozar de 
libertad política. Un extranjero que resida en un país foráneo y carezca de 
libertad política puede ser considerado como un individuo plenamente 
libre. 

La definición inicial que da Hayek de libertad política coincide con el 
ideal republicano del autogobierno. Según el republicanismo, ser libre 
políticamente equivale a participar en el gobierno de la polis. Pero cuando 
Hayek desempaca el significado de esta definición y da ejemplos para 
ilustrar su objeción, revela una idea reconocidamente liberal y no 
republicana. Primero, el objetivo del republicanismo es exaltar la libertad 
de que gozan los ciudadanos cuando participan en la formación del 
gobierno y en el proceso legislativo. Se concede importancia al hecho de 
que un organismo auto-gobernado goce de libertad colectiva, pero ello no 
es lo fundamental. Hayek, en cambio, proyecta la libertad política hacia la 
comunidad y considera que éste es su significado primario. No la interpreta 
como un atributo de cada ciudadano en particular. Segundo, en uno de los 
ejemplos que da, Hayek sí toma la libertad política como un atributo 
individual. Pero la libertad de los extranjeros, que es el ejemplo señalado, 
no puede compararse con la libertad de los ciudadanos de una república. La 
expresion ‘república de extranjeros’ no tiene sentido. Decir, como hace 
Hayek, que los “extranjeros residentes en los Estados Unidos”, quienes 
carecen del derecho a voto, gozan de plena libertad personal (ibid: 14), 
concuerda con una postura liberal, pero no tiene sentido republicano. 

La política participativa auspiciada por el republicanismo es anatema 
para Hayek. Primero, la participación asume la igual libertad de todos los 
ciudadanos. Pero Hayek piensa que “es mejor para todos que solo algunos 
sean libres en vez de que nadie lo sea, y también de que muchos gocen de 
plena libertad en vez de que todos tengan una libertad restringida” (Hayek, 
1960: 32). Exactamente qué significa la plena libertad que solo algunos 
puedan gozar, por oposición a la libertad restringida que todos puedan 
gozar, no lo aclara este texto. Pero, tal como se presenta, esta posición es 
contraria al Estado de derecho republicano según el cual todos deben 
quedar sometidos a las interferencias restrictivas de la libertad con el fin de 
que todos puedan acceder igualmente a la libertad. Segundo, el 
republicanismo identifica a la libertad con el autogobierno y la 
participación activa en el proceso político. Hayek piensa que la libertad 
política no es “en ningún sentido un equivalente o substituto” de la libertad 


individual. “Elegir su propio gobierno no equivale necesariamente a 
asegurar la libertad” (ibid: 14). La libertad republicana resulta sospechosa, 
pues puede servir para abolir la libertad de los individuos, que es su 
significación primaria. A pesar de su adhesión explícita a la democracia, 
Hayek es profundamente escéptico con respecto a ella. Si “una persona 
puede someterse a la esclavitud mediante el voto o mediante un contrato”, 
también puede hacerlo una nación de votantes. “Posiblemente el hecho de 
que millones hayan sufragado por una completa sumisión a un tirano ha 
significado que nuestra generación entienda que la elección de un gobierno 
propio no asegura necesariamente la libertad” (ibid: 14). Según Hayek, la 
democracia participativa no excluye el ejercicio democrático plebiscitario 
de Hitler." 

El segundo significado de la libertad que discierne Hayek es lo que llama 
libertad “interior” (o también “metafísica” y “subjetiva”). No se trata de una 
libertad colectiva, sino de una predicable solo de individuos, y que por 
tanto coincide con su sentido original. Hayek asume que la libertad interior 
“se refiere al modo como las acciones de una persona se guían por su propia 
meditada voluntad, por su razón o su convicción permanente, y no por 
impulsos momentáneos o las circunstancias” (ibid: 15). Tal como Isaiah 
Berlin rechaza la libertad positiva, Hayek rechaza la libertad interior, pues 
ésta exige que se le conceda a la razón un papel exorbitante en la 
conducción moral de nuestras vidas. Concuerda con Hume, y afirma que 
“las reglas de la moralidad no son conclusiones de nuestra razón” (ibid: 63). 
La afirmación de Hume de que la razón es la esclava de la pasiones es 
replicada por Hayek. “Al igual que cualquier otro valor, nuestra moralidad 
no es el producto sino un presupuesto de la razón, parte de los fines que 
nuestro intelecto instrumental debe servir. En cuaquier etapa de nuestra 
evolución, el sistema de valores en el que nacemos determina los fines que 
nuestra razón debe servir” (ibid: 63). Más tarde, en Rules and Order, Hayek 
rechaza enérgicamente la postura que le atribuye a la razón la posibilidad 
de emitir imperativos categóricos. La razón, como “la capacidad de 
pensamiento abstracto” (Hayek, 1973: 33), no puede por sí misma 
“determinar qué acciones determinadas resulten deseables”. La razón 
puede determinar el sentido de una acción solo “en asociación con 
impulsos particulares y no racionales” (ibid: 32). Por añadidura, la razón no 
puede trascender la esfera de la abstracción y lograr “dominio completo de 
lo concreto y de esa manera adquirir un dominio positivo del proceso 


social” (ibid: 33). La razón debe permanecer abstracta e instrumental. No 
puede por sí misma determinar el sentido de acciones particulares y 
debería limitarse a emitir imperativos hipotéticos. 

El tercer significado de la libertad -libertad como poder—* es el que más 
preocupa a Hayek. Ningún sentido de la libertad es más peligroso que éste, 
en particular porque ha sido “deliberadamente promovido como elemento 
del argumento socialista”. Cuando los “Estados totalitarios” suprimen la 
libertad individual lo han hecho “a nombre de la libertad”, la libertad 
entendida como poder (Hayek, 1960: 16). Como indiqué mas arriba, Hayek 
entiende la libertad individual como la ausencia de la restricción y coerción 
que proviene de otros individuos. Esto corresponde a la ausencia de 
dominación personal que se opone a la ausencia de obstáculos 
impersonales que interfieren en la realización de nuestros deseos. Cuando 
esos obstáculos impersonales (desigualdad, pobreza) son interpretados 
como límites para la libertad de los individuos, la libertad como poder da 
lugar a “una demanda por la distribución de la riqueza” (ibid: 17) Pero la 
riqueza y el poder no pueden identificarse con la libertad. “Un cortesano 
que viva lujosamente pero bajo el arbitrio de un príncipe es mucho menos 
libre que un pobre campesino o un artesano, menos libre de vivir su vida y 
elegir sus propias oportunidades utilitarias”. De modo similar, poderosos 
generales de ejército y capitanes de industria pueden ejercer un enorme 
poder, pero pueden ser menos libres que el más pobre de los pastores (ibid: 
17). 

La imagen de pobres pastores y miserables vagabundos que gozan de 
libertad por sobre todo, aun a costa de correr “riesgos mortales” y 
conservando solo “la libertad para morirse de hambre” (ibid: 18), evoca 
reminiscencias republicanas. El republicanismo exalta el valor de la 
libertad como no-dominación. Mejor vivir pobremente que como esclavo 
de la voluntad ajena. James Harrington, en su defensa frente al sarcasmo de 
Hobbes, compara el destino de un habitante rico de Turquía con el más 
pobre de los ciudadanos libres de Lucca. “Mientras el gran pachá depende 
de su señor, el más miserable de los labriegos de Lucca es libre” (cf. Pettit, 
1997: 32-33). En consonancia con el republicanismo, Hayek funda su 
argumento en pro de la libertad en “el elemental contraste entre libertad y 
esclavitud” (Hayek, 1960: 19). Pero la comparación pierde sentido cuando se 
piensa que los habitantes de Lucca participan libremente en el servicio de 
la república y en la elección de un gobierno. Cuando Hayek adhiere al ideal 


republicano lo hace en un vacío político. Los ciudadanos deben, por cierto, 
ser vigilantes de su libertad y deben tomar medidas políticas para asegurar 
una polis no dominante. La libertad individual es un valor que debe 
conquistarse públicamente. El sentido de la ley y del Estado es la 
promoción de la libertad como ausencia de dominación, aun si esto 
involucra interferir en la vida de los individuos. 


En The Constitution of Liberty, Hayek concibe la democracia como un 
asunto esencialmente procesual. En esto concuerda con Schumpeter, para 
quien la democracia constituye un método, un medio, y nunca un fin en sí 
misma. En Capitalism, Socialism and Democracy, Schumpeter desarrolla 
una concepción instrumental de la democracia. Existen, admite, “ideales e 
intereses últimos” que deben reconocerse como superiores a la democracia. 
Aun el más ardiente demócrata tendrá que subordinar la democracia a esos 
valores intrínsecos superiores. Desde la partida, Schumpeter extrae de la 
democracia todo valor sustantivo y la define como “un método político, 
esto es, un cierto tipo de arreglo institucional para arribar a decisiones 
políticas” (Schumpeter, 1942: 242). Dos consecuencias se derivan de esta 
definición. Primero, la democracia como método político no puede ser 
concebida como un “fin en sí misma” (ibid: 242). De otro modo, cualquier 
objetivo político auspiciado por la voluntad popular tendría que prevalecer, 
por criminal, obtuso o irresponsable que fuese. Schumpeter piensa que el 
curso de acción apropiado en tal caso sería denunciar al pueblo y combatir 
su criminalidad o irresponsabilidad. Segundo, no puede darse una “lealtad 
incondicional” a la democracia. La democracia no es un “valor absoluto” 
(ibid: 243). Si alguien declarara su incondicionalidad democrática sería solo 
porque equivocadamente se piensa que la democracia sirve los intereses e 
ideales ulteriores a los que uno adhiere. 

Hayek está en perfecto acuerdo con Schumpeter. Piensa que la 
democracia “es probablemente el mejor método para conseguir ciertos 
fines, pero no es un fin en sí misma” (Hayek, 1960: 106). La democracia 
procesual no puede, por tanto, “referirse a un bien o fin substancial de 
gobierno” (Hayek, 1979: 5). Su valor reside en tres funciones. Primero, es “el 
único método de cambio pacífico que el ser humano ha logrado descubrir” 
(Hayek: 1960: 107).* Segundo, constituye una “importante salvaguardia de 
la libertad individual” (ibid: 108). Tercero, la democracia “es el único 
método para educar a la mayoría”. Inspirado en el republicanismo de 


Tocqueville, Hayek declara que este tercer argumento es el “más poderoso” 
(ibid: 108). Más tarde, en Law, Legislation and Liberty, lamenta haberse 
“dejado persuadir por Tocqueville”, bajo cuya influencia había atribuido la 
mayor importancia a ese tercer argumento. Desilusionado con la retórica 
republicana, Hayek se distancia de ella y proclama ahora que el primer 
argumento es el de más peso. La función de la democracia es 
primordialmente servir como “un instrumento de cambio pacífico” (Hayek, 
1979: 180). 

La justificación óptima para la democracia es la producción de libertad al 
menor costo. Si la libertad pudiese asegurarse mediante formas alternativas 
de gobierno, sería imperativo adoptarlas y abandonar la democracia. Son 
razones puramente prudenciales y no morales las que la recomiendan. En 
forma análoga a las “precauciones sanitarias contra una plaga”, Hayek le 
reconoce a la democracia un “valor importante pero meramente negativo” 
(ibid: 5 « 137). En último término, solo la libertad tiene un valor absoluto y 
los demás valores son puramente relativos. La libertad no es “un valor 
particular... sino la fuente y la condición de la mayoría de los valores 
morales” (Hayek, 1960: 6). 

Esta afirmación radical de la libertad como fin último implica una 
concepción pre-política de la libertad. La libertad se define negativamente y 
se identifica con una mera ausencia de interferencias. En The Constitution 
of Liberty, Hayek defiende una visión republicana de la libertad como 
ausencia de dominación y a la vez adhiere a la democracia. La tensión entre 
liberalismo y democracia republicana se resuelve ahora definitivamente en 
favor del liberalismo. Esto fuerza a Hayek a consolidar la distinción entre 
liberalismo y democracia, que se funda, en último término, en un falso 
dilema: liberalismo o totalitarismo. 


La única manera de detener la erosión de la libertad consiste, según Hayek, 
en establecer drásticos límites a las interferencias a que están expuestos los 
individuos. La mayor y más grave interferencia, la más temida por Hayek, es 
la que se origina en cuerpos legislativos de elección democrática y que se 
expresa en estatutos democráticos. Al igual que Maitland, concibe esos 
estatutos como privilegia, y no como leges. Un estatuto, o ley legislada, “no 
promulga reglas generales sino que solo trata de casos particulares” (Hayek, 
1973: 91). Esto lleva a Hayek a distinguir entre ley y legislación. La 
legislación es la factura deliberada de leyes (ibid: 72). Cuando la ley 


antecedente no se toma en cuenta, la legislación deviene un poder 
peligroso. Por ello, el ámbito de la legislación debe quedar rigurosamente 
circunscrito. La ley, que Hayek define como una regla de conducta 
coercitiva, antecede a la legislación. La ley es “coetánea con la sociedad” y 
es empleada para referirse tanto a las regularidades naturales como a las 
reglas que gobiernan la conducta humana. Esto indica que la ley existe 
independientemente de la voluntad (ibid: 73). El punto de vista de la 
modernidad postula, por el contrario, que toda ley reguladora de la 
conducta humana es ley legislada, es decir, “el producto de la libre voluntad 
del legislador” (ibid: 73). 

Hayek proclama la falsedad de la idea de que toda ley emana de la 
voluntad. El positivismo legal hace derivar la ley de la voluntad legislativa e 
incurre de este modo en la falacia constructivista. Lo que conocemos del 
mundo primitivo, y aún de los orígenes pre-humanos de la sociabilidad, 
refutan la postura positivista. La antropología cultural se funda en los 
descubrimientos de la filosofía moral escocesa del siglo XVIII, y confirma 
las ideas de Coke, Hale, Hume, Burke, Savigny y Maine. Hayek opone la 
posición de estos autores al constructivismo de Hobbes, Bacon, Bentham, 
Austin y Kelsen. La antropología cultural enseña que las reglas son 
obedecidas y se imponen coercitivamente mucho antes de que sean 
formuladas. Las reglas evolucionan según su eficicacia para generar un 
orden práctico. En un comienzo las reglas se obedecen ciegamente, y solo 
mucho más tarde se articulan en forma lingüística. Obediencia regulada es 
un fenómeno observable tanto en animales como en seres humanos. En las 
sociedades animales, la obediencia regulada tiene el efecto “de reducir la 
violencia y eliminar otros métodos de adaptación dispendiosos, y de esa 
manera se asegura un orden pacífico” (ibid: 75). En las sociedades humanas, 
las reglas también preservan la agrupación y mantienen la paz. 

Las reglas no se inventan, sino que surgen espontáneamente. La noción 
de regla significa “una propensión o disposición a actuar o no actuar de una 
cierta manera, que se manifiesta en lo que denominamos ‘práctica o 
costumbre” (ibid: 75). Las reglas deben concebirse como altamente 
abstractas. Engloban un gran número de diferentes tipos de acción, pero su 
funcionamiento no requiere la existencia de un lenguaje abstracto. La 
articulación y formulación de reglas no es un fenómeno primario. El 
conocimiento que los seres primitivos tienen de las reglas es un 
conocimiento no mediado por el lenguaje. El lenguaje es, de hecho, un 


medio limitado que no puede expresar plenamente lo que la mente realiza 
cuando determina nuestra conducta. Las reglas pueden resultar ser aún 
más abstractas que el lenguaje abstracto. 

La democracia debe ser interpretada como una regla más, cuya finalidad 
es la protección de los individuos y la preservación de la paz. Estipula 
simplemente que “el gobierno debe ser conducido de acuerdo a principios 
aprobados por una mayoría popular, y debe ser administrado de esa manera 
si es que se desea preservar la paz y la libertad” (Hayek, 1979: 39). Pero la 
vinculación de la democracia con el poder de la mayoría, es decir, con “la 
voluntad ilimitada de la mayoría” (ibid: 39), la ha tornado en un sistema de 
gobierno peligroso. Hayek introduce el término “demarquía” como fórmula 
adecuada para expresar lo que debería entederse por democracia. El 
término “kratos” conlleva la idea de fuerza, más aún de “fuerza bruta” (ibid: 
40). En cambio “demarquía” representa mejor la idea de un “gobierno 
regulado” (ibid: 40). Al igual que los republicanos, a Hayek le preocupa la 
posibilidad de que la democracia pueda degenerar en una tiranía de la 
mayoría. Pero la cuestionable separación que establece entre democracia y 
liberalismo torna indebidamente a la democracia en gobierno tiránico.” 

En suma, Hayek piensa que la regulación abstracta es lo que previene la 
interferencia y asegura la libertad de los individuos. De este modo, en Law, 
Liberty and Legislation se desembaraza de los residuos republicanos aún 
visibles en The Constitution of Liberty. Hayek puede ahora delinear una 
concepción liberal que expresa mejor la noción de libertad como ausencia 
de interferencia. La ley se distingue de la legislación y se identifica con la 
ley consuetudinaria (common law). Mientras que la legislación puede ser 
extremadamente intrusiva y entrar en conflicto con la libertad como no 
interferencia, la ley consuetudinaria es lo suficientemente abstracta para 
hacer imposible tal intrusión. John Gray ha detectado este cambio en su 
postura doctrinaria. “En algunos de sus escritos tempranos, Hayek parecía 
comprometido con una forma pura del Rechtsstaat kantiano, donde la 
autoridad del Estado se define por una constitución legal explícita. Más 
tarde, sin embargo, ..Hayek percibe la importancia de la ley 
consuetudinaria como garante de la libertad individual” (Gray, 1986: 69). 
Gray describe el resultado de esta reformulación de sus ideas como un 
“Rechtsstaat consuetudinario”, al que se añade un énfasis en la noción de 
revisión judicial (judicial review) (ibid: 69). 


En otro lugar muestro que tanto Carl Schmitt como Hayek reconocen que 
el Estado de derecho resulta ser una condición de mero procedimiento. El 
requisito de la igualdad ante la ley y el rechazo de la oportunidades, 
privilegios y dispensas particulares implican que el Estado de derecho es 
indiferente a las consecuencias de su aplicación (Cristi, 1998: 154; cf. Hayek, 
1960: 231-33). El surgimiento de diferencias substantivas entre los 
individuos no es una cuestión relevante. El valor de la libertad individual se 
vería amenazado solo si se intentara modificar y controlar tales resultados 
por principios definidos por la justicia social y la intervención gubernativa 
(Hayek, 1960: 93). En este sentido, el ataque que desarrolla Schmitt en 
contra del liberalismo democrático es análogo a la lucha de Hayek en contra 
del Estado de bienestar. Como anota William Scheuerman, Schmitt busca la 
disolución del Estado de bienestar durante Weimar para eliminar la pesada 
carga de obligaciones requeridas por el principio de la justicia social 
(Scheuerman, 1995: 122). La alternativa propuesta por Schmitt puede 
resumirse en su fórmula “Estado fuerte, economía libre”. Mediante ella se 
busca liberar a los empresarios de la regulación estatal. Pero una 
disminución del aparato estatal regulador no implica una declinación del 
poder discrecional del Estado. Por el contrario, solo un Estado fuerte, que 
poderosamente asegure su monopolio de la política, puede proteger la 
independencia requerida por la sociedad mercantil. 


IV 


Hayek piensa que democracia y liberalismo son respuestas distintas a 
problemas que no tienen relación alguna. Esto mismo lo sostiene Carl 
Schmitt, quien utiliza esta postura para compatibilizar decisionismo y 
liberalismo. El Estado fuerte auspiciado por Schmitt a comienzos de los 
años 30 del siglo pasado, intentaba respetar la autonomía de la sociedad 
civil. Hayek sostiene lo mismo cuando escribe: 


El liberalismo y la democracia, aunque compatibles, no son lo mismo. La 
diferencia se percibe mejor si se consideran sus opuestos: lo opuesto al 
liberalismo es el totalitarismo, y lo opuesto a la democracia es el 
autoritarismo. En consecuencia, es posible, en principio, que un 
gobierno democrático sea totalitario y que un gobierno autoritario actúe 
de acuerdo a principios liberales (Hayek, 1967: 161; cf. Hayek, 1960: 103)% 


El hecho de que un régimen liberal, limitado solo por reglas generales y 
abstractas, se abra a la posibilidad de un gobierno autoritario no aparece 
contradictorio para Hayek. Al igual que Schmitt, distingue claramente entre 
sociedad civil y Estado. También, al igual que Schmitt, concibe la distinción 
entre totalitarismo y autoritarismo en los mismos términos en que lo hace 
Heinz Otto Ziegler en su libro Autoritárer und Totalitárer Staat, obra que 
publica en 1932 y donde reconoce una gran deuda con el pensamiento 
schmitteano. La autonomía e independencia reservada al Estado funda su 
potencial autoritario. 

Hayek, nuevamente al igual que Schmitt, se opone a la planificación 
central o cualquier otra forma de intervención estatal en la economía. El 
papel que le corresponde al Estado es negativo, jamás afirmativo de algún 
resultado positivo o de un esquema ideal de distribución o producción. 
Debe limitarse a una función meramente protectiva. La idea hayekiana de 
un orden espontáneo presupone la capacidad de la sociedad civil de 
regularse a sí misma y de administrarse autónomamente. Esto confirma el 
derrocamiento de la política en esa esfera (cf. Hayek, 1976: 102-103; Hayek, 
1979: 149-150). Pero las tareas negativas encomendadas al Estado deben 
determinarse e implementarse por el Estado mismo. Es positiva, y no 
negativamente, que el Estado debe restringir y limitar su acción a tareas 
negativas. Su monopolio de la política debe sostenerse en forma activa. 
Cuando el proceder normal de la sociedad civil se ve en peligro, cuando su 
orden espontáneo debe convertirse en una organización, la decisión de 
alterar ese orden civil no puede quedar en sus manos. Por el contrario, 
Hayek reconoce que el poder de decretar un Estado de emergencia 
pertenece al Estado. Y no se le escapa lo plausible que resulta la postura de 
Schmitt cuando éste afirma que “quien tiene en sus manos el poder de 
promulgar una emergencia y de suspender cualquier aspecto de la 
Constitución es el verdadero soberano” (Hayek, 1979: 125). Es claro que 
Hayek no ha podido exorcizar la noción de soberanía. Ofrece, es cierto, un 
número de medidas precautorias que buscan evitar una postura 
decisionista exagerada. No discutiré aquí si esas medidas pueden ser 
efectivas o no. Solo afirmaré que existen elementos decisionistas en su 
sistema que se dan junto con la separación que establece entre Estado y 
sociedad civil. 

Hayek reitera su acuerdo con una postura liberal autoritaria cuando 
expresa su preferencia por gobiernos fuertes pero limitados. Esto 


concuerda con la necesaria limitación y relativización del poder estatal que 
demandan individuos soberanos. Concuerda también con el orden 
espontáneo que emana de, actividad libre y soberana. En plena 
coincidencia con el liberalismo, Hayek postula, en primer lugar, la libertad 
sin límites de los individuos y el reconocimiento de derechos anteriores al 
Estado. Los individuos exigen de derecho un dominio protegido sobre el 
que afirman una soberanía absoluta. En esto se fundan las limitaciones que 
impone a la inferencia estatal. Segundo, mientras Hayek enfatiza las 
limitaciones estatales típicamente propias del liberalismo, no pone 
objeciones a la formación de un Estado fuerte. Piensa que los gobiernos 
autoritarios pueden asegurar la necesaria depolitización de la sociedad 
civil. Su liberalismo es así políticamente conservador, pues presupone la 
posibilidad de postular tanto una sociedad libre como un Estado fuerte. 
Posiblemente nadie ha expresado mejor esta dicotomía conceptual que 
Benjamin Constant, para quien “le gouvernement en dehors de sa sphere ne 
doit avoir aucun pouvoir; dans sa sphere il ne saurait en avoir trop' (cf. 
Rópke, 1948: 28; Friedrich, 1955, 513). No debería sorprender que Hegel, al 
igual que Hayek y Schmitt, exprese una afinidad con la filosofia política de 
Constant. Tal como Schmitt resulta ser un atento lector de Hegel, Hayek lo 
es de Schmitt. 


ll Estudios ya clásicos acerca de la noción de participación son los de Carole Pateman (Pateman, 1971) y 
Brough Macpherson (Oxford, 1977). 


R] Estas notas inéditas de Hayek, que he denominado California Manuscript, es una versión temprana 
de su Law, Legislation and Liberty (cf. Cristi, 1998). El pasaje que cito ha sido expresamente tarjado 
del manuscrito y no aparece en la obra publicada. 


BI La tradición republicana expande el ideal personal de libertad como no dominación al ambito 
político. Segun Pettit, el republicanismo “asigna a la libertad como no dominación el papel de valor 
político supremo, y legitima la idea de un Estado coercitivo y potencialmente dominante sobre la 
base de que, propiamene constituido, tal régimen sirve a la promoción de ese valor” (Pettit, 1997: 
80). 


l4l Resulta ser una ironía que en su visita a Chile en abril de 1981, Hayek diera su bendición a un régimen 
que se vanagloriaba de haber ganado el plebiscito de septiembre de 1980, un plebiscito que tuvo 
características similares a los de Hitler. Según Barros, “la Constitución [de 1980] fue redactada en 
secreto, sin participación popular a través de una asamblea constituyente elegida, y fue ratificada 
por plebiscito durante un Estado de emergencia, con partidos políticos prohibidos, sin alternativas 
para los electores, sin estipulación de las consecuencias de una derrota plebiscitaria, sin registros 
electorales y sin una supervisión electoral independiente” (Barros, 1996: 121). 


[5l Hayek menciona a Dewey y John Stuart Mill como autores que han dado este sentido a la noción de 
libertad. Pero esto es un error. Estos autores conciben la libertad como una capacidad para 
desarrollar y usar las potencialidades humanas (cf. Macpherson, 1973: 39-76). 


[6] Hayek atribuye este argumento a von Mises, quien escribe: “Con el fin de preservar la paz doméstica, 
el liberalismo aspira al gobierno democrático. La democracia no es por tanto una institución 
revolucionaria. Por el contrario, es el medio preciso para evitar revoluciones y guerras civiles. 
Proporciona un método para ceñir el gobierno a la voluntad mayoritaria” (cf. Hayek, 1960: 444, n. 9). 


I Uno de los orígenes de la desconfianza de Hayek frente a la democracia es la observación de Lord 
Acton en el sentido que la democracia ateniense sufrió el contraste entre la ilimitada voluntad del 
soberano y el Estado de derecho. Según Hayek, “Aristóteles rechazó esta forma de democracia a la 
que le negó el derecho a ser llamada “constitución” (Hayek, 1973: 82). 


[8] Hayek reconoce que al contraponer totalitarismo y liberalismo, y luego democracia y autoritarismo, 
adhiere a Heinz O. Ziegler (Hayek, 1960: 442, nota 1). Por su parte, Ziegler deriva esta idea de 
Schmitt. Escribe: “se pueden distinguir dos formas de oposición: la oposición entre Estado total y 
liberalismo, y la oposición entre Estado autoritario y democracia moderna” (Ziegler, 1932: 15-16). 


CAPÍTULO 2 
Catolicismo y capitalismo 


El desarrollo económico representa un desafío que supone jerarquía y disciplina en las tareas 
productivas y en los hábitos de trabajo. 
(GOBIERNO DE CHILE, 1974: 33) 


Contrario a lo que podría esperarse de un crítico del liberalismo y partidario 
de la organización corporativa de la sociedad, Jaime Guzmán defiende, en 
sus primeros escritos de juventud, el sistema económico capitalista. Esta 
defensa del capitalismo tiene lugar al mismo tiempo que suscribe los 
principios del nacional sindicalismo de Franco (Guzmán, 1962), rechaza 
“los absurdos Parlamentos de las democracias modernas” (Guzmán, 1962a: 
19), reconoce su “obligación de clase” como miembro de la “clase dirigente 
del país” (Guzmán, 1962c: 86) y niega “el Estado Liberal de la Revolución 
Francesa” (Guzmán, 1965: 11). Es también la época en que milita en la 
Juventud Secundaria del Partido Conservador y es miembro del grupo 
Fiducia (cf. Oto, 1991: 6). Pero lo que resulta aún más paradójico es que su 
defensa del capitalismo se fundamenta en la doctrina social de la Iglesia, 
desarrollada particularmente en Mater et Magistra de Juan XXIII. En este 
documento Guzmán encuentra una reafirmación del valor permanente del 
derecho de propiedad y la libertad de empresa, por fundarse sobre la 
“prioridad ontológica y de finalidad” de los individuos (Juan XXIII, 1961: 52; 
cf. Guzmán, 1965a: 4). 

En ningún caso este argumento procapitalista significa que Guzmán 
renuncie a una fuerte crítica al liberalismo. Basado también en la doctrina 
social tradicional de la Iglesia, rechaza el liberalismo económico, pues 
propone “una economía sin moral” y busca liberar a la sociedad “de todo 
concepto trascendental y orgánico, de todo su sentido cristiano profundo y 
total” (Guzmán, 1965a: 5). En sus primeros escritos, Guzmán es partidario 
de una economía capitalista, al mismo tiempo que rechaza la sociedad 
capitalista requerida por el liberalismo económico. Una sociedad capitalista 
se consolida solo a partir de la Revolución Francesa, que importa el embate 


final contra de la Edad Media y la ruptura de los “sólidos ejes sobre los 
cuales se había estructurado una sociedad orgánica” (ibid: 5). En el orden 
social esto significó que “la organización corporativa perdió su fuerza 
intrínseca” (ibid: 5). 

La defensa del capitalismo es uno de los elementos que determinan la 
continuidad de la obra de Guzmán; pero también se da una evolución en lo 
que entiende por capitalismo y en el modo de su justificación. Es posible 
distinguir tres etapas en esta evolución: (i) En este capítulo examino los 
primeros escritos de Guzmán, donde defiende una versión corporativa y 
orgánica del capitalismo fundada en la doctrina tradicional de la Iglesia. 
Pero su interpretación de esta doctrina es peculiar. Sus principios morales 
no serían comunitarios, sino que postularían la primacía de los derechos 
individuales fundados en la prioridad ontológica de los individuos. 
Aparece, de este modo, una incongruencia entre su defensa de un 
capitalismo corporativo y la fundamentación moral de corte individualista 
que sustenta esa forma capitalista. 

Esta incongruencia se disipa en sus escritos de madurez, que examino 
más adelante en el capítulo 6. Su defensa de un capitalismo propiamente 
liberal, tal como lo define Hayek, encaja bien con los fundamentos morales 
individualistas que suscribe. El capitalismo orgánico y corporativo de las 
encíclicas se funda, contrario a lo que piensa Guzmán, en el 
comunitarismo. Pero el comunitarismo es lo que consistentemente rechaza 
a lo largo de toda su obra, constituyendo otro factor de continuidad. 

La adhesión de Guzmán al neoliberalismo hayekiano prueba no ser 
completa. No hay respuesta explícita, por parte suya, a la denegación, por 
parte de Hayek, de las nociones de bien común y justicia social. Pero su 
pragmatismo no se concilia con una ausencia total del Estado 
redistributivo. En el capítulo 6 examino también cómo Guzmán le concede 
un papel al Estado en las tareas redistributivas y lo justifica en razón del 
crecimiento económico. Con ello su postura moral abandona el 
individualismo de los derechos para aproximarse al utilitarismo. Es siempre 
el mismo capitalismo liberal, pero ya no es un capitalismo de propietarios, 
sino de consumidores. 

Si el mismo Guzmán no parece estar consciente de esta evolución, ello se 
debe a que su defensa del capitalismo no se dirime en un plano 
propiamente filosófico, sino más bien político. Su pragmatismo dificulta la 
reflexión acerca de sus propios fundamentos filosóficos. solo una reflexión 


filosófica puede traer a la luz esos fundamentos ocultos. Es posible 
discernir, entonces, en la lectura temprana que hace Guzmán de Mater et 
Magistra, una versión radicalizada de la teoría tomista de los entes 
relacionales. Con esto fundamenta su interpretación, también radical, de la 
“prioridad ontológica y de finalidad” de los individuos que postula Juan 
XXIII en la versión española de Mater et Magistra. Pienso que es un 
individualismo exagerado lo que permite a Guzmán reorientar el principio 
de subsidiariedad hacia la minimización de la acción del Estado y sostener 
una versión individualista del derecho de propiedad. Igualmente, solo una 
reflexión filosófica puede dar cuenta cabal de su adhesión al liberalismo 
económico de Hayek, y al mismo tiempo, de sus reservas críticas frente a su 
pensamiento. Por último, solo una confrontación filosófica con el 
pensamiento de Guzmán abre la posibilidad de recuperar la política del 
bien común y la justicia social, para así refundar una república de 
ciudadanos, y no de meros propietarios y consumidores. Es posible que 
quienes conocieron personalmente a Jaime Guzmán no reconozcan como 
suyo el pensamiento moral y filosófico que le atribuyo en este ensayo. Ello 
se debe, sin duda, a que su pragmatismo se vertió principalmente en el 
ámbito de la política. Su vida personal no estuvo regida por fines posesivos, 
de consumo o utilitarios, sino auténticamente republicanos. 


En su ensayo “El capitalismo y los católicos de la tercera posición”, 
publicado en la revista Fiducia en 1965, Guzmán intenta mostrar lo erróneo 
de la supuesta incompatibilidad entre la doctrina social de la Iglesia y el 
capitalismo.* Según Guzmán, los “católicos de la tercera posición” 
sostienen que la Iglesia debería haber condenado por igual al comunismo y 
al capitalismo.?! Estos católicos postulan una tercera opción y “encuadran 
[la doctrina de la Iglesia] dentro del término de “comunitaria” o 
“comunitarista” (Guzmán, 1965a: 4). Pero una opción comunitaria, según 
Guzmán, efectivamente no tiene sentido. No hay tercera vía. El error de 
esos católicos se basa en un entendimiento equivocado de cómo definir el 
capitalismo. Si se le entiende como una economía capitalista, es decir, como 
el “sistema basado en la propiedad privada del capital y medios de 
producción, y consecuencialmente, en la libre iniciativa en el campo 
económico” (ibid: 4), entonces la doctrina de la Iglesia coincide con el 
capitalismo, pues ella defiende esos mismos principios. Escribe Guzmán: 


...Los principios capitalistas de propiedad privada, aun de los bienes 
productivos, y de libre iniciativa en el campo económico, no solo no se 
oponen con la doctrina social de la Iglesia, sino que son fundamentales 
de ésta, como fruto de la ley natural (ibid: 4). 


¿Y cómo define Guzmán los principios de la doctrina católica que 
presenta como idénticos a los principios capitalistas? Su punto de partida 
es el parágrafo 109 de la traducción española de Mater et Magistra, donde 
Juan XXIII señala la “prioridad ontológica y de finalidad” de los individuos 
(ibid: 4; cf. Juan XXIII, 1961: 52). Para Guzmán, esta prioridad ontológica y 
de finalidad se explica por la teoría de los entes relacionales, que afirma el 
carácter substantivo de los individuos en oposición al carácter meramente 
relacional de la sociedad y el Estado: 


El hombre ha sido creado a imagen y semejanza de Dios, en orden a su 
fin sobrenatural. Tiene, por ello, prioridad ontológica y de finalidad 
sobre la sociedad y el Estado. El hombre es un ser substancial con un 
destino eterno, mientras que el Estado es un ser relacional, que deriva 
de la dimensión social del hombre, y perecedero. Puede haber hombres 
sin Estados, pero no puede haber Estados sin hombres (ibid: 4). 


Guzmán piensa que tanto la propiedad privada como la libre iniciativa en 
el campo económico están fundadas en la prioridad ontológica y de 
finalidad del individuo. Con respecto al derecho de propiedad, esa prioridad 
metafísica implica que los individuos tienen “la capacidad para proyectar 
su propia vida y realizar su propia vocación” independientemente de la 
sociedad y el Estado (ibid: 4). De este “hecho” se deduce el “derecho” de 
hacerlo; y “junto al derecho va anexo todo aquello que garantice la 
autonomía del hombre” (ibid: 4). La propiedad privada sería esa garantía 
fundamental que salvaguarda la autonomía de los individuos. Con respecto 
a la libre iniciativa en lo económico, Guzmán considera nuevamente lo que 
enseñaMater et Magistra. En su parágrafo 55, Juan XXIII afirma que la 
acción del Estado no debe estar dirigida “a empequeñecer cada vez más la 
esfera de la libertad en la iniciativa de los ciudadanos particulares, sino 
antes a garantizar a esa esfera la mayor amplitud posible” (Juan XXIII, 1961: 
30). Guzmán nuevamente funda esta recomendación pontificia en la 
prioridad ontológica de los individuos: 


En efecto, si el hombre es metafísicamente anterior al Estado, hay que 
ver la razón de éste, justamente en la impotencia de los seres humanos 
para lograr plenamente la realización del bien común temporal. Ello trae 
consigo que el Estado se estaría extralimitando de su misión, si 
pretendiera abarcar funciones que la iniciativa privada está en 
condiciones de realizar en forma normal (Guzmán, 1965a: 4). 


La encíclica, en su versión al español, ciertamente postula la prioridad 
ontológica y de finalidad de los individuos. Pero no se encuentra en ella una 
explicación de la misma en los términos que establece Guzmán.!* Aparte de 
no mencionar la sustantividad de los individuos y la accidentalidad de 
Estado y la sociedad, no establece la contingencia de estos últimos, 
implicada por la argumentación de Guzmán cuando afirma que “puede 
haber hombres sin Estado” (ibid: 4). Por ello, en el caso de la propiedad, el 
argumento de Guzmán parece fundarse más en el individualismo posesivo 
de Hobbes y Locke que en la sociabilidad natural humana de Aristóteles y 
Santo Tomás. Para Guzmán, los individuos se definen por su autonomía y 
tanto el Estado como la sociedad tienen un sentido meramente 
instrumental. En el caso de la libre iniciativa en el campo económico, 
Guzmán también determina la contingencia de lo social, que simplemente 
supliría instrumentalmente la “impotencia” de los individuos para realizar 
sus fines. En conclusión, habría que decir que su argumento no coincide 
con la tradición aristotélico-tomista que define al individuo como 
esencialmente social. La teoría tomista de los entes relacionales concibe a 
la sociedad como un ser accidental de relación. Pero postular 
conjuntamente la prioridad ontológica del individuo y la entidad 
meramente relacional de la sociedad, no implica que esos individuos no 
sean también necesariamente sociales o que el lazo relacional sea 
puramente contingente. Como se verá más adelante, Guzmán no toma aquí 
en cuenta la distinción tomista entre accidentes contingentes y accidentes 
necesarios. Solo esto puede explicar que Guzmán mantenga una posición 
tan alejada de la doctrina católica y próxima a la idea liberal de un estado de 
naturaleza donde existen individuos con anterioridad a la sociedad o el 
Estado. 

El argumento que Guzmán desarrolla en favor de una economía 
capitalista corre paralelo a una fuerte crítica al liberalismo económico. En 
conformidad con las doctrinas pontificias, Guzmán rechaza el liberalismo 


económico y su ideal de “una economía sin moral”. Lo que se pretende es 
liberar a la sociedad “de todo concepto trascendental y orgánico, de todo su 
sentido cristiano profundo y total” (ibid: 5). Más allá de una economía 
capitalista, el liberalismo económico pretende alcanzar la sociedad 
capitalista que se consolida a partir de la Revolución Francesa. En oposición 
al capitalismo orgánico y corporativo de las encíclicas, el capitalismo liberal 
es un “monstruoso fenómeno histórico” que coincidió con “la decadencia 
de la Edad Media” y la pérdida de los “sólidos ejes sobre los cuales se había 
estructurado una sociedad orgánica” (ibid: 5). En el orden social esto 
significó que “la organización corporativa perdió su fuerza intrínseca” (ibid: 
5). 

El liberalismo económico generado por la Revolución Francesa conduce 
a la “explotación del hombre por el hombre”. Favorece una actitud 
contractualista de igualdad formal y así coloca “en condiciones de 
contratantes equivalentes a los capitalistas y a los obreros” (ibid: 5). Pero 
esta libertad de contrato es un mito, pues los capitalistas y los obreros no 
gozan de la misma libertad. El liberalismo económico les dice a los obreros 
que son “libres para aceptar o rechazar las condiciones de contrato” 
propuestas por los capitalistas. Pero, Guzmán reconoce, esa libertad es un 
“mito” y la igualdad de los contratantes un “absurdo”, pues si los obreros no 
aceptan esas condiciones “deben resignarse a morir de hambre” (ibid: 5). 

En 1965, en consecuencia, Guzmán defiende un capitalismo corporatista 
y orgánico, al mismo tiempo que rechaza con vehemencia el capitalismo 
liberal, resultado del libre juego de leyes económicas que funcionan 
independientemente de toda norma moral. Más adelante, bajo la influencia 
del pensamiento económico de Hayek y Friedman, Guzmán abandonará el 
capitalismo orgánico que cree encontrar en las encíclicas, aceptará la 
libertad de contrato y se plegará así al capitalismo liberal. Pienso que éste y 
otros ensayos de juventud, también publicados en Fiducia entre 1964 y 
1965, anticipan y prefiguran la transición de Guzmán hacia el capitalismo 
liberal que solo se completará más tarde. 


La primera discusión del concepto de propiedad privada aparece en un 
artículo publicado por la revista Fiducia en diciembre de 1964, y que se 
titula “El derecho de propiedad y el proyecto de reforma constitucional” 
(Guzmán, 1964). Guzmán elabora aquí una refutación, fundada en una 
interpretación de la doctrina pontificia, del proyecto de reforma 


constitucional que se ha presentado al Congreso para allanar obstáculos 
constitucionales al programa de reforma agraria. El artículo 10, inciso 10 de 
la Constitución de 1925 afirmaba “la inviolabilidad de todas las propiedades, 
sin distinción alguna” (ibid: 9). Esto hacía impracticable cualquier intento 
de alterar la tenencia de la tierra agrícola. El gobierno de la Democracia 
Cristiana requería esta reforma constitucional si había de realizar su 
programa. 

Guzmán primero expone lo que considera ser la doctrina católica de la 
propiedad. La noción de propiedad está estrechamente unida a la noción de 
libertad. El derecho de propiedad es una aplicación de lo que significa ser 
persona: es la realización de la libertad personal. Guzmán cita las 
enseñanzas pontificias impartidas por Pío XI, Pío XII y Juan XXIII según las 
cuales resulta moralmente imposible la existencia de personas sin la 
existencia de la propiedad privada. Pero, al mismo tiempo, reconoce que 
esas doctrinas pontificias le asignan una función social a la propiedad. 

Es interesante notar cómo Guzmán cita selectivamente de la obra de los 
pontífices. En el caso de Pío XII, en su discurso del 1 de septiembre de 1944, 
con ocasión del quinto aniversario del inicio de la Segunda Guerra Mundial, 
Guzmán cita, con aprobación, la defensa que hace el Papa del derecho de 
propiedad: 


La conciencia cristiana no puede admitir como justo un ordenamiento 
social que, o niega en absoluto, o hace prácticamente imposible o vano 
el derecho natural de propiedad, tanto de los bienes de consumo como 
de los bienes de producción (Hurtado Cruchaga, 1947: II, 276; Guzmán, 
1964: 9). 


Pero Guzmán omite lo que Pío XII señala inmediatamente a 
continuación, y que expresa una clara subordinación del derecho de 
propiedad al bien común: 


Pero tampoco puede [la conciencia cristiana] aceptar esos sistemas que 
reconocen el derecho a la propiedad según un concepto completamente 
falso del mismo, y que por lo tanto, se oponen a un orden social sano y 
verdadero. En consecuencia, cuando el Capitalismo se basa en tales 
conceptos falsos, y se arroga el derecho ilimitado de propiedad, sin 
consideración alguna por el bien común, la Iglesia lo condena como 


contrario al bien común. (Hurtado Cruchaga, II, 276-277; el énfasis es de 
Pío XII). 


El verdadero sentido de la doctrina católica consiste, según Guzmán, en 
la afirmación del derecho a la propiedad privada y la denegación de quienes 
pretenden “encontrar y desarrollar el aspecto social de la propiedad en 
detrimento de su carácter individual” (Guzmán, 1964: 9). Este énfasis en la 
privacidad de la propiedad lo conduce a reducir su función social a su 
carácter individual. De este modo define la propiedad como un derecho real 
y no como un derecho personal. Con ello queda eliminada la posibilidad de 
un reconocimiento intersubjetivo al momento de su génesis. 


Podría decirse, pues, aunque parezca paradójico, que uno de los 
aspectos del derecho de propiedad de más relevancia social es el 
carácter individual. Solo la relación personal, directa, con facultad de 
disposición razonable entre un hombre y una cosa, constituye 
acabadamente a la propiedad. La relación hombre-cosa debe tener esa 
inmediatez que dentro del Derecho Civil tradicional caracteriza a los 
derechos reales, por oposición a los derechos personales (ibid: 9; el 
énfasis es mío). 


Los derechos reales (iura in rem) se definen por la inmediatez de la 
relación entre una persona y una cosa externa. Sin la mediación de otra 
subjetividad, ese derecho se constituye como absoluto. Es consistente 
Guzmán cuando reduce la función social de la propiedad al momento 
individual. Pero con ello se aparta fundamentalmente de la concepción 
católica de la propiedad y se aproxima al liberalismo posesivo de Locke y 
Nozick, quienes también definen a la propiedad como un derecho real (cf. 
Cristi, 1994). Concebir a la propiedad como un derecho personal es 
relativizarla, pues en su constitución se incluye ahora un reconocimiento 
intersubjetivo. Este reconocimiento mutuo es lo que se encuentra en la base 
de la función social que le confiere la doctrina católica tradicional a la 
propiedad. 

El trasfondo político inmediato de este texto es el proceso de reforma 
agraria iniciado por el gobierno de Frei. Guzmán percibe este proceso como 
una amenaza socialista y totalitaria. El nuevo gobierno no concibe al 
Estado en su rol tradicional como protector de la propiedad privada, sino 
como promotor de fines sociales e interventor en el ámbito de los legítimos 


derechos individuales. Si la reforma constitucional al artículo 10 de la 
Constitución es aprobada, argumenta Guzmán, “¿qué defensa tendrán 
entonces los individuos frente a este Estado con omnímodos poderes? ¿Qué 
nos separará entonces al totalitarismo socialista de un Tito, de un Nasser, 
de un Bourguiba o de un Castro?” (ibid: 9). Es sintomático que Guzmán se 
refiera a este Estado interventor como Estado totalitario. Pero no es contra 
el Estado como tal que objeta Guzmán. En ningún caso puede atribuírsele 
una postura protoanárquica. Como se verá más adelante, el Estado que 
defiende Guzmán, el Estado subsidiario, no es enemigo de la libertad, y su 
concepción de la libertad no está en absoluto desligada de una enfatización 
de la autoridad estatal. El Estado autoritario que defiende Guzmán aparece 
como la mejor garantía para anular al totalitarismo y garantizar el ejercicio 
irrestricto del derecho de propiedad y la libertad contractual.!* 

Meses más tarde, en otro artículo publicado por Fiducia y titulado “El 
diálogo, la socialización y la paz utilizados como slogans de la revolución” 
(Guzmán, 1965), Guzmán define la noción de Estado que subscribe. Su 
argumento comienza reiterando la doctrina católica del subsidiarismo. Esta 
doctrina se enfrenta al liberalismo que, a partir de la Revolución Francesa, 
ha logrado anular la influencia de los gremios y otras asociaciones 
intermedias. Es aquí donde reside la indefensión a la que han quedado 
reducidos los individuos, desprotegidos ahora frente a la acción de un 
Estado interventor. El subsidiarismo dice relación con “nuevas formas de 
asociación y de organización social, que han respondido al impulso natural 
del hombre de constituir sociedades intermedias... [y] que representan, 
precisamente, una manera de protegerse frente a la indefensión en que lo 
dejó el Estado liberal de la Revolución Francesa” (ibid: 11). En la 
interpretación de Guzmán, el liberalismo es responsable de la disolución de 
esas asociaciones intermedias, instituciones que recogen 
fundamentalmente la sociabilidad natural del ser humano. Reconoce que el 
liberalismo defiende un régimen de propiedad privada, de libertad de 
asociación y contrato, y de libertad de empresa. Pero no da cuenta de otros 
aspectos del liberalismo moderno, como su individualismo, su moral 
subjetivista y su relativismo epistemológico. Lo único que parece 
importarle a Guzmán es la imputación de ser el principal causante de la 
política partidista y el sufragio universal. El resultado de “siglos de 
liberalismo político”, ha sido “desvincular al hombre de sus entidades 
naturales para agruparlo en torno a partidos políticos permanentes y 


antagónicos, dando origen a un sufragio y a una sociedad inorgánica...” 
(ibid: 11). Por oposición al liberalismo, Guzmán reconoce que subsisten 
elementos orgánicos en la sociedad actual que han sobrevivido la acción 
revolucionaria. Éstos constituyen un orden natural que no es posible 
desconocer. “Hay fundamentos mismos del orden natural y de la sociedad 
orgánica que permanecen en los pueblos, por encima de siglos de 
Revolución antinatural y destructora” (ibid: 11). 

El liberalismo, tal como lo interpreta Guzmán, ha sido causante de la 
hipertrofia estatal. El Estado invade todo el ámbito de la sociedad civil e 
interviene activamente en el orden espontáneo que se genera en su interior. 
No hay diferencia en este aspecto entre lo que Guzmán entiende por 
liberalismo y el socialismo. Las raíces de ambas posiciones se encuentran 
en un mismo evento histórico: la Revolución Francesa. Solo el 
subsidiarismo católico constituye una adecuada defensa de lo social 
orgánico frente a la actitud niveladora del Estado. 


El principio básico que determina el pensamiento católico en la materia, 
es el de la subsidiariedad... Según este principio, el Estado no puede 
asumir ninguna función específica que los individuos u organismos 
intermedios sean capaces de realizar por sí mismos. Fruto de este mismo 
principio, nace el de la libre iniciativa en el campo económico... (ibid: 11). 


Junto con rechazar al socialismo, Guzmán, ateniéndose a las doctrinas 
pontificias, también rechaza al fascismo. Lo que resulta objetable es el uso 
que éste hace del Estado. Reconoce la promoción fascista de las sociedades 
intermedias, pero percibe en la coordinación y armonización social que 
pretende “un intento de extender sus tentáculos a un control político total” 
(ibid: 11). 

III 


En 1969, Guzmán publica en la revista Portada un artículo de sugerente 
título: “El Miedo. Síntoma de la realidad político-social chilena” (Guzmán, 
1969). Continuando la línea argumentativa expuesta en sus escritos 
anteriores, Guzmán fija su atención en el estatismo, que ve como el peligro 
más grave que se cierne sobre la humanidad. Más concretamente, piensa 
que en Chile el gobierno de la Democracia Cristiana ha exacerbado este 
peligro.Al estatismo, Guzmán opone el subsidiarismo. En el estatismo se 
conjugan posiciones tanto liberales como socialistas. Pero el subsidiarismo 


puede salvaguardar al individuo y permite la natural proyección de la 
individualidad en las sociedades intermedias. 

Esta defensa del individuo aparece en su comprobación de un fenómeno 
que ve agudizado en Chile en los últimos años: el miedo y temor que se 
experimenta frente a la autoridad estatal. Se trata de “el temor, el miedo — 
cada vez crecientes- que siente el ciudadano común para discrepar en 
forma pública, abierta y personal, frente al poder estatal y a quienes lo 
ejercen: el Gobierno y el Partido único que lo integra” (ibid: 255). Aunque no 
se trata de un fenómeno inédito, y no se trata de un temor absoluto pues se 
vive al interior de una democracia, “el ‘hombre común”, el hombre de 
trabajo del cual depende una empresa —grande, mediana o pequeña— teme a 
disentir categóricamente, siente miedo a estampar su firma bajo algo 
“compromitente”, intuye imprudente el combatir “demasiado” (ibid: 255). 
Me parece claro que este texto toma primordialmente en cuenta el sentir 
del empresariado que aparece agobiado frente a una fuerte presencia 
estatal. 

Expuesto el fenómeno, Guzmán acude a la teoría para explicarlo. Elabora 
así los lineamientos de una teoría acerca del papel del Estado. Tres son las 
respuestas que se dan a la relación individuo-Estado, pero ellas pueden 
reducirse a dos. Tanto las respuestas del liberalismo como del socialismo 
derivan en un estatismo, que concentra poderes omnímodos dirigidos 
contra los individuos. La única alternativa es el subsidiarismo católico que 
funda la autonomía y libertad del individuo en una metafísica de la 
persona. La dignidad del individuo, y de sus derechos como tal, se derivan 
de haber sido “creado a imagen y semejanza de Dios” (ibid: 256). Su 
individualidad se funda en la prioridad ontológica de la persona con 
respecto a la sociedad. 


El hombre goza de una prioridad ontológica y de finalidad respecto de la 
sociedad. De ello deriva que el Estado es un instrumento que debe estar 
al servicio del hombre, y no al revés. Ya que, mientras el hombre —ser 
substancial- tiene un destino eterno, el Estado -ser relacional- agota su 
existencia perecedera dentro del tiempo (ibid: 256). 


Éste y los otros textos tempranos de Guzmán que he comentado, revelan 
desde ya influencias que determinarán decisivamente su pensamiento 
constitucional y político futuro. En primer lugar, hay que anotar su 
afincamiento en las doctrinas pontificias. Guzmán se demuestra conocedor 


de los principales documentos papales y perceptivo de sus orientaciones 
básicas. Es claro que desea adherir fielmente a sus enseñanzas doctrinarias. 
Pero es obvio también que sus opciones políticas producen una 
interpretación sesgada de ese cuerpo doctrinal. En segundo lugar, estos 
escritos exhiben sus compromisos políticos contingentes. Aunque se 
muestre próximo al ideario conservador de los partidos de derecha chilena 
(en su oposición a la reforma agraria, por ejemplo), Guzmán no coincide 
con la actividad partidista típica. Por el contrario, aparece ya una faceta que 
se perfilará más claramente en el futuro, a saber, una actividad no vertida 
en el partidismo político, sino en la acción gremial (De hecho, en 1967, 
Guzmán había fundado el Movimiento Gremialista en la Universidad 
Católica). Si la actividad de los partidos políticos tradicionales busca la 
conquista del poder estatal, Guzmán busca la conquista del poder social 
que se expresa en instituciones intermedias como la universidad. En esto 
juega un papel fundamental su concepción del subsidiarismo. Finalmente, 
en los ensayos más sustantivos de esta época aparece en lugar destacado la 
teoría de los entes relacionales. Es consistente el uso que hace de esa teoría, 
y consistente también su evolución en su apreciación de ella. Esto podría 
explicar las desviaciones de su postura con respecto a la doctrina católica y 
su aproximación al liberalismo económico que antes rechazaba. 


IV 


Esta aproximación al liberalismo aparece también en el trabajo más 
sistemático de toda su producción intelectual: la Memoria de Prueba con 
que opta al grado de Licenciado en Derecho y que lleva por título Teoría 
sobre la Universidad (Guzmán & Novoa, 1970). Aunque no defiende aquí 
una determinada tesis filosófica, ni elabora su argumentación de acuerdo 
con una metodología filosófica, se trata de un ensayo de pensamiento 
político en que Guzmán hace uso de categorías filosóficas. Tal como lo 
define Guzmán, su investigación tiene una “naturaleza principalmente 
conceptual... Los aspectos históricos y sociológicos..., solo [tienen] aquí una 
cabida incidental” (ibid: 90). Apelando a las doctrinas pontificias y a la 
tradición neoescolástica, Guzmán expone nuevamente la teoría de los entes 
relacionales. Por ser una Memoria de Prueba, prima aquí el aspecto 
puramente expositivo que intenta abstraer de las convicciones de su autor. 
Sin embargo, hay atisbos de las posiciones personales que Guzmán ha 
defendido con anterioridad. Su participación en la actividad gremial 


universitaria podría explicar la imposibilidad de prescindir por completo de 
sus compromisos intelectuales y políticos. 

El capítulo IV de su Teoría sobre la Universidad está dedicado a una 
discusión de los entes relacionales. Con la expresión “ente relacional” 
Guzmán designa aquí el status ontológico de toda entidad social. ¿Qué 
sentido tiene decir que una entidad social, la universidad por ejemplo, sea 
un ente relacional? Guzmán depende, en este punto, de G. M. Manser, autor 
de La esencia del tomismo, a quien se refiere en una nota al iniciar su 
exposición sobre este tema.'*? Fundado en Manser, Guzmán piensa que el 
status ontológico que le compete a la Universidad, como entidad social, es 
ser un ente relacional: 


La Universidad no es un ser substancial, sino accidental, y más 
específicamente todavía, relacional. El ser de la Universidad no es 
substancia; solo lo son los seres humanos que la integran. El ser de la 
Universidad resulta simplemente de una determinada relación entre 
esas substancias o miembros que la componen (Guzmán & Novoa, 1970: 
79). 


Esta teoría le permite a Guzmán apartarse de cualquier forma de 
colectivismo, tanto socialista como estatista, por el cual se pretenda darle a 
la sociedad o al Estado derechos de interferencia en la libre actividad de los 
individuos. Los individuos, como entes sustantivos y no meros accidentes 
de relación, son soberanos frente a la sociedad y el Estado. ¿Pero cómo 
escapar de la sartén colectivista sin caer sobre las brasas individualistas? 
Parecería que la admisión de no sustantividad de la entidad social significa 
vaciar de contenido a la noción de bien común, definido como el bien de 
una comunidad. ¿Qué sentido tendría hablar del bien de una comunidad si 
ésta carece de toda sustantividad y es un mero ente relacional? ¿Es posible 
determinar “el fin de una sociedad en cuanto tal, independientemente de 
sus miembros, considerados en forma aislada”? (ibid: 79). Para Guzmán, 
ésta es “una cuestión de capital importancia” (ibid: p 79). 

La solución que ofrece es la siguiente. Un ente relacional podrá retener 
un espesor ontológico propio si es posible asegurarle cierta unidad. 
Guzmán piensa que efectivamente puede reclamar una “unidad de orden”. 
Los individuos, al ordenarse hacia una finalidad común, constituyen un 
ente relacional unificado por ese mismo orden de finalidad. Guzmán 
introduce, en este punto del argumento, la noción de bien común (ibid: 82). 


El fin de la sociedad no es otra cosa que el bien común, es decir, el 
procurar y conservar ese orden al cual nos hemos referido, que viene a 
ser la forma de la sociedad, y la causa de su propia unidad. Así se explica 
que el bien común no sea la mera suma de los bienes individuales, como 
lo suponía el liberalismo clásico, sino un bien de naturaleza distinta y 
superior al bien individual (ibid: 82). 


El liberalismo que Guzmán rechaza, postula que la comunidad no es 
superior al sujeto. No lo puede ser porque la comunidad es el instrumento 
que los individuos emplean para el logro de sus bienes particulares. Como 
mero accidente, la comunidad no es un sujeto capaz de aspirar a un 
determinado bien. No existe realmente algo que puede ser llamado bien 
común.*” Para el liberalismo, el bien común es apenas un flatus vocis, un 
nombre que designa la suma de bienes individuales, los únicos que pueden 
adscribirse a sujetos substantivos. 

Inmediatamente a continuación de sentar este principio comunitario de 
la superioridad social, Guzmán lo condiciona de la siguiente manera: 
“Superioridad ésta que no debe hacernos perder de vista que es la sociedad 
la que debe ordenarse al bien del socio, y no al revés... Supuesta la realidad 
del tal bien [el bien del socio], es evidente que el bien común, lejos de 
anularlo o entorpecerlo, debe ser su promotor más activo” (ibid: 82). 
Guzmán asume aquí, en mi opinión erróneamente, que afirmar la 
superioridad del bien común significa constituir una hipóstasis que se 
cierne por sobre los individuos. Pero el bien común es el bien que 
individuos buscan en común. Y lo que buscan es la constitución de la 
comunidad que necesariamente requieren para vivir. 

Guzmán prosigue su argumento estableciendo que la constitución de 
toda sociedad incluye una materia y una forma. La materia son los 
individuos que se relacionan y se ordenan entre sí en busca de una 
finalidad común, es decir, de un bien común. El orden de esas relaciones 
sociales constituye la forma social, es decir, la sociedad como ente 
relacional. Pero el orden de relaciones sociales no es un orden dado: “ni se 
hace solo, ni se realiza de una vez para siempre” (ibid: 83). En primer lugar, 
no es autooriginante, porque los individuos son imperfectos, es decir, 
tienen percepciones irrevocablemente parciales y subjetivas del bien 
común. En segundo lugar, todo orden social, dejado a su suerte, es 
intrínsecamente inestable. Estas dos razones implican que el orden social 


debe ser mediado por una autoridad como condición de su existencia. La 
autoridad sería el fundamento de origen y permanencia de la sociedad, la 
verdadera forma social. 


Este bien común, este orden relacional, ni se hace solo, ni se realiza de 
una vez para siempre. No se hace solo, debido a que la imperfección 
humana, y el ángulo particularizado desde el cual cada individuo 
observa y pondera la realidad, tiende a desfigurar la recta noción del 
bien común. No se hace de una vez para siempre, sino que está 
permanentemente en trance de hacerse, por el carácter dinámico de la 
realidad social, que obra de substrato condicionante del fin común o 
bien común. Debe haber, por tanto, alguien que actualice dicho 
principio unitivo, que geste y asegure a cada momento ese bien común, 
y ese alguien es el que recibe el nombre de “autoridad” (ibid: 83). 


Insensiblemente, Guzmán se desvía aquí de lo que sostiene el tomismo 
para aproximarse al ockhamismo. Los seres humanos no son 
necesariamente sociales, pues carecen de una orientación natural hacia el 
bien común. S olo una autoridad puede garantizar una noción no 
subjetivizada del bien común y darle la estabilidad requerida. Guzmán 
aclara que no se trata de que la autoridad “sea la persona individual o el 
organismo colegiado que ejerce la autoridad... sino el conjunto de actos de 
autoridad que constituye el orden de relación entre sus componentes” (ibid: 
84). Pero es difícil pensar en “actos de autoridad” sin un sujeto mismo de 
esa autoridad, o pensar en un “orden de relación” sin una base substancial 
en la que ese orden pueda afincarse. 

Así, al desviarse del aristotelismo, Guzmán deriva hacia el nominalismo. 
No es raro, entonces, la afinidad que notara más arriba entre la posición 
asumida por Guzmán y el nominalismo de Ockham y Hobbes. El punto de 
vista tomista es reseñado por Manser, para quien la ordenación de los 
individuos al fin común es doble. Hay una ordenación al fin mismo, y otra a 
los medios para obtener el fin. Sobre esta base puede distinguir Manser dos 
tipos de formas de asociación: 


Hay dos series de comunidades: unas de necesidad natural y otras 
accidentales. A las primeras, entre las cuales menciona Sto. Tomás en 
primer lugar la cultura espiritual humana, pertenecen el matrimonio, la 
familia y el Estado. Estas, por ser de necesidad natural, son 


internamente necesarias. Así, pues, también aquí es la unidad de 
comunidad algo necesario, un accidens necessarium... Las comunidades 
accidentales, en las que un número de hombres eligen diversamente los 
medios para el fin último, se proponen fines particulares, y por eso aquí 
la unidad de comunidad solo puede ser un accidens contingens... 
(Manser, 1953: 793). 


Guzmán reduce todas las formas sociales a lo que Manser llama 
“comunidades accidentales”. Guzmán afirma correctamente que todas las 
formas sociales constituyen accidentes, pero a continuación no distingue 
entre accidens necessarium y accidens contingens, como hace Manser de 
acuerdo a la doctrina tomista. Las comunidades de “necesidad natural” son 
aquellas, como la familia y el Estado, cuyo carácter accidental es también 
necesario. Esta omisión tiene como resultado darle un marcado sello liberal 
a su pensamiento, que le allana el camino para su recepción del 
neoliberlismo de Hayek. Para este último, nominalismo social y el 
individualismo metodológico son verdaderos dogmas de fe! 


V 


Finalmente, la teoría de los entes relacionales elaborada por Guzmán es 
oficialmente reconocida por la junta militar en 1974 en la Declaración de 
Principios del Gobierno de Chile, su texto fundacional. En la Declaración, 
redactada por Guzmán, se lee: 


Tanto desde el punto de vista del ser como desde el punto de vista del 
fin, el hombre es superior al Estado. Desde el ángulo del ser, porque 
mientras el hombre es un ser sustancial, la sociedad o el Estado son solo 
seres accidentales de relación. Es así como puede concebirse la 
existencia temporal de un hombre al margen de toda sociedad, pero es 
en cambio inconcebible, siquiera por un instante, la existencia de una 
sociedad o Estado sin seres humanos. Y también tiene prioridad el 
hombre desde el prisma del fin, porque mientras las sociedades o 
Estados se agotan en el tiempo y en la historia, el hombre los trasciende, 
ya que vive en la historia pero no se agota en ella (Gobierno de Chile, 
1974: 14). 


Guzmán repite y expande aquí la concepción de la sociedad y el Estado 
que había elaborado en sus artículos para Fiducia. Afirma, como se 


establece en Mater et Magistra, la “prioridad ontológica y de finalidad” de 
los seres humanos. La prioridad ontológica se fundamenta en la 
sustancialidad de las personas y la mera accidentalidad de la sociedad. La 
prioridad de finalidad tiene un motivo teológico: la transcendencia 
histórica y temporal de los seres humanos. 

Luego de afirmar la individualidad de las personas, Guzmán introduce su 
sociabilidad. “No obstante lo expuesto anteriormente, como el hombre no 
puede buscar su plenitud sin vivir en sociedad, debe agruparse con otros 
seres humanos. La forma jurídicamente superior de la agrupación es el 
Estado” (ibid: 14). El sentido de esta sociabilidad es instrumental. 
Individuos que perfectamente pueden existir ”al margen de toda sociedad”, 
solo en sociedad pueden encontrar su plenitud. Guzmán es consecuente 
con su rechazo del comunitarismo que define al ser humano como 
intrínsecamente social y se aproxima así al liberalismo, como se detectó 
más arriba. 

En este punto de su exposición, Guzmán introduce la noción de bien 
común. Con esta noción pretende sentar una vía media entre dos extremos, 
el liberalismo y el colectivismo. 


El individualismo liberal concibe al bien común como la simple suma de 
los bienes individuales, que cada cual procura obtener con casi total 
prescindencia del de los demás. El colectivismo totalitario se sitúa en el 
extremo opuesto, y entiende el bien común como un concepto referido 
al todo colectivo o estatal, frente al cual el bien individual de cada 
persona desaparece por completo... La verdadera idea de bien común se 
aparta de ambos extremos y los supera (ibid: 14-15). 


Consistentemente a lo largo de su producción intelectual, característica 
que marca la continuidad de su obra, Guzmán rechaza el comunitarismo 
como una tercera vía o tercera posición, entre capitalismo y comunismo 
(Guzmán, 1965a, 1983 & 1985). Entre capitalismo y comunismo no cabe sino 
optar por el capitalismo." Pero en la Declaración, no tiene objeciones para 
presentar una versión del bien común que lo aproxima al comunitarismo. El 
bien común es “un bien de orden o de relación, que hace que la obtención 
del bien individual de cada uno exija para ser verdaderamente tal una 
preocupación y respeto solidario y activo por el bien de los demás, lo cual 
descarta la concepción liberal” (ibid: 15). Queda descartada la “concepción 
liberal” pero no el capitalismo. En esta misma Declaración, Guzmán se 


muestra partidario de la propiedad privada y de la libre iniciativa en el 
campo económico, los pilares liberales que sostienen al capitalismo. Pero 
¿cómo puede Guzmán consistentemente rechazar el liberalismo y, al 
mismo tiempo, aceptar el capitalismo? 

En este punto de su argumentación, Guzmán introduce el principio de 
subsidiariedad. “El bien común exige respetar el principio de 
subsidiariedad” (ibid: 16). Con la interpretación que Guzmán le da a este 
principio se conecta nuevamente a la idea de una prioridad metafísica de 
los individuos, con lo que su argumento toma una connotación 
decididamente liberal, anulando la tercera vía que ahora había adoptado 
entre liberalismo y colectivismo. 


Siendo el hombre el fin de toda sociedad, y emanando ésta de la 
naturaleza humana, debe entenderse que las sociedades mayores se van 
formando para satisfacer fines que las menores no pueden alcanzar por 
sí solas. El ser humano forma una familia para alcanzar fines que no 
puede lograr solo...Tal idea matriz es lo que da origen al llamado 
principio de subsidiariedad (ibid: 16). 


La idea de que el individuo es el “fin de toda sociedad” reitera el principio 
de la “prioridad metafísica del individuo” que Guzmán ha postulado desde 
el inicio de su desarrollo intelectual. Si el individuo tiene prioridad 
metafísica por sobre la sociedad es justo pensar que ésta solo puede ser 
vista como un instrumento para sus fines. Esta instrumentalización de lo 
social se confirma cuando Guzmán escribe: “El ser humano forma una 
familia para alcanzar fines que no puede lograr solo” (ibid: 16). El individuo 
tiene así prioridad metafísica sobre la familia. Pero esto ignora el 
comunitarismo de la doctrina tradicional de la Iglesia que afirma 
ciertamente al individuo, pero al individuo entendido como ser social. Lo 
social es un accidente, pero un accidente necesario. Esto es lo que le 
permite a la Iglesia postular una vía media entre el liberalismo y el 
colectivismo. Cuando el principio de subsidiariedad no es entendido como 
un principio comunitario, queda puesto al servicio del liberalismo que 
Guzmán busca expresamente superar. 


VI 


Más arriba, en la sección II de este capítulo, examine la concepción de 
propiedad a la que adscribe Guzmán y que define como un derecho real. 


Esa definición me permitió asociarlo con el liberalismo posesivo de Locke y 
Nozick, quienes también definen a la propiedad como un derecho real (ius 
in rem) o subjetivo. Por el contrario, concebir la propiedad como un derecho 
personal (ius in personam) sería relativizarla, pues en su constitución se 
incluiría un reconocimiento intersubjetivo. Me parece que lo que ocurre 
con Guzmán sirve para entender lo que ocurre con Carl Schmitt, un 
conservador que también defiende una noción liberal de la propiedad y la 
entiende como un derecho real. 

Schmitt, en el capítulo 14 de su Teoría de la Constitución, distingue entre 
derechos fundamentales!'*! y derechos garantizados constitucionalmente 
(Schmitt, 1934: 169). Los derechos fundamentales son aquellos que 
reconoce el Estado de derecho liberal clásico, es decir, aquellos derechos 
que preceden la formación del Estado y se alzan por encima suyo. No son, 
por tanto, otorgados por el Estado y no pueden ser interferidos, a menos 
que se lo haga por medio de un procedimiento regulado. Schmitt considera 
que estos derechos fundamentales constituyen “la esfera de la libertad” 
(ibid: 169). Estos derechos son: la libertad religiosa, la libertad personal, la 
propiedad, la libertad de expresión. Su contenido, postula Schmitt, no 
puede ser definido por el Estado. El Estado solo puede actuar como su 
agente protector. Estos derechos constituyen el “ámbito, incontrolable en 
principio, de la libertad individual” (ibid: 169). En este respecto, el derecho 
de resistencia, como la actitud última y extrema que pueden asumir los 
individuos en su defensa propia, ilustra la esencia de estos derechos 
fundamentales. Schmitt avala la doctrina liberal según la cual la libertad 
individual es esencialmente ilimitada, y se opone a la autoridad del Estado, 
que es en principio limitada. 

Las garantías institucionales, en cambio, establecen que ciertas 
instituciones deben quedar bajo una protección constitucional especial. El 
propósito aquí no es otro que anular la violación de esas instituciones por 
parte de la legislatura. Los derechos, o garantías institucionales, que 
merecen protección no pueden ser considerados absolutos en tanto que su 
existencia no antecede al Estado y no constituyen, por tanto, un dominio 
ilimitado. Según Schmitt, un claro ejemplo de garantía institucional es el 
artículo 130 de la Constitución de Weimar: “A todos los funcionarios 
fiscales se les garantiza su libertad de convicción política y la libertad de 
asociación”. Los derechos de los funcionarios públicos, a pesar de ser 
derechos institucionales, son también derechos subjetivos que pueden ser 


reivindicados por individuos que pertenezcan a la burocracia. Pero esto no 
significa que estos tengan el mismo estatus que los derechos subjetivos de 
la libertad. No son derechos que estén “al servicio del interés privado del 
funcionario, sino de la institución de la burocracia profesional como tal” 
(ibid: 177). La garantías institucionales, por tanto, no constituyen derechos 
absolutos y pre-políticos de los individuos. 

A pesar de ciertas ambigiedades en la redacción del artículo 153, Schmitt 
advierte que la Constitución de Weimar concibe el derecho de propiedad 
como un derecho fundamental absoluto, y no como una garantía 
institucional relativa. El artículo 153 garantiza la propiedad privada como 
“una institución de derecho privado”, pero esto no significa que deje de 
reconocerlo como un derecho fundamental, o que intente negar su carácter 
absoluto (ibid: 176). Al igual que la libertad personal, la propiedad es 
inviolable. A diferencia de la libertad personal, sin embargo, la propiedad 
puede ser considerada tanto como un derecho natural que antecede al 
Estado, y también como una institución. La redacción de la sección 1 del 
artículo 153 es la siguiente: 


La propiedad está garantizada por la Constitución. Su contenido y 
límites derivan de la legislación (cf. Schmitt, 2004: 108) 


En opinión de Schmitt, el segundo enunciado contradice al primero que 
reconoce a la propiedad como derecho fundamental. Al igual que la libertad 
individual, la propiedad no puede ser el resultado de la legislación, sino que 
la precede. La Constitución de Weimar, en tanto que documento liberal, no 
puede garantizar la propiedad como si esta fuese una mera garantía 
constitucional. La Constitución reconoce la propiedad como un principio, 
“porque no puede darse Estado de derecho liberal sin propiedad privada, y 
la Constitución de Weimar quiere ser una Constitución del Estado liberal de 
derecho” (ibid: 176-7). 

El Schmitt de la Teoría de la Constitución se reconcilia con el 
constitucionalismo liberal (Cristi, 1998; cf. Seitzer & Thornhill, 2008: 2). No 
me importa saber si esta actitud se inspira en una convicción que haya 
asumido sinceramente, o si se trata una consideración puramente 
prudencial. No intento aquí cuestionar la presunta fidelidad o infidelidad 
de Schmitt con respecto a la Constitución de Weimar. Mi propósito es 
simplemente determinar la consistencia y viabilidad conceptual del 
paradigma constitucional asumido por Schmitt, paradigma que me parece 


coincidir con aspectos centrales del liberalismo clásico y con un 
resurgimiento de la tradición iusnaturalista. 

Quienes afirman el antiliberalismo radical de Schmitt, afirman también 
su oposición al positivismo jurídico. Esta interpretación asume que el 
liberalismo se compromete con la noción de Estado de derecho que se 
define “como el gobierno de la juricidad positiva y no [como el gobierno] de 
la ley natural o la costumbre” (Neumann, 1964: 32). A mi parecer, esta 
conjunción del liberalismo con el positivismo jurídico no es un 
requerimiento conceptual, sino que responde a circunstancias históricas 
concretas. El recurso a la ley natural sigue siendo una opción de principio 
para el liberalismo cuando el sistema normativo, sobre el que se funda, 
enfrenta un desafío revolucionario. Este sistema normativo se define por la 
libertad individual y la propiedad privada como derechos fundamentales 
válidos por sí mismos, es decir, como derechos reales. En el caso de 
Schmitt, su ataque al positivismo jurídico proviene de su intención de 
fortalecer auténticos valores liberales que, en su opinión, han sido sido 
puestos en peligro por la Revolución democrática alemana de 1918-19. 

A pesar de que la Constitución de Weimar, el documento legal que recoge 
los avances de ese movimiento revolucionario, reconoce el sistema 
normativo auspiciado por el liberalismo, se detectan ambigúedades en su 
construcción. Estas ambigiiedades han erosionado esos valores liberales 
sustantivos (cf. Wolff, 1923). En 1929, en su artículo “Das Reichsgericht als 
Hüter der Verfassung”, Schmitt aprueba el que Martin Wolff haya tomado 
conciencia del problema y haya también reafirmado los aspectos liberales 
de la Constitución de Weimar (Schmitt, 1929: 96). Wolff había escrito: 


En oposición a la ideas de la izquierda radical, el artículo 153 pone 
énfasis en que con respecto a los bienes materiales un derecho privado 
que merece el apelativo de “propiedad” debe ser visto como posible, y 
con respecto al cual todas las limitaciones al control discrecional [por 
parte de los individuos propietarios] constituyen excepciones (Wolff, 
1923: p. 6) 


Schmitt apela el punto de vista iusnaturalista para revertir ese proceso de 
relativización del derecho de propiedad con el objeto de poder recuperar la 
plena operación del orden capitalista. La legitimidad de la libertad 
individual y la propiedad privada está asegurada pues se trata de derechos 
que “valen antes que y sobre cualquier ser político, porque son justas y 


razonables, y por eso envuelven un deber ser (Sollen) auténtico, 
independiente de la realidad del ser, es decir, de la realidad jurídico- 
positiva” (Schmitt, 1934: 34; cf. ibid: 141). 

La consolidación del liberalismo alemán en las postrimerías del siglo XIX 
había significado, como hecho histórico, la decadencia del iusnaturalismo y 
la emergencia del positivismo jurídico. Hans Kelsen rechaza las teorías del 
derecho natural, particularmente la noción de derechos subjetivos 
fundamentales. Este rechazo de la noción de derechos subjetivos puede 
servir como contrapunto para clarificar los supuestos que subyacen a la 
concepción schmittiana. Según Kelsen, la concepción jurídica del 
liberalismo moderno supone que los derechos subjetivos son 
fundamentales en tanto que no requieren el reconocimiento de otros 
individuos —“los derechos subjetivos surgen primero, y la propiedad 
constituye su prototipo” (Kelsen, 1934: p. 41)-. También reconoce Kelsen 
que la concepción liberal moderna admite que “el derecho objetivo, que se 
manifiesta como un orden político, surge solo posteriormente con el 
propósito de proteger, reconocer y garantizar los derechos subjetivos 
generados independientemente” (ibid: 41). Para clarificar este punto Kelsen 
cita a Heinrich Dernburg, teórico de las Pandectas, quien escribe: 


Los derechos subjetivos existen históricamente con mucha anterioridad 
a la formación de un orden estatal. Estos derechos se fundan en la 
personalidad de los individuos y en el respeto que estos logran obtener 
en la defensa de sus personas y su propiedad... Es, por tanto, anti- 
histórico, y una concepción incorrecta, concebir a los derechos 
subjetivos como emanando del derecho objetivo. El orden jurídico 
garantiza y da forma a los derechos subjetivos, pero no es su creador 
(Dernburg, 1894: 88). 


Esta concepción liberal de los derechos subjetivos como autónomos es 
rechazada por Kelsen, pues ve en ella algo ficticio e ideológico, a saber el 
intento de “proteger la institución de la propiedad privada frente a su 
abrogación por parte del orden jurídico” (Kelsen, 1934: 44). Lo que Kelsen 
esquematiza y repudia en su Reine Rechtslehre, es la concepción liberal de 
los derechos subjetivos y de la propiedad privada como un derecho 
subjetivo. 

Durante el periodo de Weimar, Schmitt defiende el fundamento 
lusnaturalista del liberalismo como una manera de refutar el positivismo 


jurídico de Kelsen, cuya teoría considera ser “la última derivación (letzten 
Ausläufer) de la... auténtica teoría del Estado liberal de derecho, que trata 
de hacer del Estado una ordenación jurídica, viendo en esto la esencia del 
Rechtsstaat” (Schmitt, 1934: 34). Schmitt tiene claro que la tradición 
iusnaturalista ha “perdido su evidencia” (ibid: 152), y su propósito es 
revivificar esa tradición. Piensa que si el Estado de derecho ha de sobrevivir, 
por lo menos dos condiciones deben cumplirse. Primero, afirma, en 
concordancia con el liberalismo clásico, la existencia de derechos naturales 
fundamentales. Define estos derechos como derechos individuales 
subjetivos que anteceden la existencia del Estado. En este sentido, ellos 
constituyen demandas y privilegios absolutos. Segundo, piensa que la 
legalidad no puede reducirse a lo que promulguen los cuerpos legislativos 
competentes. Aunque la justicia y la racionalidad ya no puedan ser 
consideradas como características constitutivas de la legislación 
promulgada, se debería por lo menos mantener la generalidad como una 
precondición fundamental de todo acto legislativo. Esta condición 
lusnaturalista residual permite justificar el ideal del Estado de derecho. 

William Scheuerman desafía esta interpretación de la teoría 
constitucional de Schmitt. En su opinión, la apelación de Schmitt al 
liberalismo clásico es algo “puramente estratégico” (Scheuerman, 1999: 
211). Lo hace “no porque intente defender la jurisprudencia clásica, sino 
solo porque desea desacreditar las versiones contemporáneas del 
liberalismo” (ibid: 65). Lo que preocupa a Schmitt, en último término, 
reconoce Scheuerman, es el ataque de la izquierda “a la propiedad privada 
capitalista” (ibid: 65). En 1926, dos años antes de la publicación de su Teoría 
de la Constitución, Schmitt había de hecho criticado a la izquierda por su 
intento de expropiar la propiedad de la monarquía por vía de un 
referéndum (cf. Schmitt, 1926). Scheuerman fija su atención en la 
concepción jurídica de Schmitt, y aunque reconoce que en la polémica con 
respecto a los derechos fundamentales que desarrolla en su Teoría de la 
Constitución, “la propiedad privada posee un lugar privilegiado” 
(Scheuerman, 1999: 278, nota 13), no registra este hecho como de señal que 
Schmitt adhiera firmemente a uno de los postulados centrales del 
liberalismo clásico. 

Scheuerman detecta correctamente las tendencias antidemocráticas de 
Schmitt y el esfuerzo que hace por reprimir las tendencias socialistas 
presentes en la Constitución de Weimar. Pero no toma en cuenta que 


cuando Schmitt apela al iusnaturalismo y rechaza el positivismo jurídico, lo 
hace para defender los intereses de la burguesía alemana, cuyo régimen se 
había debilitado en la postguerra paralelamente al fortalecimiento del 
movimiento obrero. El positivismo jurídico, al servicio de los intereses de la 
burguesía en la preguerra, había llegado a ser ahora un verdadero lastre. 
Franz Neumann observa que el triunfo del positivismo jurídico en las 
postrimerías del siglo diecinueve fue debido a jueces que demostraron 
sumisión con respecto a la corona, y resentimiento con respecto a los 
trabajadores. 


Los jueces representaban la alianza de la corona, las fuerzas armadas, la 
burocracia, los hacendados y la burguesía... Puesto que la legalidad 
correspondía a esos intereses, no había ninguna razón para aplicarla 
sino en un sentido literal... Los jueces y los juristas no necesitaban ya 
apelar al iusnaturalismo para luchar contra un sistema jurídico positivo 
que les era hostil (Neumann, 1964: 45). 


Neumann también muestra que en Alemania el régimen de clase no era 
arbitrario ni despótico, sino que fundado en un riguroso Estado de derecho 
universal y predecible. En el escenario de la posguerra, el conflicto clasista, 
efectivamente reprimido antes de la guerra, re-emergió ahora con toda su 
fuerza. La burguesía se vio forzada a reconocer este conflicto y percibió la 
necesidad “de construir una constitución en vista de ello” (ibid: 47). 
Enfrentado a una constitución que representaba un desafío al dominio 
indisputado de la burguesía, el positivismo jurídico no podía ser visto como 
favorable a sus intereses. A pesar de su identificación con el Rechtsstaat y el 
sentido de racionalidad y predecibilidad que introdujo en las cuestiones 
jurídicas, el positivismo fue percibido como al servicio de un sistema legal 
que había abandonado su compromiso con los valores de la burguesía. 
Había llegado el momento de un resurgimiento de la tradición 
iusnaturalista, y de su concepto de la ley como independiente de la creación 
humana. En su teoría política del positivismo jurídico, Neumann discierne 
dos vertientes al interior de la tradición iusnaturalista: una conservadora y 
otra liberal. “El derecho natural puede contener una teoría de la libertad. En 
esta forma representa la teoría crítica de la oposición burguesa en guerra 
con el absolutismo. O también puede aparecer como una doctrina 
apologética que legitime no un sistema liberal, sino la soberanía del Estado” 
(Neumann, 1964: 32). El derecho natural puede ser empleado así como una 


pauta para interpretar el nuevo sistema constitucional. Junto con auspiciar 
un estado fuerte, puede también proteger y promover la libertad individual 
y la propiedad privada como valores liberales fundamentales. Al igual que 
Hobbes y Hegel, Schmitt es capaz de combinar ambas vertientes para 
constituir una síntesis liberal conservadora. 

En un lúcido comentario crítico a esta exposición, Carlos Peña señala 
que la adhesión de Schmitt a la tesis de los derechos subjetivos no es del 
todo segura. “Lo que ocurre es que en la Teoría de la Constitución, Schmitt 
está explicando la formación burguesa y moderna que él acaba criticando y 
por eso quizá no resulte del todo ajustado derivar de allí una adhesión suya 
a las tesis del liberalismo clásico”. Peña, a continuación, cita lo que Schmitt 
afirma en su Prólogo a la Teoría de la Constitución. 


Como cosa principal se presenta aquí la teoría de la Constitución del 
Estado liberal de derecho. En eso no se puede hallar ningún reparo 
contra el libro, pues esta especie de Estado es todavía hoy el dominante 
en general, y la Constitución de Weimar corresponde a su tipo. Por eso 
parece también adecuado remitirse en los ejemplos, ante todo, a los 
moldes clásicos de las constituciones francesas. Claro que aquel tipo no 
puede, en manera alguna, elevarse a dogma, ni ser ignorados su 
condicionamiento histórico y su relatividad política (Schmitt, 1934: 22- 
23) 


Según Peña, esto demuestra que no es posible derivar una adhesión por 
parte de Schmitt al liberalismo, si él mismo está admitiendo que la 
Constitución de Weimar corresponde a un tipo de constitución que “no 
puede ser elevado a dogma ignorando su relatividad política”. 

Mi lectura de este texto es diferente. Me parece necesario conectar lo que 
Schmitt señala en ese Prólogo con su exposición acerca del ideal liberal de 
la Constitución en el capítulo 84. Ese ideal liberal mantiene una actitud 
crítica y negativa con respecto a lo político y asigna límites tan estrictos a la 
soberanía estatal que amenaza con hacerla desaparecer. “La tendencia del 
Estado liberal de derecho va en el sentido de desplazar lo político” (Schmitt, 
1934: 62). Para Schmitt, éste es un ideal condicionado históricamente. “La 
burguesía liberal, en su lucha contra la Monarquía absoluta, puso en pie un 
cierto concepto ideal de Constitución, y lo llegó a identificar con el 
concepto de Constitución” (ibid: 58). Lamenta así que Esmein, por ejemplo, 
no tome en cuenta “las Constituciones de la Monarquía constitucional 


alemana y la del Imperio alemán de 1871” (ibid: 60). ¿Justifica esto afirmar, 
como hace Peña, que Schmitt no adhiere a las tesis del liberalismo clásico? 
Ciertamente Schmitt no adhiere al ideal constitucional del liberalismo, y 
ello por una razón muy específica: el liberalismo pretende desplazar y 
reprimir lo político, pero en realidad no lo logra. Así, por ejemplo, “en el 
concepto de Constitución del siglo XIX se unen los ideales de libertad 
liberal burguesa con la autodeterminación democrática del pueblo” (ibid: 
58-9). Pero esta objeción contra el constitucionalismo liberal no afecta el 
acuerdo que Schmitt mantiene con la concepción liberal de la propiedad 
como un derecho subjetivo, un lus in rem. 

En El Concepto de lo Político, Schmitt se pregunta “si del concepto puro y 
consecuente del liberalismo individualista puede llegar a obtenerse una 
idea específicamente política” (Schmitt, 1987: 98). Su respuesta es negativa. 
Pero observa que en su realidad histórica, el liberalismo adopta, de hecho, 
posiciones políticas. En el siglo XIX, el liberalismo es políticamente 
conservador con Constant y Hegel, y es claro que ésta es la opción que 
Schmitt prefiere. Hegel, por ejemplo, no adhiere al constitucionalismo 
liberal, pero sí a la concepción liberal de la propiedad como ius in rem. En el 
siglo XX, sin embargo, el liberalismo se combina “con las fuerzas de la 
democracia, que no son nada liberales (ganz unliberalen) ya que son 
esencialmente políticas” (ibid: 98). La Constitución de Weimar, que refleja 
esta situación histórica, combina elementos liberales con una concepción 
política democrática, y con ello tiende a relativizar el derecho de propiedad. 
Por tanto, la crítica de Schmitt al liberalismo de Weimar es a su alianza con 
la democracia. La Revolución Alemana de 1918-19 pone fin a la gran época 
del constitucionalismo liberal de tendencia políticamente conservadora. 
Aunque la Constitución de Weimar adhiere al ideal liberal del Rechtsstaat o 
Estado de derecho, contiene también provisiones que se apartan del 
sistema normativo liberal. Esto aparece con claridad en la redacción de su 
artículo 153, que, según Schmitt, relativiza la propiedad privada. 

Me parece así que la importante objeción del profesor Peña permite 
ilustrar lo útil que resulta ser Guzmán para entender a Schmitt. Guzmán, 
desde temprano, defiende una concepción liberal de la propiedad como ¡us 
in rem, y al mismo tiempo busca combinar ese esquema liberal con un 
conservantismo político que exalta la figura autoritaria de Pinochet. La 
tendencia nuestra ha sido, en general, la de leer a nuestros pensadores 
locales en claves foráneas. En este caso conviene revertir los términos. Para 


entender a un pensador foráneo, como Schmitt, puede resultar 
esclarecedora una lectura suya en clave chilena. 


0 En el período en que publica estos textos, Guzmán es estudiante secundario (1962) y luego alumno 
de Derecho (1965). Si resulta legítimo tomarlos seriamente en cuenta no es solo por la 
extraordinaria articulación y claridad de su presentación, sino también porque representan 
elaboraciones definitivas que reaparecerán sin mayores cambios en su pensamiento maduro. 


R] De hecho, Pío XII, en su discurso del 1 de septiembre de 1944, había condenado expresamente al 
capitalismo liberal: “En consecuencia, cuando el Capitalismo se basa en tales conceptos falsos, y se 
arroga el derecho ilimitado de propiedad, sin consideración alguna por el bien común, la Iglesia lo 
condena como contrario al bien común” (Hurtado, 1947: l, 276-7). 


RI La expresión “prioridad ontológica y de finalidad”, más que una traducción, es una interpretación del 
texto pontificio. El texto oficial en latín es el siguiente: “singulares homines priores esse civili 
societate” (Juan XXIII, 1961a: 427). La traducción oficial inglesa, y no la española, es más fiel al texto 
pontificio: “individual men are prior to civil society” (Juan XXIII, 1961b: 76). La expresión “prioridad 
ontológica y de finalidad”, conlleva una fuerte connotación metafísica ausente del texto latino. Es 
obvio que una traducción más apegada al texto latino no habría permitido a Guzmán elaborar su 
versión radicalizada de la doctrina pontificia. 


lal Para Heinrich Rommen, los individuos tienen prioridad ontológica, pero no de finalidad sobre la 


comunidad. “In the order of being, the individual persons as the only substantial rational beings are 
first. In the order of ends, the community is before the individual; for, as the end of the community is 
necessary for the perfection of all members of the community, the end of the community is superior in 
the same rank of goodness” (Rommen, 1945: 39). 


[3] Para Hayek, en cambio, la libertad para morirse de hambre no contradice la verdadera libertad 
humana (Hayek, 1972: 71 & 141). 


l6 


Este artículo sienta la línea argumentativa de una carta pública, con firmas de 800 estudiantes 
universitarios (que incluye también mi firma), que dirige Fiducia al Presidente Frei sobre este 
mismo tema (El Mercurio, 15 de mayo, 1965). 


ÍZl Esta omisión no tiene lugar cuando Guzmán cita los textos doctrinarios de Juan XXIII. Luego de 
transcribir la defensa que se realiza en Mater et Magistra del derecho natural de la propiedad 
privada, Guzmán no omite la referencia a las limitaciones a ese mismo derecho establecidas en esa 
encíclica. Anota la enseñanza pontificia acerca de “su efectiva difusión entre todas las clases 
sociales”. Igualmente anota el reconocimiento de su “función social” que la encíclica define como 
“intrínsecamente inherente” a ese derecho (Juan XXIII, 1961: 54-57; Guzmán, 1964: 9). 


[8] Esta misma concepción de un Estado fuerte y una sociedad libre se encuentra en el pensamiento de 
Lira: “La doctrina tradicional supo conciliar dos extremos que parecían incompatibles: un poder 
fuerte, vigoroso, capaz de imprimir orientaciones definidas a la sociedad..., y una limitación 
igualmente vigorosa que, siendo capaz de sofrenarlo y resistirle, le deja amplia libertad de 
movimientos dentro de sus ámbitos propios” (Lira, 1942: 73). 


l2] Guzmán, 1970: xvii). Para entender el contexto y las limitaciones de la postura asumida por Guzmán, 
es conveniente examinar la exposición de Manser. Este autor introduce la tesis de que la sociedad 


constituye un accidente de relación, por oposición a la postura que sostiene que la unidad social es 
de carácter substancial. “La unidad en lo mucho, que es la esencia de la comunidad, no tiene nada 
que ver con la substancia; es decir, aquella unidad no puede consistir en algo substancial” (Manser, 
1953: 791). Los seres humanos constituyen personas, es decir, “seres subsistentes que poseen el 
grado absolutamente más alto de la incomunicabilidad” (ibid, 791). De aquí Manser concluye que la 
esencia de la comunidad “pertenece al orden del accidente” (ibid, 791). Pero la lista aristotélica de 
accidentes es variada. ¿A cuál accidente corresponde la unidad social? 

La unidad de comunidad es evidentemente una unidad de orden y, por tanto, de relación; porque la 
comunidad existe cuando muchos hombres cooperan ordenadamente a un mismo fin. Todo nos 
habla aquí de orden: partis ad partem y partium ad totum, y por eso todo consiste en una unidad 
de relaciones de muchos al mismo fin, al bonum (ibid, 792). 

La sociedad no es una substancia sino solo un ente relacional. Substancias lo son únicamente las 
personas. En su actividad estas personas tienden conjuntamente hacia un fin común. Y el 
principio de esa actividad está en la voluntad individual que se conjuga con otras voluntades en 
la ordenación hacia el fin común (cf. Lira, 1942: 112-13; Philippi, 1983: 32-3). 

hol Esto resulta claro para un liberal hayekiano como Gordon Tullock. Durante una extensa visita a Chile 
en 1980, invitado por el Centro de Estudios Públicos, Tullock declara en una entrevista para la 
revista Ercilla: “No creo que exista algo que pueda ser llamado correctamente bien común. Pienso 
que hay intereses individuales en las distintas personas que pueden ser también concepciones de lo 
que ellas creen que es el bien común. Cada persona tiene su propia idea de lo que es el bien común” 
(Tullock, 1980: 21). 


[tl Esto se confirma cuando Guzmán explícitamente niega la distinción entre comunidad y sociedad. 
“Los términos de “comunidad” y “sociedad” suelen emplearse como diferentes... No nos parece 
necesario recoger esta distinción, por cuanto una comunidad que no haya gestado ese orden 
relacional, no puede estimarse sino potencialmente existente. En acto, solo lo estará una vez 
organizada, una vez convertida en sociedad” (Guzmán €: Novoa, 1970: 82). Al negar la distinción 
entre formas de asociación comunitaria (Gemeinschaft) y societaria (Gesellschaft), Guzmán reduce, 
junto con el liberalismo, toda asociación a la forma societaria, es decir, a asociaciones 
contingentes. Esto coincide con su rechazo, en 1965, del “comunitarismo” de los católicos de la 
tercera vía (cf. Guzmán, 1965a: 4). 


ml La opción entre capitalismo y comunismo no es una verdadera opción para Guzmán si se toma en 
cuenta lo que piensa del comunismo. Escribe Guzmán: “El comunismo no es un simple error, sino la 
suma diabólica de todos los errores de la historia; acaso el grado final en la expresión del mal moral 
en la historia de la humanidad” (Guzmán, 1992: E23). Esta visión apocalíptica del comunismo 
expresada en 1976, es un eco de un texto “profético” de Juan Donoso Cortés que Guzmán cita en 
1962: “Cuando en el mundo no queden más que dos ejércitos, el de los despojadores y el de los 
despojados, entonces habrá sonado en el reloj de la Historia la hora de Rusia, y se constituirá un 
colosal imperio demagógico, gobernado por un plebeyo satánico” (Guzmán, 1962c: 86). 


[Bl Schmitt se ciñe aquí a la nomenclatura de la Constitución de Weimar que titula su segunda parte 
“Derechos y Deberes Fundamentales de los Alemanes”. Los derechos fundamentales son derechos 
“absolutos” y, como tales, “anteriores y superiores al Estado ” (Schmitt, 1934: 170-171). 
Corresponden, por tanto, a los derechos que tradicionalemente se denominan “derechos reales”. 


[4l El contenido de esta sección VI fue expuesto en la conferencia Carl Schmitt y la Representación 
Política, Universidad Diego Portales, el 23 de marzo, 2010. El comentario estuvo a cargo de Carlos 
Peña. 


CAPÍTULO 3 
Poder Constituyente y la génesis 
de la Constitución de 1980 


El Poder Constituyente no puede localizarse por el legislador ni formularse por el filósofo, porque 
no cabe en los libros y rompe el cuadro de las constituciones; si aparece alguna vez, aparece como 
el rayo que rasga el seno de una nube. 

(Donoso CORTÉS, 1984: 72) 


Ninguna porción del pueblo tiene derecho a hacer cesar la Constitución, ni por sí ni por ninguno 
de los otros asociados, i una Resolución semejante sería un acto de resistencia digno de castigo. 
(BRISEÑO, 1849: 21) 


Para desentrañar el papel que le cabe a Jaime Guzmán en la génesis de la 
Constitución chilena de 1980, es necesario analizar la noción de Poder 
Constituyente. En esta noción se fundamentan los llamados decretos- 
leyes fundacionales, a saber, los DL 128, 526 y 788, en cuya redacción y 
promulgación Guzmán juega un papel fundamental. Guzmán accede a esa 
noción, en primer lugar, a través de la obra de constitucionalistas chilenos 
como Enrique Evans y Alejandro Silva Bascuñán. A su vez, el pensamiento 
jurídico de estos autores es tributario principalmente de la obra de juristas 
españoles como Luis Sánchez Agesta y Luis Legaz y Lecambra, que 
dependen teóricamente de la obra del jurista alemán Carl Schmitt. Exponer 
el pensamiento de Schmitt resulta indispensable para entender cabalmente 
el devenir constitucional chileno a partir de 1973. solo así puede entenderse 
cómo nace la Constitución de 1980, y cómo al mismo tiempo muere la 
Constitución de 1925 (cf. Cristi, 2000). 

Carl Schmitt examina la noción de Poder Constituyente principalmente 
en su Teoría de la Constitución.” Esta noción le permite elaborar una 
interpretación extraordinariamente perceptiva del devenir constitucional 
en Alemania entre 1918 y 1919. Observa cómo la destrucción de la 
Constitución alemana de 1871 va acompañada de la derogación del Poder 
Constituyente que la sostenía, es decir, del Poder Constituyente del 
monarca. Según Schmitt, esto concuerda con la génesis revolucionaria de la 
nueva Constitución, animada ahora por el Poder Constituyente del pueblo 


alemán. La noción de Poder Constituyente, que examino detalladamente en 
el Apéndice a este capítulo, guía la interpretación schmitteana de la 
evolución jurídica en Alemania. Ésta me sirve como trasfondo teórico para 
entender lo que ocurre en Chile a partir de septiembre de 1973 en el terreno 
constitucional. Frente a interpretaciones que niegan, o simplemente 
ignoran, el carácter revolucionario del trastorno constitucional ocurrido en 
Chile, una lectura de la obra de Schmitt sirve para dar plena cuenta de la 
revolución que acompaña el nacimiento de la Constitución del 80. Noto en 
particular un aspecto internamente relacionado con la génesis de esa 
Constitución, a saber, la destrucción formal de la del 25 y la supresión del 
Poder Constituyente del pueblo. El gobierno militar no se propone 
simplemente reformar la Constitución del 25, sino que cree necesario 
destruirla y asumir el ejercicio del Poder Constituyente. 

Dieter Blumenwitz sostiene que el golpe de Estado de 1973 no puede ser 
visto como una revolución, sino como la restauración del orden 
quebrantado por el gobierno de Allende. Esa restauración se legitimaría 
mediante una apelación al derecho de resistencia. 


Desde el primer momento queda claro que el nuevo gobierno tiene 
como objetivo restablecer el orden institucional quebrantado por la 
acción revolucionaria [de Allende]. Esto supone rescatar los principios 
que informan el sistema institucional y que han sido conculcados y 
violados por el gobernante contra quien se ejerce el derecho de 
resistencia (Blumenwitz, 1992: 218). 


Pero Blumenwitz no toma en cuenta que el gobierno militar destruye la 
Constitución del 25. Esto indica que se intenta derogar, y no por cierto 
restaurar, los principios democráticos que informan ese sistema 
institucional. Precisamente el liderazgo que asume el Movimiento 
Gremialista en los meses previos al derrocamiento del gobierno de Allende 
hace suponer que no se buscaba una restauración de los principios que 
informaban ese régimen, sino por el contrario, la instauración de un 
régimen de corte corporativo. Luego de ocurrido el golpe militar los 
partidarios de un régimen corporativo encuentran cabida en el equipo de 
gobierno y se dan señales inequívocas de que se propone su 
institucionalización. Pero este proyecto no prospera. El neoliberalismo, 
cuya influencia se hace notar en El Mercurio (Cristi, 1992) y en el ideario de 
Jaime Guzmán (Fontaine Talavera, 1991: 252), induce al gobierno a 


desestimar los aspectos políticos del corporativismo para contentarse con 
una aplicación puramente social de sus preceptos. El desplazamiento del 
corporativismo estatal y su reemplazo por un corporativismo social (Drake, 
1978: 84-86) es perceptible en las primeras discusiones de la Comisión 
Constituyente. Si esto no pone fin al proyecto de destruir la Constitución 
del 25 y generar una nueva, ello se debe a que el proyecto político global de 
la junta no armoniza con la tradición democrática y constitucional chilena, 
tal como ésta se refleja en la Constitución del 25. Su destrucción 
revolucionaria sería así la condición de posibilidad del establecimiento de 
una “nueva democracia” en Chile, una democracia autoritaria y elitista 
opuesta a la que hasta ese momento regía en Chile. 

A la luz de categorías schmitteanas, es posible describir un aspecto de la 
evolución constitucional chilena a partir del 11 de septiembre de 1973. La 
concepción schmitteana del Poder Constituyente sirve para demostrar que 
la junta militar no se constituye como una dictadura comisaria sino 
soberana (Schmitt, 1985; cf. Cristi, 1993a: 287). Una comparación con la 
génesis de la Constitución de Weimar, tal como es concebida por Schmitt, 
demuestra cómo, mediante el Decreto-ley 128, se transfiere la doctrina 
democrática del Poder Constituyente del pueblo a la junta militar. Aunque 
la junta declara que se invocará la voluntad de la nación, decide ante sí y 
por sí re-establecer los supuestos de su expresión, pues considera que ésta 
había sido falseada por la normativa y la práctica de la Constitución del 25. 
Para sanear la manifestación de esa voluntad es que se procede a la 
destrucción de los registros electorales y a la suspensión indefinida de la 
vida democrática en el país. Este procedimiento contrasta con la Asamblea 
Nacional Constituyente alemana que, según el esquema schmitteano, 
también opera formalmente como una dictadura soberana por un plazo 
relativamente breve: desde el 6 de febrero hasta el 11 de agosto de 1919. 
Hace esto, sin embargo, respetando el Poder Constituyente del pueblo y 
constituyéndose por métodos democráticos. 

Los textos constitucionales emanados del gobierno militar, y también las 
discusiones que tienen lugar en la Comisión Constituyente, demuestran 
que la intención inicial es efectivamente destruir la Constitución del 25. 
Esto queda a la vista en el Decreto-ley 178, donde se aclara la redacción 
ambigua del Decreto-ley 1, denominado Acta de Constitución de la Junta de 
Gobierno, y se postula oficialmente, en clara consecuencia con las acciones 
realizadas por el movimiento militar, que la junta se ha arrogado la plenitud 


del Poder Constituyente (cf. Cruz Coke, 1981: 12-15; Silva Bascuñán, 1985: 
82). Esto contradice el intento inicial de Jaime Guzmán, retomado 
recientemente por Dieter Blumenwitz, de mediatizar esta asunción del 
Poder Constituyente por el expediente de afirmar que la junta solo asume el 
Poder Constituyente derivativo. Por mi parte quisiera traer al tapete de la 
discusión la posición defendida por Sergio Gaete en 1978 (Blumenwitz € 
Gaete, 1981: 33-45), y luego reafirmada por un grupo de profesores de la 
Facultad de Derecho de la Universidad Católica en 1980 (Blumenwitz « 
Gaete, 1981: 47-54). Gaete reconoce que la junta militar ha asumido la 
plenitud del Poder Constituyente originario, a la vez que admite la 
intención revolucionaria que guía su proceder. Me parece que la impronta 
schmitteana de esta interpretación es innegable, validando así mi propia 
interpretación de la génesis de la Constitución del 80 a partir de la noción 
de Poder Constituyente de Schmitt. 

La primera sección contiene un análisis de los textos constitucionales 
emitidos por la junta militar y su Comisión Constituyente en los que se hace 
referencia a la cuestión del Poder Constituyente. Intento de esta manera 
determinar el momento preciso en que se extingue la vigencia de la 
Constitución del 25. solo en 1975 se admite explícitamente que la 
Constitución de 1925 ha muerto. La segunda sección explora las razones 
que determinan al gobierno militar a llevar a cabo la destrucción de la 
Constitución del 25. En conformidad con Schmitt se verá que es necesario 
hablar de destrucción y no de una mera supresión de esa Constitución. Ello 
ocurre cuando la supresión de una Constitución va acompañada de una 
supresión del Poder Constituyente en que se basaba. En Chile, el gobierno 
militar suprime revolucionariamente el Poder Constituyente del pueblo y lo 
reemplaza en esa función. La sección final examina un artículo en el que 
Sergio Gaete analiza la noción de Poder Constituyente y la Declaración de 
profesores de Derecho de la Universidad Católica de Chile redactada 
igualmente por Gaete, y suscrita, entre otros, por Jaime Guzmán (cf. 
Blumenwitz & Gaete, 1981). Estos textos confirman la viabilidad de una 
interpretación schmitteana de la génesis de la Constitución chilena del 80. 

En un Apéndice a este capítulo examino la noción de Poder 
Constituyente en dos autores que han influido decisivamente en Guzmán: 
Carl Schmitt y Luis Sánchez Agesta. En la primera parte del Apéndice 
examino la noción de Poder Constituyente tal como la desarrolla Schmitt 
en su Teoría de la Constitución. Esta sección está dividida en dos partes: 


primeramente estudio la versión schmitteana tanto de la destrucción de la 
monarquía alemana como de la génesis de la Constitución de Weimar; 
luego analizo la noción de Poder Constituyente y algunas consecuencias 
teóricas que se desprenden de ella. En la segunda parte, examino la 
distinción entre Poder Constituyente originario y derivativo tal como es 
desarrollada en la obra de un constitucionalista español Luis Sánchez 
Agesta. Es por la mediación de este autor, y otros tratadistas españoles de la 
época franquista, que Schmitt es conocido en Chile. 


Dos años después del golpe militar de 1973, el 11 de septiembre de 1975, el 
general Pinochet anuncia oficialmente que la Junta de Gobierno procederá 
a dictar un conjunto de Actas Constitucionales. Con ello se da un paso 
importante en la evolución política del régimen militar. Aunque la junta se 
ha arrogado el ejercicio del Poder Constituyente a partir del 11 de 
septiembre de 1973, hasta ese momento el ejercicio de ese Poder se 
expresaba oficialmente solo por medio de la dictación de decretos-leyes, o 
“decretos-constitucionales” como observa Guzmán (Comisión 
Constituyente, Sesión 153: 13), que modificaban el texto vigente de la 
Constitución del 25. Con la dictación de las Actas Constitucionales la 
ambigua situación que se vivía evoluciona en forma decisiva. Se confirma 
un hecho que, hasta ese instante, no había emergido a la plena luz del día. 
Aunque el gobierno militar jamás pretendió una mera reforma de la 
Constitución de 1925 y, por el contrario, desde un primer momento optó 
por su destrucción, no hizo manifiesta esa intención de un modo inmediato 
y directo. Prefirió la ambigua vía de decretar la vigencia de la Constitución 
de 1925, que regiría virtualmente mientras no fuese modificada por el fiat 
expreso de la junta militar. Se extendía así, mediante esta ficción, la vida de 
esa Constitución. 

La verdad, sin embargo, es que en el mismo instante en que la junta 
militar asume el Poder Constituyente, es decir, a partir del 11 de septiembre 
de 1973, la Constitución de 1925 dejaba de existir. Su inviolabilidad y 
supremacía habían sido de hecho sobrepasadas. Prueba de que su vigencia 
se había extinguido son las Actas Constitucionales que se anuncian en 1975. 
Estas Actas deben entenderse como una reforma sustantiva al cuerpo 
constitucional en su mayor parte escrito, pero también en parte 
consuetudinario, que rige en Chile a partir de septiembre de 1973; son 
también el preludio de la nueva Constitución escrita que redacta la 


Comisión Constituyente por encargo de la junta militar y que devendrá la 
Constitución de 1980. 

En una nota publicada en El Mercurio el 5 de octubre de 1975, Jaime 
Guzmán define el sentido de estas Actas Constitucionales. La importancia 
de esta nota reside en que por primera vez se reconoce públicamente que la 
Constitución de 1925 ha sido sobrepasada, y efectivamente destruida. 
Escribe Guzmán: 


Nadie que lea el texto de la Constitución de 1925 (incluso con las 
reformas expresas que se le han hecho hasta la fecha), y que lo 
confronte con la realidad políticoinstitucional imperante, puede 
adquirir un verdadero convencimiento de que aquélla está vigente, por 
mucho que se diga que ello es sin perjuicio de las otras reformas que la 
Junta de Gobierno le haya introducido en el ejercicio de su Potestad 
Constituyente. La Constitución de 1925 está muerta en la realidad 
práctica y, lo que es aún más importante, en la mente del pueblo chileno. 
Se gana, pues, en realismo si se la substituye por un conjunto renovado 
de Actas Constitucionales, en vez de dejarla vivir para exhibir 
únicamente los “colgajos” a que los hechos históricos la han reducido 
(Guzmán, 1975: 27). 


Estas afirmaciones constituyen una novedad, pues, hasta esta fecha, se 
había mantenido la ficción oficial de que seguía vigente la Constitución del 
25. Esta ficción persiste de algún modo en el texto citado de Guzmán, pues 
éste se refiere a las “reformas expresas” (ibid: 27) que se le han hecho. Éste 
es, por lo demás, el sentido de los Decretos-leyes 1, 128, 527 y 788 emitidos 
por la junta militar en 1973 y 1974. Todos estos textos legales asumen la 
vigencia de la Constitución del 25 y explicitan el mecanismo de su reforma, 
al mismo tiempo que declaran que la junta militar ha asumido el Poder 
Constituyente. Pero las reformas constitucionales a que se refiere Guzmán 
no pueden, estrictamente hablando, ser reformas a la Constitución del 25. 
Se trataría de reformas efectuadas a lo que en propiedad debería llamarse 
“Constitución de 1973”. Ella, y no la Constitución del 25, es la que 
legítimamente existe en virtud del Poder Constituyente que se ha arrogado 
la junta militar en septiembre de 1973. Ella es también la que ha sido 
reformada por medio de decretos-leyes en virtud del Poder Constituyente 
derivativo de la junta militar. De la Constitución del 25 solo subsisten sus 
fragmentos sin vida (sus “colgajos” en la expresión de Guzmán), que forman 


parte de un nuevo cuerpo constitucional que está animado por un nuevo 
Poder Constituyente originario. 

En la misma nota publicada en El Mercurio, Guzmán se refiere a los 
antecedentes de este problema. Un examen de lo que allí afirma Guzmán, 
confirma la ambigiedad de la situación constitucional chilena vivida hasta 
ese momento. Según Guzmán, el 11 de septiembre de 1973 la junta militar 
asume “la plenitud del poder político en Chile” (ibid: 27). Reconoce así que 
la junta militar se ha arrogado una posición análoga a la de las monarquías 
absolutas de Europa en los siglos XVII y XVIII, cuyos príncipes también 
eran los sujetos de una plenitudo potestatis. ¿En qué se fundamenta esta 
interpretación suya del sentido del golpe militar en su aspecto 
constitucional? Según Guzmán, la arrogación de la plenitudo potestatis por 
parte de la junta aparece ya definida en el decreto ley 1, llamado también 
Acta de Constitución de la Junta de Gobierno, publicado en el Diario Oficial 
el 18 de septiembre de 1973. En su art. 3 este texto señala que la junta 
“respetará la Constitución y las leyes, en la medida en que la actual 
situación del país lo permitan para el mejor cumplimiento de los postulados 
que ella se propone” (cf. Pfeffer Urquiaga: 120; el énfasis es mío). La 
ambigitedad de texto, que por lo demás representa la piedra angular y 
fundante de nuevo régimen, resulta evidente. Por una parte, el art. 3 declara 
que se respetará la Constitución que rige hasta ese momento, es decir, la 
Constitución de 1925. Aunque la junta militar ha quebrantado de hecho la 
Constitución del 25 al asumir el mando supremo de la nación, cuando 
reafirma su respeto por la Constitución parecería que no se tiene la 
intención de arrogarse el Poder Constituyente. Por otra parte, la cláusula 
siguiente relativiza esa declaración de respeto. En efecto, la junta declara 
constituirse en la medida del respeto que se tendrá por la Constitución. 
Pero lo que mide es siempre superior a lo medido. En eso residía 
precisamente la supremacía de la Constitución del 25. Esa Constitución era, 
en cuanto tal, la medida del modo y forma de la existencia política chilena, 
y no existía una instancia superior a ella en el terreno propiamente 
constitucional. Solo el sujeto del Poder Constituyente, es decir, el pueblo en 
su totalidad podía proclamarse superior a ella. Así, de una manera no 
totalmente declarada, el decreto ley 1 ha sobrepasado la Constitución del 
25, ha reemplazado al pueblo soberano y ha abierto de par en par la puerta 
para que la junta militar se constituya en dictadura soberana. De este modo, 
al mismo tiempo que se sustrae al pueblo de su Poder Constituyente, la 


junta se lo arroga a sí misma, por sí y ante sí. Estamos en presencia de un 
nuevo Poder Constituyente, que al relativizar la Constitución del 25 la ha 
efectivamente eviscerado. Simultáneamente, a su letra muerta se le insufla 
nueva vida por parte del nuevo Constituyente. Una nueva “Constitución 
del 73” está vigente y este cuerpo constitucional es el que será en lo 
sucesivo reformado por la junta militar en virtud de su Poder Constituyente 
derivado. 

La ambigiedad que trae a luz y disipa Guzmán en su artículo de octubre 
de 1975, se había extinguido ya en buena medida con el decreto ley 128 de 
12 de noviembre, publicado en el Diario Oficial el 16 de noviembre de 1973. 
Según Guzmán, este documento es “aclaratorio e interpretativo” (Guzmán, 
1975: 27) del decreto ley 1. Su texto señala, por lo demás, que su objetivo es 
“aclarar el sentido y alcance del artículo 1 [del decreto ley 1] en cuanto 
expresa que la Junta de Gobierno ha asumido el Mando Supremo de la 
Nación” (cf. Pfeffer Urquiaga: 120). El asumir este mando supremo implica, 
según el decreto ley 128, el ejercicio de los poderes legislativo y ejecutivo, “y 
en consecuencia el Poder Constituyente que a ellos corresponde” (ibid: 
120). Sobre esta base la junta militar decreta ahora que “ha asumido desde 
el 11 de septiembre de 1973 el ejercicio de los Poderes Constituyente, 
Legislativo y Ejecutivo” (ibid: 120). También decreta que “el ordenamiento 
jurídico contenido en la Constitución y en las leyes de la República 
continúa vigente mientras no sea o haya sido modificado” (ibid: 120) por la 
junta militar mediante decretos-leyes. Es claro que la junta reclama aquí su 
Poder legislativo por medio del cual queda facultada para reformar la 
Constitución. Pero es obvio que si se ha arrogado este poder, ello es posible 
solo porque previamente se ha arrogado el Poder Constituyente originario. 
La junta militar ha abrogado la Constitución del 25 y ha destruido el Poder 
Constituyente del pueblo mediante un golpe revolucionario. ¿Por qué, 
entonces, mantener la ficción de su vigencia? ¿Por qué se extiende 
espuriamente su vida y se la hace cabalgar como el Cid después de muerto? 

La respuesta a estos interrogantes hay que buscarla más allá del terreno 
estrictamente constitucional. Me parece que la clave puede encontrarse en 
el significado histórico y político del Decreto-ley 128. Para ello es preciso 
examinar las Actas Oficiales de las sesiones números 13 y 14 de la Comisión 
Constituyente del gobierno militar. 

A la sesión 13, celebrada el miércoles 7 de noviembre de 1973, asisten su 
presidente, Enrique Ortúzar, y sus miembros Sergio Diez, Enrique Evans y 


Jorge Ovalle. También concurre el contraalmirante Rodolfo Vío, Auditor 
General de la Armada. Este último expresa una inquietud elevada por la 
Corte Suprema en el sentido de que no se han dictado normas que 
establezcan que la junta militar ha asumido el Poder Constituyente. En la 
opinión de ese tribunal, procederían recursos de inaplicabilidad respecto 
de decretos-leyes violatorios de la Constitución en tanto no quede aclarada 
esta cuestión. Señala también Vío que 


para dictar un decreto-ley sobre materias que incidan en aspectos 
constitucionales se deberá previamente, y en forma expresa, modificar 
por esa vía la Constitución, para luego dictar el decreto-ley específico 
referente al asunto sobre el cual se quiere legislar, (Comisión 
Constituyente, Sesión 13: 3). 


Aunque el contraalmirante Vío también indica que la Corte Suprema está 
consciente de que la Comisión estudia la redacción de una Constitución 
definitiva, la preocupación reseñada más arriba indica su convicción de que 
la Constitución del 25 sigue vigente. La Corte Suprema habla solo de 
modificaciones a la Constitución. Se entiende además que el Poder 
Constituyente operaría solo para la reforma pero no para la destrucción de 
la Constitución. Es posible que se esté pensando en la asunción, por parte 
de la junta, solo del Poder Constituyente derivado. Que a continuación se 
señale que se estaría estudiando una nueva Constitución supondría, sin 
embargo, la asunción del Poder Constituyente originante. La vaguedad con 
que quedan definidas estas materias tiene por efecto dejar abierta una 
ancha vía para la consolidación de una dictadura soberana en Chile. 


En la discusión que sigue es interesante anotar la opinión de Jorge 
Ovalle. Según éste, resulta importante declarar que las disposiciones de 
la Carta de 1925 han perdido vigencia para evitar problemas de 
interpretación y armonía con las normas constitucionales que el actual 
Gobierno dicte en uso de la facultad que le otorga el Poder 
Constituyente. Por la imagen internacional y porque la intención del 
Gobierno no es la de atropellar los derechos individuales, habrá que 
destacar que éstos continúan vigentes (ibid: 4). 


El tema de la imagen internacional es recogido por el contraalmirante 
Vío. Piensa que, “precisamente por la importancia que tiene la imagen 


internacional de Chile” (ibid: 4), no es conveniente dar a conocer una 
declaración como la que propone Jorge Ovalle. El tema es evidentemente 
sensible. El golpe militar ha tenido como fundamento la supuesta 
ilegimidad de ejercicio del gobierno de Allende. La acusación de 
ilegitimidad en el ejercicio del poder puede solo basarse en presuntas 
violaciones a la Constitución. Es evidente que la destrucción de la 
Constitución por parte de la junta militar, que se ha proclamado ser 
defensora de la Constitución, vulneraría las acusaciones de la ilegitimidad 
en que habría incurrido el gobierno anterior. Por cierto, la cuestión de la 
imagen internacional resulta clave en este respecto. 

La sesión 14 de la Comisión Constituyente se celebra al día siguiente, es 
decir, el jueves 8 de noviembre. Asisten todos sus miembros. Sergio Diez 
propone un anteproyecto cuyo texto coincide en gran medida con el 
adoptado finalmente por la junta militar para su decreto ley 128 del 12 de 
noviembre. En la discusión de tal anteproyecto Alejandro Silva Bascuñán 
comenta que no le cabe duda de que la junta militar de hecho ha asumido 
los Poderes legislativo y ejecutivo, pero mantiene reservas en lo relativo al 
Poder Constituyente que define como el poder de dictar o modificar una 
Constitución. Y añade Silva: 


En una democracia, régimen de gobierno que la Junta ha manifestado 
que desea continuar, el Poder Constituyente en su origen corresponde a 
la sociedad gobernada, al común del pueblo. En ningún instante la Junta 
ha manifestado o pretendido que desea asumir la plenitud del Poder 
Constituyente (Comisión Constituyente, Sesión 14: 4). 


Jaime Guzmán no está de acuerdo. Distingue entre las nociones de Poder 
Constituyente originario y Poder Constituyente derivativo, y sostiene que la 
junta militar ha asumido solo el Poder Constituyente derivativo. En las 
Actas de la Comisión Constituyente se lee: 


El señor Guzmán disiente de la opinión del señor Silva. Expresa que la 
Junta ha asumido el Poder Constituyente derivativo, porque no hay duda 
alguna de que Chile tenía una Constitución el día 11 de septiembre y 
frente a eso hay dos posibilidades: entender que a partir de esa fecha 
Chile no tiene Constitución...; o bien, entender que sigue vigente la 
Constitución en todo aquello que no sea expresamente derogado. En 
cualquiera de estas dos alternativas se debe partir de la base de que la 


Junta asumió el Poder Constituyente derivativo, ya que para derogar una 
Constitución y entender que ahora la norma jerárquica superior serán 
los decretos-leyes ha debido asumir necesariamente ese Poder... Sin 
embargo, prosigue el señor Guzmán, la Junta entiende que la 
Constitución está vigente en todo aquello que no haya sido derogado... 
Por lo demás, añade el señor Guzmán, los órganos llamados en Chile a 
ejercer el Poder Constituyente están disueltos, de manera que la Junta 
no puede menos que haber asumido ese Poder, aunque llegado el 
momento de retorno al sistema institucional democrático normal, 
abdique del ejercicio del Poder Constituyente derivativo y restituya al 
Poder Constituyente originario la decisión del nuevo texto 
constitucional que vaya a regir al país (ibid: 5). 


La lectura de este texto no evoca la claridad y el realismo de la 
interpretación ofrecida por Guzmán en el texto publicado en El Mercurio en 
1975, y que he citado más arriba. En primer lugar, afirmar que para derogar 
la Constitución el gobierno militar ha operado de acuerdo con su Poder 
Constituyente derivativo es un error. La distinción entre Poder 
Constituyente originario y Poder Constituyente derivativo, elaborada por 
juristas españoles y chilenos, postula que el Poder Constituyente derivativo 
no está facultado para derogar o destruir Constituciones. Pero Guzmán 
afirma que el gobierno militar ha derogado la Constitución en virtud de su 
Poder Constituyente derivativo. Este error jurídico oculta una evidente 
maniobra política. Guzmán interpreta ahora como mera reforma lo que más 
tarde reconocerá como la destrucción de la Constitución del 25. Y lo hace 
para proteger la imagen nacional e internacional del gobierno. Sería grave 
admitir, por razones de imagen, que Chile, a partir del 11 de septiembre, no 
se rige por una Constitución positiva. Por eso es que hay que entender “que 
la Constitución está vigente en todo aquello que no haya sido derogado” 
(ibid: 5). En segundo lugar, esta última afirmación implica que la 
Constitución sigue vigente pero que irá siendo reformada paulatinamente 
en virtud del Poder Constituyente derivativo. La dificultad con este 
argumento consiste en que este Poder necesariamente deriva de un Poder 
Constituyente originario que no es ya el que sostenía a la Constitución del 
25. Lo típico de una dictadura soberana, tal como es concebida por Schmitt, 
es que una Constitución vigente es sobrepasada, y ello porque el Poder 
Constituyente en que se apoyaba es también sobrepasado y reemplazado. 


Pero esto lo reconocerá Guzmán solo en 1975. La Constitución, dirá 
entonces, está muerta; había muerto el 11 de septiembre de 1973. 

En tercer lugar, cuando Guzmán afirma que la junta restituirá “al Poder 
Constituyente originario la decisión del nuevo texto constitucional que 
vaya a regir al país” (ibid: 5), asume que el pueblo sigue siendo, a la fecha, el 
Poder Constituyente y que la junta militar ha simplemente derivado su 
propio Poder Constituyente del que posee por derecho propio el pueblo. Es 
decir, la junta actúa como comisaria del pueblo, y éste rescindirá esa 
comisión o encargo en un plazo no definido. La junta militar constituiría así 
una dictadura comisaria y no soberana. Pero esto no se compadece con la 
efectiva destrucción de la Constitución de 1925. En ningún caso existió una 
comisión por parte del pueblo en tal sentido. La junta, a mi parecer, podría 
haber legítimamente justificado el golpe militar del 11 de septiembre si se 
hubiese mantenido leal a la Constitución del 25. Una dictadura comisaria 
podría haber cabido dentro de un posible mandato popular en ese 
momento histórico. La destrucción de la Constitución, en la que los 
ideólogos conservadores que guiaron la acción militar tuvieron una 
responsabilidad innegable, es prueba de deslealtad con el Poder 
Constituyente originario, cuyo titular hasta ese momento era el pueblo de 
Chile. 

Enrique Ortúzar apunta, a continuación, que al arrogarse el Mando 
supremo de la Nación, la junta militar “asumió también el Poder 
Constituyente, y como prueba de ello, señala, es que se han dictado 
disposiciones que implican una modificación de la Constitución Política” 
(ibid: 6). Las Actas anotan el siguiente comentario de Guzmán: 


El señor Guzmán es partidario de decir que la Junta ha asumido la 
plenitud del Poder Constituyente derivativo a fin de proyectar una 
imagen que traduzca los verdaderos propósitos del Gobierno en orden a 
ajustar su actividad a una normativa jurídica acorde con la situación que 
vive el país (ibid: 6). 


En el debate que prosigue, las Actas consignan la siguiente intervención 
de Jorge Ovalle: “El problema en discusión presenta dos alternativas: la de 
considerar que la Constitución está vigente o derogada. Sostiene que, a su 
juicio, en Chile no hay Constitución..”. (ibid: 7). Agrega que en la redacción 
del decreto-ley debe eliminarse toda referencia a “la vigencia del 


ordenamiento institucional” (ibid: 7). La repuesta de Ortúzar, que 
consignan las Actas, es iluminadora. 


El señor Ortúzar (Presidente), expresa que, a su juicio, el problema 
planteado por el señor Ovalle se resuelve en el texto primitivo que la 
Comisión había elaborado y en donde se expresaba que el actual 
ordenamiento jurídico contemplado en la Constitución y en las leyes de 
la República ha continuado y seguirá en vigencia en la medida que la 
actual situación lo permita... (ibid: 7). 


Ortúzar reitera la ambigúedad de los términos en que está redactado el 
Decreto-ley 1, ambigúedad que Jorge Ovalle ha querido eliminar cuando 
afirma que, a la fecha, en Chile no hay Constitución. La opinión de Ovalle es 
compartida por Alejandro Silva Bascuñán: 


El señor Silva Bascuñán señala que para él es evidente que Chile, en ese 
momento, no tiene Constitución escrita. Se ha producido, agregó, un 
fenómeno de  “desconstitucionalización” de las normas 
constitucionales, las cuales han pasado a tener vigencia en el mismo 
grado que las leyes ordinarias. (ibid: 8). 


Silva Bascuñán no solo demuestra estar consciente de que la 
Constitución del 25 ha sido efectivamente suprimida y no tiene vigencia en 
Chile, sino que además percibe que el pueblo ha sido privado del ejercicio 
del Poder Constituyente. 

Ortúzar, por su parte, reitera lo establecido por el Decreto-ley 1, a saber, 
que la Constitución del 25 no ha sido abrogada y sigue vigente. Recuerda 
que ese decreto-ley, es decir, el Acta de Constitución de la Junta de 
Gobierno, señala que “el nuevo Gobierno respetará la Constitución y las 
leyes de la República, por lo que reconoce la existencia de una Carta Política 
y un ordenamiento jurídico determinado” (ibid: 8). Por su parte, Evans 
expresa que “por imagen no se puede decir que la Junta ha asumido la 
plenitud del Poder Constituyente, porque se correría el riesgo de que la 
gente creyera que la Junta ha reemplazado al pueblo de Chile” (ibid: 9; el 
énfasis es mío). 

Se procede, en seguida, a someter a votación el artículo 1 del decreto-ley 
que la Comisión Constituyente redacta para ser presentado a la 
consideración de la junta militar y que ésta promulga cuatro días más tarde 


como decreto ley 128. La siguiente es la redacción de ese artículo, aprobada 
con el voto disidente de Silva Bascuñán: “La Junta de Gobierno ha asumido 
desde el 11 de septiembre de 1973 el ejercicio de los Poderes Constituyente, 
Legislativo y Ejecutivo” (cf. Pfeffer Urquiaga: 120). La dictadura soberana de 
la junta militar chilena dispone ahora de una base legal. Esto se confirma en 
1975 cuando Jaime Guzmán afirme en su artículo de El Mercurio citado más 
arriba que la Constitución de 1925 había muerto. Le faltó consignar la fecha 
de la notificación oficial de su fallecimiento: el 12 de noviembre de 1973. 


El estudio del pensamiento constitucional de Schmitt y de su impacto en 
España, desarrollado en el Apéndice a este capítulo, demuestra que el uso 
de la noción de Poder Constituyente adquiere su verdadero sentido cuando 
se intenta destruir una Constitución y establecer una nueva, y no cuando lo 
que se busca es suprimirla o solo reformarla. La destrucción de una 
Constitución, y la génesis de una nueva, supone la instauración de una 
dictadura soberana. Tal dictadura, y no una meramente comisaria, puede 
asumir el Poder Constituyente originario y sobrepasar así el orden 
constitucional establecido. En la sección anterior, he intentado determinar 
el momento preciso en que comienza a vislumbrarse que la vigencia de la 
Constitución del 25 se ha extinguido. Ese momento coincide con la 
irrupción del concepto de Poder Constituyente en el discurso de los juristas 
que colaboran en la tarea Constituyente emprendida por el gobierno militar 
en 1973. Pero solo en 1975, cuando Jaime Guzmán admite que la 
Constitución de 1925 ha definitivamente muerto, se reconoce ese hecho 
abierta y públicamente. 

En esta segunda sección me interesa explorar las razones que 
determinan al gobierno militar a precipitar la destrucción de la 
Constitución del 25 y a generar una nueva. En conformidad con la 
nomenclatura schmitteana, es necesario hablar aquí de destrucción y no de 
una mera supresión. La junta militar, como apunta Evans en el pasaje de la 
Sesión 14 de la Comisión Constituyente citado más arriba, ha efectivamente 
reemplazado al pueblo de Chile, y lo ha privado de su Poder Constituyente. 
Esto es precisamente lo que define a los ojos de Schmitt la destrucción o 
aniquilamiento de una Constitución. Ello ocurre cuando su derogación va 
acompañada de una supresión de la especie del Poder Constituyente en que 
se apoyaba. En Chile, el gobierno militar suprime revolucionariamente el 
Poder Constituyente del pueblo y lo reemplaza en esa función. Las Fuerzas 


armadas serían la “organización firme” (Schmitt, 1982: 98) poseedora de la 
capacidad necesaria para otorgar una Constitución como lo estipula el 
argumento de Schmitt. Éste admite, como lo indico en el Apéndice de éste 
capítulo, que la construcción teórica de un Poder Constituyente minoritario 
“no es aún nada clara” (ibid: 99). Schmitt solo tiene al Fascio en Italia y a los 
Soviets en Rusia como modelos empíricos, los que no coinciden con las 
características de la dictadura militar chilena. Sin embargo, sus 
observaciones resultan pertinentes, particularmente cuando afirma que en 
casos de dictadura soberana “no se renuncia definitivamente a invocar la 
voluntad del pueblo, para cuya verdadera y no falseada expresión hay que 
crear primero los supuestos” (ibid: 99). Esto describe acertadamente lo 
que se propone el gobierno militar desde un primer momento. La pregunta 
que surge entonces es la siguiente: ¿por qué se constituye el gobierno 
militar como dictadura soberana? o, en otras palabras, ¿por qué no le basta 
la reforma, o aún la supresión de la Constitución del 25, y proyecta 
destruirla, reemplazando al pueblo como titular de Poder Constituyente? 
La decisión de proceder a la destrucción de la Constitución del 25 y al 
otorgamiento de una nueva no tiene un sentido propiamente jurídico sino 
más bien político." Precisamente porque se trata de una supresión de la 
especie de Poder Constituyente, tal trastorno implica una situación 
extraconstitucional. Es necesario situarse más allá y por encima de la 
Constitución si se quiere adoptar una acción en tal sentido. En 1973, las 
Fuerzas armadas chilenas constituyen, como estipula Schmitt, la 
“organización firme” requerida para el establecimiento de una dictadura. 
Pero es claro que al momento del golpe militar esas Fuerzas armadas no 
tienen, más allá de un ideario nacionalista y hábitos autoritarios, una 
agenda política de opciones claramente formuladas.'* Esto no es así en el 
caso de por lo menos tres de los cuatro juristas que forman parte de la 
Comisión Constituyente desde un primer momento. Durante el período que 
precede al golpe militar, dos de ellos, Sergio Diez y Jaime Guzmán, mezclan 
una labor propiamente académica con actividades políticas de oposición al 
régimen derrocado. Diez representa al Partido Nacional en el Parlamento y 
Guzmán es el líder intelectual del Movimiento Gremialista. Ambos 
promueven un tipo de organización corporativa de la sociedad y del Estado 
que no se aviene con el espíritu democrático-liberal de la Constitución del 
25. Por su parte, Enrique Ortúzar, de destacada participación política en el 
gobierno de Jorge Alessandri, coincide ideológicamente con Diez y 


Guzmán. De hecho, el proyecto de reforma constitucional auspiciada por 
Alessandri en 1964, y de la que Ortúzar es el gestor principal, envuelve un 
residuo corporativista. Esa reforma, rechazada por el Parlamento en su 
oportunidad, retorna al tapete de la discusión. Pero ahora se da la 
posibilidad de eliminar el mayor obstáculo que encontró a su paso: la 
Constitución del 25 y el espíritu democrático-liberal que la inspira. 

Esto queda en evidencia en los días inmediatamente siguientes al golpe 
militar. Como se indica más abajo en el capítulo 4, en el Acta de la primera 
sesión secreta de la junta militar, celebrada el 13 de septiembre de 1973, 
queda claramente consignada su intención de promulgar una nueva 
Constitución. Es también significativo el hecho de que diga que ese 
proyecto esté ya en estudio y que se designe a Jaime Guzmán como único 
encargado de dirigirlo. No es de extrañar, entonces, que los juristas de la 
Comisión Constituyente tengan en mente, desde el primer momento, el 
proyecto de promulgar una nueva Constitución. Las Actas oficiales de la 
Comisión Constituyente señalan que la primera sesión tiene lugar el 24 de 
septiembre de 1973. En esta ocasión, el tema del Poder Constituyente no se 
considera explícitamente, pero aparece en forma implícita cuando Diez 
señala que “la Comisión está abocada al estudio de una nueva Constitución 
y no solo a introducirle enmiendas de parche a la actualmente vigente” 
(Comisión Constituyente, Sesión 1: 7). No se trata, por tanto, de una mera 
reforma constitucional, para lo cual solo hubiese sido necesario asumir el 
Poder Constituyente derivado.” Se trata, en verdad, de dictar una nueva 
Constitución, para lo cual se requiere haber asumido el Poder 
Constituyente originario. A continuación las Actas señalan que a Diez le 
parece importante 


determinar en quién va a residir la soberanía de la Nación y cuál va a ser 
la proporción que en esa soberanía le va a corresponder al sufragio 
universal. La participación de los gremios u organismos colegiados, si 
bien la considera importante, estima que debe ser minoritaria y para 
fines específicos (ibid: 7). 


Diez piensa que está en manos del gobierno militar el definir quién 
ejercerá el Poder Constituyente del pueblo y de qué modo se limitará la 
universalidad del sufragio. La limitación del sufragio se relaciona con el 
tema del corporativismo. Para abrir canales de expresión política a los 
gremios y colegios profesionales es necesario introducir una concepción 


orgánica de la democracia que se aparta sustancialmente de la 
institucionalidad democrático-liberal definida por la Constitución del 25. 
Diez piensa que la integración de esos dos modelos es posible, pero que ello 
debe ser consagrado en una nueva Constitución. La injerencia en la esfera 
propiamente política de un nuevo sujeto de Poder Constituyente, a saber 
gremios y otras instituciones intermedias, hace imperativo no solo 
suprimir, sino también destruir la Constitución del 25. 

Prueba de cómo esta nueva concepción orgánica de la democracia incide 
en la institucionalidad política chilena se encuentra en la Sesión 3. En esta 
oportunidad la Comisión aprueba un memorándum que contiene los 
objetivos fundamentales de la nueva Constitución que se proyecta. En el 
capítulo “Participación” se refiere a disposiciones que aseguren la 
participación de “las Fuerzas Armadas, gremios, de la juventud, de la mujer 
y de los organismos de base de la vida nacional” (Comisión Constituyente, 
Sesión 3: 3). Para ello se le daría al Senado un carácter mixto. Estaría 
constituido, “por una parte, por Senadores elegidos en votación directa por 
todo el país...; y por otra, por representantes de las más altas funciones de la 
nación” (ibid: 3). También integrarían las comisiones técnicas del 
Parlamento especialistas de las distintas ramas de la actividad nacional. El 
esquema democrático-liberal de la Constitución del 25 está siendo así 
desplazado en favor de una concepción orgánica de la democracia. 

Esta fuerte influencia gremialista se moderará a partir de la Sesión 6 con 
la incorporación de Enrique Evans y Alejandro Silva Bascuñán a la 
Comisión Constituyente (También se incorpora Gustavo Lorca, un pariente 
del Almirante Merino). El efecto de la presencia de esos dos nuevos 
miembros, militantes del Partido Democracia Cristiana, se hace visible en el 
curso de la Sesión 9. En esa ocasión, las Actas señalan que Gustavo Lorca, 
asumiendo una postura gremialista, destaca que resulta importante 


mantener y definir el concepto de “República”, el que, como se ha dicho, 
debe ser socialmente descentralizada [sic], incorporando la idea de 
“representación orgánica”, para que los gremios y los partidos políticos 
se integren efectivamente al proceso de desarrollo y progreso del país y 
sean vehículos eficaces para obtener tales aspiraciones (Comisión 
Constituyente, Sesión 9: 6). 


Guzmán interviene a continuación para definir la función que tendrán 
respectivamente partidos políticos y gremios, y para ello introduce la 


distinción entre “poder político” y “poder social“. 


Es fundamental fijar la posición que en el proceso social y económico 
deben tener los partidos políticos y los gremios. Los primeros, indicó, 
deben manifestarse en el ejercicio del poder político para decidir la 
solución de los problemas que afectan a la colectividad. Los gremios, 
que solo cuentan con una visión local y parcial de la realidad del país, no 
deben tener una participación decisoria en los problemas nacionales. 
Pero en cambio, debe considerárseles como expresión importante del 
poder social... (ibid: 7). 


Frente a la postura más abiertamente gremialista de Lorca, que coincide 
con lo que sostenía el memorándum de la Sesión 3, Guzmán introduce la 
distinción entre poder social y poder político que separa el ámbito de 
acción de gremios y de partidos políticos. Con ello modera su postura, se 
distancia de lo que sostiene el memorándum de la Sesión 3 y se acomoda a 
la presencia de dos miembros activos de la Democracia Cristiana. Lo que 
propone no es ya una especie de “democracia” orgánica por la que los 
gremios ganen acceso directo al Parlamento junto con los partidos políticos. 
Eso sería establecer un sistema muy próximo al corporativismo estatal o 
político. La acción gremial, piensa Guzmán, debe ser reconocida pero 
encuadrada dentro de estrictos límites. En ningún caso podrían las 
asociaciones intermedias tener incidencia directa en la esfera política. Con 
esta distinción entre poder social y poder político, Guzmán sella la suerte 
del corporativismo estatal en Chile. Con su anuencia, lo que había 
inicialmente proyectado como alternativa para Chile comienza a ser 
desplazado por otro ideario político: el neoliberalismo.” Pero el reemplazo 
del corporativismo por el neoliberalismo como ideario hegemónico del 
gobierno militar no pone fin al proyecto de generar una nueva Constitución 
y restaurar la plena vigencia de la del 25. Por el contrario, insiste Guzmán 
en la imposibilidad de proceder por la vía de reformarla. En verdad, con la 
infusión del neoliberalismo la situación revolucionaria vivida en relación al 
régimen anterior se profundiza. El neoliberalismo requiere la formación de 
un orden social y político que, al igual que el corporativista, tampoco 
corresponde a la tradición democrática y constitucional chilena! 

La ruptura de Guzmán con el corporativismo político, anunciada en la 
Declaración de Principios de 1974 (Cristi, 1992: 136-139), se confirma en 1977 
con el Oficio del 10 de noviembre enviado por el general Pinochet a Enrique 


Ortúzar, Presidente de la Comisión Constituyente (denominada ahora 
Comisión de Estudios de la Nueva Constitución). El Oficio establece las 
normas a las que debe ceñirse la nueva Constitución. Un punto 
fundamental señalado por el Oficio le indica a la Comisión que su labor “no 
podría limitarse a una mera Reforma Constitucional” (Pinochet, 1977: ii). Y 
la razón dada es que la Constitución del 25 demostró ser incapaz para 
contener tanto la acción del imperialismo soviético como la demagogia 
desatada por los partidos políticos. Esto hace necesaria una 
“transformación institucional” que configure una “nueva democracia” 
cuyos caracteres más importantes se sintetizan “bajo los términos de 
autoritaria, protegida, integradora, tecnificada y de auténtica participación 
social” (ibid: iii). El Parlamento de esta democracia reconfigurada incluirá, 
“junto a los representantes... que deben ser elegidos por sufragio popular 
directo..., una cuota de legisladores que lo sean por derecho propio o por 
designación presidencial..”. (ibid: vii). Se rechaza expresamente la 
posibilidad de una Constitución corporativa plena,'5! pero se auspicia un 
régimen democrático mixto en el que persisten ciertos residuos 
corporativistas (ibid: ix). Finalmente, el Oficio presidencial se refiere a la 
necesidad de reforzar “la libertad del hombre, impidiendo que éste sea 
asfixiado por la férula de un estatismo avasallador y omnipotente. El 
derecho a la propiedad privada de los bienes de producción y la admisión 
de la libre iniciativa en el campo económico, deben regir como reglas 
generales, solo sujetas a las excepciones que imponga la aplicación del... 
principio de subsidiariedad” (ibid: x). Este punto manifiesta claramente la 
aceptación, por parte de Guzmán, de presupuestos fundamentales del 
neoliberalismo hayekiano. 

El 16 de agosto de 1978, la Comisión Constituyente entrega al general 
Pinochet el Anteproyecto constitucional y sus fundamentos, concluyendo 
así una labor de casi cinco años. En su primera parte, que lleva por título 
Premisas Previas, el Anteproyecto reitera la futilidad de reformar la 
Constitución del 25 y la necesidad de dictar una nueva. Se señala que al 
momento del golpe militar de 1973, el régimen político institucional 
concebido por la Constitución del 25 no solo era inadecuado para la época, 
sino que además sirvió para fomentar la demagogia y los malos hábitos 
políticos. Ese régimen 


hizo crisis final con el advenimiento de un régimen totalitario, de odio, 
violencia y terrorismo, contrario a la manera de ser de nuestro pueblo. 


Un sistema, entonces, que condujo al país al mayor caos moral, político, 
social y económico de su historia; que no pudo preservar la dignidad, la 
libertad y los derechos fundamentales de la persona y que llevó a la 
Nación no solo al quiebre de la institucionalidad y derrumbe de su 
democracia, sino que la expuso al riesgo inminente de perder su 
soberanía, obviamente, era un régimen que hacia 1973 estaba 
definitivamente agotado (Comisión 1978: 7). 


El Anteproyecto cita, además, la opinión de Jorge Alessandri, quien, con 
ocasión de la ceremonia constitutiva del Consejo de Estado, había ratificado 
la posición del general Pinochet acerca de la necesidad de dictar una nueva 
Constitución. No se trataba ahora, según Alessandri, de “restablecer el 
imperio de un sistema institucional meramente traicionado” (ibid: 8). Por el 
contrario, el quebranto completo de la institucionalidad jurídica, desde sus 
bases mismas, por parte del gobierno de Allende, inevitablemente 
implicaba “la necesidad de construir una nueva, también de sus cimientos” 
(ibid: 8). De esta manera, Alessandri y Pinochet concordaban en lo que 
Guzmán y los otros miembros de la Comisión Constituyente habían 
sostenido desde un principio: la necesidad de elaborar una nueva 
Constitución para Chile. La conclusión que el Anteproyecto obtiene sobre la 
bases de estas premisas es la siguiente: 


No se trata, entonces, de emprender una mera reforma constitucional, 
sino de elaborar una nueva Carta Fundamental, adecuada a las 
características de la época y capaz de garantizar la dignidad y la libertad 
de las personas y su derecho a la seguridad individual y colectiva y a la 
paz y tranquilidad que hacen posible el desarrollo y progreso de un 
pueblo (ibid: 8). 


Me parece que éste y los demás textos que he examinado dejan en claro 
el fundamento histórico y político del trastorno constitucional vivido en 
Chile a partir de 1973. Intérpretes como Blumenwitz, que niegan el carácter 
revolucionario al golpe de Estado de la junta militar, no toman en cuenta 
que la intención que la guía es, desde un comienzo, trasformar 
profundamente el régimen democrático-liberal que establece la 
Constitución del 25. Este carácter revolucionario es el que hace imperativa 
la asunción del Poder Constituyente por parte de la junta militar. La 
aplicación de la noción schmitteana del Poder Constituyente sirve para 


poner de relieve el fundamento metajurídico de la decisión que destruye la 
Constitución del 25 y suprime el Poder Constituyente del pueblo. Es un 
error afirmar que lo que intenta la junta es la restauración del orden 
quebrantado por el gobierno de Allende. Introducir la distinción entre un 
Poder Constituyente originario y uno derivado para afirmar que el gobierno 
militar asumió solo el último, no tiene otro propósito que el de ocultar la 
magnitud del trastorno constitucional en Chile en vistas de exhibir una 
imagen de respeto a la Constitución y las leyes. Pero lo que se busca, desde 
un primer momento, es la destrucción del orden democrático-liberal 
preexistente y la creación de un nuevo orden político, ya sea un orden 
político corporativista, como se pensó inicialmente, ya sea una “nueva 
democracia” autoritaria, protegida y con residuos corporativistas 
compatibles con una sociedad de mercado plena, como resultó ser en 
definitiva. 


En 1978, con ocasión de la Novena Jornada de Derecho Público celebrada en 
Santiago, Sergio Gaete, decano de la Facultad de Derecho de la Universidad 
Católica, inaugura el evento con un trabajo que titula “El Poder 
Constituyente” (Blumenwitz & Gaete, 1981: 33-45). Una lectura de este texto 
confirma la interpretación de la génesis de la Constitución del 80 que he 
venido desarrollando y que realza el papel de la noción de Poder 
Constituyente tal como es concebido por Schmitt y Sánchez Agesta. Gaete 
toma en cuenta la distinción entre Poder Constituyente originario y Poder 
Constituyente derivado y reconoce explícitamente que la junta militar ha 
asumido el Poder Constituyente originario. Su argumento rechaza así la 
posición sostenida por Guzmán y Blumenwitz que le reconoce a la junta 
militar solo un Poder Constituyente derivado. Este último se activa, según 
Gaete, solo en el caso de una reforma constitucional. En consonancia con la 
esencia del Poder Constituyente originario tal como es dilucidada por 
Schmitt y Sánchez Agesta, tiene que admitir que la acción emprendida por 
la junta militar en 1973 es de carácter revolucionario. Por ello ha quedado 
capacitada para “crear en forma revolucionaria un ordenamiento jurídico 
básico, con independencia del anteriormente existente” (ibid, 48). 

Este carácter revolucionario implica, según Gaete, no solo la supresión 
del orden constitucional establecido, sino también su destrucción. “En 
efecto... la revolución tiene un efecto destructivo de la institucionalidad 
vigente, ya que con prescindencia de ella advienen al poder quienes la 


dirigen...” (ibid: 43; el énfasis es mío). Sostiene además Gaete que “el 
establecimiento de la nueva institucionalidad reside en quienes encabezan 
la revolución” (ibid: 43). En perfecto acuerdo con lo especificado por 
Schmitt, reconoce que el Poder Constituyente del pueblo ha sido 
transferido a quienes han encabezado la revolución, es decir, a la junta 
militar. Ésta, se reconoce ahora, destruye el esquema constitucional vigente 
con anterioridad al golpe militar. Gaete hace referencia al “efecto 
destructor” y también al “efecto creador” implicado por la asunción del 
Poder Constituyente. Queda a la vista cómo su postura está impregnada por 
la teología política schmitteana y la noción de Poder Constituyente como 
natura naturans. 

El 24 de agosto de 1980 se publica en El Mercurio una carta que firma un 
número de profesores universitarios y que es redactada por Gaete sobre la 
base del artículo citado más arriba. Esta carta, titulada Declaración de 
Profesores de la Facultad de Derecho de la Pontificia Universidad Católica 
de Chile respecto de la Convocatoria a Plebiscito para Ratificar la 
Constitución (Blumenwitz & Gaete, 1981: 47-54), tiene por objeto definir el 
sentido de la decisión del gobierno militar de convocar a un plebiscito con 
ocasión del otorgamiento de la Constitución del 80. Una lectura de la 
Declaración confirma la interpretación schmitteana de la génesis de la 
Constitución del 80 (que desarrollo más abajo en el Apéndice a este 
capítulo) y pone de relieve el papel revolucionario que tiene la noción de 
Poder Constituyente que se arroga la junta militar. Se confirma también la 
naturaleza no democrática del plebiscito, pues la convocación plebiscitaria 
hecha por la junta en ningún modo busca reactivar el Poder Constituyente 
del pueblo. La Declaración establece que se trata de una mera consulta 
popular adventicia sin efecto Constituyente. 

La Declaración define, en primer lugar, el carácter ilimitado del Poder 
Constituyente originario que ha asumido la junta militar. En conformidad 
con lo establecido por Schmitt y Sánchez Agesta, el Poder Constituyente 
implica una acción original y originante, fundamento último de toda 
positividad. Existe, por tanto, como dimensión metajurídica y en este 
sentido es incompatible con el funcionalismo de Kelsen, para quien la 
normatividad carece de fundamentación transcendente. Este carácter 
metajurídico queda a la vista cuando la Declaración afirma que: 


El Poder Constituyente originario no reconoce limitación formal alguna 
en su ejercicio, ya que el ordenamiento jurídico positivo fundamental 
será precisamente el resultado de dicho ejercicio, sin que preexista otro 
alguno vigente al cual deba sujeción. Es por ello que, por su naturaleza, 
todo lo concerniente al Poder Constituyente originario no pertenece 
propiamente al mundo jurídico (ibid: 49). 


En conformidad con el decisionismo de Schmitt y Sánchez Agesta, la 
Declaración presupone que una Constitución, definida como el 
“ordenamiento jurídico positivo fundamental”, puede ser suprimida 
porque reposa sobre algo aún más fundamental, a saber, la decisión del 
Poder Constituyente originario. En Chile, en 1973, ha ocurrido algo 
semejante a lo que esboza Schmitt para el caso alemán y Sánchez Agesta 
para el español. La Constitución del 25 ha sido destruida por la junta militar 
porque ésta ha reemplazado al pueblo como titular del Poder 
Constituyente. En posesión de una plenitudo potestatis, la junta militar ha 
quedado facultada para otorgar una Constitución escrita, una facultad que 
puede decidir ejercer o no ejercer. En eso reside su ilimitación formal, como 
lo percibe claramente la Declaración: “El ejercicio del Poder Constituyente 
originario, como quiera que no está subordinado a una institucionalidad 
anterior, no reconoce en lo formal límite alguno” (ibid: 50). La ilimitación 
del poder asumido por la junta militar es señal de que se constituye como 
poder soberano absoluto.' Esto ciertamente implica redefinir el valor del 
plebiscito a que convoca. Éste no es un plebiscito democrático en el que se 
expresa la voluntad del pueblo. Es una simple consulta popular cuyo valor 
lo va determinar, en última instancia, el soberano absoluto. La legitimidad 
democrática que tiene vigencia en Chile desde su Independencia ha sido 
sobrepasada. 

Restarle valor democrático al plebiscito es precisamente la conclusión a 
la que lógicamente arriban los firmantes de la Declaración. Una vez que la 
junta decide ejercer la facultad que tiene para otorgar una Constitución, el 
someterla o no a plebiscito es también materia sujeta a su discreción. El 
plebiscito tendrá la validez que el Poder Constituyente quiera otorgarle. En 
la esfera de la ley, en ningún caso quedan atadas las manos del 
Constituyente, pues es éste mismo quien se las ata. Dentro de la lógica 
schmitteana en que se mueve la Declaración es correcta la conclusión que 
deriva de la premisa de la ilimitación formal: 


En consecuencia, bien pudo la Honorable Junta de Gobierno, en cuanto 
titular del Poder Constituyente originario, haberse limitado en su 
ejercicio a los estudios efectuados por la Comisión Constituyente, el 
Consejo de Estado y ella misma y haber dictado y puesto en vigencia la 
nueva Constitución sin más trámite. Luego, mal puede restarse validez a 
la convocatoria a plebiscito que por razón de prudencia y no de 
necesidad jurídica se ha estimado del caso llevar a cabo, cuando pudo 
haberse prescindido de este trámite (ibid: 50-51). 


La Declaración también afirma que un resultado negativo en el plebiscito 
de 1980 no tiene efecto jurídico. El Poder Constituyente de la junta no se 
extingue ni cambia de titular en el caso de que el pueblo se pronuncie 
negativamente. Pero esto significa también, y esto es algo que no 
consideran Gaete, Guzmán y los demás firmantes de la Declaración, que un 
resultado afirmativo tendrá que ser igualmente intrascendente. El pueblo, 
puesto que ha sido desposeído de su Poder Constituyente, no tiene cartas 
que jugar en el plebiscito. Este no tiene efectos jurídicos como expresión 
democrática. Si la Constitución del 80, vigente en la actualidad, tiene 
legitimidad democrática, ésta no puede fundarse en el plebiscito de 1980. 
Ciñéndome a las categorías de pensamiento desarrolladas por Schmitt, en 
este ensayo solo intento demostrar que la génesis de la Constitución del 80, 
sellada por el plebiscito de ese año, corresponde al nacimiento de una 
Constitución otorgada (octroyada), como lo fue, por ejemplo, la Charte de 
Luis XVIII del 4 de junio de 1814. Esto determina que la legitimidad de la 
Constitución chilena del 80, por lo menos hasta 1988, no esté fundada en el 
Poder Constituyente del pueblo, sino en el poder monocrático de la junta 
militar. Una Constitución es legítima, según Schmitt, “cuando la fuerza y 
autoridad del Poder Constituyente, en cuya decisión descansa, es 
reconocida” (Schmitt, 1982: 104). En 1988, la autoridad y el poder de 
Pinochet y la junta militar son decisivamente cuestionados por la vía 
plebiscitaria. Es posible argumentar que la Constitución se legitima 
democráticamente en Chile a partir de 1988, o posiblemente en 1990, con la 
entrada en funciones del Congreso Nacional. Pero esto requiere ser 
determinado políticamente, en el sentido schmitteano del término, y por lo 
tanto escapa a los límites de este trabajo. 

0l Existe una abundante y rica literatura que analiza la Constitución de 1980 desde un punto de vista 


jurídico positivista (cf. Cea, 1977; Silva Bascuñán, 1979; Bulnes, Cea Egaña, Cruz-Coke et al, 1981; 
Blumenwitz & Gaete 1981; Blumenwitz, Bossle € Goldberg, 1982 € 1982a; Aylwin, Bulnes, Silva et al, 


1985; Andrade, 1988; Cea Egaña, 1988; Cumplido & Nogueira, 1990; Urzúa Valenzuela, 1991). Estos 
estudios tienden a excluir un análisis teórico político de la génesis de la Constitución, sus 
fundamentos filosóficos y sus compromisos ideológicos. Posiblemente la única excepción han sido 
los trabajos de Alejandro Álvarez y Dieter Blumenwitz, que toman en cuenta la noción de Poder 
constituyente (Álvarez, 1995: Blumenwitz, 1983 & 1992), y de Robert Barros que examina la génesis 
de la Constitución desde una perspectiva política (Barros, 1992). 


Bl Esta obra es conocida en Chile. Ya en la década del 30, es citada por Guillermo Izquierdo Araya 
(Izquierdo, 1934 & 1945). Aparece también citada en los trabajos contemporáneos de 
constitucionalistas (Silva Bascuñán, 1963: l, 63; Verdugo Marinkovic, 1977: 134; Cumplido y 
Nogueira, 1990: 19-25) e historiadores del derecho (Bravo Lira, 1989: 117). Los canales por los que se 
trasmiten las ideas de Schmitt han sido, usualmente, el trabajo de sus discípulos y seguidores 
españoles, entre los que se encuentran juristas y politólogos como Luis Sánchez Agesta, Álvaro 
D'Ors, Luis Legaz y Lecambra, Nicolás Pérez Serrano, Pablo Lucas Verdú, Gonzalo Fernández de la 
Mora, Manuel Fraga Iribarne (cf. Beneyto, 1983: 20-44; Gómez Orfanel, 1986: 12-28). 


BI La debatida cuestión de la legitimidad de la Constitución pende, en alguna medida, de estas 
consideraciones. Una Constitución es legítima, según Schmitt, “cuando la fuerza y autoridad del 
Poder constituyente, en cuya decisión descansa, es reconocida” (ibid: 104) [He modificado la 
traducción de Francisco Ayala pues esta altera el sentido del original. Schmitt escribe: “Eine 
Verfassung ist legitim..wenn die Macht und Autorität der verfassunggebende Gewalt, auf deren 
Entscheidung sie beruht, anerkannt ist” (Schmitt: 1928: 87)]. El tema de la legitimidad tiene relación, 
por tanto, con el tema del Poder constituyente. Lo que legitima a una Constitución es el hecho de 
que el Poder constituyente de una unidad política pueda manifestarse y hablar por ella. 


lal Este texto es redactado el día 12 de septiembre por el capitán de navío Sergio Rillón Romaní, por 
encargo del auditor general de la Armada, el almirante Rodolfo Vío (Cf. Cavallo, Salazar y 
Sepúlveda, 1988: 8). Cristián Garay Vera ha establecido la conexión de Rillón con el grupo carlista 
que se reúne en torno a la revista Tizona, que auspicia el régimen político corporativista para Chile 


(Garay Vera, 1993: 73). 


[3] Como lo señala Mario Verdugo Marinkovic, queda claro que “la validez de las disposiciones de la 
Constitución del 25 no arranca ya del hecho de estar ellas contenidas en el ordenamiento 
fundamental, expresión del poder constituyente original, sino de la decisión del gobernante” 
(Verdugo Marinkovic, 1977: 136). 

[6] «La dictadura soberana ve ahora en la ordenación total existente la situación que quiere eliminar 

mediante su acción. No suspende una Constitución existente valiéndose de un derecho 

fundamentado en ella y, por tanto, constitucional, sino que aspira a crear una situación que haga 
posible una Constitución, a la que considera como la Constitución verdadera. En consecuencia, no 

apela a una Constitución existente, sino a una Constitución que va a implantar” (Schmitt, 1985: 182- 

183). 


Z Se podría sostener que el motivo principal que llevó al gobierno militar a destruir la Constitución del 
25 fue jurídico. El antecedente de esta postura habría que encontrarlo en la discrepancia del 
Presidente Allende con textos legales aprobados por el Parlamento. Al no promulgar el Presidente la 
reforma tramitada por las Cámaras, se configuró un bloqueo institucional que condujo al golpe de 
Estado del 11 de septiembre. La Constitución, al no dar una clara salida a este conflicto, se habría 
convertido en un obstáculo permanente para la estabilidad de cualquier régimen. Pero esta 
dificultad pudo haberse resuelto mediante una reforma del mecanismo reformatorio de la 


Constitución. Pudo haberse mantenido ese mecanismo, como propone Silva Bascuñán, “sobre la 
base de autorizar el recurso al Tribunal Constitucional o la facultad del Congreso de acudir a la 
consulta del electorado” (Silva Bascuñán, 1979: 131). El hecho de que ni éste ni ningún otro aspecto 
jurídico sea tomado en cuenta por el gobierno militar, indica que el fundamento de su decisión fue 
más bien político. 


[8] Solo excepcionalmente existen uniformados con opciones políticas definidas. Es el caso del capitán 
Sergio Rillón Romaní, quien adhiere al ideario corporativista de pensadores carlistas como Vásquez 
de Mella y Osvaldo Lira (Garay Vera, 1993: 73). 


[2] Reconocer el espíritu democrático-liberal que inspira a la Constitución del 25 no implica desconocer 
deficiencias preceptivas que obstaculizaban una cabal expresión de las mayorías democráticas 
(Cea, 1977: 164-5). 


hol De procederse así, se habría solo quebrantado la Constitución, lo que no implicaba ni su supresión 
ni su destrucción (Schmitt, 1982: 115-16). 


[tl La desazón de los corporativistas recalcitrantes es notoria. Esta queda manifiesta en la carta enviada 
al general Pinochet por el constitucionalista Carlos Cruz-Coke el 4 de diciembre de 1973 (Actas 
oficiales de la Comisión constituyente, Sesión 20: 10-13). 


il La Sesión 9 tiene lugar el 23 de octubre. Dos semanas antes, el 10 de octubre, Fernando Léniz asume 
la cartera de Economía y nombra a Sergio de Castro como su principal asesor. El 15 de octubre se 
dicta el DL 522 que elimina la fijación de precios, decisión en la que De Castro tiene un papel 
determinante (cf. Fontaine Aldunate, 1988: 48 y 60). De esta manera se inicia la implementación de 
la política económica neoliberal en Chile. 


ll “Jaime Guzmán se hizo muy crítico de las formulaciones corporativistas, neocorporativistas y 
tradicionalistas. En el momento decisivo, su realismo político lo llevó a apartarse de diversas 
doctrinas que le habían interesado y a reencontrarse con la tradición democrática chilena basada 
en el sufragio universal” (Fontaine Talavera, 1991: 253). 


[dl La notable coincidencia conceptual que revelan la Declaración de Principios y este Oficio no es 
fortuita. El general Pinochet comisiona a Mónica Madariaga para la preparación de este Oficio, 
quien a su vez comisiona su redacción a Jaime Guzmán (cf. Cavallo, Salazar € Sepúlveda, 1988: 20, 
129 & 239). Cavallo, Salazar y Sepúlveda anotan: “Todos los conceptos básicos de la llamada “nueva 
institucionalidad estaban allí: todavía hoy, inexplicablemente, la historiografía constitucional se 
resiste a darle a aquel oficio la importancia fundacional que tuvo para la Carta del 80” (ibid: 239). 


[15] En 1978, Silva Bascuñán afirmará que el corporativismo no ha prosperado “en régimen alguno que 
pueda considerarse genuinamente democrático”. Y constatará cómo “transcurridos cinco años 
desde que tal fórmula ha podido propagarse entre nosotros, no se ha difundido; al contrario, los 
intérpretes que aparecen más autorizados para configurar los rasgos de nuestro porvenir le han 
desechado categóricamente” (Silva Bascuñán, 1979: 121). 


nél El hecho de que uno de sus firmantes sea Jaime Guzmán le da a este documento una especial 
relevancia. Otros firmantes de esta carta son: Hernán Larraín Fernández, Jaime del Valle, Gustavo 
Cuevas Farren y Javier González Echenique. 


[z] Por reunir en sus manos los poderes constituyente y legislativo, es un poder absoluto en el sentido 
de legibus solutus, pero no en el de ¡ure solutus. El régimen absolutista, tal como lo define Bodino 
por ejemplo, tiene en cuenta la separación entre derecho y ley, entre mandato soberano y ley de la 
razón. Lo absoluto del poder soberano no implica tiranía o despotismo. 

[8] «Le Prince souverain ne peut se lier les mains, quand ores il le voudrait... Mais quant aux lois divines et 

naturelles, tous les Princes de la terre y sont sujets”. Bodino, La République |, 8. 


Apéndice 
Carl Schmitt y el Poder constituyente 


La noción de Poder Constituyente es clave para entender la interpretación 
que Schmitt desarrolla de la génesis de la Constitución alemana de 11 de 
agosto de 1919, también conocida como la Constitución de Weimar. La 
exposición que Schmitt presenta de su nacimiento está guiada por un 
principio fundamental: “Dentro de cada unidad política solo puede darse 
un sujeto de Poder Constituyente” (Schmitt, 1982: p. 73). En su estudio 
histórico acerca de la evolución constitucional en Alemania, Schmitt trata 
de traer a luz y situar ese único y verdadero sujeto político. Busca así 
distanciarse del constitucionalismo liberal que elimina la cuestión del 
sujeto de Poder Constituyente, pero en el hecho solo la soslaya, 
posponiendo lo que Schmitt percibe como una decisión ineludible. Durante 
la Revolución alemana de 1918, y en situaciones de conflicto y de crisis 
semejantes, es cuando esta cuestión reemerge con una fuerza que 
sobrepasa los compromisos dilatorios que la han velado. Según Schmitt, 
una Constitución “se apoya, o en el principio monárquico, o en el 
democrático” (ibid: p. 74). Eludir esta alternativa política mediante la ficción 
normativista de una “soberanía de la Constitución” es simplemente relegar 
“la cuestión política esencial acerca del Poder Constituyente” (ibid: p. 74; cf. 
Cristi, 2000). Durante los sucesos revolucionarios de 1918, el pueblo alemán 
asume, según Schmitt, el ejercicio del Poder Constituyente. Esta asunción 
se expresa en la elección democrática de una Asamblea Nacional encargada 
de dictar una nueva Constitución. En esta acción del pueblo alemán está 
implicada también la destrucción de la Constitución de 1871 y la derogación 
del Poder Constituyente del rey. El tránsito de una legitimidad monárquica 
a una democrática, y la reconstrucción de este hecho fundamental, es la 
matriz histórica que nutre y determina en buena medida el pensamiento 
político y jurídico de Schmitt. En lo que sigue examinaré la versión 
schmitteana de la génesis de la Constitución de Weimar. Luego estudiaré 


algunos aspectos de la noción de Poder Constituyente tal como los analiza 
Schmitt. Sobre esta trama conceptual se funda mi propia interpretación de 
la destrucción de la Constitución de 1925 y la génesis de la del 80. 

La génesis de la Constitución de Weimar hay que entenderla en el 
contexto de la monarquía constitucional alemana y la Revolución que la 
deroga en noviembre de 1918. Schmitt se separa de juristas liberales como 
Laband, Jellinek y Kelsen, quienes enfatizan el momento constitucional de 
la monarquía constitucional alemana, y relativizan su momento 
monárquico. Estos autores sostienen que no es posible identificar y 
designar a un sujeto de la soberanía estatal. En conformidad con el 
normativismo que postulan, piensan que la soberanía reside 
abstractamente en la Constitución misma. Por su parte, Schmitt reconoce 
que el pensamiento constitucionalista ha logrado silenciar al principio 
monárquico. Al monarca no se le percibe ya como sujeto de una voluntad 
propia. La voluntad estatal se disuelve en el Parlamento. Pero en Alemania, 
y en esto Schmitt se ciñe a la interpretación de Stahl," “el monarca 
constitucional retiene todavía un poder verdadero, su voluntad personal 
significa algo todavía, y no nace en el Parlamento” (ibid: p. 280). Bajo el 
influjo del liberalismo funcionalista, era posible sortear en teoría la 
cuestión del sujeto de Poder Constituyente. Pero en la práctica, señala 
Schmitt, “se mostraba sin más, en caso de conflicto, quién era el sujeto del 
poder del Estado y el representante de la unidad política capaz de decidir: el 
Rey” (ibid: p. 75). En la concepción schmitteana, el régimen de monarquía 
constitucional que subsiste en Alemania hasta 1918, deja el Poder 
Constituyente en las manos del rey. Perdida la guerra y luego de la 
abdicación del káiser, los socialdemócratas proclaman la República y el 10 
de noviembre forman un gobierno provisional ejercido por un Consejo de 
Comisarios del Pueblo. Este Consejo convoca a una Asamblea de 
representantes de los Consejos de obreros y soldados que acuerda convocar 
una Asamblea Nacional Constituyente, elegida democráticamente el 6 de 
febrero de 1919. Estos Consejos constituyen solo un gobierno provisional. 
Como señala Schmitt, “en toda revolución tiene que formarse un tal 
Gobierno hasta que se produzca la nueva decisión política del sujeto de 
Poder Constituyente” (ibid: p. 77). Consecuentemente, los Consejos de 
obreros y soldados trasfieren el gobierno a esta Asamblea Constituyente, 
que asume el ejercicio del Poder Constituyente. Se introduce así por 
primera vez en Alemania, como acota Schmitt, la doctrina democrática del 


Poder Constituyente del pueblo. (Observa también cómo el 
constitucionalismo liberal de preguerra, “afirmado como método de 
evasión formalista frente al Poder Constituyente del rey” (ibid: p. 76), se 
muestra incapaz de reconocer este hecho. 

La Asamblea Nacional Constituyente reunida en Weimar a partir del 6 de 
febrero de 1919 formula el contenido de la decisión política del pueblo 
alemán proponiendo normas constitucionales para su ejecución. No es, 
según Schmitt, sujeto de Poder Constituyente, sino su comisionado. 
Mientras cumple con su tarea, no se encuentra sometida a ningún límite 
legal-constitucional. Esto indica que se trata de una dictadura. “La peculiar 
situación de una Asamblea Constituyente que se reúne tras la abolición de 
las anteriores leyes constitucionales, puede designarse con la mayor 
propiedad dictadura soberana” (ibid: p. 78). No tiene, por tanto, otras 
limitaciones que las que ella misma se impone. No tiene propiamente 
competencias o un círculo limitado de atribuciones, y no constituye, por 
tanto, una dictadura comisaria, limitada por leyes ya existentes. Es una 
dictadura soberana, pero en cuanto dictadura actúa solo por encargo. La 
Asamblea no es el soberano mismo, “sino que obra siempre en nombre y 
por encargo del Pueblo, que puede en todo momento desautorizar a sus 
comisionados, por medio de una acción política” (ibid: p. 78). Cuando el 19 
de agosto de 1919 entra en vigor la Constitución de Weimar, concluye la 
dictadura soberana de la Asamblea Nacional Constituyente en Alemania. La 
tarea que se impone Schmitt consiste en traer a la luz el elemento político 
que se oculta tras el espeso velo normativista que tiende sobre la 
Constitución el constitucionalismo liberal. Solo mediante el uso de la 
noción de Poder Constituyente puede quedar expuesto el dilema político 
fundamental: democracia o monarquía. 

Teniendo a la vista estas circunstancias históricas, Schmitt desarrolla su 
interpretación de la noción de Poder Constituyente. Su esencia consiste en 
“la voluntad política cuya fuerza o autoridad es capaz de adoptar la 
concreta decisión de conjunto sobre el modo y forma de la propia 
existencia política” (ibid: pp. 93-94). Esta definición pone en evidencia el 
rechazo, por parte de Schmitt, del normativismo jurídico, que es conducido 
a un extremo formalista por Kelsen. El fundamento de una Constitución no 
puede ser sino existencial. Para Schmitt esto significa que una Constitución 
reposa en una concreta voluntad Constituyente y no en una norma 
abstracta. Aunque la ley constitucional es, por cierto, una norma, su 


fundamento es algo concreto y existencial. En ningún caso se agota la 
voluntad Constituyente en la Constitución misma. Al lado y por encima de 
la Constitución sigue existiendo la voluntad Constituyente, que se 
configura jurídicamente como Poder Constituyente. Se trata de una 
instancia unitaria e indivisible, que sirve de fundamento para los otros 
poderes estatales y no se coordina con ellos. 

En cuanto al sujeto del Poder Constituyente, Schmitt adopta sin 
vacilaciones la noción democrática del Poder Constituyente del pueblo 
sobre la que se funda la Constitución de Weimar. Rechaza la concepción 
monárquica, fundamento de la Constitución de 1871. Alemania, a partir de 
1919, se pone al día con las consecuencias de la Revolución Francesa, donde 
por primera vez se adquiere plena conciencia, como lo expresa Sieyés, de 
que es el pueblo, y no Dios como en las concepciones tradicionales, el 
sujeto del Poder Constituyente. Sieyés desvincula la noción de Poder 
Constituyente de la forma jurídica propiamente tal. En ciertos pasajes 
Sieyès busca darle un fundamento metafísico a esa noción. Como natura 
naturans, el Poder Constituyente permanece en un estado de naturaleza, 
desde donde puede generar siempre nuevas formas. Así, el Poder 
Constituyente sería la última base no creada de todas las formas, es decir, la 
forma a-forme (formlos) de todas las formas. Pero Schmitt prontamente 
desliga esta interpretación metafísica de la teoría constitucional 
propiamente tal. Esa interpretación, admite, es parte de una teología 
política (ibid: pp. 95-97). 

Resulta interesante anotar que Schmitt concibe un posible tercer sujeto 
de Poder Constituyente, distinto del monarca y del pueblo. También una 
minoría puede serlo, y un Estado en que esto suceda “tiene la forma de una 
Aristocracia u Oligarquía” (ibid: p. 98). No se trata, sin embargo, de una 
minoría cuantitativa o de votación. Una minoría generada de esa manera 
no puede ser sujeto de Poder Constituyente, como tampoco puede serlo 
una facción o partido. Solo “una organización firme” (ibid: p. 98) puede ser 
sujeto de Poder Constituyente, y en esa capacidad otorgar una 
Constitución. Schmitt piensa en círculos de familias poderosas, como se 
dieron en la Edad Media, o en un orden corporativo, como, por ejemplo, los 
soviets en la Unión Soviética y el fascio en Italia. No menciona Schmitt a la 
fuerzas armadas de un país, pero ciertamente ellas también caben dentro 
de este esquema. Admite, al mismo tiempo, que la construcción teórica de 
este Poder Constituyente minoritario “no es aún nada clara”. Nota, por 


ejemplo, una ambigijedad en la idea de un sujeto minoritario o aristocrático 
de Poder Constituyente. Indica que en tales casos “no se renuncia 
definitivamente a invocar la voluntad del pueblo, para cuya verdadera y no 
falseada expresión hay que crear primero los supuestos” (ibid: p. 99). 
Aceptar la posibilidad de esta tercera especie de Poder Constituyente 
implica, por parte de Schmitt, tentar las aguas putschistas del 
conservantismo revolucionario (Cristi, 1992: pp. 134-36). 

Luego de estudiar la cuestión de sujeto del Poder Constituyente, Schmitt 
examina su actividad. Por ser anterior y superior a todo procedimiento 
constitucional la actividad del sujeto de Poder Constituyente no puede ella 
misma ser regulada por un procedimiento. Una medida es siempre superior 
a lo medido por ella. En el caso del monarca, su actividad se manifiesta 
otorgando una Constitución unilateralmente. Existe la posibilidad de que el 
monarca se entienda con los representantes estamentales, pero ello no 
implica una renuncia a su Poder Constituyente. En el caso republicano, el 
pueblo manifiesta su Poder Constituyente mediante cualquier expresión en 
que pueda reconocerse su voluntad. Según Schmitt, el pueblo como tal no 
es una instancia firme y organizada, y a primera vista no aparece dotado de 
una autoridad permanente. Aunque su fuerza y energía plástica es 
inextinguible, y puede plasmarse en una infinitud de formas, no es un 
sujeto organizado de decisión. En esto consiste su debilidad y por ello, 
según Schmitt, es fácil falsear su verdadera voluntad. Schmitt insiste en el 
carácter fundacional de la actividad Constituyente. Por ser anterior y 
superior a la Constitución misma, no se puede prescribir 
constitucionalmente la forma de su actividad. Una vez que se ha hecho 
manifiesta la decisión popular es posible regular su ejecución y 
formulación. Para ello, señala Schmitt, las democracias modernas han 
puesto en práctica la formación de una Asamblea Nacional Constituyente 
“elegida según los postulados fundamentales del sufragio universal e 
igual... Habrá de ocurrir siempre que haya sido abolida una Constitución y 
haya que dar otra nueva” (Schmitt, 1982: p. 101). Una Asamblea Nacional 
Constituyente no es, en todo caso, el único procedimiento posible. Schmitt 
menciona las siguientes alternativas: (a) Una Asamblea Nacional, como la 
de Weimar, que acuerda y despacha una Constitución. Aunque la Asamblea 
reunida en Weimar es elegida mediante sufragio universal, no da lugar a un 
referéndum sobre el proyecto que se apruebe en su seno. (b) Una 
Convención que elabora un proyecto constitucional para ser sometido a 


referéndum. Este es el caso de la Convención francesa de 1792. El caso de la 
Constitución federal de Estados Unidos de 1787 es especial. El proyecto 
elaborado por la Convención norteamericana fue recomendado por los 
trece Estados de la Unión reunidos en Congreso y luego aceptado por cada 
uno de esos Estados mediante Convenciones especiales de ratificación. (c) 
Finalmente, un plebiscito que aprueba un proyecto surgido “de un modo 
cualquiera” (ibid: 102). Schmitt califica así a los plebiscitos napoleónicos de 
1799, 1802 y 1804. Este último procedimiento, que es similar al empleado en 
Chile en 1980, aunque en teoría corresponde al principio democrático, en la 
práctica es susceptible de graves distorsiones. Como anota Schmitt, “el 
influjo electoral del Gobierno napoleónico fue bastante fuerte y 
desconsiderado; estropeó la finalidad del plebiscito haciendo sospechosa la 
experiencia democrática” (ibid: p. 103). 

Una de las consecuencias de la doctrina del Poder Constituyente 
discutida por Schmitt es la de su permanencia. El Poder Constituyente, 
como se ha visto, persiste por encima y más allá de la Constitución por la 
que se expresa. No puede destruirse, alterarse o cambiarse, sino que 
persiste como el fundamento último de la Constitución y de las leyes 
constitucionales. No se extingue, por tanto, en el acto de su ejercicio. 
Mientras que al Poder Constituyente “le queda siempre la posibilidad de 
seguir existiendo” (ibid: p. 108), las Constituciones que se apoyan en él y lo 
manifiestan pueden nacer, alterarse y perecer. Al lado y por sobre la 
Constitución sigue subsistiendo el Poder Constituyente, que como natura 
naturans no se agota o consume luego de generarse su natura naturata.? 
Schmitt examina tres posibilidades. En primer lugar, puede tratarse de la 
destrucción de una Constitución (Verfassungsvernichtung). En situaciones 
revolucionarias pueden ser destruidas no solo la Constitución y los órganos 
de legislación constitucional, sino también la especie de Poder 
Constituyente (cf. ibid: pp. 110-111). Schmitt tiene presente el caso de la 
Constitución alemana de 1871, destruida por la Revolución de 1918. En este 
caso no perece solo la Constitución, sino también la especie del Poder 
Constituyente que la sostiene, la Potestad del rey. No es, en todo caso, el 
Poder Constituyente como tal el que se suprime. En ningún caso, ni aún en 
el más extremo, puede suceder esto. Lo que ocurre en Alemania, por 
ejemplo, es que un sujeto de Poder Constituyente es reemplazado por otro: 
el Poder Constituyente del monarca es sustituido por el del pueblo. En 
segundo lugar, Schmitt habla de la supresión de una Constitución 


(Verfassungsbeseitigung). En este caso hay solo supresión de una 
Constitución, pero no queda implicada la destrucción del Poder 
Constituyente que la sostiene. Schmitt señala que una Constitución surge 
como acto del Poder Constituyente; deriva, por tanto, de tal Poder y no 
puede portar “en sí misma la continuidad de la unidad política” (ibid: p. 
109). Esta última recae en el Poder Constituyente mismo, que debe ser visto 
como el fundamento último de la Constitución. 

En tercer lugar, una Constitución puede ser reformada. Estrictamente 
hablando, solo pueden reformarse las leyes constitucionales, pero no la 
Constitución como un todo. Un cambio que afecte a ésta en su totalidad, es 
decir, que afecte a los principios constitucionales fundamentales no puede 
concebirse como mera reforma. Así, según Schmitt, “el sistema de sufragio 
democrático, por ejemplo, no podría ser sustituido... por un sistema de 
Consejos” (ibid: p. 120). Pero tal como la reforma constitucional no es 
supresión de una Constitución, tampoco implica su destrucción. “Una 
reforma de la Constitución que transforme un Estado basado en el 
principio monárquico en uno dominado por el Poder Constituyente del 
pueblo, no es en ningún caso constitucional” (ibid: p. 119). Y a la inversa, 
“una Constitución basada en el Poder Constituyente del pueblo no puede 
ser transformada en una Constitución de principio monárquico en vías de 
una ‘reforma’ o ‘revisión’ de las leyes constitucionales. Eso no sería reforma 
sino destrucción de la Constitución” (ibid: p. 119). Como indica Schmitt, 
“una Asamblea Constituyente es cualitativamente distinta de un 
Parlamento” (ibid: p. 50). Un Parlamento, competente para acordar una ley 
de reforma constitucional, no es sujeto de Poder Constituyente. Schmitt 
supone aquí vigente la distinción entre el Poder Constituyente y el Poder 
constituido. 

Por último, es pertinente discutir con más detalle esta distinción entre 
Poder Constituyente y Poder constituido por su relevancia para el caso 
chileno.*! Schmitt sostiene que lo que tiene lugar según la regulación legal- 
constitucional, y en el marco de las competencias que esta regulación 
determina, “es, en esencia, de naturaleza distinta a un acto del Poder 
Constituyente” (ibid: p.114). En particular, Schmitt afirma que resulta 
“inexacto caracterizar como Poder Constituyente, o pouvoir constituant, la 
facultad, atribuida y regulada sobre la base de una ley constitucional, de 
cambiar, es decir, de revisar determinaciones legal-constitucionales”. La 
competencia para iniciar y llevar a cabo reformas constitucionales 


corresponde al Poder legislativo. Se trata de una competencia “limitada en 
principio” que no puede “sobrepasar el marco de la regulación legal- 
constitucional en que descansa” (ibid: p. 114). Reconoce al mismo tiempo 
que no se trata de una “competencia legislativa ordinaria”, sino de una 
“facultad extraordinaria” (ibid: p. 118). Según Schmitt, “la competencia para 
reformar la Constitución no es una competencia normal en el sentido de un 
círculo de actividades regulado y delimitado. Reformar las leyes 
constitucionales no es una función normal del Estado..”. (ibid: p. 118). 

La expresión “Poder legislativo extraordinario” me parece más adecuada 
que “Poder Constituyente derivativo o constituido” para referirse a la 
facultad de reformar una Constitución. Como se vio más arriba, el uso de 
las expresiones “Poder Constituyente originario” y “Poder Constituyente 
derivativo” contribuyó a enturbiar el sentido del proceso constitucional en 
Chile desde 1973 en adelante. En las discusiones llevadas a cabo en la 
Comisión Constituyente a partir de septiembre de 1973, el empleo de la 
expresión “Poder Constituyente derivativo’ sirvió para ocultar la efectiva 
destrucción de la Constitución del 25 por parte de la junta militar. Si la 
junta militar se hubiese expresamente arrogado desde un primer momento 
el Poder Constituyente originario, esto habría significado un 
reconocimiento explícito de que se había procedido a destruir el orden 
constitucional anterior. Pero esto habría contribuido no solo a dañar la ya 
deteriorada imagen externa, sino que también a vulnerar el apoyo interno. 
Este último dependía de un elemento clave: la junta militar había 
justificado su acción por la promesa de restaurar el régimen constitucional 
violado por Allende. Los defensores de la Constitución no podían aparecer 
ahora como sus destructores. Por la ficción de que la junta militar había 
solo asumido el Poder Constituyente derivativo la destrucción de la 
Constitución del 25 pudo permanecer por un tiempo en la penumbra. 


La noción de Poder Constituyente derivativo no aparece en la obra 
constitucional de Schmitt. Los constitucionalistas chilenos la encuentran 
en la obra de discípulos españoles de Schmitt. La teoría constitucional de 
Schmitt tiene gran impacto en la España de Franco. Ello se debe a la 
relevancia que en esa teoría adquiere precisamente la noción de Poder 
Constituyente. La situación revolucionaria que se desencadena en España a 
partir del 18 de julio de 1936 es terreno propicio para que se manifieste esa 
noción en toda su efectividad. La Junta de Defensa Nacional que se 


constituye el 24 de julio de ese mismo año invoca el Poder Constituyente 
mediante el decreto del 29 de septiembre. Este decreto señala textualmente 
que “se nombra jefe de gobierno del Estado español al Excelentísimo señor 
general de división don Francisco Franco Bahamonde, quien asumirá todos 
los poderes del nuevo Estado” (cf. Sánchez Agesta, 1974: 469). El sentido de 
este texto legal se aclara con posterioridad en el llamado Decreto de 
Unificación del 19 de abril de 1937 y dos leyes, las del 30 de enero y del 8 de 
agosto de 1938. Estos documentos señalan que la asunción de la plenitudo 
potestatis por parte de Franco implica “una suprema potestad de dictar 
normas jurídicas de carácter general” (ibid: p. 470). De esta manera, 
concluye Sánchez Agesta, se atribuye “al Jefe de Estado español una 
potestad Constituyente para la definición de un nuevo orden 
constitucional” (ibid: p. 470). Desde un punto de vista puramente formal, la 
revolución democrática alemana de 1918 y la revolución conservadora en 
España son equivalentes. Ambas reavivan y traen a la palestra la noción de 
Poder Constituyente. No de otra manera se puede explicar el enorme 
interés que la obra de Schmitt despierta entre los constitucionalistas 
españoles de la época. Sánchez Agesta es solo uno de los juristas españoles 
influenciados por Schmitt quienes buscan adaptar su teoría constitucional 
a las circunstancias de España (cf. Gómez Orfanel, 1986: 23). 

Es interesante notar que en la obra de estos constitucionalistas, aunque 
profundamente influidos por Schmitt, no aparece la nomenclatura que 
distingue entre “Poder legislativo ordinario” y “Poder legislativo 
extraordinario”. Se usan, en cambio, las expresiones “Poder Constituyente 
originario” y “Poder Constituyente constituido o derivado”. Aunque he 
notado más arriba la impropiedad de estas expresiones, me ceñiré al uso de 
ellas para no confundir innecesariamente los términos de la discusión. 
Examino a continuación la exposición de Luis Sánchez Agesta acerca del 
Poder Constituyente en sus Lecciones de Derecho político (Sánchez Agesta, 
1951).? 

La influencia schmittiana en Sánchez Agesta es de partida visible en su 
definición de Poder Constituyente. “La voluntad capaz de decidir sobre el 
contenido de un orden es... el poder Constituyente genuino, como actividad 
política pura aprehendida en su pura esencia de crear un orden” (ibid: pp. 
325-326). Esta definición del Poder Constituyente, que pone en relieve su 
naturaleza revolucionaria, está marcada por el decisionismo. La fuente de 
la que emana la organización de un grupo social es la voluntad del 


Constituyente. Por tratarse de una acción revolucionaria no tiene un 
carácter normativo sino puramente fáctico. Sánchez Agesta cita el siguiente 
texto de Donoso Cortés: “El poder Constituyente no puede localizarse por el 
legislador, ni formularse por el filósofo; porque no cabe en los libros y 
rompe el cuadro de las constituciones; si aparece alguna vez aparece como 
el rayo que rasga el seno de la nube, inflama la atmósfera, hiere la víctima y 
se extingue” (ibid: p. 338). Este texto trae a la luz el carácter excepcional del 
Poder Constituyente. No cabe dentro de los márgenes constitucionales, 
sino que se encuentra más allá y por encima de los poderes constituidos. 
Pervive en un estado de latencia hasta que llegado el momento 
revolucionario se manifiesta en su vigor original. 

La decisión del sujeto de Poder Constituyente que crea un nuevo orden 
de cosas no se apoya en el orden anterior. “Está más allá de todos los 
poderes constituidos y más allá de todas las razones que puedan 
fundamentar un derecho al ejercicio de ese poder. Es simplemente un 
hecho histórico” (ibid: p. 339). Sánchez Agesta expresa aquí abiertamente su 
rechazo al normativismo y su aceptación del decisionismo tal como lo 
define Schmitt (cf. Cristi, 1991). Las tres características que le atribuye a la 
noción de Poder Constituyente coinciden con su aceptación del 
decisionismo schmitteano. Esas características son: su naturaleza 
originaria, su eficacia y su carácter creador. En primer lugar, por su 
naturaleza originaria el Poder Constituyente no requiere legitimarse por 
una normatividad jurídica anterior. Cuando se sobrepasan los poderes 
constituidos y se transciende el orden positivo, se está en presencia de un 
hecho revolucionario. Una reforma constitucional, que se apoya en lo que 
Sánchez Agesta denomina “Poder Constituyente constituido”, encuentra su 
fundamento en una norma constitucional. La manifestación del Poder 
Constituyente genuino, en cambio, “entraña violencia jurídica” (ibid: p. 
340). La destrucción o derogación de una Constitución en su totalidad nos 
sitúa más alá de la juridicidad. La nueva situación creada 
revolucionariamente encuentra su legitimidad en un orden trascendente. 
En segundo lugar, no basta que el nuevo orden creado por la revolución 
tenga una legitimación transcendente. Ese nuevo orden debe ser 
actualmente eficaz. Quien invoca el Poder Constituyente debe estar en 
condiciones “por razón de la fuerza de que dispone o por la autoridad de 
que se halla investido, de realizar esa creación del orden frente a las fuerzas 
que puedan oponérsele” (ibid: p. 340). La efectividad histórica que debe 


manifestar el Poder Constituyente concuerda también con el realismo 
político schmitteano. Por último, el Poder Constituyente es “actividad 
creadora o transformadora del orden que entraña violencia jurídica” (ibid: 
p. 341). Su acción no puede en ningún caso concebirse como restauradora o 
conservadora. Su función, eminentemente revolucionaria, es opuesta a la 
figura del defensor de la Constitución. El perfil schmitteano de la 
argumentación precedente la confirma el propio Sánchez Agesta cuando 
afirma que “Schmitt insiste por último en dos caracteres que, aunque están 
implícitamente contenidos en los anteriores, merecen recordarse por 
cuanto contribuyen a reforzar el concepto” (ibid: 341). Las dos 
características observadas por Schmitt serían, por una parte, la 
superioridad del Poder Constituyente con respecto al orden que crea, y por 
otra, su superioridad con respecto a todos los poderes creados por él. 

Es interesante notar cómo Sánchez Agesta adecua su argumento, 
schmitteano a la situación histórica vivida en España a partir de 1936. El 
horizonte en que se mueve la obra constitucional de Schmitt durante el 
período de Weimar está determinado por la génesis de una Constitución 
democrática. Cuando trata del tema de la titularidad del Poder 
Constituyente Schmitt enfatiza el tránsito de una legitimidad monárquica a 
una democrática. Sánchez Agesta, por el contrario, tiene a la vista el golpe 
militar de Franco y la consecuente destrucción de una Constitución 
democrática. No cabe plantearse el tema de la legitimidad del régimen 
español ni en términos democráticos ni dinásticos. Por ello, Sánchez Agesta 
subraya su carácter revolucionario. Como tal, no puede hablarse 
estrictamente de un régimen legítimo, sino uno fundado en el derecho de 
rebelión. “En la situación actual del mundo político este poder 
[Constituyente] solo puede manifestarse como revolucionario y con tal 
carácter habría que estudiar su legitimidad en conexión con el derecho de 
rebelión y la doctrina suareciana de la trasmisión del poder..”. (ibid: p. 342). 
El régimen franquista no puede  legitimarse ni  dinástica ni 
democráticamente. 

Ante el dilema propuesto por Schmitt entre legitimidad y dictadura, no le 
cabe a Sánchez Agesta sino abrazar la facticidad y reconocer al régimen 
franquista como dictadura soberana.'* Decide, por tanto, simplemente 
desestimar el problema del titular del Poder Constituyente, negándole 
específicamente al monarca y al pueblo esa titularidad, y afirmando la 
factura puramente histórica del régimen político español. Tanto para 


Schmitt como para Sánchez Agesta la posible demarcación de un Poder 
Constituyente aristocrático u oligárquico permanece en una nebulosa 
teórica (Schmitt, 1982: pp. 98-99). No puede apelarse, por tanto, a una 
legitimidad aristocrática como alternativa frente a una dinástica o una 
democrática. La atribución del Poder Constituyente “al Rey o al pueblo 
debe considerarse únicamente como mitos históricos que tratan de reforzar 
una acción política determinada. Titular del poder Constituyente, dada su 
específica naturaleza histórica, no es quien quiere o quien se cree 
legitimado para serlo, sino más simplemente, quien puede, esto es, quien 
está en condiciones de producir una decisión eficaz sobre la naturaleza del 
orden” (Sánchez Agesta, 1951: p. 342). La coincidencia de este texto con lo 
que he llamado la fase conservadora-revolucionaria de Schmitt es patente 
(Cristi, 1993). El realismo de Sánchez Agesta no le permite cubrir con un 
manto de legitimidad la desnudez revolucionaria del régimen franquista. 

En casos de reforma de la Constitución se activa lo que Sánchez Agesta 
llama “Poder Constituyente constituido”, y que Schmitt solo considera 
como una manifestación extraordinaria del Poder legislativo. Sánchez 
Agesta reconoce ahora que el Poder Constituyente constituido se basa en la 
doctrina de la soberanía nacional, que identifica con la teoría de Poder 
Constituyente del pueblo (Sánchez Agesta, 1951: p. 342). Este 
reconocimiento tardío de la soberanía popular no deja de sorprender. En su 
Teoría de la Constitución, Schmitt tiene que ajustarse a la situación 
histórica en la que vive y manifestar su lealtad al orden democrático-liberal 
imperante. Esto incluye un reconocimiento del pueblo como titular del 
Poder Constituyente. En España, en cambio, se vive a partir de 1936 un 
prolongado proceso revolucionario que determina “un total vacío 
institucional” (Sánchez Agesta, 1974: p. 466). El Poder Constituyente del 
pueblo es suprimido y se le reemplaza por la potestad Constituyente de 
Franco. Sánchez Agesta, como se ha visto más arriba, puede referirse al 
Poder Constituyente original sin discutir la cuestión de su titularidad. 
Encuentra ahora una manera de reintroducir esta cuestión cuando se 
refiere a la noción de Poder Constituyente constituido. Es solo a propósito 
de esta última noción que menciona al pueblo como titular del Poder 
Constituyente original. Pero su función queda limitada a la mera reforma de 
una Constitución. Al pueblo efectivamente no se le considera en el 
momento de creación o supresión del orden constitucional. 


Reconoce Sánchez Agesta que, aunque el Poder Constituyente del pueblo 
es ilimitado, en su misma omnipotencia puede autolimitarse y prescribirse 
un medio legal para su ejercicio. Es su autolimitación lo que da origen a la 
noción de Poder Constituyente constituido, que así carece de la radicalidad 
del originario. “Ya no es una voluntad originaria, sino una competencia 
determinada por la misma Constitución y sujeta por ella en su ejercicio a 
procedimiento. Se trata, pues, de un poder Constituyente establecido, o si 
se quiere expresar más estrictamente, de un poder Constituyente 
constituido” (Sánchez Agesta, 1951: p. 343). Su esencia consiste en el 
“establecimiento por la misma Constitución de un órgano y eventualmente 
de un procedimiento para su reforma” (ibid: p. 343). Se distingue del Poder 
Constituyente original por tres notas. En primer lugar, su legitimidad es la 
legalidad que estatuye la Constitución. De aquí se deriva su ineficacia 
histórica. En segundo lugar, su eficacia se funda en el respeto por la 
legalidad vigente. Finalmente, aunque no es anterior al sistema legal en su 
totalidad, lo domina en cierta medida porque puede reformar la 
Constitución o aun sustituirla “incluso en aquellos preceptos que 
establecen su competencia Constituyente” (ibid: p. 344). 

La noción de Poder Constituyente, adaptada por Schmitt a la situación 
que vive Alemania bajo el imperio de la Constitución de Weimar, debe 
acomodarse a las circunstancias vividas en España a partir de 1936. Ésta es 
la tarea que emprenden Sánchez Agesta y un número de constitucionalistas 
españoles lectores de Schmitt (cf. Beneyto, 1982; Gómez Orfanel, 1986). 
Estos autores privilegian el momento conservador-revolucionario de 
Schmitt cuando dan cuenta de la destrucción del régimen constitucional en 
1936 y la creación de una nueva Constitución por parte del régimen 
franquista. Pero una vez que el nuevo régimen se ha consolidado, y muy 
especialmente después del triunfo de las democracias al término de la 
Segunda Guerra Mundial, se busca encontrar un lugar para la soberanía del 
pueblo. La distinción entre Poder Constituyente original y derivado resulta 
perfectamente adecuado para este propósito. Se le reconoce al pueblo la 
posesión del Poder Constituyente derivativo, con lo cual se restringe su 
acción a la reforma de la Constitución. El Poder Constituyente originario, 
en cambio, ha quedado firmemente atado a la figura carismática de Franco. 
[tl Más tarde, Schmitt atacará a Stahl por haber infiltrado ideas constitucionalistas en las mentes de los 

conservadores prusianos y del rey mismo. En su ataque se mezcla una triste perorata antisemita 


que demuestra el intento por parte de Schmitt de acomodarse a la tónica dominante del régimen 
nazi (Schmitt, 1938: pp. 106-110). 


RI Schmitt separa lo que llama “doctrina positiva” de la “metafísica” del Poder constituyente, que 
pertenece a la “doctrina de la teología política” (Schmitt, 1982: 97). Para esta última, pero no para la 
primera, hay una “completa analogía sistemática y metódica” con la relación establecida por 
Spinoza entre natura naturans y natura naturata (Schmitt, 1985: 188). 


Bl La necesidad de distinguir entre estos dos Poderes surge durante la Revolución Francesa como 
manera de moderar la concepción de Sieyés. Según ésta, el Poder constituyente del pueblo no 
tiene limitaciones. No pueden preverse ni avizorarse sus futuras determinaciones, y por no estar 
sometido a ninguna forma definida, es un poder omnímodo, ilimitado, absoluto. Precisamente éste 
es el tenor de las objeciones que Forchot le dirige a Sieyés durante un debate parlamentario del 31 
de agosto de 1791 (cf. Esmein, 1921: p. 572). Este debate marca el origen de la distinción entre Poder 
constituyente y Poder constituido, aunque hay que reconocer que ya Locke expone la misma idea 
en el parágrafo 149 del Segundo Tratado del Gobierno. Es esta idea lockeana la que aplican los 
primeros constituyentes en Estados Unidos de América (cf. Pereira Menaut, 1987: pp. 48-58). 


lal En su estudio acerca de la influencia intelectual que ejerce Schmitt en el régimen franquista, José 
María Beneyto anota que ella se extendió más allá de la esfera de estudios constitucionales. Según 
Beneyto, “la asimilación del pensamiento de Carl Schmitt fue un factor determinante en la 
renovación de la ciencia política en España a partir de los años 30 y su institucionalización en el 
Instituto de Estudios Políticos (fundado en 1939, poco después del término de la guerra civil)... El 
comienzo de este interés ideológico por cuestiones de teoría política condujo a la fundación en 
Madrid de la primera Facultad de Ciencia Política en 1943. Desde un comienzo, Carl Schmitt fue el 
inspirador de estos esfuerzos” (Beneyto, 1983: pp. 20-1; cf. Lucas Verdú, 1963; Gómez Orfanel, 1986, 
1986: pp. 12-28). 


i] La noción de Poder constituyente constituido o derivado es empleada también por Marcel Prélot, 
quien cita al respecto a Roger Bonnard (Prélot, 1984: 214) y por Antonio Carlos Pereira Menaut 
(Pereira Menaut, 1987: p. 53). Entre los juristas chilenos, el primero en emplearla es Alejandro Silva 
Bascuñán (Silva Bascuñán, 1963: p. 71). También la emplean Francisco Cumplido, Humberto 
Nogueira, Jaime Guzmán y Sergio Gaete (Cumplido € Nogueira, 1990: p. 132). Dieter Blumenwitz 
usa la distinción entre Poder constituyente originario y Poder constituyente derivado para negarle 
carácter revolucionario al gobierno militar en Chile (Blumenwitz, 1992: pp. 217-19). Es interesante 
notar que en Nicolás Pérez Serrano, que sigue muy de cerca la exposición de Schmitt, no se 
encuentra esta distinción (Pérez Serrano, 1976: pp. 461-75). 


[6] Schmitt, en su Politische Theologie, observa cómo Donoso Cortés rechaza la noción de legitimidad. 
“Pero esto es esencialmente dictadura, no legitimidad. Donoso Cortés estaba convencido de que el 
momento de la batalla decisiva había arribado. Frente al mal radical la única solución era la 
dictadura. El principio de la legitimidad dinástica había llegado a ser un vacío dogmatismo” 
(Schmitt, 1922: 83; cf. ibid, 65-66). 


CAPÍTULO 4 
La génesis de la Constitución de 1980 en las 
Actas de la Honorable Junta de Gobierno 


Se encuentra en estudio la promulgación de una nueva Constitución Política del Estado, trabajo 
que está dirigido por el Profesor Universitario Dn. Jaime Guzmán. 
(JUNTA DE GOBIERNO: 13 de septiembre, 1973) 


[La junta militar] ha asumido el poder total de modo que es solo responsable de sus actos ante 
Dios y la historia. 
(JAIME GUZMÁN, Comisión Constituyente, 1974: Sesión 68, 23) 


En la Biblioteca del Congreso se conservan las Actas de la Honorable Junta 
de Gobierno (1973-1989). Estas son las actas de las sesiones secretas de la 
Junta militar reunida en el ejercicio de los Poderes constituyente y 
legislativo que se ha arrogado. Junto con los decretos leyes que se 
promulgaron y los bandos que se emitieron, son una fuente 
extraordinariamente valiosa para juristas, historiadores del derecho, 
cientistas y teóricos políticos, y público en general. Cumplido el plazo legal 
de 20 años, las actas de las sesiones del año 1973 y 1974 han pasado al 
dominio público. Publico aquí una muestra muy reducida de estas actas. La 
presente selección se ciñe a un interés estrictamente académico y responde 
a un criterio muy preciso. Solo he tomado en cuenta aquellas actas que 
puedan arrojar luz sobre el tema de este libro: el papel que le cabe a Jaime 
Guzmán en la génesis de la Constitución de 1980 y el funcionamiento de la 
Comisión Constituyente de la que es miembro. 
Las Actas que incluyo en esta selección, todas ellas de 1973 y de 1974, son 

las siguientes: 

Acta de la Sesión 1, 13 de septiembre, 1973 (completa) 

Acta de la Sesión 2, 13 de septiembre, 1973 (completa) 

Acta de la Sesión 7, 21 de septiembre, 1973 

Acta de la Sesión 8, 24 de septiembre, 1973 

Acta de la Sesión 10, 27 de septiembre, 1973 

Acta de la Sesión 17, 8 de octubre, 1973 

Acta de la Sesión 64, 10 de enero, 1974 


Acta de la Sesión 153, 5 de septiembre, 1974 

Las Actas de las Sesiones 1 y 2, que doy a conocer integralmente por su 
interés histórico, son del mismo día jueves 13 de septiembre. La primera 
sesión se abre a las 9:55 y se levanta a las 12:05; la segunda sesión se abre a 
las 10:45 (?) y se levanta a las 21:00. En relación al tema que me interesa 
estudiar cabe señalar que en el Acta de la Sesión 1 queda claramente 
consignada la intención de la Junta militar de promulgar una nueva 
Constitución. Muy significativo también es el hecho de que este proyecto 
esté ya en estudio y que se designe a Jaime Guzmán como encargado de 
dirigirlo. Esto confirma el papel protagónico que le cabe a Guzmán tanto en 
la destrucción de la Constitución de 1925 como en la génesis de la 
Constitución de 1980. 

El Acta de la Sesión 2 da cuenta de la visita del Contralor General de la 
República, Héctor Humeres Magnan, para presentar su adhesión y 
cooperación al gobierno militar. Se transcribe el extraordinario 
ofrecimiento hecho por parte del Contralor, que en cierta medida confirma 
la idea de que la Constitución del 25 y la legalidad que legitimizaba han sido 
destruidas por el pronunciamiento militar del 11 de septiembre. El 
Contralor sugiere dos posibles caminos para la tramitación de los decretos 
leyes emanados de la Junta. O bien tomar razón de ellos, o bien “ solo 
registrarlos, para la historia, sin pronunciarse, lo que le da una gran libertad 
de acción a la Junta para desenvolverse”. La Junta le manifiesta al Contralor 
que optará por el trámite más expedito que ha sugerido. Con esta 
resolución, que deja a la Junta en posesión de lo que podría considerarse 
como un cheque en blanco, la Contraloría deja formalmente de existir y se 
consuma la parte propiamente civil del pronunciamiento militar. 

El Acta de la Sesión 7 señala que la Junta acuerda dictar un decreto ley 
que designa a los juristas Enrique Ortúzar, Sergio Diez, Jaime Guzmán y 
Jorge Ovalle como miembros de una comisión encargada del estudio de una 
nueva Constitución.* De estos cuatro constitucionalistas, Guzmán es el 
único que es ya funcionario de gobierno. Su designación como encargado 
del estudio de la nueva Constitución en el Acta de la Sesión 1, y su 
capacidad como funcionario de gobierno, hace presumir que la idea de 
organizar esta comisión y la selección de sus miembros se debe a Guzmán. 

El Acta de la Sesión 8, en su punto 16, informa acerca de una nueva visita 
del Contralor. Éste sugiere ahora una modificación al trámite expedito para 
los decretos leyes que él mismo había concedido gratuitamente dos 


semanas antes. La Contraloría podría tomar razón de los decretos leyes del 
sector descentralizado y también de “aquellos del sector centralizado en 
que no tenga injerencia directa la Junta”. Esto se propone como manera de 
obtener “una mayor seguridad”. La respuesta de la Junta militar no se deja 
esperar. Tersamente señala que “se estudiará la sugerencia”.?! En sus puntos 
siguientes -del 17 al 19- el Acta señala que se resuelve centralizar el 
“aspecto legislativo” del gobierno en la Secretaría General de Gobierno; que 
se acuerda clausurar el Tribunal Constitucional, confirmando así la 
destrucción de la Constitución de 1925 y el fiat soberano de la Junta militar; 
y que la Comisión de Juristas que asesora a la Junta ejercerá sus funciones 
en el edificio del Congreso Nacional. 

El primer encuentro entre la Comisión de juristas (integrada por sus 
cuatro miembros originales) y la Junta militar queda consignada en el Acta 
de la Sesión 10. Este encuentro tiene lugar el 27 de septiembre, tres días 
después de la formación de esa Comisión. La Comisión le presenta, en esta 
oportunidad, un memorándum en que se expresan las líneas 
fundamentales de la “nueva” Constitución que se encuentra en estudio.* Se 
acuerda también, en esta reunión, fijar encuentros entre la Junta militar y la 
Comisión de juristas para dar a conocer el trabajo de esta última. 

El 8 de octubre se reúne la Junta en la Sesión secreta 17 y el Acta 
levantada informa de la decisión de apoyar la sugerencia del Ministro de 
Justicia, en el sentido de que Enrique Evans, Gustavo Lorca y el entonces 
Presidente del Colegio de Abogados, Alejandro Silva Bascuñán, se integren 
a la Comisión de juristas que estudia la nueva Constitución. El antecedente 
de este nombramiento se encuentra en una comunicación de Patricio 
Aylwin!“ al Ministro de Justicia, Patricio Prieto Gándara, entonces miembro 
inscrito en los registros del Partido Demócrata Cristiano, solicitándole la 
inclusión de miembros de ese partido en la Comisión de juristas.*! 

El Acta de la Sesión 64 del 10 de enero de 1974 contiene la exposición de 
Sergio Diez acerca del viaje a Europa de una comisión de juristas con el 
objeto de explicar en círculos judiciales y académicos los motivos que 
condujeron al pronunciamiento militar del 11 de septiembre.* Viajan a 
Europa, acompañados de sus respectivas esposas, Sergio Diez, Pedro Jesús 
Rodríguez, José María Eyzaguirre, Alejandro Silva Bascuñán, Gustavo Lorca 
y Jorge Aguirre. Al concluir la exposición, el general Pinochet felicita a la 
Comisión por el éxito de su misión. Pero una lectura de la cuenta rendida 
por Diez demuestra que se trata de una versión expurgada. No aparecen ni 


la violenta recepción en la Facultad de Derecho de Madrid, desde donde los 
miembros de la Comisión son expulsados físicamente y que determinó 
posteriormente la renuncia del Decano, ni las manifestaciones de repudio 
en París (Estos incidentes sí aparecen mencionados en la cuenta de Silva 
Bascuñán a la Comisión Constituyente). En todo caso, salvo los contactos 
con autoridades del régimen de Franco y de la Santa Sede, en los demás 
países europeos visitados no se consiguen los objetivos perseguidos. En su 
visita a Alemania, la Comisión opta por modificar el sentido de su misión y 
conformarse con obtener promesas de intercambio comercial.* 

En la mañana del 5 de septiembre de 1974, la Comisión Constituyente 
debate una comunicación del Ministro de Planificación que solicitaba 
clarificar la constitucionalidad de permitir la explotación de yacimientos 
petrolíferos por parte de compañías extranjeras (Comisión Constituyente, 
1974: Sesión 68, 22-7). En tanto que otros miembros de la Comisión se 
manifestan a favor de la idea de debatir la solicitud y de hecho presentan 
sus respectivas opiniones, Guzmán rechaza ese debate. Señala que una 
Constitución no debe considerarse como un obstáculo o una limitación de 
la actividad económica. Mientras el fracaso de los gobiernos anteriores se 
derivó de la existencia de “un orden institucional que los constreñía”, el 
presente gobierno no se topa con tales limitaciones. “Ha asumido el poder 
total de modo que solo es responsable de sus actos ante Dios y la historia” 
(ibid: 23). Y añade: “Cualquier decreto gubernamental que contradiga a la 
Constitución la modifica tácitamente. Si el interés nacional lo requiere, el 
gobierno no solo puede proceder a realizarlo, sino que también tiene el 
deber de hacerlo” (ibid: 23). Guzmán también recuerda a los otros 
miembros de la Comisión que al lograrse el acuerdo final con la Anaconda 
Copper Company, la Junta expresamente hizo mención de “su Poder 
constituyente” (ibid: 24). En otras ocasiones, la Junta consideró que no era 
necesario hacerlo. En todo caso toda esta discusión es irrelevante pues, 
según Guzmán, “no existe tal cosa como un decreto anticonstitucional” 
(ibid: 25). Reconoce así que es la junta militar, y no el pueblo, el sujeto del 
Poder constituyente. 

En la tarde de ese mismo día, Jaime Guzmán se reúne a solas con los 
miembros de la Junta de Gobierno y sus asesores, reunión que queda 
consignada en el Acta de la Sesión 153. Guzmán alerta a la Junta con 
respecto a las sentencias de la Corte Suprema que no rechazan recursos de 
inaplicabilidad y, por el contrario, declaran inconstitucionales aquellos 


decretos leyes que contradigan a la Constitución del 25. Es obvio para 
Guzmán que la Corte Suprema no ha tomado en cuenta la doctrina 
elaborada en el fundacional Decreto ley 128 del 12 de noviembre de 1973, 
por medio del cual la Junta define el sentido del Decreto ley 1 y declara que 
el 11 de septiembre ha asumido el Poder constituyente junto con los Poderes 
legislativo y ejecutivo. Esta decisión soberana de la Junta significa que no 
puede tener sentido un recurso de inaplicabilidad. No hay, en verdad, otra 
Constitución que el fiat soberano de la Junta. Esto que parece tan obvio, y 
que a la Corte Suprema así le habría parecido en su oportunidad, está ahora 
siendo ignorado. Es posible, sin embargo, que la Corte Suprema no haya 
entendido cabalmente en ese entonces el significado de afirmar que la Junta 
asumía el Poder constituyente. En todo caso, lo que el Acta de la Sesión 
153% deja en claro es que tanto los miembros de la Junta como Jaime 
Guzmán entendieron desde un comienzo el sentido revolucionario que 
tenía la decisión de arrogarse el Poder Constituyente. Ello significaba que la 
Constitución de 1925 había sido formalmente abrogada y que solo subsistía 
su forma vacía, o más bien sus “colgajos”, para usar la gráfica expresión 
empleada más tarde por Guzmán." Según esta extraordinaria doctrina, el 
sujeto del Poder constituyente era la Junta militar y no el pueblo de Chile. 

El Acta de la Sesión 153 da a conocer también el motivo de por qué se 
había evitado declarar más explícitamente que la Junta militar se había 
arrogado el Poder Constituyente. Ello habría significado admitir que la 
Constitución del 25 había sido abrogada y que lo que subsistía era una 
Constitución sumamente “flexible” determinada por el fiat soberano de la 
Junta. Pero el reconocimiento de una tal situación, admite Guzmán, podía 
“crear mil problemas”, particularmente en los momentos en que se discutía 
el arreglo con la Anaconda. Esa es la razón de por qué se evitó reconocerlo 
oficialmente. Según Guzmán, “incluso el [decreto ley] de la 
regionalización... no lo dice en parte alguna por petición de la propia gente, 
pues se negociaba el asunto del cobre y no se quería que se dijera que se 
estaba modificando la Constitución”. Pero un año más tarde, resuelta la 
situación del cobre, Guzmán no tendría problemas en admitir, como lo 
señalé más arriba, que la Constitución del 25 había dejado de existir junto 
con el Poder constituyente que la sostenía. Esta apelación a la noción de 
Poder constituyente implica, como consecuencia lógica, que la dictadura 
militar chilena no fue una dictadura comisaria, sino soberana. Es posible 
afirmar, por lo tanto, que los decretos-leyes 1, 128, 527 y 788 son análogos 


en su conjunto a la ley de apoderamiento que promulga el Reichstag el 24 de 
marzo de 1933 en Alemania al inicio de la dictadura de Hitler y al decreto de 
29 de septiembre de 1936 en España, que marca el inicio de la de Franco. El 
papel que representa Guzmán en esto es análogo al de Carl Schmitt, el 
Kronjurist alemán, y al de Francisco Javier Conde, el Kronjurist español. 


u Según consta en las Actas oficiales de la Comisión Constituyente, la primera sesión de la Comisión de 
juristas tiene lugar ese mismo día 24 de septiembre. 


BlLa Junta militar accede a la petición del Contralor. Al día siguiente, el Contralor envía un borrador de 
decreto ley que es aprobado por la Junta. La fecha asignada al decreto ley aprobado es del 24 de 
septiembre, día de la segunda visita del Contralor. En su considerando inicial, el Decreto ley N. 38 se 
basa en el fundacional Decreto ley N. 1 por el que la Junta militar asume el Poder constituyente. 
Enseguida, procede a reformar la Ley N. 10.336 de 1964, Orgánica de la Contraloría General de la 
República. Se trata, en verdad, de una refundación de esa institución que pasa a regirse por el 
nuevo Poder constituyente. (El Acta de la Sesión 153, que se analiza más adelante, confirma la idea 
de que la Junta militar se ha arrogado el Poder constituyente mediante el Decreto ley N. 1). 


Bl Para un análisis del significado político y constitucional del memorándum elaborado por la Comisión 
de juristas, supra, 92. 


lal El Acta de la Sesión 19 del 10 de octubre da cuenta de una visita realizada por Patricio Aylwin a la 
Junta militar. En ella, Aylwin expresa su desacuerdo con algunas de las medidas adoptadas, tales 
como “supresión de la autonomía universitaria, disolución de Municipalidades, gran cantidad de 
presos políticos, etc”. y a la vez indica la “disposición de los demócratacristianos de cooperar 
individualmente a la tarea de la Junta”. 


[3] Información obtenida en una entrevista concedida por Enrique Evans en Santiago el 10 de enero de 
1994. 


[6l En las Actas Oficiales de la Comisión Constituyente se pueden encontrar otras dos exposiciones que 
igualmente describen la actividad de la Comisión de juristas en Europa. La primera aparece 
consignada como Anexo Dos del Acta de la Sesión 20 que se celebra el 15 de enero. Ella pertenece 
aAlejandro Silva Bascuñán y esta fechada el 7 de enero de 1974. La segunda es también de Sergio 
Diez y aparece consignada en el Acta de la Sesión 21 que se celebra el 7 de marzo. 


Z En la exposición de Silva Bascuñán se mencionan también los nombres de Julio Durán y del 
Almirante Rodolfo Vío como integrantes de la Comisión de juristas. 


[8] En su exposición, Diez señala que se hizo entrega a un funcionario del Parlamento alemán de una 
“copia del proyecto de la Reforma Constitucional”. Con mayor propiedad se debió decir que la 
Junta militar se había arrogado el Poder constituyente y abrogado la Constitución del 25. No se 
trataba entonces de un proyecto de reforma constitucional, sino del primer esbozo de la 
Constitución que se promulgaría seis años más tarde. En la cuenta que entrega Diez a la Comisión 
Constituyente en marzo, se refiere al mismo documento como “memorándum de intenciones 
constitucionales”, una descripción que se aproxima mejor a la realidad de los hechos. 


[2] Este es el antecendente histórico de otro decreto fundacional, el Decreto ley 788 del 2 de diciembre 
de 1974. 


hol Esta afirmación es hecha por Jaime Guzmán en un artículo publicado en El Mercurio el 5 de octubre 
de 1975. En este artículo, Guzmán también afirma: “La Constitución de 1925 está muerta en la 
realidad práctica, y lo que es aún más importante, en la mente del pueblo chileno” (El Mercurio, 27). 


ml Los apuntes de clase de Guzmán confirman doctrinariamente este punto de vista. Hablando de 
constituciones “flexibles”, Guzmán da como ejemplo el período 1973-1980, que “equivale a que casi 
no haya una Constitución” (Rojas, Achurra & Dusaillant, 1996: 159; el énfasis es mío). 


Junta de Gobierno 
Secretaría General de Gobierno 


ACTA JUNTA N. 1 


SECRETO 

En Santiago, a trece días del mes de septiembre de mil novecientos 
setenta y tres, se reunió la Junta Militar de Gobierno presidida por el 
General de Ejército Dn. Augusto PINOCHET Ugarte, con la asistencia de los 
siguientes miembros: 

- Comandante en Jefe de la Armada Almirante Dn. José T. Merino Castro 

-Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea General del Aire Dn. Gustavo 
Leigh Guzmán 

-Director General de Carabineros General Director Dn. César Mendoza 
Durán 

-Secretario General de Gobierno Coronel de Ejército Dn. Pedro Ewing 
Hodar 


DESARROLLO DE LA SESIÓN 


1.— Apertura de la sesión Se inicia a las 0955 horas. 

2.— Temario. 

La Junta Militar de Gobierno acordó lo siguiente: 

a.— Aspectos varios. 

—Nombrar en calidad de Interino en la Superintendencia de Servicios 
Eléctricos, Gas y Telecomunicaciones al Coronel Dn. Jorge Araos Ibáñez. 

—Habilitar una oficina para que personal en retiro y otros puedan 
presentarse a cooperar voluntariamente a la labor de la Junta Militar de 
Gobierno. 

-Los miembros de la Junta Militar de Gobierno podrán 
independientemente tomar resoluciones ante situaciones de emergencia, 
informando posteriormente de lo obrado a la Junta. 

—En numerosas industrias y otras instalaciones los Interventores del 
gobierno anterior han huido por lo que deben nombrarse Delegados de 
Gobierno en su reemplazo. 

—El Ministerio de Hacienda debe preocuparse con urgencia del problema 
de la deuda externa. 

—Se encuentra en estudio la promulgación de una nueva Constitución 
Política del Estado, trabajo que está dirigido por el Profesor Universitario 
Dn. Jaime Guzmán. 


—El Comando de Telecomunicaciones del Ejército deberá doblar los 
medios de enlace entre los miembros de la Junta Militar de Gobierno. 

—Es de urgencia que el Ministro respectivo nombre los Vice-Presidentes 
de las Cajas de Previsión pues en ellas se encuentran valores en dinero 
efectivo posibles de ser hurtados por los ex Jefes funcionarios. 

—La normalización del país debe ser llevada a cabo paulatinamente pues 
existe el peligro de los extremistas que continúan atacando como 
francotiradores y grupos rebeldes armados, que deben ser eliminados. 

—Las radios comerciales deben quedar en cadena hasta el día lunes. 

—Los diferentes Ministros deberán organizar sus Ministerios con las 
personas que estimen convenientes, las cuales serán propuestas a la Junta 
Militar de Gobierno para su aprobación. 

—Se deberá emitir un Bando en el cual se decrete la clausura del Congreso 
Nacional y la vacancia de sus puestos. 

—Se deberá declarar fuera de la ley a los partidos marxistas. 

—Se estudiará la modificación de la Ley de Inamovilidad Funcionaria. 


b. —Para la reunión de Gabinete se fijaron los siguientes puntos: 

—Terminar con las Comisiones de Servicio que desempeñan los 
funcionarios dependientes de los Ministerios. 

—Recibir personal que desee voluntariamente prestar sus servicios, 
previa comprobación de sus antecedentes. 

—La Junta Militar de Gobierno, así como su gestión, no se abanderizará 
con ninguna ideología o partido político, luego los funcionarios que sean 
empleados deberán ser apolíticos, salvo excepciones calificadas, ex 
miembros de las FF.AA., y personal militar o de Carabineros. 

—Se deberá efectuar una limpieza de los Escalafones y terminar con los 
escalafones paralelos de tipo político. 

—Se implantará un nuevo horario de trabajo para el país de 44 horas, 
desde el día lunes hasta el sábado a las 12,00 horas. 

—Los dirigentes sindicales o gremiales deberán ejercer su trabajo y no se 
podrá hacer reuniones administrativas o laborales durante las horas de 
labor. 

—Los estudiantes deberán dedicarse a sus estudios, eliminándose 
cualquier tipo de asociaciones o federaciones. No se aceptarán huelgas o 
paros y aquellos que sean detenidos por estas circunstancias, serán 
destinados a cuarteles de la FF.AA. o Carabineros a efectuar un período de 
instrucción militar. 


—Los Sres. Ministros deberán proponer el nombramiento de sus 
respectivos Subsecretarios. 

—Mientras se restaura el Palacio de la Moneda, se ocupará como Palacio 
de Gobierno el ex edificio de la UNCTAD y llevará el nombre de Palacio 
Diego Portales. 

—Los Sres. Ministros harán todos los esfuerzos para normalizar el trabajo 
de su responsabilidad a partir del próximo lunes 17 de septiembre de 1973. 


La sesión terminó a las 12. 05 horas. 
CÉSAR MENDOZA D. PEDRO EUWING (SIC) HODAR 
GENERAL DIRECTOR CORONEL SECRETARIO GENERAL DE GOBIERNO 
JOSÉ T. MERINO CASTRO GUSTAVO LEIGH G. 
ALMIRANTE GENERAL DEL AIRE 
AUGUSTO PINOCHET UGARTE 
GENERAL DE EJÉRCITO 


ACTA N. 2 


SECRETO 
En Santiago, a trece días del mes de Septiembre de 1973, siendo las 10,45 
horas, se reunió la Junta en Sesión Secreta para tratar los siguientes temas: 
1.—El Sr. Gral. PINOCHET informa acerca de la declaración voluntaria del 
Sr. Gral. (R) Dn. CARLOS PRATS GONZÁLEZ para desmentir los rumores de 
que encabezaría un movimiento militar en contra de la Junta de Gobierno. 
2.-Se acuerda que diariamente un miembro de la Junta de Gobierno 
haría una declaración pública para información de la ciudadanía y 
desmentir rumores. 
3.—Se leyó el Informe Médico expedido por los tres médicos Jefes de las 
FF.AA. y el Jefe del Servicio de Carabineros, del examen del cadáver del Sr. 
SALVADOR ALLENDE GOSSENS. El Informe Médico quedó en poder del 
Secretario de la Junta en un sobre lacrado. 
4.—Se estudió el problema de los Prisioneros de Guerra y se decidió que 
era fundamental resolver esta situación a la brevedad. Para ello se acordó 
crear una comisión calificadora de detenidos con los siguientes 
Departamentos: 
—Depto. Jurídico 
—Depto. Logístico — Construcciones 
—Depto. Sanidad 
—Depto. Inteligencia. 
Como Jefe de la Comisión se designó al Sr. General FACH. FRANCISCO 
HERRERA L. 
Se encomendó la confección de un Decreto Ley para la creación de esta 
Comisión al Sr. Almirante Dn. RODOLFO VÍO VALDIVIESO. 
La Comisión se atendría a las siguientes normas: 
a.—Selección 
b.—Tratamiento 
c.—Proposición 
—Expulsión 
—Remisión a Tribunales Militares 
—Libertad 
Esta Comisión, en cuanto a su organización y forma de funcionamiento, 
será instruida por intermedio del Sr. Ministro de Defensa Nacional. 


5.—La Junta dispuso el cambio del Secretario de la Junta, Coronel PEDRO 
EWING HODAR, por el Coronel Dn. FERNANDO GONZÁLEZ MARTÍNEZ 
por necesidades del Servicio, derivadas de haber sido nombrado el primero, 
Secretario General de Gobierno. 

6.—Situación Gral. (R) CARLOS PRATS GONZÁLEZ. 

Se acuerda concederle autorización para salir del país debiendo 
previamente hacer una declaración pública que desmienta los rumores que 
circulan. 

7.—Se acuerda nombrar a la brevedad Embajador ante la OEA. 

8.—Reiterar a los miembros del Gabinete, que los nombramientos de 
funcionarios públicos deben hacerse sin color político, no significando ello 
persecuciones ni menos coartar la libertad de trabajo a aquellos de 
tendencias de izquierda que no sean activistas. 

9.—Los nombramientos de funcionarios de importancia además deben 
proponerse en terna a la Junta y no resolverlos los Ministros por su cuenta. 

10.—La distribución de alimentos y abastecimientos deben acelerarse al 
máximo. 

11.—La designación del Director de Odeplán debe hacerse con el máximo 
de cuidado. 

12.—Conforme a lo informado por el Sr. Ministro de Economía se acuerda 
disponer la detención del Interventor de la Cooperativa de Taxis “Porvenir” 
que en el interior del local en que funcionaba dicha organización, 
mantendría cuatro millones de escudos en repuestos. 

13.—El Sr. Ministro de RR.EE. expone: 

—Necesidad de romper relaciones de inmediato con Corea del Norte y 
dilatar igual procedimiento con Yugoslavia. 

—Conveniencia de determinar número exacto de miembros de la 
Embajada China, Misión Soviética y EE.UU. de N.A. 

-Conveniencia de detener en cuanto se le ubique, al asesor personal del 
ex Pdte. Allende. 

14.-Se acuerda: 

—Designar Embajador en USA. al Gral. (R) FACH. WALTER HEITMAN. — 
Nombrar Asesor Económico del Ministerio de RR.EE. al Sr. ROLANDO 
SAEZ (sic). 

—Hacer una defensa muy fundamentada en la O.N.U. por el Ministro de 
RR.EE. en cuanto Cuba presente la acusación que se espera haga de un 


momento a otro. Se establece sí que sería inconveniente que el Ministro de 
RR.EE. salga del país en estos momentos. 

15.—El Sr. Almirante MERINO informa: 

Que ha tenido conocimiento por el Sr. GREGORIO AMUNÁTEGUI que 
EE.UU. tenía previsto en caso de producirse un cambio de Gobierno en 
Chile, ofrecer el envío de Auditores de la CIAP para constatar la bancarrota 
del país y con ello determinar la urgencia y monto de ayuda material. 

Al respecto se acuerda instruir al Embajador en USA para que él pida la 
venida a Chile de los citados Auditores, así como también entregar una 
carta al Sr. AMUNÁTEGUI presentándolo al Embajador y recomendándole 
su asesoría. 

16.—El Presidente del Gobierno informa que el Embajador de USA ha 
ofrecido toda la ayuda que se desee la que podría ser entregada tan pronto 
se oficialice el pedido correspondiente. 

17.—El Sr. Gral. LEIGH manifiesta que el Agregado Aeronáutico de USA le 
ha expresado que para que la entrega de ayuda sea urgente, se precisaría 
indicar que Chile vive una situación de “desastre económico”. 

18.—El Sr. Almirante MERINO informa que el Sr. CLAUDIO ORREGO (sic), 
político y antiguo funcionario de la OEA en USA, ha ofrecido sus servicios 
para colaborar con la Junta en Chile. 

Se acuerda postergar su resolución al respecto prefiriéndose que 
permanezca en Washington asesorando a nuestro Embajador en USA. 

19.-Se recibió la visita del Sr. Contralor General de la República, quien, 
acompañado de dos funcionarios de dicho Alto Organismo, presentó su 
saludo y adhesión al nuevo Gobierno, junto con ofrecer su cooperación más 
decidida en todos los aspectos de su especialidad. 

Al mismo tiempo manifiesta que la Contraloría elaborará un balance 
económico general del país, a fin de que la ciudadanía se imponga del 
caótico estado financiero en que se recibe la Junta. Ofreció además 
proporcionar interventores para que los nuevos Jefes de Servicios cuenten 
con su asesoría técnica cuando se reciban de sus puestos el lunes 17 del 
presente. 

Indicó asimismo que en cuanto a la tramitación de Decretos Leyes se 
puede seguir dos caminos: 

-Tomar razón, lo que es más lento y, dado las circunstancias actuales, 
podría obligar a su organismo en determinados casos a devolverlos por 
tener vicios legales producto de la rapidez con que deberán elaborarse, y 


=solo registrarlos, para la historia, sin pronunciarse, lo que de da una 
gran libertad de acción a la Junta para desenvolverse. 

Por las razones aducidas se le manifiesta que se optará —por ahora— por 
este último procedimiento. 

Junto con agradecerle en forma muy especial su deferencia para con el 
nuevo Gobierno, se le consultó el procedimiento a seguir con aquellos 
funcionarior (sic) que manejaban fondos en E” y/o dólares y que no se 
presenten a sus puestos, a lo cual expresó que debía declarárseles la 
vacancia previa formulación de la denuncia correspondiente. 

20.—El Sr. Gral LEIGH dio a conocer el memorándum de los diversos 
temas que abordará en la exposición que hará por TV. al país en la tarde de 
hoy. 

21.—Se aprueba el nombramiento del Sr. ÁLVARO PUGA como 
Subsecretario de Gobierno. 

22.—El Sr. Almirante MERINO informó que un grupo de 30 estudiantes y 
profesionales técnicos en economía ofrecen sus servicios para cooperar a la 
Junta de Gobierno, acordándose ponerlos a disposición del Ministro del 
Ramo. 

23.—Se acuerda restituir la Guardia de Palacio, sin el ceremonial de relevo, 
a partir del 15 del presente. 

24.—El Sr. Almirante MERINO informó que tuvo conocimiento de la 
formación del “Gobierno Clandestino de la U. P”., el que estaría constituido 
por Altamirano, Viera Gallo y Juan Enrique Vega y al que se le atribuye las 
informaciones distorsionadas contrarias a la Junta de Gobierno aparecidas 
en la prensa extranjera. Los contactos de dicha organización serían las 
esposas de Altamirano y Jose Tohá y la ex Secretaria de Allende Sra. 
Contreras. 

25.-Se acuerda tomar contacto con la Cruz Roja y D.C. a fin de obtener su 
cooperación en aspectos de su especialidad y consecución de 
medicamentos. 

26.-Se estudiará la conveniencia de iniciar cuanto antes la 
reconstrucción de la Moneda o por lo menos colocar los andamios 
correspondientes. 

27.—Se aprueba proyecto Decreto Ley sobre beneficios para personal 
fallecidos en actos del servicio durante conmoción interna. 

28.-Se aprueba el nombramiento del Mayor (R) Sr. GUIDO OSSANDÓN 
SÁNCHEZ como Director de Deportes del Estado. 


29.—Se aprueba la suspensión de los Juegos Panamericanos que debía 
organizar Chile para 1975, lo que exige se comunique cuanto antes a los 
organismos correspondientes. 

30.—Se acuerda decretar por Ley la prohibición de publicar en revistas y 
diarios, fotografías y lecturas que atenten contra la moral. 

31.—Se acuerda ofrecer al Sr. Gral. (R) JORGE POBLETE ARTIGAS, el cargo 
de Presidente de la Sociedad Hipódromo Chile. 

Siendo las 21,00 horas, se levanta la Sesión. 


AUGUSTO PINOCHET UGARTE FERNANDO GONZÁLEZ MARTÍNEZ 


General de Ejército General de Brigada 
Pdte. de la Junta de Gobierno Secretario 


ACTA N.7 


SECRETO 

En Santiago, a veintiún días del mes de Septiembre de 1973, siendo las 
10,00 horas, se reunió la Junta en Sesión Secreta para tratar las siguientes 
materias: 


7.—El Sr. General LEIGH da a conocer memorándum que le ha entregado 
un grupo de abogados que lo está asesorando en aspectos legales. 

La Junta acuerda dictar un D.F.L. designando una Comisión integrada por 
los Sres. ENRIQUE ORTÚZAR, SERGIO DIEZ, JAIME Guzmán y JORGE 
OVALLE para que se aboque al estudio de la nueva Constitución Política y 
disposiciones legales complementarias de esta nueva institucionalidad. 

Se hace entrega del memorándum al Comité de Auditores para que haga 
la proposición del D.F.L. correspondiente. 


ACTA N. 8 


SECRETO 

En Santiago, a veinticuatro días del mes de Septiembre de 1973, siendo 
las 10,45 horas, se reunió la Junta en Sesión Secreta para tratar las 
siguientes materias: 


16.—Se recibe la visita del Sr. Contralor General de la República quien da a 
conocer el balance general de la Nación al 30 de Junio de 1973, solo del 
sector centralizado. 

Este antecedente será utilizado por el Sr. Ministro de Hacienda para la 
exposición de la Hacienda pública que hará a la opinión pública a la 
brevedad. 

El Sr. Contralor se refiere al trámite que están siguiendo actualmente los 
Decretos, estimando que a su juicio los del sector descentralizado y 
aquellos del sector centralizado en que no tenga injerencia directa la Junta 
podrían pasar por la toma de razón para mayor seguridad. 

Se estudiará la sugerencia. 

17.—Se acuerda organizar la Subsecretaría General de Gobierno para que 
centralice el aspecto legislativo. 

18.-Se acuerda asimismo clausurar el Tribunal Constitucional y formar 
una Comisión para que proponga la destinación del personal administrativo 
del Congreso. 

19.-Se acuerda que la Comisión de Juristas que asesora a la Junta pueda 
funcionar en el Congreso tan pronto sea destinado el personal 
administrativo ya acordado. 

20.—El Sr. Ministro de Justicia informa a la Junta de problemas y diversos 
aspectos relativos a su Cartera: 

—Forma extremadamente favorable como fue recibido en pleno por la 
Corte Suprema. 

Conveniencia de que el entendimiento entre el Ministro de Justicia y el 
Poder Judicial sea en forma directa y no recurrir a intermediarios. 

—Nueva política carcelaria. 

—Estudiar nueva Constitución Política del Estado. 

—Destaca el gesto de su actual Subsecretario que desechó un contrato del 
Perú por US$2.500 por quedarse en Chile. 


Siendo las 19,15 horas se levanta la Sesión. 


AUGUSTO PINOCHET UGARTE FERNANDO GONZÁLEZ MARTÍNEZ 
General de Ejército General de Brigada 
Pdte. de la Junta de Gobierno Secretario 


ACTA N. 10 


SECRETO 

En Santiago, a veintisiete días del mes de Septiembre de 1973, siendo las 
10,00 horas, se reunió la Junta en Sesión Secreta para tratar los siguientes 
temas: 


5.-Se recibe al Comité de Juristas constituidos por los Sres. ORTÚZAR, 
DIEZ, GUZMÁN, OVALLE y LEIGH, que asesora a la Junta de Gobierno en 
materias de su especialidad. 

El Comité da a conocer un memorándum de las metas fundamentales 
para nueva Constitución Política del Estado. 

Al respecto se acuerda fijar un día en cada quincena para que este Comité 
se reúna con la Junta para ir dando a conocer el trabajo que se vaya 
preparando. 

Asimismo se dictará una resolución interna para que dicho organismo 
pueda tener acceso a los diferentes Ministerios a fin de reunir los 
antecedentes que precise. 

La Junta agradece a los integrantes del Comité de su desinteresada y 
patriótica labor. 


AUGUSTO PINOCHET UGARTE FERNANDO GONZÁLEZ MARTÍNEZ 
General de Ejército General de Brigada 
Pdte. de la Junta de Gobierno Secretario 


ACTA N. 17 


SECRETO 
En Santiago, a ocho días del mes de Octubre de 1973, siendo las 10,00 
horas se reunió la Junta en Sesión Secreta para tratar los siguientes temas: 


4.—La Junta acuerda —en atención a lo propuesto por el Sr. Ministro de 
Justicia- que dos miembros de ese Ministerio, los Sres. EVANS y LORCA y el 
Sr. Pdte. del Colegio de Abogados, integren la Comisión que se encuentra 
estudiando la Nueva Constitución Política del Estado. 


AUGUSTO PINOCHET UGARTE FERNANDO GONZÁLEZ MARTÍNEZ 
General de Ejército General de Brigada 
Pdte. de la Junta de Gobierno Secretario 


República de Chile 
Junta de Gobierno 


ACTA N. 64 


SECRETO 

—En Santiago, a diez días del mes de enero de 1974, siendo las 16.20 
horas, se reúne la Junta de Gobierno en Sesión Secreta para tratar las 
siguientes materias: 

1.—Se recibe en audiencia a la Comisión de Juristas que visitó Europa, 
para dar a conocer la realidad chilena, integrada por los señores Sergio 
Diez, Pedro Jesús Rodríguez, José María Eyzaguirre, Alejandro Silva, 
Gustavo Lorca y Jorge Aguirre. 

El señor Diez, Jefe de la Comisión, expone lo siguiente: 

En España, la Comisión fue recibida por el Presidente del Tribunal 
Supremo, Valentín Silva, y por el pleno de esa Corte; asimismo fue recibida 
por el Ministro de Justicia español, don Francisco Ruiz, y por el Presidente 
del Instituto de Estudios Políticos de Madrid, Luis Legas Lacamara (sic). 

En Madrid se realizaron conferencias de prensa y televisión, a las cuales 
asistieron corresponsales de toda Europa. 

Se tomó contacto con el señor Luis Giménez, de la revista “Cuadernos 
para el diálogo” y con la revista “Discusión y Convivencia”, de tendencia 
D.C. de derecha. 

En resumen, el señor Diez expresa que en España hay muy buena 
disposición hacia el Gobierno de Chile en todos los círculos y un gran 
desconocimiento de lo sucedido durante el gobierno de Allende. 

Además, establece que las posibilidades de obtener cooperación son muy 
grandes. 

Los diarios y revistas se mostraron muy abiertos y receptivos a la 
información. La Agencia EFE mostró su mejor espíritu y siguió a la 
Comisión a través de su gira por Europa. 

Estima que sería de gran consecuencia que algún diario chileno tuviera 
relaciones con esta Agencia de España. 

En Francia la situación no fue tan clara como en España. El señor José 
María Eyzaguirre no pudo tomar contacto con la Corte de Casación, porque 
el Canciller galo manifestó que el Ministro de la Corte Suprema no había 
sido invitado por el Gobierno francés. 


Los profesores universitarios tuvieron conversaciones con el señor 
Alejandro Silva y Pedro Rodríguez. De su informe se deduce que sus 
conversaciones con el señor Jacques Chatzal (sic), Director de Ciencias 
Políticas de la Universidad de París; con el señor Cavar (sic) y el señor 
Drago, fueron muy interesantes y que se discutió largamente el proceso 
chileno. 

La influencia de estos profesores en Francia es realmente importante, 
pues son los que están haciendo las publicaciones, escribiendo los libros. 

El Presidente del Colegio de Abogados, no quiso recibir al señor Silva, 
porque ya tenía prejuicios sobre la situación chilena. 

En Suiza, donde fueron los señores Gustavo Lorca y Jorge Aguirre, se 
tomó contacto con la Comisión Internacional de Juristas; la relación 
completa de la entrevista se entregará en la Cancillería. Esta reunión, que 
empezó siendo muy fría, terminó siendo muy cordial. 

En Inglaterra se tomó contacto con la Universidad de Londres, 
Universidad de Cambridge, Asociación de Abogados, Lord Chief Justice y 
con el Banco de Londres. 

Alemania, en realidad, tiene tres capitales: Bonn, Frankfurt y Hamburgo. 
En Bonn hubo entrevista muy importante al ser recibidos por el señor Karl 
Morch (sic), Subsecretario Parlamentario de la Cancillería, encargado de 
responder ante el Congreso de los problemas políticos internacionales. 

Se tuvo una entrevista, fijada por él de 15 minutos, que duró más de dos 
horas, en la cual se le dio a conocer lo sucedido en Chile antes y después de 
los acontecimientos del 11. Se mostró tan interesado en la situación, que 
pidió a la Comisión que, si tenían tiempo, se quedaran en el Ministerio, 
porque tenía que contestar las preguntas de los parlamentarios y no tenía 
información suficiente de Chile. Agregó, además, que había una serie de 
preguntas que él no podía hacer por vía diplomática, pero que quería 
formularlas a esta Comisión. Fueron como 20 o 30 preguntas relativas: al 
Poder Judicial, a la situación económica y a la situación de los miembros del 
Partido Radical que forma parte de la Social Democracia. 

Se le entregó copia sobre el proyecto de la Reforma Constitucional. 
Estaba muy preocupado de si en Chile se iba a hacer un proceso paralelo al 
de Nuremberg; eso empaña la imagen. Expresó su deseo que se apuraran los 
procesos contra los miembros de la U. P. Se le contestó que era mejor que se 
alejaran un poco los hechos para que prevaleciera la justicia en las 


decisiones y no el apasionamiento de los sucesos, con lo cual coincidió 
pues no había tomado las cosas desde ese punto de vista. 

Sobre el problema del Embajador sueco, se le hizo presente que un país 
que tiene 6.00 (sic) refugiados, que se entiende con decenas de 
Embajadores y diplomáticos y que tiene problemas con uno solo, no cabe 
duda de quien es la responsabilidad. Encontró toda la razón. 

Al despedirse dijo la siguiente frase: “Es evidente que el caso chileno 
tiene otro ángulo”. 

Se realizó una reunión con el Jefe de los Diputados D.C. para asuntos 
internacionales, señor Kitt (fonética). El Partido D.C. para asuntos 
internacionales, está en una posición muy favorable a Chile. Este partido 
está dividido en dos bandos: Uno que sigue en forma imparcial lo que pasa 
en Chile, y otro que le hace el juego al marxismo. 

En Hamburgo se tuvo una reunión con varios hombres de prensa y TV., 
hombres de negocios y banqueros, donde se tuvo conocimiento de una 
circular de la Sociedad Ibero-Americana, que ha explicado en toda 
Alemania, con toda valentía, el caso chileno. 

En Frankfurt se tomó contacto con hombres de la Banca, los que están 
dispuestos a ayudar. Una relación de estos banqueros se entregó al Ministro 
de Economía, señor Léniz, para que la considere el Sr. Raúl Sáez en su viaje 
a Europa. 

—La acogida en Alemania fue muy buena, y las opiniones de la Comisión 
provocaron interés entre los periodistas, dando origen a una polémica, 
llamando la atención el hecho de que los asilados socialistas se fueran a 
Alemania Occidental y no a la Oriental. 

-Chile pasó de ser país condenado, a país debatido. En general, las 
conclusiones de Alemania son: 

—El Gobierno alemán está muy interesado en lo que pasó en Chile. 

-Tiene preocupación por el destino constitucional de Chile y quedó 
tranquilo. 

-Tiene en la epidermis el problema del nacismo, de manera que les 
preocupa que en Chile pueda haber un proceso parecido al de Nuremberg, 
echando a perder la imagen de Chile. 

—La pena de muerte les molesta, pero se les expresó que en Chile había 
pena de muerte porque el Congreso había rechazado una proposición de 
suprimirla. 


—La buena disposición para las operaciones comerciales es evidente. Lo 
prueba una comisión comercial que viene a fines de enero. 

-Los Bancos se manifestaron muy dispuestos a financiar las 
exportaciones alemanas a Chile en artículos de consumo, cemento y 
artículos alimenticios. 

El caso chileno está debatido en la prensa alemana; salen editoriales. 

—En general, la visión de la Comisión es que en este momento hay dos 
países importantes en Europa, sin desconocer los demás, que son España y 
Alemania. 

—La situación económica de Inglaterra e Italia es desastrosa; hay 
indisciplina laboral. 

Italia está en una época de decadencia moral increíble, en que los 
partidos políticos están muy corrompidos. Se estima que la situación 
política italiana es insostenible, similar a lo que pasaba en Chile en tiempos 
de Allende. 

Francia tiene una posición difícil de determinar, porque el Gobierno 
comprende lo que sucede en Chile, pero que la posición francesa es 
solamente por evitarse problemas políticos internos. 

En la Santa Sede se conversó con el Secretario de Estado del Vaticano, 
señor Cassarolli, quien manifestó: 

a) Que conocía lo que había significado el Gobierno de Allende para 
Chile. 

b) Que tiene pleno conocimiento de la condición de cristianos de los 
chilenos y, también, de la condición de demócratas, y agregó una frase: 
“Que este paso que se había dado por las FF.AA. chilenas no indicaba una 
ruptura de esta condición”. 

c) Agregó que la actitud del Vaticano debía ser muy prudente y que 
comprendía nuestra situación. Señaló que esa prudencia se explicaba por la 
circunstancia de que existían diversos sectores interesados en atacar el 
actual régimen político chileno y de estos sectores había también católicos. 

Ellos esta comprensión la iban a llevar a los hechos, procurando, con 
prudencia debida, prestarnos la colaboración que un Gobierno como el 
nuestro precisa, pues sabían que aunque fuera cierto lo que se decía del 
actual, ellos lo preferían al Gobierno marxista, porque comprendían el 
peligro que significaba para una nación cristiana y democrática y como 
expresión de un experimento que podría servir a otras naciones. 


Agregó: “comprendo perfectamente la reacción del comunismo 
internacional con relación al problema chileno, puesto que un fracaso en 
Chile tendría repercusiones en las naciones donde los comunistas quieren 
repetir la experiencia chilena”. 

El comunicado del Vaticano a la prensa lo hizo el Cardenal Cassarolli y 
puntualizó: 

a) Que la entrevista había sido muy cordial. 

b) Que los objetivos de la Comisión se habían cumplido. 

c) Que la entrevista fue calificada por la Santa Sede como de la mayor 
utilidad para las relaciones entre el Vaticano y el nuevo Gobierno de Chile. 

El señor Diez expresa: 

1) Que hay que mantener una política de Embajada a la ofensiva. 

2) No deberían quedarse en el mismo país los Encargados de Negocios 
que representaron, por razones de su profesión, al régimen anterior. 

3) Que los Agregados Culturales y de Prensa escriben desde fuera para 
ser publicados en Chile, pero lo que se necesita es hablar y hacer 
publicaciones en el extranjero. 

En España existe mucho interés en conectarse con Chile. 

Se conversó con el Presidente del Instituto de Desarrollo Agrario y el 
Presidente del Instituto Nacional de Industria, quienes vendrán a Chile en 
una comisión para estudiar las posibilidades de traer ayuda económica en 
términos de industia y agricultura. Ellos pretenden hacer inversiones en 
Chile que serían para nosotros ampliamente favorables, ya que harán los 
aportes para infraestructuras económicas, instalaciones de plantas 
industriales. Ellos desean como compensación el 50% de la producción, 
que es deficitaria en España, a precios del mercado mundial. 

El Presidente de la Junta expresa que, a nombre del Gobierno, les 
agradece el cumplimiento de esta misión, que se realizó tal como la Junta se 
lo imaginó, en forma amplia y sobresaliente. Por las personas que 
integraban la Comisión, desde el principio la Junta estuvo convencida de 
que esta misión iba a ser cumplida en forma sobresaliente. Por eso, les 
agradecemos esta gira que ha permitido aclarar en parte muchos puntos 
que en Europa están ocultándose. Solo cabe felicitarlos por la forma en que 
llevaron a cabo la Comisión. 


AUGUSTO PINOCHET UGARTE AUGUSTO LUTZ URZUA 
General de Ejército General de Brigada 


Pdte. de la Junta de Gobierno Secretario de la Junta de Gobierno 


República de Chile 
Junta de Gobierno 


ACTA N. 153 


SECRETO 

— En Santiago, a cinco días del mes de septiembre de 1974, siendo las 
16.25 horas, se reúne la Junta de Gobierno en Sesión Secreta para tratar las 
siguientes materias: 


El Sr. Jaime Guzmán, Abogado — Hay una cosa sobre esto que no va a 
tener incidencia aquí, porque no modificamos la Constitución, pero que 
esta mañana me dejó preocupado. Aprovecho lo planteado aquí porque 
tiene bastante incidencia en cualquier proyecto que se esté enviando, y es 
que la Comisión de la Constitución se informó esta mañana que la Corte 
Suprema acaba de dictar hace muy poco una sentencia diciendo que el 
decreto ley que contradiga la Constitución es inconstitucional y, por lo 
tanto, acogió recurso de inaplicabilidad; o sea, sostiene que para modificar 
la Constitución hay que decirlo expresamente. Esto es muy grave, porque 
resulta que expresamente, cuando se dictó el decreto ley 128, que nos tocó 
redactarlo allá en la Comisión de la Constitución, yo propuse que se pusiera 
un inciso que dijera claramente que nunca procedería recurso de 
inaplicabilidad respecto de un decreto ley, porque si el decreto ley 
contradice la Constitución, se entiende que la Junta ha hecho uso de la 
facultad constituyente y modificó la Carta Fundamental. En esa ocasión, de 
la Corte Suprema nos dujeron (sic): “Saquen eso, porque es tan obvio que 
no vale la pena ponerlo. Ese va a ser el considerando de la sentencia cuando 
rechacemos un recurso de inaplicabilidad”. Y resulta que ahora les mandan 
un recurso de inaplicabilidad y lo han acogido, según informaron esta 
mañana. 

La Srta. Asesora Jurídica del Sr. P. de la J.: El origen de eso es clarísimo. 
Eso viene de la Contraloría, donde, conversando sobre un proyecto, yo dije: 
“Si esto es inconstitucional, está modificando la Junta, que tiene el Poder 
Constituyente en sus manos, la Constitución”. “Sí” —me dijo el Contralor— 
“pero que lo diga expresamente, porque sino yo no lo acepto”. 

El Sr. Almte. Merino, M. de la J. — Esto viene de lo siguiente: que en un 
decreto —no recuerdo en cuál fue— nosotros cometimos el error de decir que 


“actuando como Poder Constituyente, se procedía a tal y tal cosa”. 

El Sr. Jaime Guzmán, Abogado — En el decreto que arregla el problema 
con la Anaconda. 

El Sr. Almte. Merino, M de la J. — Exacto. Ahí fue el error. 

El Sr. Jaime Guzmán, Abogado — Eso les puede crear mil problemas, 
porque les pueden empezar a decir que son inaplicables o 
inconstitucionales todos los demás decretos leyes que modifican la 
Constitución sin haberlo dicho; incluso el de la regionalización que no lo 
dice en parte alguna por petición de la propia gente, pues se negociaba el 
asunto del cobre y no se quería que se dijera que se estaba modificando la 
Constitución. De modo que sería indispensable dictar un decreto ley 
aclaratorio especificando claramente este punto para evitar todo problema 
para adelante y para atrás. 

El Sr. Almte. Merino, M de la J — La Contraloría tiene toda la razón del 
mundo, porque al haberlo hecho en una ocasión se estableció el precedente 
de que cuando nosotros quisiéramos modificar la Constitución, íbamos a 
decirlo que, como Poder Constituyente, lo hacíamos. 

La Srta. Asesora Jurídica del Sr. P. de la J. — Pero lo dijeron en el Decreto 
Ley 1, y nuestro derecho siempre se había vanagloriado de no ser 
formalista, salvo el Derecho procesal que está sujeto a fórmulas. 

El Sr. Jaime Guzmán, Abogado — Es cosa de dictar un decreto ley muy 
breve, de cuatro líneas, aclaratorio. 

El Sr. General Leigh, M. de la J. — Pero es necesario hacerlo. 

El Sr. Presidente de la J. — El decreto a que se hizo mención dice: “Declara 
que la Junta en el ejercicio de su misión garantizará la plena eficacia de las 
atribuciones del Poder Judicial y respetará la Constitución y las leyes de la 
República en la medida en que la actual situación del país lo permita”. Y eso 
lo aceptaron. 

El Sr. Almte. Merino, M. de la J. — Hay que dictar rápidamente el decreto 
aclaratorio. 


AUGUSTO PINOCHET UGARTE PEDRO EWING HODAR 

General de Ejército Coronel 

Pdte. de la Junta de Gobierno Secretario de la Junta de Gobierno 
Jefe de Estado 


CAPÍTULO 5 
Poder constituyente, democracia 
y derechos humanos 


La Constitución presupone una ciudadanía que entienda claramente los ideales que inspiran su 
práctica política. 
(ACKERMAN, 1991: pp. 3-4) 


La mayor parte del pueblo no está en condiciones de analizar, entender y evaluar un proyecto de 
Constitución Política del Estado. 
(GUZMÁN, 1992a: p. 106) 


El movimiento de protestas en contra del régimen militar de Pinochet que 
se inicia en diciembre de 1982, y que culmina en octubre de 1989 con el 
triunfo del No, puede ser interpretado como una manifestación del Poder 
constituyente del pueblo. Uno de los resultados del triunfo de 1988 es la 
convocatoria al plebiscito de 1989, cuya aprobación introduce reformas al 
texto de la Constitución de 1980. Si bien es cierto que este plebiscito, y el 
sentido de la reformas que introduce, confirma que el Poder constituyente 
ha sido retomado por el pueblo, esa toma de posesión es parcial. Persisten 
en el texto constitucional aprobado ciertas instituciones que no permiten la 
plena expresión del nuevo sujeto de Poder constituyente. Esto podría 
explicar por qué se ha manifestado en Chile, en estos últimos años, un 
creciente desencanto político y constitucional. El pueblo aún no parece 
sentirse comprometido con las instituciones democráticas dispuestas en la 
Constitución. Tal como la Constitución de 1822 fue interpretada en una 
oportunidad por Guzmán como “un ardid” de O'Higgins para “prolongar su 
mandato” (Guzmán, 1982a: 6), hoy día se interpreta nuestra Constitución 
como un ardid para soslayar los efectos del sufragio universal y anular el 
gobierno de la mayoría. Es una cuestión abiertamente discutida si las 
reformas constitucionales introducidas por el plebiscito de 1989 
efectivamente expresaron el anhelo democrático que guió a la movilización 
popular a partir de 1982. Por ello, el tema político de estos últimos años en 
Chile ha sido el tema de la transición a la democracia. 


Tres puntos de vista monopolizan la discusión, no permitiendo que 
aparezcan perspectivas diferentes. Para algunos, la transición a la 
democracia ha sido un proceso gradual que ha concluido con éxito: 
funciona un Parlamento, hay elecciones libres y los partidos políticos 
actúan sin trabas. Se piensa también que con la trasmisión del mando en la 
Comandancia en Jefe del Ejército, y luego con la detención del general 
Pinochet en Londres, se extinguió el último reducto de la dictadura militar. 
Para otros, la transición ha sido un proceso no concluido aún. Como 
enclaves no democráticos se mencionan los residuos corporativistas de la 
institución parlamentaria (designación de senadores y la senaturía vitalicia 
para ex Presidentes de la República) y un sistema electoral binominal que 
limita la expresión de la mayoría democrática. Por último, están aquellos 
que piensan que la democracia es un ideal aproximable, pero en sí 
inalcanzable. La esencia de la democracia real no se podría realizar 
perfectamente y siempre quedaría un margen de profundización. La 
democracia verdadera sería una eterna transición hacia ella. 

Lo que no está en discusión es el postulado que define la transición a la 
democracia como un proceso necesariamente gradual. Se piensa que la 
transición chilena sería inconcebible de otra manera. Paradójicamente, no 
está tampoco en discusión la idea de que en 1973 la transición a la dictadura 
no fue en absoluto gradual sino inmediata, y de que durase solo un instante 
—el instante de la decisión por la que se promulgó el Decreto Ley 1, 
mediante el cual se destruyó la Constitución de 1925—. Hay que reconocer 
que existió aquí transición, pero que en este caso ella fue inmediata y no 
gradual. 

El sentido del Decreto Ley 1 fue más tarde explicitado por los Decretos 
Leyes 128, 527 y 788. Estos señalaron que mediante el Decreto Ley 1, la Junta 
de Gobierno asumió el Poder constituyente. Esta es la noción que permite 
explicar la instantaneidad de la transición de la democracia a la dictadura 
en 1973. La extraordinaria idea de un Poder constituyente que está situado 
más allá de la juricidad es una categoría protometafísica que debería 
propiamente ser el objeto de una teología política. Para Juan Donoso Cortés, 
en quien se inspira el redactor del Decreto Ley 1, el Poder constituyente “no 
puede localizarse por el legislador ni formularse por el filósofo, porque no 
cabe en los libros y rompe el cuadro de las constituciones; si aparece alguna 
vez, aparece como el rayo que rasga el seno de una nube” (Donoso Cortés, 
1984: 72). El Poder constituyente, cuando es invocado, opera normalmente 


con la celeridad instantánea del rayo. Por ello puede decirse que fue 
instantánea y completa la transición a la dictadura en septiembre de 1973. 
Si se aplica esa noción a la transición democrática de 1988, habría que decir 
lo mismo, es decir, que la transición también fue instantánea, completa y 
no gradual. El Poder o Potestad constituyente se trasladó, en esta ocasión, 
de la Junta de Gobierno al pueblo chileno. 

¿Significa esto que, con anterioridad a 1988, el pueblo no tiene injerencia 
como tal en la vida constitucional del país? ¿Qué podría decirse, entonces, 
del plebiscito que supuestamente aprueba la Constitución de 1980? ¿No se 
activa el Poder constituyente del pueblo en esa ocasión? ¿No es en 1980, 
como sostiene Jaime Guzmán, que efectivamente se inicia la transición a la 
democracia? 

Más arriba, en el capítulo 3, sección 3, se consigna una posible respuesta 
a estas interrogantes. La Declaración de Profesores de la Facultad de 
Derecho de la Pontificia Universidad Católica de Chile respecto de la 
Convocatoria a Plebiscito para Ratificar la Constitución (Blumenwitz « 
Gaete, 1981: 47-54), que publica El Mercurio en agosto de 1980, reconoce a la 
Junta de Gobierno como sujeto del Poder constituyente originario. Como 
tal, se ha arrogado, y a la fecha posee, el derecho de otorgar una 
Constitución si esa fuese su decisión. En ningún caso puede considerarse la 
convocatoria a plebiscito como un requisito indispensable para otorgarle 
legitimidad a la nueva Constitución. En caso de ser negativo el resultado, no 
por ello perderá la Junta de Gobierno su Poder constituyente originario y no 
por ello podrá quedar impedida de otorgar una nueva Constitución o 
promulgar el mismo texto rechazado plebiscitariamente acudiendo a su fiat 
supremo. 


En caso de no aprobarse el texto constitucional, no perderá por ello la 
Honorable Junta de Gobierno el Poder constituyente originario, en el 
ejercicio del cual proceder en lo formal del modo que más conveniente 
le parezca para dotar al país, en definitiva, de una nueva 
institucionalidad en la oportunidad y modo que estime del caso, 
mientras no se aparte de la consecución del bien común en el ejercicio 
de todas sus potestades (Blumenwitz & Gaete, 1981: p. 51). 


La opinión de los juristas que firman esta declaración pública, entre los 
cuales se incluye Jaime Guzmán, está refrendada por el tenor del decreto 
que convoca al plebiscito. Al momento de dictar el Decreto Ley 3.464, de 8 


de agosto de 1980, la Junta de Gobierno apela explícitamente a su Poder 
Constituyente, cuya titularidad ha adquirido en septiembre de 1973. En su 
Proemio, este Decreto Ley establece: 


La Junta de Gobierno de la República de Chile, en ejercicio de la Potestad 
constituyente, ha acordado aprobar como nueva Constitución Política 
de la República de Chile, sujeta a ratificación por plebiscito, el siguiente 
Decreto Ley: Constitución Política de la República de Chile (Decreto Ley 
3.464; el énfasis es mío). 


Lo notable en este texto es la ambigiiedad que deja entrever. Parecería 
indicarse que la Junta de Gobierno, en cuanto Poder constituyente, estaría 
sujeta a una cierta condición. La condición en este caso sería la ratificación 
plebiscitaria. Pero el Poder constituyente que se ha arrogado la Junta de 
Gobierno no puede reconocer límites en el derecho positivo (aunque 
ciertamente los tiene, como reconoce la Declaración de Profesores, en el 
derecho natural, es decir, en la consecución del bien común).* No es el 
Poder constituyente, ni la Junta de Gobierno misma, los que se dicen estar 
sujetos a ratificación por plebiscito. Lo que está “sujeta” a ratificación es la 
Constitución misma, es decir, su texto. Si el plebiscito fuere negativo, 
podría plebiscitarse otro texto, o podría procederse al modo de tel est notre 
plaisir absolutista, es decir, “en la oportunidad y modo que estime del 
caso”, como señala la Declaración de Profesores. 

Todo esto significa que, con anterioridad a 1988, el pueblo no tiene 
injerencia como tal en la vida constitucional del país, que el plebiscito de 
1980 no activa el Poder constituyente del pueblo, y que en 1980 no se inicia 
la transición a la democracia, como sostiene Guzmán. Solo en 1988 puede 
decirse que comienza la transición a la democracia. Cuando se manifiesta 
plenamente el Poder constituyente del pueblo y se extingue el de la Junta de 
Gobierno hay plena democracia instantánea (aunque la plenitud sea, en ese 
momento, en principio solamente, y no tenga efectividad real como lo 
prueba el hecho de que tanto la Junta de Gobierno como Pinochet 
continúen en el poder hasta marzo de 1990). 

Esta plenitud democrática que resulta evidente a la luz del cambio 
ocurrido en la titularidad del Poder constituyente, no es reconocida como 
tal por el Tribunal Constitucional. Su sentencia de 18 de marzo de 1998, 
redactada por Eugenio Valenzuela Somarriva, implícitamente admite que la 
titularidad del Poder constituyente reside aún en la Junta de Gobierno y no 


en el pueblo chileno. En su punto 10, la sentencia cita la definición del 
Poder constituyente que elabora el jurista argentino Segundo Linares 
Quintana. Según Linares, Poder constituyente es “la facultad inherente a 
toda comunidad política soberana a darse su ordenamiento jurídico político 
originario por medio de una Constitución y a reformar a ésta total o 
parcialmente cuando sea necesario” (Linares Quintana, 1978: p. 201). La 
sentencia cita esta definición en forma incompleta, y determina así un 
error de razonamiento en el fallo. El problema reside en que la cita no 
explicita ni tampoco explica el contenido de esa noción. Parte esencial de 
ese contenido es el tema de la identidad del sujeto o titular del Poder 
constituyente. Linares trata este tema unas páginas más adelante bajo el 
subtítulo “Titularidad del Poder constituyente”. Allí, Linares introduce el 
tema de la siguiente manera: 


En las monarquías teocráticas y absolutas de la antigüedad, el monarca 
era el titular del Poder constituyente; y en todo tiempo, en los régimenes 
autoritarios o despóticos, tal suprema facultad es detentada por un 
individuo o grupo de individuos que oprimen a los demás habitantes. 
Pero en el Estado constitucional el sujeto del Poder constituyente es el 
pueblo y únicamente es la comunidad política soberana la que ha de 
decidir sobre la organización constitucional del Estado (ibid: p. 211). 


Este punto también lo considera el jurista chileno Alejandro Silva 
Bascuñán, quien, en su Tratado de Derecho Constitucional, señala: 
“Dependerá de la precisión del titular de la soberanía la determinación de 
quien es el poseedor de la función constituyente, principal atributo de 
aquella: y así lo será el rey en las monarquías absolutas, la clase privilegiada 
en las aristocracias, la nación o el pueblo en las democracias” (Silva 
Bascuñán, 1963: I, p. 71). Tanto Linares como Silva Bascuñán consideran la 
posibilidad de un sujeto de Poder constituyente distinto del pueblo y 
reconocen que un individuo o un grupo de individuos pueden asumir esa 
potestad. Linares reconoce además, basándose en Schmitt, la posibilidad de 
que una Constitución sea destruida o también suprimida. Estas son 
situaciones distintas de la mera reforma, la violación o la suspensión 
constitucional (Linares Quintana, 1978: p. 225). 

Cuando la sentencia de 1998 se refiere a la definición de Linares y 
acuerda que el Poder constituyente es una facultad inherente a “toda 
comunidad política soberana”, no toma en cuenta lo que establece Linares 


y deja sin definir la particular forma política y la identidad del sujeto o 
titular del Poder constituyente. Al referirse en su definición a “toda 
comunidad política soberana”, identifica implícitamente al pueblo o a la 
nación como titular constituyente. No toma en cuenta que también puede 
serlo un monarca (como lo estableció el principio monárquico durante la 
Restauración borbónica), una casta aristocrática (como en Florencia con los 
Medici), un caudillo monocrático o una junta militar, como lo establece 
Schmitt en su Teoría de la Constitución (cf. más arriba el Apéndice al 
capítulo 3), o también “un individuo o grupo de individuos que oprimen a 
los demás habitantes”, como señala Linares en el texto arriba citado. 

En la sentencia del Tribunal quedan a la vista las consecuencias de no 
identificar explícitamente al titular constituyente. En su punto 11, la 
sentencia postula la siguiente premisa: 


Que la Carta Fundamental de 1980 constituye una manifestación del 
Poder constituyente originario, ya que ella surge como consecuencia del 
quiebre institucional ocurrido en septiembre de 1973 y al margen de las 
normas establecidas en la Constitución de 1925 para su reforma 
(Tribunal Constitucional, 1998: p. 8). 


Al no distinguir entre los diferentes posibles sujetos constituyentes, la 
sentencia erróneamente asume que el titular constituyente de 1980 y el que 
existe en la actualidad tienen que ser uno y el mismo. Para demostrar este 
error hay que tomar en cuenta una sentencia previa del Tribunal 
Constitucional donde tal error no se manifiesta. 

La sentencia de 21 de diciembre de 1987 del Tribunal Constitucional 
(Rol No. 46) responde al requerimiento en contra de Clodomiro Almeyda 
formulado por Ricardo García, entonces Ministro del Interior del gobierno 
militar. Esta sentencia no incurre en error a pesar de que su razonamiento 
es idéntico al formulado por el Tribunal en marzo de 1998. (Hay que tener 
en cuenta que la sentencia de 1987 es redactada por Enrique Ortúzar, quien 
presidiera la Comisión Constituyente de la Junta de Gobierno). En su punto 
33, se responde de la siguiente manera a los puntos 3, 4, 5 y 6 de la defensa 
de Clodomiro Almeyda que alegan la ilegitimidad de origen, de contenido y 
de ejercicio de la Constitución de 1980: 


Que este Tribunal carece absolutamente de jurisdicción para entrar a 
pronunciarse sobre la legitimidad de la Constitución de 1980, ya sea que 


tal ilegitimidad se apoye en su origen y contenido, ya sea que ella se 
haga derivar de la gestión realizada por el actual gobierno (Tribunal 
Constitucional, 1993: p. 74). 


En seguida, la sentencia, en su punto 34, funda su defensa de la 
legitimidad de la Constitución del 80 en la noción de Poder constituyente, 
noción que define acudiendo al manual de Segundo Linares Quintana y 
citando la misma definición transcrita más arriba por la sentencia de 1998. 
En seguida, distingue entre Poder constituyente originario y derivado, y 
caracteriza al primero de la siguiente manera: “es aquel que inicialmente 
dicta una Constitución o crea una posterior, desligada de su predecesora, a 
consecuencia de una ruptura constitucional” (ibid: 75). La sentencia 
reconoce, en su punto 35, que la Constitución del 80 fluye del Poder 
constituyente originario distinto del que dio origen a la Constitución del 25, 
y que ello se debió a una ruptura institucional. Tal ruptura puede solo 
explicarse en términos de la noción de Poder constituyente: 


Que la Carta Fundamental de 1980 constituye una manifestación del 
Poder constituyente originario, ya que ella surge como consecuencia del 
quiebre institucional ocurrido en septiembre de 1973 y al margen de las 
competencias establecidas en la Constitución de 1925 (ibid: p. 75). 


El argumento concluye, correcta y en estricta consecuencia con su 
apelación al Poder constituyente originario de la Junta de Gobierno, 
señalando lo siguiente: 


Que, en consecuencia, al Tribunal le está vedado entrar a conocer de 
una pretensión de ilegitimidad de la Carta Fundamental, ya que el 
hacerlo importaría arrogarse una facultad que no se le ha conferido y lo 
que es más grave situarse por sobre el Poder constituyente originario. Lo 
infundado de una petición de esta naturaleza queda aún más en 
evidencia si se observa que este Tribunal ha sido establecido y dotado 
de facultades por la Carta Fundamental que se cuestiona, de manera que 
si se aceptara la ilegitimidad pretendida también el Tribunal, creación 
de esta Constitución, sería un órgano jurídicamente inhabilitado para 
dictaminar (ibid: p. 75). 


Este razonamiento correctamente asume la legitimidad de la Junta de 
Gobierno y de la Constitución de 1980. La Constitución de 1925 y el 


gobierno de Allende gozaron en su momento de legitimidad democrática 
porque reposaban en el Poder constituyente del pueblo. Pero el quiebre 
constitucional de 1973 destruye esa fuente de legitimidad e introduce una 
nueva legitimidad ciertamente no democrática. El Poder constituyente 
originario se traslada del pueblo a la Junta de Gobierno, lo que significa la 
inmediata destrucción de la Constitución de 1925. Por su parte, la 
Constitución de 1980 se funda en el Poder constituyente originario de la 
Junta y por ello es también legítima, aunque su legitimidad no sea 
democrática sino de otra especie. El argumento de Ortúzar en la sentencia 
constitucional de 1987, es correcto y consecuente en la oportunidad en que 
se dicta, pero el mismo argumento, trasladado a 1998, resulta incorrecto e 
inconsecuente. No se puede decir ahora que esté actualmente vigente el 
Poder constituyente originario de la Junta de Gobierno. No puede fundarse 
la legitimidad de la Constitución que actualmente rige a Chile sobre ese 
Poder constituyente perimido. Nuestra Constitución podrá seguir siendo 
nominalmente la Constitución de 1980, pero su legitimidad reposa ahora en 
un constituyente distinto del que produjo el quiebre constitucional de 1973. 
Por ello, el siguiente razonamiento que expone la sentencia de 18 de marzo 
de 1998 constituye un grave error: 


Que la Carta Fundamental de 1980 constituye una manifestación del 
Poder constituyente originario, ya que ella surge como consecuencia del 
quiebre institucional ocurrido en septiembre de 1973 y al margen de las 
normas establecidas en la Constitución de 1925 para su reforma 
(Tribunal Constitucional, 1998: p. 8). 


Este razonamiento, que reitera a la letra el razonamiento de la sentencia 
Ortúzar de 1987, también se funda en la distinción entre Poder 
constituyente originario y Poder constituyente derivado. La sentencia 
afirma explícitamente que la Constitución de 1980 es la creación del Poder 
constituyente originario que se caracteriza por su potencia creadora. Poder 
constituyente originario “es aquel que dicta una Constitución o crea una 
posterior” (ibid: p. 8). Aunque la sentencia no lo dice explícitamente, la 
facultad creadora tiene como contrapartida un efecto aniquilador. Al 
crearse una nueva Constitución, se destruye ipso facto la anteriormente 
existente. El “quiebre institucional” de septiembre de 1973 a que se refiere la 
sentencia corresponde precisamente a la destrucción de la Constitución del 
25. Cuando la junta militar invoca su Poder constituyente originario, lo hace 


porque es necesario “crear” una nueva Constitución en reemplazo de la que 
ha perecido. Ciertamente no es el pueblo el que destruye esa Constitución, 
y tampoco puede decirse, como afirma Guzmán, que sea el gobierno de 
Allende el que la destruye. Lo primero es manifiestamente erróneo —el 
pueblo no puede autodestruirse como sujeto de Poder constituyente. Con 
respecto a lo segundo podría argumentarse que el gobierno de Allende 
quebrantó o violó la Constitución; pero esto no significa en caso alguno la 
destrucción o supresión de la misma. La junta militar, en cambio, al 
arrogarse formalmente la titularidad del Poder constituyente originario es 
responsable tanto de la destrucción de la Constitución del 25 como de la 
creación de la del 80. Esto queda establecido en los decretos-leyes 128, 527 
y 788, todos ellos redactados principalmente por Guzmán (cf. supra, 
capítulo 3). En 1980, tanto el Proemio del Decreto Ley 3.464 como sus 
disposiciones transitorias 18, 19 y 21, confirman a la Junta de Gobierno 
como sujeto constituyente. Se trata de un Poder constituyente monocrático 
que ha desplazado al pueblo de su titularidad. 

Tampoco tiene sentido jurídico el punto 12 de la sentencia del 18 de 
marzo de 1998. La sentencia allí establece: 


Que, en consecuencia, al Tribunal le está vedado entrar a conocer de 
una pretensión de validez o legitimidad de los preceptos contenidos en 
el artículo cuarto y en la disposición decimocuarta transitoria, inciso 
primero, de la Carta Fundamental, ya que el hacerlo importaría 
arrogarse una facultad que no se le ha conferido y lo que es más grave, 
situarse por sobre el Poder constituyente originario (ibid: p. 8).2 


Al momento de dictarse esta sentencia en 1998, Chile es de hecho y de 
derecho una república democrática. Al momento de promulgarse la 
Constitución de 1980, y durante la permanencia del general Pinochet como 
Presidente de la República, Chile no es ni de hecho ni de derecho una 
república democrática. Basta con señalar que Jaime Guzmán y el gobierno 
militar coinciden en afirmar que recién en marzo de 1981 se inicia de hecho 
la transición hacia la democracia. La cuestión de derecho se resuelve 
tomando en cuenta la toma de posesión del Poder constituyente originario 
por parte de la junta militar. 

La Constitución chilena actual, y las instituciones que valida, no 
corresponden a la Constitución de 1980. Por tener un titular o sujeto de 
Poder constituyente distinto del que se expresó en 1980, debería poder 


decirse que la actual es una Constitución distinta, análoga materialmente, 
pero no en su espíritu, a la de 1980. Es evidente que en la actualidad el 
Tribunal Constitucional, como estipula el fallo en su punto 12, no puede 
situarse por sobre el Poder constituyente de la actual Constitución. Pero es 
evidente también, que no le está vedado entrar a conocer de una pretensión 
de validez o legitimidad de preceptos de una Constitución cuyo sujeto o 
titular constituyente, la Junta de Gobierno, han dejado de existir a partir del 
momento en que el pueblo retoma la titularidad del Poder constituyente 
originario. Solo esta admisión concuerda con la plena transición 
democrática ocurrida al término de la dictadura. 


Guzmán utiliza la noción de Poder constituyente para legitimar al 
régimen militar de Pinochet, la dictadura más fuerte y larga de la historia de 
Chile. No se trata de una dictadura comisaria que quepa dentro del marco 
constitucional. Se trata de una dictadura absoluta que se eleva sobre la 
Constitución del 25 y busca el establecimiento de una nueva 
institucionalidad. La estabilidad y duración del régimen militar de Pinochet 
se deriva en gran medida de la creación de un marco constitucional 
destinado a sostener esa nueva institucionalidad. La noción de Poder 
constituyente aparece en los momentos álgidos de esa labor creativa. En las 
manos de Guzmán se convierte en instrumento deconstructivo para allanar 
y desbrozar el terreno constitucional. Es, asimismo, el instrumento 
constructivo que delinea la nueva institucionalidad que reemplaza la que se 
ha destruido. Así se expresa la extraordinaria potencia aniquiladora, y a la 
vez creadora, del Poder constituyente. Pero cuando el geniecillo se escapa 
de la botella no es posible pensar que retornará dócilmente a su encierro. 
Cuando Jaime Guzmán saca a la luz la noción de Poder constituyente tiene 
perfectamente en cuenta el destino que puede tener esa noción en el 
devenir histórico. La junta militar destruye la Constitución del 25 y asume 
como nuevo sujeto de Poder constituyente. Pero en un momento 
determinado debe extinguirse su titularidad para ser recuperada por el 
pueblo. Consciente Guzmán de la extraordinaria potencia creadora de la 
noción de Poder constituyente, y del sufragio universal como forma natural 
de su expresión democrática, concibe la forma constitucional como una 
manera de limitar y encauzar su intención democrática. De esta manera su 
potencialidad creadora encuentra limitaciones severas para su 
manifestación. 


Es necesario acudir a la teoría política de la Constitución para entender 
de qué manera un texto constitucional puede interferir o restringir la 
expresión democrática del Poder constituyente. Esto ocurre cuando una 
Constitución es entendida no como una institución republicana, sino como 
un instrumento liberal que busca demarcar un dominio protegido para la 
acción de los individuos (Castiglione 1996; Bellamy & Castiglione, 1997). El 
liberalismo intenta evitar que una expresión democrática desbocada 
conduzca inevitablemente al estatismo y, en último término, al 
totalitarismo y la tiranía. Este es el gran objetivo que guía al 
constitucionalismo. 

En Chile, la realización de ese objetivo conlleva tres momentos. En 
primer lugar, Guzmán fija la mirada en dos valores intrínsecos 
absolutamente irrenunciables: la libertad y la autoridad. Estos son los 
baluartes que nos defienden del totalitarismo y el estatismo. A estos valores 
primarios Guzmán agrega la prosperidad y la justicia, pero estos no 
alcanzan la preeminencia de los dos primeros. Y ello se debe a que el 
totalitarismo y el estatismo son ciertamente incompatibles con la libertad y 
la autoridad, pero no necesariamente con la prosperidad y la justicia. En 
segundo lugar, la democracia, considerada como un fin en sí misma, es la 
antesala del estatismo y el totalitarismo. Concebir de esa manera a la 
democracia es la deuda que Guzmán tiene con Hayek y Schumpeter. Al 
igual que estos autores, Guzmán extrae de la democracia todo contenido 
participativo, el fondo valorativo que hereda del republicanismo, para 
reducirla a un mero método en la elección de autoridades. En tercer lugar, 
desprovista de una finalidad en sí misma, la democracia debe someterse a 
los dictados de los valores intrínsecos que postula. Cuando Guzmán 
finaliza su labor en la Comisión Constituyente y se completa el 
anteproyecto de la nueva Constitución, afirma: 


Lo que el pueblo chileno anhela es esa conjunción de libertad, 
seguridad, prosperidad y justicia..., y tiene razón para sentirse más o 
menos identificado con la forma democrática de gobierno, según la 
mayor o menor eficacia que en cada instante advierta en ella para lograr 
esas aspiraciones superiores (Guzmán, 1979€: p. 54). 


Las “aspiraciones superiores” del pueblo chileno no incluyen el valor 
republicano del autogobierno y la formación de ciudadanos virtuosos. Son 


idealistas obcecados quienes creen en la formación de ciudadanos 
inspirados en el bien común: 


Anclarse... en una afirmación dogmática y casi fetichista de la soberanía 
popular, circunscribiendo la inquietud político-institucional de hoy al 
simple restablecimiento del sufragio universal para elegir todas las 
autoridades públicas, importa situarse fuera de la realidad. Es olvidarse 
además de que la voluntad popular es voluntad humana, y que las 
condiciones, el ambiente y el contexto general en que ésta se expresa, 
inciden fundamentalmente en su orientación. Basta considerar la 
influencia de la propaganda o de los medios de comunicación social 
para desprender que la expresión de la voluntad popular no es esa 
realidad cristalina e incontaminada que algunos cantan como un idilio 
casi poético (ibid: p. 54). 


Guzmán demuestra aquí hasta qué punto ha caído bajo la influencia del 
pensamiento de Hayek. El liberalismo radical de este último conduce a 
sostener que los individuos son más bien consumidores de utilidades y no 
ciudadanos. Esclavos de sus preferencias, los individuos solo pueden 
aspirar a satisfacer sus intereses particulares. La suma de esos intereses 
particulares da lugar espontáneamente a un interés general, pero nunca a 
un bien común deliberado, que Hayek considera ser una mistificación 
socialista. Guzmán, por su parte, no escatima referencias a la noción de 
bien común. Pero si la voluntad de los individuos es incapaz de actuar 
solidariamente, si resulta ineducable, si ella está irrevocablemente 
sometida a las preferencias que dicta el mercado, entonces la noción de 
bien común que emplea Guzmán se convierte en una fórmula vacía. Si los 
electores son solo consumidores de bienes políticos, el sufragio universal 
tiene necesariamente que perder toda posibilidad de encerrar un sentido 
deliberativo. El sufragio universal se reduce a un bien de consumo como 
cualquier otro, susceptible de ser distorsionado por la propaganda y la 
comunicación de masas. Evidentemente una concepción mercantil de la 
democracia volatiliza cualquier posibilidad de obtener resultados que 
reflejen una deliberación racional. Frente a esta liberalización radical 
Guzmán rescata el fondo conservador de sus ideas y acude a la idea de 
nación para encauzar la acción de un pueblo esencialmente desorganizado. 
Es preferible, por tanto, hacer radicar la soberanía en la nación y no 
directamente en el pueblo. Ello hace más nítida la necesidad de limitar la 


soberanía por la debida fidelidad a “la tradición o la esencia del alma 
nacional, sin la cual lesionaría gravemente el bien común”(ibid: p. 55). Por 
eso es que Guzmán puede argumentar, en armonía con el pensamiento 
conservador, que “radicar la soberanía exclusivamente en el pueblo elector” 
debilita el “vínculo espiritual” de una nación y “facilita la tendencia 
antihistórica de quienes creen que el sufragio universal de un día, puede 
ignorar impunemente el legado obligatorio que a una nación le impone lo 
que un autor español [Vásquez de Mella] llamara con singular acierto “el 
sufragio universal de los siglos” (ibid: pp. 55-56). 

Tres razones avalan la necesidad de limitar la soberanía, razones que 
encuentran su fundamento en el liberalismo de Guzmán, pero también en 
su conservantismo, posiciones que quedan ensambladas en su obra por una 
oposición común en contra de la democracia. En primer lugar, la soberanía 
ya viene limitada por los derechos que emanan de la naturaleza humana. 
Admite Guzmán que estos derechos “son anteriores y superiores al Estado, 
el que solo reconoce y reglamenta su ejercicio” (ibid: p. 56). La nación, y no 
un pueblo esencialmente inconstante, puede respetar mejor esos límites. 
Este es un típico argumento liberal que busca la limitación, y en algunos 
casos extremos, la eliminación de la noción de soberanía. Guzmán 
ensambla con coherencia el tema conservador autoritario con el tema 
liberal. En segundo lugar, Guzmán disputa la universalidad que reclama el 
sufragio universal. Durante el siglo XIX, cuando en Chile rigió el sufragio 
censitario, nadie puede “sostener que no imperaba por tal razón un 
régimen democrático” (ibid: p. 56). Esto significa, admite Guzmán, que el 
sufragio universal no puede aceptarse como un dogma, sino como una 
“fórmula esencialmente variable y evolutiva”(ibid: p. 56). Pero, ¿cuán 
variable y evolutiva es esta fórmula? ¿Podría decirse hoy en día que la 
exclusión de las mujeres o una vuelta al sufragio censitario caben dentro 
del universo democrático? Este intento de Guzmán de relativización de la 
democracia marca el leitmotiv de su intención de limitar la soberanía 
popular. En tercer lugar, el momento conservador de la argumentación de 
Guzmán se manifiesta con gran fuerza cuando afirma que: 


...lo fundamental es admitir que el sufragio universal no agota la 
expresión de la soberanía. El pueblo no es la simple suma de voluntades 
aisladas que pretendía la Revolución Francesa, sino que representa una 
articulación incomparablemente más rica y variada, expresada en una 


organicidad natural que manifiesta esa ordenación transcendental de 
los seres humanos entre sí para su complementación, llamada 
sociabilidad, y cuya expresión política superior se da en el Estado. Y si 
ello es así, no se ve lógica alguna para rechazar la consideración de esta 
realidad en la generación de las autoridades políticas, en los casos y en 
la forma en que ello resulte procedente y aconsejable, sin prejuicios en 
ningún sentido (ibid: p. 56). 


Referirse a una “organicidad natural”, a una “ordenación transcendental 
de los seres humanos”, para luego afirmar que la generación de la autoridad 
política puede basarse en este tipo de sociabilidad, es acercarse al 
corporativismo político y, en último término, a la representación orgánica 
propiciada por el fascismo. Guzmán, sin embargo, no propone al 
corporativismo como substituto de la democracia, sino meramente como su 
freno. Es siempre el peligro de una democracia desbocada lo que lo conduce 
a extremar las salvaguardias y garantías de seguridad. Este es el contexto 
que expresa el fondo conservador del pensamiento político de Guzmán. 


La noción de Poder constituyente le permite a Guzmán potenciar al 
máximo la substancia y el ejercicio de la soberanía por parte de la junta 
militar. Su apelación a una concepción absolutista de la autoridad, implícita 
en la idea de Poder constituyente, lo conduce a declarar, en septiembre de 
1974, que el fracaso de los gobiernos anteriores se debió a la existencia de 
“un orden institucional que los constreñía”, mientras que la autoridad de la 
junta militar chilena no se topa con tales limitaciones porque su poder es 
absoluto y total. “Ha asumido el poder total de modo que es solo 
responsable de sus actos ante Dios y la historia” (Comisión Constituyente, 
1974: Sesión 68, p. 23). Y añade: “cualquier decreto gubernamental que 
contradiga a la Constitución la modifica tácitamente. Si el interés nacional 
lo requiere, el gobierno no solo puede proceder a realizarlo, sino que 
también tiene el deber de hacerlo” (ibid: p. 23). No cabe duda que nos 
encontramos frente a una dictadura soberana que goza, tal como la define 
Schmitt, de soberanía absoluta. 

Pero Guzmán, como se vio más arriba, no está dispuesto a concederle al 
pueblo la soberanía absoluta que le reconoce a la junta militar. Apelando a 
una teología política, sostiene que la soberanía popular constituye un 
peligroso dogma que es necesario relativizar. “La soberanía popular se 


erige... en un dogma absoluto, fuera del cual todo es atroz herejía. Y el 
sufragio universal pasa a constituir su liturgia sagrada y hasta pomposa, 
respecto de la cual cualquier juicio que lo relativice se convierte en 
blasfemia” (Guzmán, 1992a: 114). Es por ello que también rechaza el 
positivismo jurídico, pues piensa que éste funda la validez de la ley en la 
voluntad soberana del pueblo (cf. ibid: p. 138). La objeción más grave de 
Guzmán con respecto al positivismo es que los derechos humanos, que 
define como anteriores y superiores a cualquier autoridad humana, quedan 
indefensos y expuestos al arbitrio del pueblo. 


Lo cierto es que casi nadie desconoce hoy en el mundo occidental, que 
el ser humano tiene derechos que arrancan de su propia naturaleza, que 
son anteriores y superiores a cualquier autoridad humana y que el 
Estado puede regular en su ejercicio, pero jamás desconocer o atropellar, 
aun cuando así llegare a aprobarlo una mayoría del pueblo (ibid: p. 138). 


En el reconocimiento de los derechos humanos individuales anteriores a 
la comunidad Guzmán ve el triunfo del iusnaturalismo por sobre el 
positivismo jurídico. 


La amplitud del valor que hoy se admite respecto de los derechos 
humanos constituye el mayor de los triunfos para la validez del derecho 
natural... Quienes hemos sido formados jurídicamente en torno a la 
existencia y el respeto de la ley natural, nos sentimos especialmente 
interpretados y regocijados con esa evolución (ibid: p. 138). 


Habría aquí que decir, en primer lugar, que Guzmán no percibe que el 
asentamiento de la validez de la ley en la voluntad de un soberano 
monocrático cae también dentro de los parámetros del positivismo. El 
positivismo jurídico constituye en el fondo un decisionismo que reduce la 
legitimidad a la legalidad y funda a ésta en la voluntad, y no en la razón 
humana o divina (cf. Schmitt, 1996). En segundo lugar, la doctrina de los 
derechos humanos representa el triunfo del iusnaturalismo moderno, es 
decir, el triunfo del liberalismo individualista de Hobbes, Locke y Kant, por 
sobre el comunitarismo propio del iusnaturalismo clásico. Este último, más 
que reconocer los derechos naturales de los individuos, postula las 
obligaciones naturales de éstos. Para el liberalismo moderno es anatema 
pensar en obligaciones naturales. No hay otras obligaciones que aquellas 


que los individuos libremente consienten. La confusión de Guzmán al 
respecto queda a la vista en el texto citado más arriba cuando identifica 
derecho natural y ley natural. En tercer lugar, el liberalismo desconoce toda 
validez a la noción de bien común. No es legítimo relativizar los derechos 
humanos individuales en vistas del bien de la comunidad. Estrictamente 
hablando, el liberalismo moderno es nominalista. solo existen individuos y 
la comunidad se reduce a un flatus vocis. 

La aceptación por parte de Guzmán del iusnaturalismo moderno 
coincide con su temprano rechazo del comunitarismo y su afirmación de la 
prioridad ontológica y de finalidad de los individuos. Guzmán, sin embargo, 
retiene la noción de bien común y con ello contradictoriamente afirma uno 
de los principios esenciales del comunitarismo. Para el comunitarismo, los 
derechos humanos no tienen valor absoluto, pues deben subordinarse al 
bien común. Esta inconsistencia no tiene resolución teórica en su 
pensamiento. Pero en la práctica le sirve para afirmar la noción de derechos 
humanos y para relativizarla, particularmente en lo que concierne a las 
situaciones de emergencia. Escribe Guzmán: 


Los derechos humanos no son absolutos, en el sentido de ilimitados. 
Desde el momento en que su titular es un ser contingente y no absoluto, 
limitado y no infinito, sus derechos están sujetos -forzosa e 
inevitablemente- a ciertos límites (ibid: p. 140). 


Guzmán funda esta relativización de los derechos humanos en la noción 
de bien común, que concibe como un factor que limita la soberanía de los 
individuos. Reconoce que “la vida en sociedad exige que el ordenamiento 
jurídico... consagre limitaciones al ejercicio de todos los derechos humanos, 
en aras del bien común” (ibid: p. 140). No se trata, pues, de las limitaciones 
que reconoce el liberalismo, según el cual solo el derecho de terceros puede 
imponerlas. Lo que exige limitar esos derechos es el bien común mismo, es 
decir, el “conjunto de condiciones sociales que permita a todos y cada uno 
de los integrantes de la comunidad alcanzar su mayor realización espiritual 
y material posible” (ibid: p. 140). 

Pero el verdadero interés de Guzmán no reside en establecer y definir los 
límites “ordinarios o habituales” de los derechos individuales. Esos límites 
tienden, por ejemplo, a vulnerar el derecho de propiedad, considerado por 
él como el derecho humano fundamental, y exponerlo a imprevisibles 
ataques. Su interés principal es justificar la necesidad de fijar los límites a 


que deben someterse los derechos humanos en circunstancias 
excepcionales o extraordinarias. Estos límites son los que “las sociedades 
[que] atraviesan por convulsiones y desafíos agudos... así lo requieren. En 
eso consisten los denominados estados jurídicos de emergencia o 
excepción que la generalidad de los ordenamientos constitucionales 
contemplan” (ibid: p. 141). Son “situaciones de anormalidad cívica” las que 
originan “estados jurídicos excepcionales” (ibid: p. 145). Estos casos exigen 
que se jerarquicen los derechos humanos para poder determinar aquellos 
que deben limitarse, y determinar también el grado de su limitación. Es 
precisamente este tipo de consideraciones lo que le sirve a Guzmán para 
legitimar los atentados contra los derechos humanos durante los primeros 
años de la dictadura de Pinochet. Su estrategia argumentativa consiste, 
primero, en señalar que en Chile hubo graves e injustificables atentados 
contra los derechos humanos con anterioridad al 11 de septiembre de 1973. 
Segundo, que hubo graves, pero plenamente justificados, atentados contra 
los derechos humanos entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 
1978. Tercero, que los graves atentados contra los derechos humanos que 
tuvieron lugar con posterioridad al 10 de marzo de 1978 no tienen 
justificación alguna. 

Con respecto a las décadas anteriores al 11 de septiembre de 1973, 
Guzmán sostiene que, en Chile los “atentados contra los derechos 
humanos, en diverso grado y medida pero siempre presentes, jalonan los 
más diversos regímenes democráticos” (ibid: p. 151). La responsabilidad la 
hace recaer sobre el “estatismo socializante” que se impone en la década del 
40, a partir del New Deal de Roosevelt. Resulta revelador considerar cuáles 
son los derechos humanos que Guzmán estima que han sido violados. Ellos 
corresponden, en la taxonomía de Gewirth, a los derechos de la libertad, y 
no a los que tienen que ver con la vida activa (well-being) (Gewirth, 1981: pp. 
154-5). De esta manera, en su catálogo de derechos humanos que se 
conculcan políticamente aparecen fundamentalmente los primeros y no los 
segundos. No aparece el derecho a la vida, la integridad física y el equilibrio 
mental, sino que considera solo la libertad parental de enseñanza, la 
libertad de asociación, la libertad de trabajo y la libre empresa. Culpa 
especificamente al gobierno de la Democracia Cristiana de lo que considera 
como “violación masiva de uno de los derechos humanos más básicos, cual 
es el de la propiedad” (ibid: pp 151-53). Es decir, los derechos conculcados 
son los derechos insignes de la libertad —el contrato libre y la propiedad 


individual exclusiva—. Ello confirma el anhelo de Guzmán de sobrepasar la 
filosofía social que inspira el New Deal y remontarse, junto con Hayek y la 
Escuela de Chicago, a la llamada Corte de Lochner. Como se verá en el 
capítulo 7, en Lochner vs. New York triunfa la ley del contrato. Me parece 
bien establecido que la ley del contrato, al no establecer límites a la libertad 
contractual, “no conduce a un máximo de libertad individual sino a 
contratos de esclavitud a los que, como enseña la experiencia, consienten 
“voluntariamente” los individuos que se encuentran presionados 
económicamente” (Cohen, 1933: p. 587). Son razones políticas, y no 
filosóficas, las que llevan a Guzmán a favorecer indebidamente los 
llamados derechos a la libertad por sobre los derechos de la vida activa y el 
bienestar. 

Con respecto al período posterior al 10 de marzo de 1978, Guzmán 
reconoce que no hay consideración posible que justifique los atentados 
contra los derechos humanos por parte del gobierno militar. Este punto no 
está en discusión. Lo que sí está en discusión es el intento de exculpar al 
gobierno militar por los graves y extendidos atentados contra los derechos 
humanos en el período que se extiende entre el 11 de septiembre de 1973 y 
el 10 de marzo de 1978. Guzmán aduce las extraordinarias circunstancias 
que originaron el golpe de Estado de 1973 y, asimismo, las extraordinarias 
circunstancias vividas durante los primeros años del régimen militar como 
criterio justificatorio. Esas circunstancias tienen un denominador común. 
Durante ese período Chile vivió una situación objetiva de guerra civil. 


Nadie puede seriamente negar que en 1973 nuestra patria vivía una 
situación objetiva de guerra civil, a la cual fue arrastrada —consciente y 
deliberadamente— por el régimen de la Unidad Popular. Los grupos 
paramilitares destinados a ser el brazo armado del “poder popular” eran 
fomentados directamente desde el gobierno marxista. Ese “poder 
popular' se pregonaba como el “poder paralelo al formal”, que oportuna 
y ya inminentemente debería sustituir a los Órganos institucionales de 
nuestra democracia para abrir paso a la dictadura del proletariado al 
estilo de Cuba, permanentemente exaltado cual paradigma por el 
gobierno allendista (ibid: p. 155-6). 


En tales situaciones de excepción, resulta natural que los derechos 
humanos hayan sido violados. “La realidad histórica enseña que no hay 
situaciones objetivas de guerra civil que no acarreen muy dolorosos y 


graves hechos de violencia, de muertes y de transgresiones a los derechos 
de la personas” (ibid: p. 177). El punto es, entonces, que en Chile, una 
situación de guerra civil, fomentada por la Unidad Popular, hizo 
absolutamente necesaria la intervención militar. Durante esta 
intervención se cometieron “excesos inevitables” (ibid: p. 178), 
completamente ajenos a la voluntad de los gobernantes militares, y cuya 
responsabilidad cae enteramente sobre los dirigentes de la Unidad Popular. 
Esa situación de guerra civil no se extinguió con el pronunciamiento militar 
del 11 de septiembre de 1973, sino que se prolongó por varios años, 
precisamente hasta el 10 de marzo de 1978. 


Producido el 11 de septiembre de 1973, se desencadenan una serie de 
hechos que son consecuencia del cuadro de guerra civil generada por la 
Unidad Popular. Esto no quiere decir que sean hechos justificables, pero 
sí indica que la responsabilidad de su ocurrencia recae en mucho mayor 
medida en quienes hicieron necesaria la intervención militar con esa 
guerra civil que incentivaron, que en quienes se vieron en la obligación, 
completamente ajenos a su voluntad, de conjurarla (ibid: p. 178). 


Queda claro en este texto que el argumento que Guzmán desarrolla con 
respecto al tema de la violación de los derechos humanos en Chile está 
constituido por dos estrategias, definidas respectivamente por los temas de 
la justificación y de la responsabilidad. La primera estrategia es la 
justificatoria. La concepción de los derechos humanos que los define como 
no absolutos, sino limitados, busca legitimar su violación, particularmente 
en situaciones excepcionales, cuando ello se realiza en aras del bien común. 
Por ello le resulta fundamental a Guzmán dejar establecido que en Chile se 
vivió una situación de guerra civil que quebró el curso normal de los 
acontecimientos. Para decidir la difícil cuestión de cómo establecer cuándo 
se da una emergencia, Guzmán acude a la noción schmitteana de Poder 
constituyente. Para Schmitt la cuestión la resuelve, en último término, el 
soberano, es decir, el sujeto del Poder constituyente. Schmitt inicia su libro 
Teología Política, con esta asombrosa afirmación: “Soberano es quien 
decide acerca de la situación excepcional” (Schmitt, 1922: p. 11). Pero 
Guzmán se topa aquí con un dificultad insalvable. En Chile, el soberano 
conjura la guerra civil inminente muy rápidamente y con ello se restaura la 
normalidad. El estado de excepción, que podría hipotéticamente justificar 
los atentados contra los derechos humanos, pierde objetividad y fuerza. 


Guzmán reconoce esto implícitamente cuando afirma que los hechos que 
se desencadenan a partir del pronunciamiento militar del 11 de septiembre 
“son consecuencia del cuadro de guerra civil generada por la Unidad 
Popular”, pero a la vez reconoce que ello “no quiere decir que sean hechos 
justificables” (ibid: p. 178). Es claro que la estrategia justificatoria no ha 
rendido los frutos esperados. 

Guzmán debe apelar así a su segunda estrategia —asignar 
responsabilidad por los atentados contra los derechos humanos, sean esos 
atentados justificables o no—. La guerra civil que fomenta la Unidad Popular 
puede no justificar los atentados contra los derechos humanos, “pero sí 
indica que la responsabilidad de su ocurrencia recae en mucho mayor 
medida en quienes hicieron necesaria la intervención militar con esa guerra 
civil que incentivaron, que en quienes se vieron en la obligación, 
completamente ajenos a su voluntad, de conjurarla” (ibid: 178). 
Responsabiliza, de esta manera, por todo lo ocurrido durante el período 
entre el 11 de septiembre de 1973 y 10 de marzo de 1978 a los dirigentes de la 
Unidad Popular. Solo las violaciones posteriores a marzo de 1978 pueden 
atribuirse culpablemente al gobierno militar. 

No queda claro, sin embargo, qué quiere decir Guzmán cuando afirma 
taxativamente que en Chile se dio un cuadro objetivo de guerra civil. ¿Qué 
significa exactamente “cuadro objetivo de guerra civil”? ¿Se está en 
presencia de una guerra civil actual, o solo de una guerra civil potencial o 
virtual? ¿Cuál es exactamente la duración de esa guerra? ¿Cuáles son sus 
límites en el tiempo? ¿Y qué sentido tiene fijar el término de esa guerra en 
marzo de 1978? 

En primer lugar, cuando Guzmán se refiere a un “cuadro objetivo de 
guerra civil” esto no quiere decir que efectivamente haya habido una guerra 
civil declarada como tal. Ni antes ni después del 11 de septiembre de 1973, 
reconoce Guzmán, existió el fenómeno de guerra civil. Antes del 11 de 
septiembre existió una guerra civil potencial, larvada o inminente, pero en 
ningún caso una guerra actual. El efecto del pronunciamiento militar del 11 
de septiembre fue conjurar ese peligro. Lo que sería exacto decir, entonces, 
es que antes de esa fecha existió un cuadro objetivo de guerra civil 
potencial, e inmediatamente después nos encontramos con un cuadro 
objetivo de guerra civil conjurada. Este análisis lo confirma el propio 
Guzmán cuando afirma que durante el período de la Unidad Popular se 
vivió solo “una guerra civil larvada”, y también cuando afirma que “la 


realidad práctica y anímica que vivía el país era de una inminente guerra 
civil” (ibid: p. 156). Y luego reconoce que el pronunciamiento militar 
rápidamente conjuró ese peligro. Reconoce, así, “la rapidez con que esa 
guerra civil [inminente y larvada] fue conjurada, al punto de que algunos 
pongan en tela de juicio su efectividad (ibid: p. 156). Lo que se le escapa a 
Guzmán es la plausibilidad de conceder la existencia de una guerra civil 
larvada y luego conjurada, y a la vez poner en tela de juicio la efectividad de 
una guerra civil actual. Pero su propia exposición confirma esta 
plausibilidad. En Chile no hubo una guerra civil actual, sino una potencial 
que fue rápidamente conjurada. 

La efectividad de una guerra civil larvada y luego conjurada conduce a 
una segunda cuestión: ¿cuán rápidamente se conjuró esa guerra civil 
inminente? En enero de 1987, en una conferencia para el Centro de Estudios 
Públicos, Guzmán esboza la siguiente interpretacián. Alude, en primer 
lugar, a su injerencia en la disolución de la DINA y el reemplazo de Manuel 
Contreras en la dirección del organismo que la sustituyó. En segundo lugar, 
se refiere también al “papel decisivo” del ministro Sergio Fernández como 
impulsor de la idea de una ley de amnistía (ibid: p. 181). Esta última idea, 
concretada el 10 de marzo de 1978, le sirve a Guzmán para determinar la 
conjuración de la situación de guerra civil. 


La norma o fórmula jurídica que se buscó para eso fue la ley de amnistía, 
que borró los delitos cometidos en el período 73-78, por ambos bandos... 
[Clomo producto de esa ley, salieron en libertad dirigentes o activistas de 
la Unidad Popular que estaban condenados o procesados por delitos 
cometidos antes del 11 de septiembre del 73, o después de esa fecha, y 
por cierto que la ley apuntaba a blanquear jurídicamente, que eso es la 
amnistía, los delitos que se hubieran cometido por los órganos de 
seguridad en la lucha contra las secuelas de la guerra civil, producidas 
entre los años 73 y 78 (ibid: 181-2). 


En este texto, Guzmán no se refiere a una guerra civil actual durante el 
periodo militar, sino solo a las “secuelas” de una guerra civil. ¿De qué 
guerra civil y de qué secuelas? Según Guzmán, de la guerra civil larvada o 
inminente del periodo de la Unidad Popular, y de sus secuelas con 
posterioridad a septiembre de 1973. Estas secuelas no son, estrictamente 
hablando, las secuelas de una guerra civil que haya efectiva y actualmente 
existido, sino solo de una que fue larvada e inminente, y que fue 


rápidamente conjurada por el gobierno militar. Ahora bien, si ni antes ni 
después de septiembre de 1973 existió la realidad, sino solo la inminencia, 
de una guerra civil, ello anula la posibilidad de apelar a una situación bélica 
para justificar las violaciones de derechos humanos, y esto sin considerar 
que las situaciones bélicas deben moralmente responder al ius in bello y no 
constituyen una carta blanca que permita el tipo de violaciones a los 
derechos humanos que se dieron en Chile (asesinatos, desaparecimientos, 
tortura). 

Guzmán, sin embargo, relativizando la rapidez con que el gobierno 
conjuró la inminencia de la guerra civil a que condujo el gobierno de 
Allende, sostiene que solo los abusos cometidos con posterioridad al 10 de 
marzo de 1978 carecen de validación automática. Guzmán reconoce que en 
el degollamiento de Manuel Guerrero, Santiago Nattino y José Manuel 
Parada, caso ocurrido en Quilicura marzo de 1985, “hay constancia 
fehaciente de participación de personal uniformado” (ibid: p. 183). 
Esclarecer este caso ante el Poder Judicial le parece “una exigencia que nace 
de un imperativo ético” (ibid: p. 183). Pero el caso de Lonquén, que tiene 
lugar con anterioridad a 1978 no es equivalente a los casos posteriores a esa 
fecha. Y la razón es muy simple: la situación de guerra civil existente en 
Chile entre 1973 y 1978. 


Rechazo que se simplique el problema poniendo en un pie de igualdad, 
por ejemplo, el caso de Lonquén o de los desaparecidos del 73, con lo 
ocurrido con los tres dirigentes comunistas degollados. Quien pone en 
igualdad de condiciones los dos casos, por una vía o por otra, está 
revelando una falta de seriedad absoluta en el análisis del problema. Si 
las pone en igualdad de condiciones en forma acusatoria, está 
desconociendo la situación de guerra civil en la cual se dio el caso de 
Lonquén. Y si las pone en igualdad de condiciones para pretender una 
supuesta absolución u olvido del problema, yerra gravemente porque 
desconoce el hecho de que el caso de los degollados no puede quedar 
impune sin que para el gobierno recaiga una grave responsabilidad por 
no contribuir eficazmente a esclarecer el caso (ibid: p. 183). 


Lo primero que cabe notar aquí es la pretensión de Guzmán de resolver 
una cuestión moral mediante lo que denomina “una solución jurídica” 
(ibid: 183). Solo jurídicamente puede establecerse una distinción entre 
Lonquén y Quilicura; moralmente se trata de casos equivalentes. La 


“solución jurídica” a la que apela concuerda con el positivismo jurídico y 
significa un rechazo del iusnaturalismo. El positivismo ignora la ley natural 
y busca la resolución puramente jurídica de los conflictos morales. ¿No está 
consciente Guzmán de que la persecución y exterminio de los judíos por 
parte del régimen nazi fue legalmente válida, y que la llamada “solución 
final” fue también una “solución jurídica”? ¿No percibe que Nuremberg 
puso en clara evidencia los límites del positivismo? ¿No está consciente de 
lo contradictorio que resulta afirmar una solución puramente jurídica y, a la 
vez, declararse iusnaturalista y detractor del positivismo? Tal como lo 
plantea el iusnaturalismo, son parámetros morales los que aseguran la 
legitimidad de la legalidad. En particular, hay que considerar que el 
iusnaturalismo impone parámetros morales a las situaciones de guerra 
civil. En casos como éste, el parámetro moral a aplicar es precisamente la 
comprobación de la existencia actual o real, y no arbitraria o puramente 
ficticia, de una guerra civil. En el caso chileno, Guzmán explícitamente 
reconoce una guerra civil inminente, conjurada con rapidez por el 
pronunciamiento militar. Al mismo tiempo, indebidamente caracteriza esa 
guerra civil posible como una guerra actual y realmente existente, y que se 
prolonga además por varios años. Esto constituye una arbitrariedad que se 
confirma con la promulgación de la amnistía. Esa ley de 1978 es prueba de 
la inexistencia de esa guerra civil, pues las verdaderas guerras civiles no 
concluyen mediante declaraciones unilaterales de amnistía. 

Guzmán se encuentra más próximo a la verdad cuando afirma que el 
gobierno militar emprendió, a partir del 11 de septiembre, una “lucha 
antisubversiva y antiterrorista” (ibid: p. 184). Si esto significa una lucha 
contra quienes desarrollaron una política de resistencia activa en contra del 
gobierno establecido, entonces hay que admitir que el gobierno emprendió 
una campaña contra esa resistencia. Tiene razón Guzmán cuando afirma 
que todo combate “tiene una rudeza que le es inseparable e inherente” 
(ibid: p. 184). Y también cuando reconoce que este combate debe 
enmarcarse dentro de “parámetros éticos” y no puede confudirse con 
“actos delictuales que van mucho más allá de la rudeza inevitable e 
inherente a la lucha antiterrorista” (ibid: p. 184). Pero esa misma resistencia 
política existió de hecho antes y después de la amnistía del 78. ¿Qué sentido 
puede tener, entonces, establecer que esa amnistía legal legitimó 
moralmente los atentados contra los derechos humanos ocurridos con 
anterioridad a su promulgación en 1978? Si Guzmán fuera consecuente con 


su postura iusnaturalista, tendría que admitir que ninguna declaración de 
legalidad, que ninguna “solución jurídica”, pudo legitimar los actos 
moralmente aberrantes de Lonquén, los miles de detenidos desaparecidos y 
las decenas de miles de detenidos torturados. Es precisamente la moralidad 
la que debe determinar y orientar a la legalidad, y no viceversa. Se vio más 
arriba cómo Guzmán rechaza el positivismo jurídico, pues piensa que éste 
funda la validez de la ley en la voluntad soberana del pueblo (cf. ibid: p. 
138), pero no vacila cuando fundamenta la validez de la ley en la voluntad 
de un soberano monocrático: la junta militar que preside el general 
Pinochet. 


O La noción de Poder constituyente aparece también mencionada en tres de las disposiciones 
transitorias que se añaden a su cuerpo permanente —las disposiciones 18, 19 y 21. En general, todas 
las disposiciones transitorias son expresión directa e inmediata del Poder constituyente, y por ello 
trascienden y relativizan el texto constitucional. 


Rl El artículo 4° de la Constitución chilena establece: “Chile es una república democrática”. La 
disposición decimocuarta transitoria, inciso primero, establece: “Durante el período indicado en la 
disposición anterior, continuará como Presidente de la República el actual Presidente, General de 
Ejército don Augusto Pinochet Ugarte, quien durará en el cargo hasta el término de dicho período”. 


Bl En 1991, en una de sus últimas intervenciones como Senador de la República, Guzmán declara: “Lo 
que afirmo es que la responsabilidad principal del grueso de las violaciones a los derechos 
humanos ocurridas en la etapa posterior al 11 de septiembre del 73 corresponde a quienes 
desataron la situación de guerra civil, más que a aquellos militares que cometieron esos actos como 
parte de la difícil tarea de conjurar la guerra civil” (El Mercurio, 10 de marzo de 1991). 


lal La imputación de responsabilidad es algo que Guzmán practica con gran soltura y parcialidad. Así, 
por ejemplo, señala que el gobierno de Eduardo Frei Montalva incurrió “de su propia y directa 
responsabilidad [en] la violación masiva de uno de los derechos humanos más básicos, cual es el de 
la propiedad” (ibid: p. 153). No hay semejante imputación de responsabilidad con respecto a la 
violación masiva de derechos humanos fundamentales durante el régimen militar de Pinochet. 


[3] El contenido y el tenor de las decisiones que registran las actas secretas de la Junta militar (cf. más 
arriba, capítulo 4), demuestra que ésta no estuvo nunca abocada a la tarea de conjurar la guerra 
civil efectiva y actualmente existente. Lo que exhiben esas actas es un recuento de las tareas 
constitutivas, legislativas y ejecutivas ordinarias de un gobierno dictatorial que ha consolidado su 
poder y disfruta primicias políticas. Solo la normalidad reinante, y no una situación de guerra civil, 
puede explicar que ya el 13 de septiembre de 1973, a dos días del pronunciamiento, la Junta militar 
discuta, por ejemplo, el nombramiento de ex oficiales para cargos directivos en instituciones como 
la Sociedad Hipódromo Chile y la Dirección de Deportes del Estado, o una supuesta estafa en la 
Cooperativa de Taxis Porvenir. En general, las violaciones de derechos humanos forman parte de 
tareas extraordinarias que diseñan gobiernos dictatoriales para facilitar sus tareas ordinarias y 
afianzar sus prebendas. 


CAPÍTULO 6 
Liberalismo económico y moralidad 


Durante el régimen militar de Pinochet, Guzmán es el principal artífice del 
sistema constitucional y político que reemplaza al régimen definido por la 
Constitución del 25. Este sistema permite la expansión del funcionamiento 
de una economía de mercado a la vez que sienta las bases para la formación 
de una sociedad de mercado. La contribución de Guzmán en este sentido es 
decisiva. Bajo la influencia del pensamiento de Friedrich Hayek y la Escuela 
de Chicago, Guzmán consagra constitucionalmente los principios del 
liberalismo económico y abandona el corporativismo que, en su 
pensamiento de juventud, aparecía como el arma más contundente contra 
la expansión del liberalismo económico. Paralelamente, disminuyen sus 
referencias a la doctrina social de la Iglesia y llega a sugerir su revisión “a la 
luz de la ciencia económica y de la experiencia contemporánea” (Guzmán, 
1983: 482). 

En junio de 1979, aparece el primer número de la revista Realidad, 
fundada por Guzmán y un grupo de sus adherentes. Su primer editorial 
anuncia el sentido de esta publicación: aceptar con realismo “la naturaleza 
del hombre y las cosas” (Guzmán, 1979: 3). Frente a “los mitos, las utopías y 
las revoluciones destructoras” es preciso levantar la fe en un “verdadero 
ideal, que solo puede ser tal en cuanto se ajuste a la realidad” (ibid: 3). En 
conformidad con su temperamento conservador y pragmático, Guzmán 
afirma ahora que lo ideal debe conformarse a lo real, y no viceversa. No 
quiere decir esto que ahora desestime las fundamentaciones filosóficas y 
morales que desarrolla con anterioridad. El conservantismo cívico sigue 
sosteniendo tácitamente su pensamiento político aunque no aparezca ya en 
el primer plano. 

La realidad a la que ahora deben ajustarse los ideales es la nueva 
economía y sociedad de mercado. Ésta ha sido impuesta por el gobierno 
militar de Pinochet bajo la supervisión de economistas chilenos formados 
en la Universidad de Chicago. Friedrich Hayek, el filósofo más influyente de 


esta nueva economía, visita Chile por primera vez en 1978, imprimiendo un 
aura de legitimidad intelectual al modelo social y económico." La especial 
contribución de Hayek es restaurar la relación del capitalismo con el 
liberalismo clásico desarrollado por Hume, Smith y Spencer.*? La íntima 
conexión de sus ideas con las de estos autores hace problemático todo 
intento de compatibilizar su filosofía con el republicanismo y con el sentido 
comunitario de la doctrina tradicional de la Iglesia, pero calza bien con el 
temple individualista de la ontología de los entes relacionales desarrollada 
tempranamente por Guzmán. 

En conformidad con su espíritu pragmático, Guzmán no intenta asimilar 
conscientemente la filosofía de Hayek ni desarrollar un análisis detallado 
de ella. Pero la influencia de Hayek se deja sentir en su aceptación del 
liberalismo económico que antes había rechazado siguiendo la doctrina 
social de la Iglesia. Su defensa del capitalismo pasa a ser ahora una defensa 
del capitalismo liberal. Esto lo conduce a abandonar algunas de las 
instituciones tradicionales que retenía como resultado de su adhesión al 
capitalismo orgánico y corporativo, y que ahora ve como obstáculos para el 
pleno funcionamiento de una sociedad de mercado. El capitalismo orgánico 
y corporativista que Guzmán defiende en sus escritos juveniles, y que 
todavía retiene un espacio en la Declaración de Principios del Gobierno de 
Chile, se disuelve como proyecto institucional con su decisión de 
transformar la naturaleza de los Colegios Profesionales. Esa transformación 
se inicia a comienzos de 1979 cuando se deroga su facultad de establecer 
aranceles mínimos obligatorios. Esto se considera como una norma 
monopólica que limita la competencia entre sus asociados. Más adelante, la 
Constitución de 1980 establece la libre afiliación a los Colegios 
Profesionales (Guzmán, 1981 € 1981a). El capitalismo corporativo, que 
todavía busca conciliar la solidaridad y la competencia, cede así el paso al 
capitalismo liberal inspirado en Hayek. 

Esta adhesión al capitalismo liberal encaja mejor con los fundamentos 
morales individualistas a los que Guzmán había suscrito en sus primeros 
ensayos de juventud. Pero surgen dos dificultades. Primero, su aceptación 
de la línea gruesa de la ortodoxia neoliberal hayekiana no calza con la 
función redistributiva, limitada pero ineludible, que Guzmán le sigue 
reconociendo al Estado. Para resolver esta dificultad Guzmán no renuncia 
al capitalismo liberal, sino solo modifica su fundamentación moral. Toma 
en cuenta el papel que juega el crecimiento económico, y para ello esboza 


una justificación alternativa del capitalismo fundada en el utilitarismo. 
Segundo, el capitalismo orgánico y corporativo que Guzmán descubre en 
las encíclicas calzaba con el comunitarismo y armonizaba también con el 
civismo de la tradición conservadora chilena. Pero el comunitarismo es lo 
que Guzmán consistentemente rechaza a lo largo de toda su obra, y ahora 
también se aparta del conservantismo cívico. Esto lo conduce a elaborar 
una crítica de la doctrina social de la Iglesia, pues piensa que ésta no 
reconoce que el progreso de la ciencia económica y la nueva economía de 
mercado sean herramientas indispensables del crecimiento económico. Es 
el crecimiento económico lo que requiere una fundamentación moral 
distinta de la que ofrece el comunitarismo y el conservantismo cívico. 

En 1982, al inicio de una seria recesión económica, Guzmán acude al 
legado republicano que acompaña al conservantismo cívico de Jaime 
Eyzaguirre, en un postrer intento de conciliar la solidaridad ciudadana y la 
competencia económica. La gravedad de la situación vivida lo obliga a 
situarse en una perspectiva más amplia en vistas de lograr un “consenso 
social mínimo” que permita la coexistencia de “las muy variadas 
discrepancias propias de una sociedad libre” (Guzmán, 1982b: 11). Las 
discrepancias que tiene en cuenta son las que genera la introducción en 
Chile de los valores de una sociedad de mercado. Guzmán cree todavía 
posible armonizar esos valores con los valores republicanos que defiende el 
conservantismo cívico. Pero esta armonización resulta ser un proyecto sin 
destino. Guzmán mismo se ha encargado de poner definitivamente fuera de 
juego al corporativismo. Las asociaciones intermedias que propone el 
corporativismo y el espíritu solidario que puede generarse al interior de 
esos organismos, son la base institucional que podría sostener tal 
armonización. Sin esa base, su replanteamiento republicano aparece como 
un mero artificio retórico. 


En tres editoriales sucesivos de la revista Realidad, Guzmán anuncia y 
define el tema de la creación de una nueva institucionalidad económica. En 
“Institucionalidad: definiciones necesarias”, publicado en agosto de 1979, 
Guzmán señala que la “creación de la nueva institucionalidad” no está 
restringida a lo político, sino que “se extiende también al campo económico 
y social” (Guzmán, 1979a: 7-8). No define exactamente cuál será el sentido 
de la institucionalidad económica, solo indica que ella transciende “una 
mera política económica” y que involucra aspectos que tienen “validez 


permanente, porque desbordan lo puramente contingente, y constituyen 
bases de una sociedad libre y de una economía sana” (ibid: 8). En el editorial 
del mes siguiente, reitera que el gobierno militar está sentando las bases de 
una “nueva institucionalidad económica” (Guzmán, 1979b: 7), la que define 
del siguiente modo: 


La nueva institucionalidad económica... deja al mercado... la iniciativa y 
gestión productora, y reserva al Estado solo aquello que los particulares 
no pueden realizar adecuadamente, dentro de lo cual sobresalen las 
funciones que, por su propia naturaleza, son inherentes a la autoridad, 
como asegurar mercados abiertos y competitivos, y actuar directamente 
sobre la justa distribución del ingreso (ibid: 7). 


Finalmente, en el editorial de octubre, titulado “Proyecciones de una 
tarea”, Guzmán da cuenta del mensaje presidencial del 11 de septiembre de 
ese año (Guzmán, 1979c). Señala su carácter programático en lo político, lo 
social y lo económico. Con respecto a la “nueva institucionalidad 
económica” que se proyecta, destaca que ella busca “asegurar una eficiente 
asignación de nuestros recursos productivos, a través de una economía 
abierta, competitiva e impersonal” (ibid: 12). Indica también que se busca 
“un equilibrio entre el desarrollo económico y la justicia social, destacando 
al efecto el papel redistributivo del Estado inherente al mismo principio de 
subsidiariedad” (ibid: 12). 

La nueva institucionalidad económica que definen estos tres editoriales 
coincide con la adopción, por parte de Guzmán, del punto de vista de 
Hayek. Un editorial de Realidad de marzo de 1980, evidencia hasta qué 
punto Guzmán ha sufrido el impacto de la nueva economía chilena y de la 
filosofía hayekiana. No defiende ya un capitalismo corporativo y orgánico, 
sino el capitalismo definido por el liberalismo económico. Rechaza la 
posibilidad de encontrar una “tercera posición” entre el socialismo y el 
capitalismo, con lo que queda en evidencia la continuidad argumentativa 
con lo que sostiene en 1965 en el artículo de Fiducia analizado en el 
capítulo 2.*' También allí se negaba la viabilidad del comunitarismo de los 
llamados católicos de la “tercera posición”. Pero ahora, junto con esta 
continuidad, su pensamiento ha experimentado una notable evolución. En 
1965, Guzmán tomaba en cuenta las pautas dictadas por las encíclicas y 
auspiciaba un capitalismo orgánico y corporativo, que estaba abierto a la 
posibilidad de una regulación moral. Con ello desestimaba el capitalismo 


liberal, es decir, la “economía sin moral” (Guzmán, 1965a: 5). Pero en este 
editorial de marzo de 1980, en el que Guzmán comenta observaciones del 
ministro José Piñera, el capitalismo aparece transfigurado y bajo una nueva 
denominación. Se le caracteriza ahora como una “moderna economía 
social de mercado” (Guzmán, 1980a: 4). 


...La moderna economía social de mercado procura el crecimiento 
económico a través de la propiedad privada de los medios de 
producción, el fomento de la iniciativa privada como motor de la 
economía, y el respeto a las leyes del mercado como medio para una 
eficiente asignación de los recursos productivos. La función 
redistributiva es realizada aquí por un Estado que se apoya para ello en 
los elementos antedichos, en lugar de destruirlos o desconocerlos (ibid: 
4). 


Este texto, en perfecto acuerdo con el neoliberalismo de Hayek, designa 
al mercado como el medio más eficiente para la asignación de los recursos 
productivos. Pero al mismo tiempo, Guzmán se desvía de la ortodoxia 
hayekiana que toma primariamente en cuenta la economía de los países ya 
desarrollados. En primer lugar, Guzmán pone acento prioritario en la 
noción de crecimiento económico y en la lucha contra la pobreza. Piensa 
que “la clave en la lucha contra la pobreza reside en el mayor aumento 
posible del producto nacional” (ibid: 4). En este respecto, señala también el 
papel fundamental que corresponde al “afán de lucro” de empresarios e 
inversionistas en la creación de riqueza. En segundo lugar, le reconoce al 
Estado una función redistributiva, lo que es explícitamente rechazado por 
Hayek. Obviamente Guzmán ignora la posición de Hayek al respecto. En un 
editorial anterior había afirmado que la redistribución constituía “una tarea 
que toda economía social de mercado reconoce como propia y típica de la 
autoridad estatal” (Guzmán, 1980: 8). En todo caso, su desviación es solo 
nominal. Cuando Guzmán afirma que en su acción redistributiva el Estado 
“se apoya” en las leyes del mercado, y no en la justicia social como había 
sostenido con anterioridad, está con ello efectivamente subordinando el 
Estado redistributivo al punto de vista de la economía. 

Solo en 1981, durante el curso de su segunda visita a Chile, Guzmán sale 
de su error con respecto a lo que piensa Hayek de la redistribución. Esto 
ocurre el 24 de abril de ese año, durante una entrevista que conduce el 
mismo Guzmán. A la pregunta: “¿Considera usted que es parte de las 


funciones del [Estado] redistribuir la riqueza?”, la respuesta de Hayek es 
tersa: “No, definitivamente no” (Hayek, 1981: 27-8). A una nueva pregunta: 
“¿Pero, si tomamos el caso de Chile, por ejemplo, que en 1973 tenía 
aproximadamente un 20 por ciento de su población en la extrema 
pobreza?”, la respuesta de Hayek reitera la ortodoxia liberal: “Eso no se 
soluciona con redistribución. Como he sostenido otras veces, si la 
redistribución fuera igualitaria habría menos que redistribuir, ya que es 
precisamente la desigualdad de ingresos la que permite el actual nivel de 
producción” (ibid: 28). 

Tres semanas más tarde, en un comentario para el diario La Segunda del 
15 de mayo, Guzmán fija su posición frente a Hayek y el neoliberalismo: 


...La concreción de la economía social de mercado en Chile, dista de ser 
la fórmula rígida de un pensador o escuela. Es más bien una adaptación 
pragmática y flexible de ciertos principios a nuestra realidad. Lo que ha 
impulsado el Presidente Pinochet, junto a su equipo económico... 
constituye una versión chilena y original, no dominada por sujeción 
dogmática alguna. Baste señalar lo realizado en cuanto a redistribución 
del ingreso, para corroborar sus diferencias con los mentores que se les 
endosa (Guzmán, 1981b: 2). 


Es interesante comprobar cómo Guzmán, que se mostró siempre 
contrario al estatismo y partidario de una minimización del Estado, se 
manifiesta aquí partidario de asignarle una función redistributiva, todo lo 
reducida que se quiera. 

En 1986, un breve comentario publicado en La Tercera, presenta de 
manera más clara el carácter justificatorio que adquiere para Guzmán la 
noción de crecimiento económico, que es determinante en su decisión de 
reconocerle un papel redistributivo al Estado (Guzmán, 1886). El contexto 
de este comentario es la observación del presidente de la Confederación de 
la Producción y del Comercio, Manuel Feliú, quien señala que “el objetivo 
fundamental debe ser erradicar la pobreza, pero para hacerlo hay que crear 
riqueza y luego distribuirla” (Guzmán, 1986: 2). En el pasado, indica 
Guzmán, la riqueza de las naciones aparecía como algo “fijo e 
inmodificable”, en tanto que las “formas modernas de la producción 
capitalista” demuestran que la riqueza puede “crecer en magnitudes 
extraordinarias, jamás antes soñadas” (ibid: 2). El “capitalismo clásico” ha 
evolucionado hacia “expresiones contemporáneas de la economía social de 


mercado” que involucra una serie de factores. Entre estos factores, Guzmán 
menciona “la iniciativa creadora de las personas dotadas de vocación 
empresarial, es decir, de aptitud para crear nuevas y mayores riquezas”. 
Esto coincide con lo sostenido en 1983 con respecto a la contribución de los 
empresarios al crecimiento económico. También señala que la economía de 
mercado se basa en la “conciencia de que el crecimiento de un país 
necesaria y automáticamente favorece al conjunto de sus habitantes, por 
los mayores bienes, servicios y empleos que ello genera” (ibid: 2; el énfasis 
es de Guzmán). La idea de que el crecimiento económico favorezca al 
conjunto de los habitantes, y que ello ocurra “necesaria y 
automáticamente” supone el principio neoliberal del mercado como el 
artífice único de la asignación de recursos. Si se plantea la cuestión en 
términos distributivos habría que decir que la distribución ideal es la real, y 
que la distribución real es la ideal. Esto concuerda con el rechazo, por parte 
de Hayek, de la noción de justicia distributiva. 

Guzmán, en consonancia con las reservas que ha manifestado ante la 
radicalidad del programa neoliberal, introduce el tema de la redistribución. 
En su opinión, es necesario añadir “la tarea del Estado de redistribuir la 
riqueza, básicamente a través de los impuestos que pagan en mayor 
proporción quienes más tienen, a fin de canalizarlos en subsidios o 
beneficios sociales hacia los más pobres” (ibid: 2). Esto es anatema para 
Hayek. Pero Guzmán no se ha desviado en gran medida de la ortodoxia 
neoliberal. No menciona aquí el bien común o la justicia social como los 
criterios que deben guiar el esfuerzo redistributivo. El comunitarismo no es 
la filosofía social que lo inspira. Aunque declara su intención de combatir la 
pobreza, se trata solo de “los niveles de pobreza juzgados incompatibles con 
la dignidad humana” (ibid: 2). No se trata, admite Guzmán, de que la 
redistribución destruya “la gallina de los huevos de oro” (ibid: 2). 
Honradamente piensa que para los pobres la gallina de los huevos de oro es 
la inversión de los ricos." 


Hayek deriva la genealogía neoliberal de sus raíces ancestrales en el 
liberalismo clásico. Existen ciertamente muchas similitudes entre esas dos 
corrientes de pensamiento. Pero hay también una “crucial diferencia” que 
dificulta la total asimilación que busca Hayek (cf. Hoffman, 2008: 77). El 
liberalismo clásico afirma la libertad, pero a la vez la igualdad. El contexto 
histórico de pensadores como Hobbes, Locke y Kant nos muestra que su 


adversario principal fueron las opresivas jerarquías del sistema feudal, 
donde se postuló la desigualdad como un dato de la naturaleza. En cambio, 
el adversario histórico del neoliberalismo es el socialismo (ibid: 77). Hayek 
hereda de Mises la orientación antisocialista y anti-Estado que se expresa 
en sus célebres disputas con Keynes, y luego con Oskar Lange. En The 
Mirage of Social Justice, Hayek se opone a la idea de igualdad de 
oportunidades pues ello significaría poner en manos del Estado un control 
ilimitado de todas las circunstancias que afecten el bienestar de las 
personas. La idea podría parecer atractiva, pero es en verdad “un ideal 
enteramente ilusorio, y cualquier intento de realizarlo en concreto puede 
producir pesadillas” (Hayek, 1976: 84-85). 

En 1981, Hayek, durante una de sus visitas a Chile y en una entrevista 
realizada por Jaime Guzmán, Hernán Larraín y Ernesto Illanes, 
honestamente admite que la desigualdad es motor indispensable de la 
producción capitalista: “Como he sostenido otras veces, si la redistribución 
fuera igualitaria habría menos que redistribuir, ya que es precisamente la 
desigualdad de ingresos la que permite el actual nivel de producción” 
(Hayek, 1981: 27-35). Pinochet, y luego Margaret Thatcher y Ronald Reagan, 
diseñan sus políticas económicas teniendo a la vista el rechazo por parte de 
Hayek al igualitarismo y su opción por un ideal de libertad preferencial que 
exige la total ausencia de intereferencias por parte del Estado. Esto se 
traduce en la afirmación de un derecho a la desigualdad. El 10 de octubre, 
1975, en un discurso programático para el Partido Conservador reunido en 
los Winter Gardens de Blackpool, Thatcher afirma: “Todos somos 
desiguales. Nadie, gracias a Dios, es igual a otra persona por más que los 
socialistas pretendan que no es así. Creemos que toda persona tiene un 
derecho a la desigualdad, pero a la vez todo ser humano es igualmente 
importante para nosotros”. 

Por su parte, en 1980, Guzmán comenta el triunfo de Reagan en la 
elección presidencial en Estados Unidos y retoma el argumento 
antisocialista (Guzmán, 1980b: 12). Guzmán enrostra a la izquierda 
democrática el intento de atenuar el carácter totalitario y brutal de la 
izquierda marxista, cuando lo presenta “como el costo de implantar una 
sociedad supuestamente igualitaria”. Pero el “signo de los tiempos”, que el 
socialismo democrático ha creído descifrar a su favor, le ha vuelto las 
espaldas. El socialismo ha sido derrotado militarmente en Brasil, Chile y 


Argentina. Con Thatcher y Reagan, el antisocialismo obtiene también 
grandes triunfos electorales. 

¿Cuáles son los logros del neoliberalismo antisocialista? Según Guzmán, 
ha revitalizado la propiedad privada y la libertad de empresa. El Estado, 
fundado en el principio de subsidiariedad, “disminuye su tamaño y orienta 
su función redistributiva a superar la pobreza -y no una utópica igualdad- 
como instrumento de efectiva justicia social” (ibid: 12). Enfatizando la 
libertad individual, Guzmán subraya un nuevo impulso privatizador en 
“ámbitos como la educación, el mercado laboral, el sindicalismo, la 
seguridad social, la salud y la tarea empresarial” (ibid: 12), todos ellos 
puntos claves de la politica neoliberal de Pinochet. 

La idea hayekiana de la desigualdad como motor esencial del capitalismo 
determina también el argumento de un editorial que Guzmán publica en 
Realidad, inspirado en un seminario de José Piñera (Guzmán, 19804). 
Guzmán postula aquí que la necesaria desigualdad entre ricos y pobres es el 
motor de crecimiento económico y única solución realista para eliminar la 
pobreza. La alternativa es el socialismo igualitario que conduce al 
empobrecimiento de la sociedad entera. Soluciones intermedias, o de la 
“tercera posición”, que busquen la regulación estatal en favor de la igualdad 
por medio de la educación y salud públicas, son solo “una ilusión o una 
utopía” (ibid: 4).2 

La solución para el problema de la pobreza es, según Guzmán, el 
crecimiento económico acelerado. Escribe: “Nadie niega conceptualmente 
que solo aumentando en forma acelerada y sostenida el producto 
nacional... es posible superar el subdesarrollo y su secuela de pobreza 
material y atraso cultural” (ibid: 4). Lo que Guzmán propone se inscribe 
derechamente en el esquema neoliberal que promueve principalmente el 
ingreso de las mayorías al mercado, pero no busca reducir la desigualdad 
social y el acceso diferenciado a la riqueza que esto determina.'* Guzmán 
concluye con una afirmación de temple aristocrático: “Siempre el progreso 
se ha logrado por el fruto con que la obra de pocas eminencias cumbres se 
ha derramado sobre el resto del cuerpo social” (ibid: 7). Esto lo lleva a 
admitir que “ello implica aceptar la desigualdad como dato de la Creación” 
(ibid: 7). Las objeciones del liberalismo clásico con respecto a las jerarquías 
feudales han sido desplazadas. 

El pensamiento político y social de Guzmán se plasma en la Declaración 
de Principios de la UDI. Reconoce su acápite 4, que es función indelegable 


del Estado “la promoción de la mayor igualdad posible de oportunidades 
básicas”. Pero lo que otorga este acápite lo quita el acápite 6, donde se 
desconoce y cercena la función pública del Estado en aras de la libertad 
preferencial de los individuos, en ámbitos como la educación, la salud, la 
empresa, la seguridad social y la actividad gremial. Imposible no reconocer 
la política neoliberal que implementa Pinochet. Prueba que estamos lejos 
del liberalismo clásico, y del ideal de igual libertad para todos, es el acápite 
27 de la Declaración, donde se lee: “Frente a quienes hacen de la política 
una mera reivindicación de derechos, silenciando las obligaciones que le 
son anexas... [la] UDI se propone...: respetar las jerarquías naturales en los 
diversos ámbitos del quehacer nacional, combatiendo la tendencia al 
igualitarismo rasante de las sociedades masificadas”. En su lucha contra el 
socialismo, Guzmán y la UDI, siguiendo la impronta del neoliberalismo 
hayekiano, abandonan la lucha por la igualdad del liberalismo clásico, y 
optan por las jerarquías naturales que defiende el pensamiento carlista." 


Guzmán conoce la condena que pesa sobre el liberalismo económico por 
parte de la enseñanzas pontificias y, como católico observante, no está 
dispuesto a cuestionar ese legado doctrinal. Pero también percibe el 
obstáculo que representa la moral católica para la plena implementación de 
una economía de mercado. En una conferencia titulada “Análisis crítico de 
la Democracia Cristiana chilena”, y que presenta en el Instituto para una 
Sociedad Libre (Guzmán, 1983), Guzmán amplifica una idea que había 
presentado anteriormente en un editorial de Realidad (cf. Guzmán, 1980c), 
para ahora lograr un compromiso aceptable. Piensa que Dios ha dotado a 
algunos seres humanos con un talento especial, con “el talento y la 
vocación para producir riqueza” (Guzmán, 1983: 482). Ese talento consta de 
dos motivos inseparables: “querer hacer cosas y querer ganar dinero” (ibid: 
482). Estas son las notas que definen a la figura del empresario, cuya 
“esencia” consiste en el afán de lucro (ibid: 482). Esto es lo que ha olvidado 
la doctrina social de la Iglesia. Escribe Guzmán: 


Esto lo digo en forma muy tajante y cruda, porque es, a mi juicio, el 
punto de vista que... no ha recogido adecuadamente la doctrina social 
de la Iglesia. Yo creo que va a ser indispensable que la doctrina social de 
la Iglesia profundice este tema, a la luz de la ciencia económica y de la 


experiencia contemporánea, porque es indudable que este afán de lucro 
no puede estar ausente, realistamente, de la vocación empresarial ni el 
crecimiento económico; o se acepta el lucro en los individuos o se radica 
solo en el Estado exigiendo que las empresas estatales del colectivismo 
sean rentables (ibid: 482; el énfasis es mío). 


La “ciencia económica” y la “experiencia contemporánea” que deben 
iluminar la doctrina social de la Iglesia corresponden, respectivamente, al 
sistema de ideas hayekiano y a la sociedad capitalista chilena. Pero en 1965, 
un capitalismo definido en términos liberales le parecía a Guzmán como un 
fenómeno histórico del pasado “del cual solo quedan resabios” (Guzmán, 
1965a: 5). Ese mismo año, fundado en la doctrina pontificia, Guzmán 
rechazaba el liberalismo económico porque propiciaba “la libre iniciativa 
mirando solo al mayor rendimiento económico, en virtud de esa ‘mano 
invisible” de que hablaba Adam Smith y que transformaba el interés del 
hombre por sí mismo en un beneficio social” (ibid: 5). Lo que la doctrina 
social de la Iglesia debe entender ahora es que el afán de lucro se justifica 
en virtud de su eficiencia para contribuir al crecimiento económico. 

Justificar el afán de lucro por su contribución al crecimiento económico 
significa tomar en cuenta el punto de vista de la moral utilitaria.Y El 
principio utilitario busca maximizar el bien o utilidad del mayor número de 
individuos. Esto es precisamente lo que persigue el crecimiento económico. 
Pero agregar riqueza no es lo mismo que distribuirla. Cuando el cálculo 
moral toma en cuenta un principio puramente agregativo, como lo es el 
principio utilitario, se subordinan los requerimientos de la justicia social y 
del bien común, valores fundamentales del comunitarismo. No me parece 
que este sea un camino viable por medio del cual la Iglesia pueda 
“profundizar” su doctrina tradicional. La moral católica es esencialmente 
una moral comunitaria del bien común y la justicia social. 


IV 


El argumento que he desarrollado intenta demostrar que la defensa del 
capitalismo es uno de los elementos que determinan la continuidad de la 
obra de Guzmán. Pero he señalado también que su argumento evoluciona: 
en su obra primera defiende un capitalismo orgánico y corporativo, y más 
tarde, un capitalismo liberal. En sus primeros escritos, su concepción del 
capitalismo corre paralela a un rechazo del liberalismo económico. El 
capitalismo que presenta allí corresponde a una versión orgánica y 


corporativista, ajustada, según Guzmán, a la doctrina social de la Iglesia. 
Ésta no necesita revisarse o “profundizarse” para incorporar al capitalismo. 
En sus escritos maduros queda en evidencia su compromiso con la nueva 
economía de mercado. Defiende ahora un capitalismo propiamente liberal 
que, en cuanto tal, se aparta de la doctrina social de la Iglesia. Guzmán 
incorpora en su pensamiento elementos esenciales de la postura hayekiana 
y acepta la idea del mercado como asignador de los recursos productivos, 
aunque mantiene ciertas reservas frente a esa idea. De hecho, le reconoce al 
Estado una función como órgano redistributivo e incentivador del 
crecimiento económico, lo que significa un apartamiento de la ortodoxia 
neoliberal. Esto no significa que Guzmán haya retomado una concepción 
orgánica y corporativa del capitalismo. Tampoco puede suponerse que 
frente a la alternativa entre capitalismo y socialismo haya optado por el 
socialismo. Menos puede pensarse que haya considerado la legitimidad del 
comunitarismo como tercera vía entre capitalismo y socialismo. ¿Qué 
posibilidad, entonces, le quedaría abierta a Guzmán? 

Aunque su defensa del capitalismo es fundamentalmente pragmática, 
elabora ahora también una incipiente justificación moral, mucho menos 
desarrollada ciertamente de la que elaboró para legitimar el capitalismo 
orgánico y corporativista. La lectura que hace Guzmán de Mater et 
Magistra en sus escritos juveniles, se basa en una versión radicalizada de la 
teoría tomista de los entes relacionales. Para ello acepta una interpretación 
también radical de la “prioridad ontológica y de finalidad” de los individuos 
que postula la traducción española de Mater et Magistra. Un 
individualismo exagerado es lo que le permite reorientar el principio de 
subsidiariedad hacia la minimización de la acción del Estado y sostener una 
versión radical de la propiedad privada como derecho real. Ese principio, 
que servía a las doctrinas pontificias para intentar una tercera vía entre 
comunismo y capitalismo, le sirve a Guzmán para reafirmar su fe capitalista 
y rechazar de plano el comunismo. Las semillas neoliberales que 
comienzan a fertilizar el pensamiento de Guzmán a partir de 1971, caen 
sobre el terreno que ha sido abonado por la versión radicalizada que 
desarrolla de la teoría de la sociedad como ente relacional. 

Paradójicamente, en el momento más propicio para reafirmar la teoría de 
los entes relacionales, Guzmán opta por una justificación alternativa del 
capitalismo liberal. Este momento crítico en su evolución conceptual 
ocurre en 1981, cuando se percata de la verdadera naturaleza del 


pensamiento de Hayek, el representante más destacado del neoliberalismo. 
El rechazo por parte de Hayek de las nociones de bien común y justicia 
social permite a Guzmán conocer el verdadero alcance y sentido de la 
orientación anti-comunitaria del pensamiento neoliberal? Pero una 
reafirmación de esas nociones no le resulta posible debido a su acendrado 
anticomunitarismo. Las nociones de bien común y justicia social tienden a 
desaparecer de su argumentación, o al menos adquieren un valor 
estrictamente secundario. Queda a la vista, por ejemplo, el lugar 
subordinado que ocupa la noción de justicia social en uno de sus últimos 
comentarios editoriales. En 1989, en un artículo titulado “Impuesto y 
justicia social”, donde refuta alzas tributarias redistributivas que propician 
los socialistas, Guzmán afirma que “una sociedad más justa y solidaria 
exige fundamentalmente que el gasto social se asigne con preferencia a los 
más pobres”. Pero antes que la justicia es necesario considerar el 
crecimiento económico. “La primera prioridad debe siempre dirigirse al 
crecimiento económico general del país para brindar un mejor nivel de vida 
a todos sus habitantes” (Guzmán, 1989). 

Concederle valor justificatorio prioritario a la noción de crecimiento 
económico, implica, como se vio más arriba, adoptar una postura moral 
utilitaria. Pero esto involucra aceptar también sus limitaciones. En primer 
lugar, el utilitarismo permite violaciones de los derechos individuales en 
aras de la utilidad general. Esto resulta, como lo nota Rawls, del error de 
“adoptar para la sociedad como un todo el principio de decisión racional de 
una persona”, es decir, de “fusionar los deseos de todas las personas en un 
coherente sistema de deseos” y buscar su satisfacción general. Al hacer 
esto, se agrega confundidamente a todas las personas en un solo todo social 
y no se toma en serio la distinción entre las personas (Rawls, 1971: 26-27 8 
31). Por la senda del utilitarismo se abandona el liberalismo de los derechos 
y se avanza hacia el colectivismo. ¿Cómo podría Guzmán conciliar esta 
posición con la tesis metafísica central de su pensamiento que postulaba la 
“prioridad ontológica y de finalidad” del individuo? ¿Cómo conciliar el 
utilitarismo con su afirmación de la propiedad privada como un derecho 
real y no personal? 

En segundo lugar, el utilitarismo busca maximizar la utilidad neta del 
mayor número de individuos. Pero agregar utilidades no es lo mismo que 
distribuirlas. Cuando el cálculo moral privilegia un principio puramente 
agregativo, como es el principio de utilidad, subordina y posterga los 


requerimientos de la justicia social y del bien común.” Estos valores, sin 
embargo, son el patrimonio no solo de la doctrina social de la Iglesia, sino 
que constituyen también pilares fundamentales de un republicanismo 
democrático. Un determinado nivel de riqueza es ciertamente 
indispensable para la existencia misma de una polis. Por ello, la 
conservación y el ordenado crecimiento de esa riqueza debe quedar 
sometido a criterios utilitarios. Pero el punto de vista utilitario es limitado y 
unilateral. Supone que nuestra razón es esclava de las pasiones, es decir, de 
las preferencias, y encomienda por ello la creación, administración y 
destino último de la riqueza a factores que están más allá de nuestra 
consideración racional, como el afán de lucro o el consumo ilimitado. Como 
consumidores, atendemos a nuestros bienes particulares y preferencias 
subjetivas. Es como ciudadanos que intentamos contemplar racionalmente 
y alcanzar el bien común. La formación de ciudadanos que participen 
racionalmente en el autogobierno de la polis no puede quedar reducida a 
un criterio utilitario y economicista sometido a las preferencias. Una 
democracia republicana, que fomente una actitud deliberativa con respecto 
a las preferencias, promoverá una amplia discusión en torno al bien común. 
Solo así es posible generar y alimentar una razón pública, única instancia 
capaz de poner en efectiva tela de juicio la parcialidad y fragmentación de 
los bienes particulares que se interpongan al bien común. Solo así es 
posible avanzar hacia la refundación de una república de ciudadanos, y no 
de meros propietarios o consumidores de utilidades. 


V 


Guzmán, heredero del pensamiento conservador de Jaime Eyzaguirre y 
Julio Philippi, adhiere al republicanismo aristocrático que ha acompañado 
al discurso político chileno y determinado, en alguna medida, la actitud de 
ciudadanos y gobernantes. Esto queda en claro en 1982, cuando Guzmán 
acude al ideario republicano en un momento en que, como él mismo 
reconoce, “Chile atraviesa por una seria recesión económica ..[y] sus 
efectos tienden a generar un estado de ánimo deprimido y pesimista en 
amplios e importantes sectores ciudadanos” (Guzmán,1982b: 9). Considera 
que la gravedad de las circunstancias debe ser vista desde “una perspectiva 
más amplia”, para hacer posible una solución profunda y efectiva al 
problema (ibid: 9). Esa perspectiva más amplia es el reconocimiento del 
“consenso social mínimo” que, en Chile, ha permitido la coexistencia de 
“las muy variadas discrepancias propias de una sociedad libre” (ibid: 11). Ese 


consenso debe ahora reforzarse. En las democracias modernas ese 
consenso se forja “a través de la participación ciudadana de una común 
forma de vida”. Y se refuerza por dos vías adicionales. La primera vía 
consiste en la preservación de “valores espirituales y morales que expresen 
las raíces del ser nacional” (ibid: 11). La segunda consiste en una actitud 
vigilante frente a “los totalitarismos, el terrorismo, la demagogia y [el] 
estatismo socializante” (ibid: 12). Me interesa por sobre todo explorar la 
primera vía mencionada por Guzmán. 

En Chile, los valores morales en torno a los cuales se ha definido ese 
consenso social mínimo determinan, según Guzmán, “el alma de la 
chilenidad”. Ésta ha sido descrita por “nuestros más calificados 
historiadores y analistas sociales” (ibid: 25). La descripción que Guzmán 
incluye a continuación contiene algunos de los rasgos fundamentales del 
ideario republicano: 


El sentido de libertad incompatible con toda tiranía, y el de altivez patria 
inconciliable con cualquier vasallaje; la búsqueda de una autoridad 
fuerte y severa, pero a la vez justa y humanizada; el respeto tolerante a 
la discrepancia pacífica y no totalitaria y, en fin, el hondo sentido 
jurídico a todo nivel (ibid: 25). 


Tres de estas cuatro exigencias tienen clara cabida dentro del 
republicanismo. Primero, la tradición republicana ha enfatizado la noción 
de libertad como ausencia de dominación, y ha distinguido entre liber y 
servus (Pettit, 1997: 31). Esto coincide plenamente con el rechazo por parte 
de Guzmán de la relación tiranía/vasallaje y su afirmación de actitudes 
altivas frente a cualquier intento dominador. El discurso político audible 
durante la Independencia y más adelante durante la creación de la 
institucionalidad republicana, está claramente determinado por esta 
actitud. Segundo, la idea de autoridad cabe también dentro de lo requerido 
por el republicanismo en su versión más conservadora. No se trata 
ciertamente de una autoridad monárquica o carismática. El republicanismo 
es esencialmente antimonárquico pues considera que un monarca 
inevitablemente intentará absolutizar su poder (cf. ibid: 20). Lo que 
alimenta al espíritu republicano es la amenaza de situaciones de 
dominación arbitraria. El republicanismo aspira a la autoridad fuerte, 
severa, pero a la vez impersonal de la ley. Ya en Aristóteles se encuentra la 
idea de un gobierno de las leyes y no de los hombres. El republicanismo del 


consenso social mínimo que describe Guzmán se confirma cuando la idea 
de autoridad se toma en conjunción con el cuarto rasgo que invoca, a saber 
la demanda de un “hondo sentido jurídico a todo nivel”. En el período 
preconstitucional, es decir, inmediatamente después del golpe de Estado, la 
idea de autoridad que tiene en mente Guzmán se refiere a la junta militar, y 
más específicamente a la figura de Pinochet, a cuyo realce contribuye él 
mismo. Este momento fundamentalmente antirrepublicano parece ahora 
superado. La puesta en vigencia de la Constitución del 80 implica, por lo 
menos en el papel, que la autoridad dominante y arbitraria de Pinochet 
debe quedar subordinada a la autoridad impersonal de la ley. 

Esta confesión de fe republicana da pie para un extraordinario recuento 
de las virtudes de la ciudadanía chilena. En primer lugar, el alma de la 
chilenidad privilegia, según Guzmán, las virtudes de “la sencillez y la 
autenticidad... por sobre el boato y la apariencias” (ibid: 26). Lo que las 
personas son es lo que se valora, no lo que las personas tengan o posean. 
Chile constituye primordialmente una comunidad de ciudadanos, y no una 
asociación de propietarios o consumidores. La sociedad chilena misma no 
presenta trabas para que puedan manifestarse “el mérito y el talento 
personal por sobre cualquier antecedente de linaje”. Más aun, “el ser 
nacional se identifica más con el servicio sobrio y severo a nobles ideales 
del espíritu, que con el mero éxito material, llegando incluso a ser 
resueltamente crítico de éste, si él amenazare a conducirnos a criterios 
materialistas”. Esta notable aseveración es seguida por otra aún más 
notable. Guzmán demuestra que el rechazo por parte de los chilenos de 
consideraciones puramente económicas y materialistas está enraizado en 
una peculiar actitud patriótica relacionada al heroísmo bélico. No son los 
guerreros victoriosos los que atraen a los chilenos sino “los héroes que 
inmolaron sus vidas en aparentes derrotas bélicas” (ibid: 26). Todo esto 
coincide con el discurso cívico de la virtud y la perfectibilidad humana, 
pero remata en la reconocida patología que exalta el escenario bélico como 
la medida decisiva del sentimiento patriótico. 

Cuando Guzmán describe las virtudes de los gobernantes, evoca también 
un registro republicano. En este caso las virtudes esenciales son la 
austeridad y la honradez. 


Proyección de la misma escala de valores, me parece la preponderante 
valoración que el chileno siempre ha otorgado a la austeridad de quienes 


gobiernan, al punto de erigirse -junto a la honradez- en la virtud que 
más respeto concita hacia las autoridades que la practican, y cuyo 
quebrantamiento más perjudica a quienes en él incurren (ibid: 26). 


Las dos virtudes que menciona son ciertamente importantes para el 
republicanismo. Ellas son garantía de que la autoridad del gobernante no 
caerá en la arbitrariedad y el despotismo. Hay que tomar en cuenta que es la 
autoridad impersonal de la ley la que resulta decisiva para el 
republicanismo, y que los gobernantes deben por sobre todo demostrar su 
sometimiento a ella. Es la ley la que crea la libertad de los ciudadanos, y es 
la ley también la que crea la autoridad de los que gobiernan (cf. Pettit, 1997: 
37). 

Hasta aquí, Guzmán, inspirado en el ethos republicano, ha definido los 
que le parecen ser los valores morales fundamentales de la chilenidad. Pero, 
al mismo tiempo, percibe que esta definición valorativa es incompatible con 
las actitudes materialistas que impone una sociedad de mercado. De allí, la 
necesidad de mostrar mediante “un especial esfuerzo”, que el sistema 
económico que consagra la nueva institucionalidad es compatible con esos 
valores morales. Pero ello requiere que las “formulaciones conceptuales y 
las expresiones prácticas” del sistema económico que se ha impuesto, “se 
lleven a cabo buscando conseguir y demostrar su congruencia con la 
idiosincrasia y la mejor tradición nacional, en lugar de escoger el camino 
inverso —por desgracia frecuente en los últimos años- de presentar las ideas 
y las medidas económicas en cuestión, del modo más chocante imaginable 
para la mentalidad chilena..”. (Guzmán, 1982b: 26). El problema no reside 
en el sistema económico mismo, sino en la retórica de sus apologistas. 
Guzmán cree que es posible demostrar que “a diferencia de lo que plantean 
vastos sectores eclesiásticos, la competencia y la solidaridad no son 
conceptos opuestos, sino armonizables y recíprocamente enriquecedores” 
(ibid: 26). 

La armonización que propone Guzmán resulta ser un proyecto sin 
destino. Una cosa es observar que la sintaxis de su proyecto de sintetizar 
solidaridad y competencia sea la correcta. Cosa muy distinta es establecer 
que la posibilidad de su realización sea significativa. Guzmán mismo se ha 
encargado de poner fuera de juego al corporativismo, no solo el 
corporatismo político sino también el social. Pero este rechazo del 
corporativismo significa también desestimar la función de esa vasta red de 


instituciones y asociaciones intermedias (desde universidades, iglesias y 
municipios hasta centros gremiales, vecinales y clubes deportivos) que 
surgen espontáneamente en la sociedad civil. Al interior de estas 
asociaciones se generan los lazos comunitarios que nutren los sentimientos 
de solidaridad. Sin esta base institucional, la propuesta de Guzmán, que 
todavía define expresamente como gremialista, y que determina también su 
postrer replantamiento republicano, aparece como un mero artificio 
retórico. La plaza pública ha perdido su ropaje cívico. 


ll Arturo Fontaine Talavera sostiene que ya en 1971 “aparece, por primera vez en [Guzmán], la influencia 
del pensamiento económico liberal. Los conceptos vienen de Milton Friedman, pero filtrados a 
través de Emilio Sanfuentes, de Hernán Cubillos, de Carlos Urenda, con quienes se encontraba en el 
Instituto CESOC, patrocinado por las empresas del grupo Edwards” (Fontaine, 1991: 252). 


Rl Para Hayek, el conocimiento práctico es esencialmente fragmentario. Nadie puede alcanzar una 
visión completa y totalizada de la realidad. “La mente humana es ciertamente incapaz de captar un 
“todo' en el sentido de la totalidad de aspectos de una situación real” (Hayek, 1978: 122). El 
predominio del conocimiento práctico significa desactivar las demandas de la razón intrínseca, para 
dar paso a la primacía de la razón instrumental. Esclava de las pasiones, es decir, de las preferencias, 
la razón instrumental puede operar solo en términos de imperativos hipotéticos. Esto se ensambla 
con la idea de un orden espontáneo. La razón no puede construir un orden según sus propias reglas 
y debe así ceñirse al orden natural de las cosas. Hormigueros, galaxias, precios y sistemas morales y 
legales son todos casos de organizaciones espontáneas que ninguna inteligencia ordenadora 
puede diseñar o intervenir. No son viables la ingeniería social, la fabricación de constituciones y la 
geometría política. Conocimiento práctico y orden espontáneo son nociones que Hayek deriva de 
Hume. El empirismo nominalista y antimetafísico de Hayek no es, como piensa Zanotti, 
simplemente un “protoplasma” cuya prescindencia no afecta el sentido último de esas nociones, las 
que, en sí mismas, serían compatibilizables con el tomismo (Zanotti, 1993: 77). La metafísica tomista 
que inspira a Guzmán es incompatible con la reducción de la razón a pura instrumentalidad y del 
orden natural a ciega espontaneidad. 


BI En 1983, en una conferencia para el Instituto para una Sociedad Libre (Guzmán, 1983), Guzmán 
rechaza el comunitarismo. “Lo que no existe ni es viable es la tercera posición de una sociedad 
comunitaria” (ibid: 483). Al igual que en 1965, reduce las opciones a dos: capitalismo versus 
comunismo. 

N o hay más que dos alternativas básicas de sistema económico. O uno (llamado capitalista) 

que se funda en la propiedad privada de los medios de producción, en la iniciativa particular 
como motor básico del desarrollo y en la coexistencia de empresas libremente estructuradas por 
sus impulsores y que actúen en un marco de igualdad jurídica y competitiva donde ciertamente 
no prevalecerán las empresas comunitarias, o bien el otro sistema básico que es colectivismo, 
con propiedad estatal de los medios de producción y una economía centralmente planificada 
(ibid: 483). 

lal Pero, ¿no es más honesto Bernard de Mandeville cuando expresa el punto de vista de los ricos, y 
piensa que la gallina de los huevos de oro es el trabajo de los pobres? “It would be easier, where 
property is well secured, to live without money than without poor; for who would do the work? ... As they 
[the poor] ought to be kept from starving, so they should receive nothing worth saving... [I]t is in the 


interest of all rich nations, that the greatest part of the poor should almost never be idle, and yet 
continually spend what they get...Those that get their living by their daily labour... have nothing to stir 
them up to be serviceable but their wants which it is prudence to relieve, but folly to cure” (Mandeville, 
The Fable of the Bees). 


[3l En 1965, en un artículo para Fiducia, Guzmán defiende una postura idéntica a la que sostiene quince 
años más tarde. Afirma que la doctrina social de la Iglesia opta categóricamente por el capitalismo 
y rechaza el socialismo al igual que los compromisos que denomina “comunitaristas” o de “tercera 
posición”. (Guzmán, 19654). 


[6l En este sentido, hay que tomar en cuenta lo que señalan Richard Wilkinson y Kate Pickett. Según 
estos autores, en la medida que la desigualdad aumenta, también crecen las tasas de mortalidad 
infantil, obesidad, salud mental, homicidio, drogadicción, embarazos juveniles y encarcelamiento. 
Demuestran estadísticamente que la salud pública depende de la calidad de las relaciones sociales, 
y que estas últimas dependen del nivel de desigualdad. Argumentan, en particular, que la 
percepción de desigualdad produce elevados niveles de ansiedad en la población, y que ello incide 
significativamente en la salud de las personas (Wilkinson & Pickett, 2009). 


[z] Una versión condensada de esta sección apareció en la revista Capital n. 260 del 4 al 16 de 
septiembre, 2009. 


[8] También podría justificarse el crecimiento económico según principios hedonistas. El hedonismo es 
la opción moral de Gordon Tullock. Pregunta de Ercilla: “Usted sostuvo en el simposio que si algún 
calificativo filosófico puede aplicarse a su teoría es el de hedonismo. ¿Podría explicarlo?” Respuesta 
de Tullock: “Ese calificativo corresponde a lo que me dijeron mis colegas filósofos en la universidad. 
Yo pensaba que el enfoque de la teoría tenía más bien un carácter utilitarista, pero me dijeron que 
para que así fuera, debía orientarse a beneficiar a toda la sociedad. En este esquema de las 
decisiones públicas, los beneficios corresponden a beneficios particulares” (Tullock, 1980: 21). 


la] Hayek funda en dos razones su rechazo de la justicia social. Primero, el concepto de justicia social es 
concreto y no abstracto. Esto implica que lo que justifica la interacción entre individuos es la 
satisfacción de sus necesidades y capacidades, o, por lo menos, que se debería exigir igualdad 
inicial de oportunidades. Hayek rechaza ambas condiciones pues su realización exige la 
intervención del Estado como agente distributivo. ¿Cómo podría el Estado, en efecto, conocer las 
necesidades y capacidades individuales? Además, estaríamos incurriendo en una falacia 
antropomórfica al adscribirle a la sociedad características que son las del individuo. No puede 
haber redistribución porque en verdad jamás ha existido una distribución original deliberada. El 
mercado es un mecanismo impersonal, un espacio abierto donde los individuos transan 
propiedades libremente (Hayek, 1976: 72). Segundo, el concepto hayekiano de justicia es negativo; 
el de justicia social o distributiva es positivo. Las reglas de la justicia formalista solo requieren el 
respeto de la propiedad privada exclusiva. La justicia social, en cambio, también reconoce a los 
individuos el derecho de no ser excluidos de la propiedad productiva, y para ello admite el derecho 
individual a la propiedad inclusiva o pública (cf. Macpherson: 1973: 124). Hayek denuncia así la 
noción de justicia social como el Caballo de Troya del socialismo (cf. Cristi, 1981). 


hol Esta limitación del utilitarismo es ya reconocida por Henry Sidgwick (Sidgwick, 1874: 416-417; cf. 
Bowie, 1971: 20-22). Charles Taylor, un pensador comunitario contemporáneo y crítico del 
utilitarismo, afirma taxativamente: “...The demands of economic growth are used to justify very 
unequal distributions of wealth and income” (Taylor, 1991: 8). 


CAPÍTULO 7 
Contrarrevolución, carlismo y legitimidad" 


En sus escritos juveniles, Guzmán adopta el radicalismo antimoderno de 
Joseph de Maistre y Louis de Bonald. Estos pensadores católicos son 
contrarios no solo al proceso que tiene lugar en su momento en Francia, 
sino que también a la idea revolucionaria en general como opuesta a la 
tradición, la autoridad y el orden natural. Para Maistre, la contrarrevolución 
no es una revolución en contra, sino todo lo contrario de la revolución.? En 
lo sucesivo, cada vez que aparezca en escena el espectro revolucionario, se 
dejará oír el coro de voces conservadoras contrarrevolucionarias inspirado 
en esos autores. Ocurrirá en España, en el siglo XIX, con pensadores afines 
al carlismo como Juan Donoso Cortés y Jaime Balmes, y luego, en el siglo 
XX, con Juan Vásquez de Mella, Víctor Pradera y Aniceto de Castro. En la 
articulación de Vásquez de Mella, el carlismo defiende una concepción 
tradicionalista de la monarquía y se opone a la monarquía liberal que se 
consolida en el curso del siglo XIX. Su modelo político es el feudal, con una 
monarquía limitada, no por el constitucionalismo, sino por fueros y 
privilegios regionales y corporativos. 

El compromiso de Guzmán con el tradicionalismo, el corporativismo y el 
modo de vida aristocrático que deriva del carlismo es visible en sus escritos 
juveniles. Este compromiso se manifiesta en 1965 cuando, como miembro 
del movimiento tradicionalista Fiducia, encabeza la oposición a la reforma 
agraria promovida por el gobierno de Eduardo Frei. La aristocracia chilena 
había perdido una parte considerable de su poder político a partir de 1920, 
pero conservaba intacto su poder social y económico fundado en la 
propiedad de la tierra (cf. Correa, 2004: 38s). Guzmán percibe que la 
redistribución agraria es una grave amenaza para la continuidad de la 
sociedad jerárquica que permite la pervivencia de la tradición aristocrática. 
Advierte que la defensa del tradicionalismo implica no solo un cambio del 
gobierno vigente —ello “no es sino una parte muy limitada de la solución” 
(Guzmán, 1969: 14)—, sino también una transformación política mucho más 


profunda. Solo una implementación política del corporativismo, que 
Guzmán presenta como doctrina pontificia, podría revertir los efectos de la 
democratización en Chile. Luego de participar en la oposición a la reforma 
agraria, Guzmán dirige su atención a la tarea de aplicar las ideas 
corporativistas al ámbito universitario. Es uno de los fundadores del 
gremialismo en la Universidad Católica y en su Memoria de Prueba, 
presentada ante la Facultad de Derecho en 1970, defiende un modelo de 
gobierno universitario que privilegia un orden jerárquico inspirado en el 
corporativismo. 

En 1970, Guzmán ve la oportunidad de ampliar el radio de acción de su 
tradicionalismo contrarrevolucionario. Salta de la palestra universitaria a la 
política nacional para integrar el comando electoral de Jorge Alessandri, y 
luego del triunfo de la Unidad Popular, para encabezar el movimiento 
gremialista de oposición al gobierno de Salvador Allende. Su defensa de la 
jerarquía social se funde ahora con una defensa de la jerarquía económica. 
Durante los tres años de la Unidad Popular, su actividad intelectual se 
vierte en un sinnúmero de columnas para el semanario PEC, y luego, en 
momentos cruciales de 1973, en dos artículos en la revista Tizona, 
publicación del movimiento carlista en Chile. Estos escritos se inspiran en 
dos nociones políticas claves que desarrolla el carlismo durante el siglo 
XIX: la legitimidad dual de origen y de ejercicio, y el derecho de rebelión, 
nociones que expresan el carácter eminentemente conspirativo de este 
movimiento. Guzmán hace uso también de una tercera idea, que deriva del 
carlismo en su fusión con el franquismo,” la de las fuerzas armadas como 
garantes de la institucionalidad (cf. Godoy, 1996). 

En este capítulo examino, en primer lugar, el carácter tradicionalista 
contrarrevolucionario que inspiran los trabajos juveniles de Guzmán. 
Segundo, analizo el carlismo español que Guzmán conoce a través de 
Osvaldo Lira y presto especial atención al libro de Aniceto de Castro, El 
derecho a la rebeldía. Finalmente, examino el arsenal del combate 
ideológico que despliega Guzmán en contra de la gobierno de la Unidad 
Popular. Analizo para ello un artículo de Julio García E. que aparece en la 
revista Tizona (García, 1973a; ver Apéndice de este capítulo), y que hay 
fundadas razones para atribuir a Guzmán. Con este artículo culmina la 
campaña que libra Guzmán en contra del gobierno de la Unidad Popular 
desde las páginas de la revista PEC. Estos escritos revelan las principales 
armas intelectuales de Guzmán: la noción de legitimidad, clave del ideario 


carlista, y la incitación a la rebelión, como su método de acción preferido. El 
extraordinario efecto que tiene el uso de estas armas convierte a Guzmán 
en el autor intelectual del golpe de Estado de Pinochet. 


Dos artículos suyos en la Revista Escolar evidencian el temprano 
compromiso de Guzmán con la actitud contrarrevolucionaria propia del 
tradicionalismo. En ambos casos, Guzmán da cuenta de conferencias de 
expositores católicos tradicionalistas, invitados a su colegio, para quienes el 
orden jerárquico aparece realizado en plenitud en la Edad Media y su 
sistema social corporativo. Ambos expositores se presentan como 
contrarrevolucionarios hostiles a la democracia y al liberalismo moderno. 
En 1962, visita Chile el príncipe Heinrich (Enrique) von Starhemberg, 
hijo y heredero de una figura importante del fascismo en Austria, el 
príncipe Ernst Rüdiger von Starhemberg, fallecido en 1955. El joven 
príncipe es invitado a dar un charla el 30 de abril a la Academia Literaria del 
Colegio de los Sagrados Corazones (SSCC) de Santiago, y Jaime Guzmán es 
el encargado de publicar una reseña en la Revista Escolar. El príncipe 
comienza afirmando, reporta Guzmán, que la revolución ha sido “el peor de 
nuestros enemigos” (Guzmán, 1962a: 19) En la opinión de Von 
Starhemberg, el paradigma revolucionario se inicia con la “rebelión de los 
ángeles en el Paraíso”, y en la modernidad esta rebelión se manifiesta en 
tres “fenómenos diabólicos: la Reforma Luterana, la Revolución Francesa y 
el comunismo” (ibid: 19). Pero este proceso revolucionario está próximo a su 
derrota final. Starhemberg anuncia una nueva época donde no tendrán 
“cabida los absurdos Parlamentos de las Democracias Modernas”, y 
tampoco los “gobiernos alejados de la tradición cristiana” (ibid: 19). Esta 
nueva época ya está presente en el régimen “del Generalísimo Francisco 
Franco, cimentado en la tradición hispana y católica” (ibid: 20). 
Starhemberg concluye su conferencia “exhortando a emplear la violencia 
en la lucha contra el comunismo, si el momento lo exige”. Y Guzmán 
concluye afirmando que Starhemberg “hizo votos por nuestro éxito en la 
batalla en que estamos empeñados, para que se abra en Chile...la nueva era, 
jerárquica, tradicionalista, dinámica, pero por sobre todo, profundamente 
católica” (ibid: 20). Aunque ni Starhemberg ni Guzmán hacen referencia 
directa a la Edad Media, queda en evidencia que de lo que se trata es 
restaurar el ideal aristocrático feudal. El camino hacia la decadencia se 
desencadena con la revolución moderna. ¿A qué otra cosa pueden aspirar 


estos contrarrevolucionarios sino a reestablecer el modo de vida 
aristocrático que corrompen Lutero, Rousseau y Marx? 

Tres meses más tarde, el 27 de julio, la Academia Literaria recibe a otro 
conferencista: Pablo Correa de Brito, profesor de la Universidad de Sao 
Paulo en Brasil. Nuevamente es Guzmán quien da cuenta de sus ideas. 
Correa advierte que la revolución moderna es hoy liderada por el 
comunismo, y que frente a ello hay una “respuesta contrarrevolucionaria 
que deberíamos adoptar” (Guzmán, 1962d: 7). El principal objetivo de la 
revolución es desarticular el legado de la Edad Media, “única 
concretización histórica de los principios evangélicos” (ibid: 7). La 
revolución, cuyo objetivo central es la destrucción de la jerarquía natural, 
despliega su acción en tres momentos. La reforma protestante atenta contra 
la “jerarquía eclesiástica”; la revolución en Francia aniquila la “jerarquía 
política”; y, por último, la revolución comunista destruye la “jerarquía 
económica” (ibid: 7). El igualitarismo es el principio metafísico que guía el 
proceso revolucionario, la causa última del “rompimiento de la jerarquía en 
todo orden” (ibid: 7). Guzmán cita textualmente a Correa de Brito: 
“Pretender la igualdad de las clases sociales es utópico; en cambio es 
realista y cristiano, el admitir las diferencias, pero con distintos derechos y 
distintos deberes, como en la Edad Media, época en que, según León XIII, la 
filosofía del evangelio gobernaba los Estados” (ibid: 7). 

Correa se refiere al avance revolucionario comunista en Brasil, donde un 
proyecto de reforma agraria es propiciado por el Presidente Joao Goulart. 
Goulart ha propuesto una reforma constitucional que facilita la 
expropiación de la tierra. Ello significa, según Correa, que Brasil “está en un 
inminente peligro de transformarse en marxista por la vía legal” (ibid: 8). 
Advierte que si ello ocurriera, “continuaremos la lucha a muerte, en 
bastiones contrarrevolucionarios, en núcleos católicos y auténticamente 
brasileños”. Concluye Guzmán: “La Contrarrevolución, valiente y decidida, 
no admite demoras” (ibid: 8). 

La causa contrarrevolucionaria que Guzmán consigna en las 
exposiciones de von Starhemberg y Correa de Brito es desarrollada 
originalmente por el ala conservadora que desciende de Maistre y Bonald, 
tradicionalistas que se enfrentan a la Revolución Francesa. Representan a la 
nobleza y el clero, cuyos intereses reciben un golpe mortal la noche del 4 de 
agosto de 1789. La abolición de sus privilegios significa el colapso de la 


sociedad feudal. La senda que inauguran los contrarrevolucionarios 
franceses es retomada por los carlistas en España. 

La investigación histórica en torno a la aristocracia europea en el siglo 
XX es casi inexistente (Urbach, 2007: 1-3). Ello ha impedido ver con 
claridad que, entre las dos guerras mundiales, una parte importante de esa 
aristocracia se aproxima al fascismo y, en ciertos casos, asume tareas 
políticas importantes." Es el caso del padre de Enrique von Starhemberg, el 
príncipe Ernst Rüdiger von Starhemberg, un político austríaco admirador 
de Mussolini Cuando Mussolini asume el poder no solo abandona su 
compromiso con la democracia, sino que también adopta una orientación 
pro-aristocrática.*! En 1928, el conde alemán Andreas von Berstorff escribe: 
“Solo un dictador puede ayudarnos ahora, alguien que pueda barrer a los 
parásitos internacionalistas con una escoba de hierro. Esto sería posible 
solo si, como los italianos, tuviéramos un Mussolini” (cf. Conze, 2007: 137) 
Para oponerse a la igualdad democrática, el fascismo propicia el 
corporativismo, un sistema social y político que respeta las jerarquías 
orgánicas y las articulaciones naturales. 

El príncipe Von Starhemberg, aunque fascista, es también decidido 
opositor del nazismo. Entre 1934 y 1936, como vicecanciller austríaco, 
lucha por la independencia de su país y se opone tenazmente al Partido 
Nazi que busca la anexión con Alemania. Pero no solo un espíritu 
nacionalista guía su acción política. Al igual que el resto de la aristocracia 
europea, percibe que los nazis son en realidad populistas bolcheviques que 
fortalecen el poder de las clases subordinadas. En Austria, además, los 
nazis locales tienen una postura radicalmente anticlerical. En 1938, luego 
de la anexión nazi de su país, decide exiliarse. En 1942, después de 
desempeñarse brevemente en la fuerza aérea aliada, viaja a Argentina, 
donde permanece hasta 1955. Su hijo Enrique reside un tiempo en Chile y 
estudia en el Colegio de los SSCC de Valparaíso, donde su profesor es 
Osvaldo Lira." 

El contenido y el tono del artículo en que Guzmán comenta la charla de 
“Su Alteza”, a quien califica como “autorizadísimo conferenciante”, 
demuestra que comparte el pensamiento político de Von Starhemberg. Su 
fe aristocrática explica su defensa del corporativismo, que prometía poner 
término a la lucha de clases. La condición privilegiada de la clase alta 
aparecía como un dictado de la naturaleza que permitiría la coexistencia 
pacífica con una clase obrera dócil. Lo esencial del corporativismo era su 


compromiso con la propiedad privada, el fundamento de la riqueza y 
posición de la aristocracia. A partir de 1965, su oposición a la reforma 
agraria está inspirada en su intento de preservar un sistema de propiedad 
de la tierra que Guzmán percibe como el principal sostén del estilo de vida 
aristocrático en Chile. Más allá de su rechazo de la reforma agraria, Guzmán 
adopta el corporativismo como un esquema social y político que abarque la 
totalidad de las relaciones sociales. El orden jerárquico que supone el 
corporativismo le parece conducente a la restauración del espíritu 
aristocrático medieval. 

La necesidad de adaptar su ideal aristocrático a la realidad moderna 
define su posterior participación en la actividad politica nacional. El ideal 
jerárquico se expresa en el corporativismo. Este esquema refleja las 
jerarquías que espontáneamente dicta la naturaleza. El obstáculo más serio 
para dar curso al esquema corporativo es el parlamentarismo liberal que 
define a la Constitución chilena de 1925. Esto ha conducido, no a la 
armonía entre las clases, sino a su enfrentamiento. Guzmán aspira a crear 
una nueva institucionalidad para Chile, una institucionalidad que se aparte 
tanto del individualismo como del estatismo, ambos derivados del 
liberalismo. En esto Guzmán se inspira directamente en el ideario carlista 
que adopta de Lira, quien, a su vez, deriva sus ideas de Vásquez de Mella y 
Pradera. 


En 1833 muere Fernando VII y su hija Isabel es proclamada reina a fines de 
septiembre de ese mismo año. Don Carlos, hermano de Fernando, denuncia 
la ilegitimidad de esa sucesión por contravenir la ley sálica y se 
autoproclama legítimo sucesor de su hermano. Luego de agotar los recursos 
pacíficos para apoyar su demanda legitimista, Don Carlos asume la rebelión 
como única salida posible. Esto motiva la primera guerra carlista (1833- 
1840) y los pretendientes que lo suceden en línea se ven envueltos en 
similares conflictos dinásticos: la segunda guerra carlista (1846-1849), y 
luego una tercera (1872-1876). Desde el primer instante, el legitimismo 
carlista queda marcado por la rebelión. Luego de tres decisivas derrotas, los 
dirigentes carlistas deciden participar en la lucha parlamentaria. Sin 
embargo, como indica Blinkhorn, “una reanudación de la rebelión nunca 
cesó de ser el objetivo de muchos, posiblemente la mayoría, de los 
adherentes comunes” (Blinkhorn, 1975: 37-38). 


La posición política del carlismo es también determinada por la 
hostilidad de Don Carlos hacia el liberalismo, el constitucionalismo y el 
parlamentarismo. Don Carlos no solo aspira al trono, sino que también 
pretende restaurar el predominio de la Iglesia y la monarquía tradicional. 
Más allá de la monarquía moderna, fija su atención en la monarquía feudal 
y su séquito de instituciones: Cortes orgánicas, fueros regionales y 
corporativos, y particularmente la Inquisición. El conflicto se extiende al 
siglo XX y convierte al carlismo en el único movimiento conservador de 
masas en Europa. La orientación central de este movimiento es su rechazo 
del proceso revolucionario que se desata con la Revolución Francesa y la 
abolición de los privilegios del clero y la nobleza. El carlismo busca revertir 
ese proceso revolucionario restaurando la instituciones premodernas. Ve 
en el Estado moderno, fundado en la soberanía del pueblo, su principal 
enemigo. Este Estado ha alterado el orden natural de la sociedad y las 
jerarquías espontáneas, y ha impuesto un orden social artificial, 
constreñido por ideas democráticas. Esta postura contrarrevolucionaria y 
su pretensión de legitimidad frente a lo que considera como gobiernos 
ilegítimos le dan un sello conspirativo y proclive a los golpes de Estado. 

Como movimiento político de masas, el carlismo perdura porque cuenta 
con apoyo en sectores de la nobleza terrateniente y el clero, 
particularmente en Navarra. En 1923, el carlismo celebra el 
pronunciamiento™! del general Miguel Primo de Rivera. Sus líderes 
políticos, Vásquez de Mella y Víctor Pradera, colaboran con Primo de 
Rivera, pero pronto comprueban que la dictadura no tiene intención de 
restaurar la monarquía tradicional y que asume el ideario liberal de Alfonso 
XIII, adversario secular del carlismo. El derrumbe de la monarquía 
constitucional en 1931 y el nacimiento de la Segunda República, es 
celebrada por el carlismo como una oportunidad para conciliar sus 
distintas facciones, aliarse con otras fuerzas conservadores y constituirse 
en el eje central del monarquismo contrarrevolucionario. “En un momento 
en que el carlismo estaba más debilitado, su absurda y agotada profecía se 
había verificado súbita y sorpresivamente” (Blinkhorn, 1975: 3). También 
logra activarse su predisposición conspirativa, animada por sus sucesivas 
derrotas y la dificultad de lograr la aceptación popular de un programa 
anacrónico y regresivo. Desde agosto de 1932, cuando apoya el 
pronunciamiento frustrado del general Sanjurjo, hasta la sublevación 
militar de Franco el 17 de julio de 1936, el carlismo y el Requeté, su brazo 


armado, lideran la conspiración que conduce a la destrucción de la 
República en abril de 1939. La guerra civil española ha sido por ello 
considerada como la cuarta guerra carlista (cf. Brinkhorn, 1975). El 19 de 
abril de 1937, en medio de la guerra, Franco fusiona por decreto al carlismo 
(o Comunión Tradicionalista) con la Falange. El carlismo, que mira con 
recelo la orientación fascista de la Falange, acepta esta asociación forzada 
en aras de la unidad del frente antirrepublicano. Nace así la Falange 
Española Tradicionalista y de las JONS. Ésta se convertirá en el brazo 
político del régimen franquista y partido único oficial en España entre los 
años 1939 y 1975. Esta unificación termina con el carlismo como partido 
independiente (cf. Blinkhorn, 1975: 289). 

Aunque el carlismo siempre estuvo marcado por los medios subversivos 
y violentos que puso en práctica, las instituciones que involucraba la 
monarquía tradicional que buscaba restaurar nunca fueron bien definidas. 
Aparte de insistir en la legitimidad monárquica de la línea carlista y de 
postular un régimen de gobierno limitado, no constitucionalmente, sino 
por fueros gremiales y regionales, las instituciones sociales y políticas que 
ello implicaba no fueron especificadas. El primero que logra una cierta 
sistematización doctrinal en un contexto moderno es Vásquez de Mella. En 
1889, escribe acerca de la necesidad de desterrar la imagen del carlismo que 
lo presenta “como una especie de cuervo que acecha entre las grietas de 
torreones feudales, dispuesto a maldecir todo descubrimiento científico y 
condenar todas las maravillas de la industria” (citado en ibid: 21). Fundado 
en Rerum Novarum, Vásquez elabora un modelo corporativista que 
denomina “sociedalismo jerárquico” (cf. González Cuevas, 2000: 201). 
Distingue entre soberanía política y soberanía social, con el objeto de 
negarle al Estado el monopolio de las fuentes del derecho. Por sobre el 
Estado hay asociaciones naturales que expresan la natural socialibilidad 
humana y son la mejor garantía de la libertad. El fundamento de la 
soberanía social es la familia, y por sobre ella, el municipio y la región. 
Vásquez de Mella les reconoce autonomía a municipios y regiones para 
lograr un régimen descentralizado. La sociedad misma es jerárquica y por 
ello es natural que se den las clases sociales. La jerarquía clasista se 
manifiesta en diferentes intereses de la vida social. Para Vásquez de Mella, 
estos intereses se manifiestan como intereses intelectuales, religiosos, 
económicos, militares y aristocráticos, y como tales define a las clases que 
distingue. “Son estas clases, y no los individuos, las que deben estar 


representadas en los ayuntamientos, juntas regionales y en la Cortes de la 
Nación, a través de las cuales se ejerce la soberanía social” (ibid: 202). El 
carlismo marca la diferencia con las cámaras corporativas fascistas 
insistiendo en otorgarles autonomía a corporaciones y regiones. Vásquez de 
Mella se manifiesta contrario a la centralización del absolutismo estatal en 
que “ni un cartero ni un caminero podían moverse en la última aldea sin su 
permiso” (Vásquez de Mella, 1939: 107) 

En Chile, el carlismo es estudiado y difundido por Osvaldo Lira. En 
marzo de 1939, Lira escribe Nostalgia de Vásquez de Mella, que completa en 
tres semanas como reconocerá más tarde. Esto coincide con el término de 
la guerra civil en España, cuando el ejército de Franco termina con la última 
resistencia republicana en Alicante el 1 de abril. Es un secreto a voces que, 
pocos meses más tarde, Lira participa desde las sombras en el golpe 
frustrado de Ariosto Herrera el 25 de agosto contra el Frente Popular que 
gobierna Chile a partir de 1938. Aunque Lira se había opuesto a la 
candidatura conservadora de Arturo Alessandri Palma, a quien consideraba 
materialista y ateo, busca ahora replicar la conspiración armada del 
carlismo contra el Frente Popular en España en 1936 que inicia la guerra 
civil. Su orden religiosa decide exiliarlo de Chile y Lira parte rumbo a 
España en 1939. Regresa a Chile en 1952 y se dedica a actividades docentes. 
Conoce a Jaime Guzmán y le imparte lecciones de metafísica y filosofía 
política. Difunde el ideario carlista a través de la revista Tizona, fundada 
por su discípulo Juan Antonio Widow en 1958 (cf. Garay Vera, 1993). En 
torno a esta revista se constituye un círculo de simpatizantes del carlismo!2' 
que mantiene estrechos vínculos con la Armada (ibid: 73). De escaso 
impacto inicial, esta publicación genera mayor interés a partir de 1970 y se 
convierte en uno de los focos sediciosos en contra del gobierno de Allende. 

Lira introduce en el círculo carlista el libro del sacerdote Aniceto de 
Castro titulado El derecho a la rebeldía (De Castro, 1934). Esta obra aparece 
en Madrid en octubre de 1933 con un prólogo de Pedro Sainz Rodríguez, 
colaborador, junto a De Castro, de Acción Española.“ Sainz describe el 
propósito de este libro indicando que presenta “conceptos fundamentales 
cómo la legitimidad del poder y la autoridad... para poder formar una 
noción clara de como puede llegar a ser legítima la rebelión y la violencia” 
(vi). En conformidad con este propósito, De Castro argumenta contra 
quienes desean un entendimiento con la República, estrategia que 
defienden Gil Robles y Herrera Oria, y que se ajusta a las directivas que 


emanan de la Santa Sede en ese momento (cf. Redondo, 1993: 224). El libro 
concluye con un abierto llamado a la sublevación: “Nada más funesto para 
las naciones que una embustera paz. No suspiremos por ella. Y, sobre todo, 
no tratemos de comprarla a precio de cobardías”. Y citando a Robert Havard 
de la Montagne, colaborador de Charles Maurras en Action Française, 
continúa: “ La paz no se compra; se la impone por la lucha; es la lucha la 
que lleva en si y depara los frutos de la verdadera paz” (De Castro, 1934: 
440). El descontento pontificio se deja sentir y, para que su libro no sea 
condenado por la Santa Sede, el joven jesuita prefiere renunciar a la 
Rectoría de la Universidad de Comillas, Cantabria, en septiembre de 1934 
(Redondo: 1993: 224; cf. Blinkhorn, 1975: 217) 

El tema de rebelión está conectado con el de la legitimidad que también 
destaca en la exposición de De Castro.“ Es evidente la influencia que recibe 
de Balmes y Vásquez de Mella en este respecto. Balmes lo convence de la 
fuerza que encierra la noción de legitimidad. “La verdadera fuerza del 
poder, su apoyo y su firmeza, es su legitimidad” (De Castro, 1934: 97; cf. 
Pradera, 1941: 132). Cita a Balmes, quien escribe: “La ilegitimidad lleva 
necesariamente consigo la debilidad” (ibid: 97). Con Vásquez de Mella 
coincide en rechazar la legitimidad democrática, y en particular el sufragio 
universal, “ese monstruo de tantos pies y de tan pocas cabezas” (ibid: 37). 
Piensa De Castro que “difícilmente será la verdadera y legítima autoridad la 
que brote de la fuente del pueblo sufragista universal” (ibid: 37). Cita las 
razones aducidas por Vásquez de Mella, en un discurso de julio de 1902, 
para deslegitimar el sufragio universal. A la “incapacidad de la inmensa 
mayoría de los electores” para decidir cuestiones que ignoran, se añade 
que, “votando confundidos los miembros de todas clases”, no se toman en 
cuenta las “categorías diferentes de intereses” que los electores pudiesen 
tener y que, por tanto, serían representados “indistintamente” (ibid: 38). 

En 1970, en su Memoria de Prueba, Guzmán considera ilegítima la 
democracia que coloque el criterio de verdad “en la llamada “voluntad 
soberana” del pueblo o de sus representantes, expresada a través de las 
mayoría populares, ya que la verdad es una “categoría permanente de la 
razón y no el resultado de una “decisión de la voluntad”” (Guzmán y Novoa, 
1970: 92). Para ello se apoya expresamente en Primo de Rivera. También se 
apoya expresamente en Lira y De Castro para privilegiar la legitimidad de 
ejercicio por sobre la legitimidad de origen. Cita a de Castro: “Un 
consentimiento tácito, una callada adhesión, un mero gobierno en paz y sin 


protestas, en régimen de justicia, de legítima libertad y de amplia 
conformidad ciudadana, son indicios suficientes de un refrendo popular, 
que basta para lavar al poder de pecado de origen” (ibid: xix). Guzmán 
emplea estos postulados carlistas para negarle legitimidad de ejercicio al 
gobierno de la Unidad Popular. Y ello lo predispone, cuando se presente la 
ocasión tres años más tarde, para lavar el pecado de origen de la dictadura 
militar que ya anuncia. 


En “Legitimidad del gobierno militar”, un artículo publicado en noviembre 
de 1973 por la revista Tizona,™! Julio García E. (JGE) defiende la legitimidad 
del pronunciamiento militar (García, 1973a). Su argumento se divide en dos 
partes. En la primera se definen los criterios que determinan el papel de las 
fuerzas armadas con respecto a la nación y el Estado. Éste se funda en la 
noción de legitimidad. Una vez asegurada la función propia de las fuerzas 
armadas, el argumento procede, en la segunda parte, a determinar la 
legitimidad del golpe militar del 11 de septiembre. 

Para definir los criterios de su exposición inicial, JGE distingue entre 
Estado y nación. Es necesario recurrir a las lecciones de Derecho 
Constitucional de Jaime Guzmán para aclarar el sentido de esta distinción 
(cf. Rojas, Achurra y Dusaillant, 1996). Según Guzmán, Estado y nación son 
entidades diferentes. La nación es “el sustrato espiritual que recorre el 
cuerpo social...y que reconoce, además de un pasado común, una voluntad 
común en el presente y una unidad de destino en el futuro” (ibid: 96). El 
Estado se deriva de la nación y se constituye al organizarse ésta 
jurídicamente. La idea de nación como “sustrato espiritual” es señal de su 
carácter fundante con respecto al Estado y de su prioridad ontológica. 
Guzmán hace explícito este punto cuando afirma: “El alma es al cuerpo 
como la nación es al Estado” (ibid: 96). Sus lecciones de Derecho 
Constitucional también mencionan a los dos autores a quienes Guzmán 
atribuye esta doctrina: Vásquez de Mella** y José Antonio Primo de Rivera? 
(ibid: 97). 

El artículo de JGE se ciñe a lo que postula Guzmán en sus lecciones. Una 
vez admitida la prioridad ontológica de la nación por sobre el Estado, JGE 
fija el papel que les cabe a las fuerzas armadas, que concibe como 
indisolublemente unidas a la nación. Las fuerzas armadas “se deben a la 
nación” y no primordialmente al Estado. Su deber y “fin natural”, es la 
defensa integral de la nación, es decir, la protección “de su integridad 


material y moral”, y también la preservación de sus valores tradicionales. Si 
esto es así, entonces 


.. Una concepción orgánica de las Fuerzas Armadas necesariamente ha 
de entenderlas como garantes de la supervivencia del conjunto de sus 
elementos constitutivos: pueblo, territorio, soberanía y tradición, puesto 
que es el conjunto el que conforma la nación y no cada uno de ellos que, 
separadamente o en sí mismos, contribuyen solo a conformarla. 


Las fuerzas armadas están llamadas a garantizar el respeto y la 
obediencia debida a la institucionalidad estatal. Pero como ellas se deben 
fundamentalmente a la nación, lo hacen solo en la medida que esa 
institucionalidad estatal exprese el “ideal de vida en común que la nación se 
ha trazado”. Según JGE, dos consecuencias se desprenden del 
reconocimiento de que las fuerzas armadas sirven a la nación y no 
primordialmente al Estado. (1) La autoridad estatal que se aparte de los fines 
que la nación se ha trazado se convierte en “agresor[a] de la nación”. (2) La 
autoridad estatal que no respete a la nación, es decir, al ideal de vida en 
común nacional, pierde su legitimidad, y con ello pierde también su 
“derecho a la obediencia de los gobernados”. 

Conviene detenerse y considerar lo que estas premisas significan en sí 
mismas. En primer lugar, JGE establece que el sujeto de soberanía es 
primariamente la nación y no el Estado. El Estado no es más que “la 
expresión que la nación plasma en un ordenamiento jurídico”. La soberanía 
que reclama el Estado es uno entre los varios elementos que estructuran a 
la nación. Otros elementos de la nación son: el pueblo, el territorio y la 
tradición. El pueblo, tradicionalmente identificado con la nación, queda 
ahora subsumido bajo ella como un elemento más. Esto significa que no 
tiene ya sentido hablar de un pueblo soberano, o de la soberanía popular, 
sino de la soberanía nacional, de la que son parte con igual rango tanto el 
pueblo como la tradición. Lo que se busca con esto es destronar el sufragio 
presente y efectivo del pueblo para someterlo al sufragio virtual de la 
tradición. Para reforzar su argumento, Guzmán cita, en sus lecciones de 
Derecho Constitucional, a Vásquez de Mella: “La nación es el sufragio 
universal de los tiempos. La nación tiene una continuidad en el tiempo” 
(97). También menciona a Primo de Rivera (cf. Bidart Campos, 1962: 163- 
166). 


En segundo lugar, la noción clave que guía todo el argumento de JGE es la 
legitimidad. Por medio de ella es posible acceder a una esfera de 
normatividad superior que sirve de medida para la legalidad vigente. La 
legitimidad y la nación ocupan el mismo rango ontológico. La legitimidad 
es a la legalidad lo que la nación es al Estado. 

Luego de sentar las premisas de su argumentación, JGE deriva las 
siguientes conclusiones. Con anterioridad al pronunciamiento militar, las 
fuerzas armadas, garantes de la integridad nacional, no podían contemplar 
impertérritas “el proceso de destrucción de la nacionalidad en que el 
marxismo estaba empeñado desde el poder”. Este asalto dirigido contra la 
nación, aunque se amparaba en la legalidad vigente, carecía de toda 
legitimidad. Era contradictorio afirmar a la vez la función preservadora de 
la nación propia de las fuerzas armadas y la existencia de un gobierno 
dedicado a la destrucción nacional. Esto significa que el deber de las 
fuerzas armadas mismas, como garantes de la Constitución y las leyes, era 
pronunciarse con respecto a la legitimidad o ilegitimidad del gobierno de la 
Unidad Popular. 

Pero esta argumentación se topa con una dificultad. El 9 de agosto de 
1973, altos oficiales de las fuerzas armadas asumen carteras en el gabinete 
del Presidente Allende. ¿Cómo podía considerarse ilegítimo un gobierno 
que ahora incluía en su estructura a los garantes mismos de la 
institucionalidad? JGE toma en cuenta este hecho y desestima la 
posibilidad de que fuera posible interpretar esa participación militar como 
“un patriótico esfuerzo de los hombres de armas por evitar la crisis”. En su 
opinión, la crisis era inevitable mientras subsistiera su causa, a saber la 
existencia de un gobierno marxista cuyo próposito fundamental era la 
“quiebra de la nacionalidad”. Solo el derrocamiento de ese régimen, y no la 
colaboración con él, podía resolver la crisis. De este modo, el 
pronunciamiento militar no puede ser visto como un acto sedicioso. La 
sedición se origina en el gobierno tiránico impuesto por la Unidad Popular. 
“Sedicioso es el tirano que alimenta discordias y sediciones en el pueblo 
que le está sometido para dominar más seguramente en su propio beneficio 
con daño de la multitud”. 

Aparte de esta justificación que apela a la función propia de las fuerzas 
armadas, existe una adicional. Ésta tiene que ver con el sentir de la 
“mayoría nacional” expresada “a través de sus organizaciones 
jurídicamente consagradas”, a saber la Corte Suprema, la Cámara de 


Diputados y la Contraloría. Lo que JGE categóricamente rechaza es que la 
democracia pueda ser considerada fundamento de legitimidad. Declara así 
que “el proceso electoral no es per se título de legitimidad”. La democracia 
no es más que un “instrumento legal” de la legitimidad, “y que por ser 
instrumento puede variar en su concepción y en su reglamentación”. Esto 
no es el caso de la legitimidad que “por pertenecer al orden moral, es una 
misma, siempre”. 

Hay fundadas razones para pensar que el autor de este artículo es Jaime 
Guzmán. La historia intelectual y política chilena no registra, en la segunda 
mitad del siglo XX, el nombre de Julio García E. y no existe una figura de 
derecha, aparte de Guzmán, que pueda dirigirse a las Fuerzas Armadas con 
la misma ascendencia y jerarquía que exhibe JGE. Además, el uso de 
seudónimos, o el publicar en el anonimato, es un rasgo habitual en 
Guzmán. Tampoco es mera coincidencia que las letras iniciales de JGE 
correspondan a las de Guzmán. Pero la razón más de peso para atribuirle 
este artículo a Guzmán es que tanto su forma argumentativa como su 
contenido se encuadran con el sentido político de la serie de columnas que 
publica en la revista PEC entre 1970 y 1973. Visto en este contexto, el 
artículo de Tizona representa el punto de llegada y culminación de la 
campaña que inicia y dirige Guzmán en contra del gobierno de la Unidad 
Popular a partir de 1970. Es una campaña notable por su tenacidad, 
laboriosidad y extraordinaria coherencia argumentativa. En 1971, Guzmán 
la describe como una “guerra cívica e ideológica que es nuestro deber librar 
contra la Unidad Popular”. El artículo de Tizona le permite a Guzmán 
dirigirse a las fuerzas armadas y demostrarles la legitimidad del 
pronunciamiento militar porque reúne, en forma clara y precisa, el 
lineamiento central de la estrategia que guía la decisión que ya tomaron el 
11 de septiembre. 

A continuación incluyo citas extraídas de once columnas publicadas por 
Guzmán, la mayor parte de las veces bajo el seudónimo Juglar”, en la revista 
PEC entre 1970 y 1973.% Estas citas ilustran la pertinaz determinación de 
Guzmán en la consecución de esa “guerra cívica e ideológica” contra su 
adversario político, que ya anuncia en enero de 1971 en la columna 83. 

Las columnas 81 y 82, publicadas inmediatamente antes y después del 
triunfo electoral de la Unidad Popular, denuncian la ineficacia de la política 
partidista para detener al comunismo y la necesidad de concebir una 
alternativa supra-partidista. Guzmán ya está pensando en activar 


políticamente a las organizaciones gremiales, y en esto se ciñe a la 
estrategia aplicada en España por el carlismo. 


81. Juglar (1970). “La Democracia Cristiana no fue alternativa frente al 
marxismo”, PEC, 363, 31 de julio: 

“La razón del fracaso político de la Democracia Cristiana - 
especialmente en su papel de barrera al comunismo- está sintetizada en 
la contradicción implícita del slogan con que llegó al Gobierno: 
Revolución en Libertad'. No se necesita ser un dogmático de la 
semántica para concluir que, en la práctica política, los términos 
“revolución” y libertad” son antagónicos. De ahí que para intentar 
cumplir con uno de ellos, la administración demócrata cristiana haya 
debido sacrificar el otro, lo que, por último, debe ser reconocido por los 
amantes de la libertad y la democracia, dentro de las cuales pueden 
buscarse nuevas fórmulas para el bienestar común sin alterar nuestro 
sistema de convivencia”. 


82. Jaime Guzmán (1970). “La democracia chilena sin liderato”, PEC, 375, 
30 de octubre: 

“El partido político ha sido desplazado en su poder de influencia cívica 
por la creciente organización social”. 

“Chile necesita nuevas formas de organización cívica, con auténtica 
penetración y sentido sindical y juvenil”. 


En las siguientes nueve citas, de la 83 a la 811, Guzmán esgrime la noción 
de legitimidad para fortalecer su propia posición y debilitar la de su 
adversario. En esto coincide con la estrategia que emplean los carlistas en 
España, y Aniceto de Castro en particular. Guzmán considera al gobierno 
de la Unidad Popular como intrínsecamente ilegítimo desde el comienzo. 

Ya en enero de 1971, cuando el gobierno de Allende está en sus inicios, 
Guzmán le declara la guerra. En la columna $3 señala que considera su 
deber el librar una “guerra cívica e ideológica... contra la Unidad Popular”. 
En consonancia con el carlismo, amplía su ataque y lo dirige contra el 
liberalismo. Piensa que el liberalismo escabulle la cuestión de la legitimidad 
identificándola con la legalidad democrática que considera ser un asunto 
solo formal. Para los liberales lo decisivo es que la legalidad “sea fruto del 
acuerdo de una mayoría ciudadana, expresada en una elección popular, a 
través de un acuerdo de los representantes del pueblo’ libremente elegidos, 


o por medio de otros procesos semejante, que respete siempre normas 
procesales que son las que, en verdad, supuestamente lo legitiman”. Los 
liberales chilenos implícitamente aceptan la noción de legitimidad que 
conciben como fundada en la democracia. Es claro también que Guzmán, al 
igual que Vásquez de Mella, De Castro y Lira, guarda un profundo recelo 
contra la democracia. 

Después de negarle legitimidad al gobierno de la Unidad Popular y a los 
partidos políticos democráticos, Guzmán postula la legitimidad de los 
gremios. Son los gremios, y no los partidos políticos, los que pueden resistir 
las arbitrariedades que comete legal, pero ilegítimamente, el gobierno. Por 
el contrario, aunque los gremios puedan ocasionalmente proceder 
ilegalmente, su actuación debe ser vista como legítima. En la columna 84, 
Guzmán afirma que “el movimiento gremial legitima todas sus actuaciones, 
aunque a veces éstas escapen del marco estrictamente legal. De la misma 
manera, torna en ¡legítimas las actitudes represivas del Gobierno, aunque a 
veces ellas se ajusten a la legalidad que el propio Ejecutivo ha atropellado 
sistemática y cínicamente”. Esta convicción legitimista es lo que alimenta la 
perseverancia de Guzmán. Es también en esta columna donde aparece la 
distinción entre Nación y Estado, y que se funda en la distinción entre 
legitimidad y legalidad. La legitimidad configura a la Nación y con ello eleva 
a esta última a una esfera de sustantividad ontológica que transciende la 
contingencia propia de la mera legalidad que reclama el Estado. Esto 
coincide con lo que JGE defenderá más tarde en su artículo para Tizona de 
noviembre de 1973. Igualmente, la columna 84 presenta a la fuerzas 
armadas como defensoras primordiales de la Nación. Las fuerzas armadas 
“se deben a los intereses permanentes de la Nación y no a un Gobierno”. 
Con ello relativiza, en actitud abiertamente sediciosa, la obediencia debida 
por las fuerzas armadas al gobierno de la Unidad Popular. 

La columna 85 presenta al gobierno de la Unidad Popular como 
destructor de la Nación y declara moralmente legítimo recurrir “a todas las 
armas” para conjurar ese peligro. El paso decisivo lo da Guzmán en la 
columna 86, donde emplaza a las fuerzas armadas para que, como garantes 
de la legtimidad, protejan a la Nación con la que se identifican. El gobierno 
de la Unidad Popular, escudado en una legalidad ilegítima, está 
destruyendo la Nación. 


83. Jaime Guzmán (1971). “Dos grandes equívocos en un momento 
decisivo”, PEC, 383, 8 de enero: 

“...[Nlos parece útil formular algunas reflexiones sobre dos grandes 
equívocos que pueden convertirse en antídoto fatal para la guerra cívica 
e ideológica que es nuestro deber librar contra la Unidad Popular”. 
“Constituye un error de vieja raigambre liberal el darle más importancia 
al origen formal del Poder o de una determinada medida del gobierno, 
que a su contenido real y más profundo. Para el liberalismo, que tan 
dañinamente ha influido en su formación ideológica a los sectores no 
marxistas del país, lo sustancial es que una medida sea fruto del acuerdo 
de una mayoría ciudadana, expresada en una elección popular, a través 
de un acuerdo de los “representantes del pueblo’ libremente elegidos, o 
por medio de otros procesos semejante, que respete siempre normas 
procesales que son las que, en verdad, supuestamente lo legitiman. 
Nunca advirtieron los liberales, que podía llegar el día en que —por 
decisión mayoritaria y sin infringir ninguna disposición procesal- se 
intentara configurar un Estado totalitario, que conculcara libertades 
esenciales de los ciudadanos, y afectara decisivamente derechos 
estimados fundamentales en todo el mundo civilizado. Pero ocurre que 
el día llegó, y hoy lo vive nuestra Patria en toda su intensidad dramática. 
Mientras tanto, los restos de la vieja mentalidad liberal siguen cifrando 
sus esperanzas en los medios. Que se hagan los cambios por la vía 
democrática”, parece ser su anhelo supremo. ¿Y si se instaura por la vía 
democrática un Estado totalitario, es que entonces los hombres libres 
de Chile no tendríamos nada que decir ni objetar? ¿Habríamos de 
contemplar silenciosos, cómo la letra de la Constitución y de las leyes 
no ha sido violada, pero entretanto ha desaparecidante nuestros ojos, 
acaso para siempre, la Patria libre que alcanzamos a conocer?” 


84. Juglar (1972). “El poder gremial y la responsabilidad del Parlamento”, 
PEC, 477, 27 de octubre 

“Los propagandistas rentados por el oficialismo tratan, torpemente, de 
desvituar esta realidad insistiendo en que éste es un Gobierno 
“legalmente constituido”. Esta afirmación no es cuestionada por ningún 
sector; en lo que sí se enfatiza es en que estamos en presencia de un 
Gobierno ilegalmente ejercido. Por otra parte, más allá de las 
apreciaciones netamente jurídicas y constitucionales hay ciertas 


consideraciones éticas que indican, además, que éste es un Gobierno 
inhabilitado moralmente para regir los destinos de la nación”. 

“[La] condición del movimiento gremial legitima todas sus actuaciones, 
aunque a veces éstas escapen del marco estrictamente legal. De la 
misma manera, torna en ilegítimas las actitudes represivas del 
Gobierno, aunque a veces ellas se ajusten a la legalidad que el propio 
Ejecutivo ha atropellado sistemática y cínicamente. De ahí que ahora 
cobre más validez que nunca lo que afirmamos en una crónica anterior, 
en el sentido de que a lla] “legalidad marxista es lícito oponer la 
ilegalidad democrática’ pues, en último término, la segunda constituye 
un hecho aislado y transitorio en defensa del Estado de Derecho 
vulnerado por el clan gobernante”. 

“Aunque muchas de las actuaciones de algunos personeros castrenses 
podrían señalar que las entidades uniformadas han confudido su 
responsabilidad con Chile con su absoluta obediencia a un determinado 
régimen, la verdad es que la opinión pública tiene absoluta fe que ello 
no es así y que las FF.AA. están conscientes que se deben a los intereses 
permanentes de la Nación y no a un Gobierno”. 


85. Juglar (1973). “Ofensiva totalitaria exige una democracia en acción”, 
PEC, 501, 13 de abril 

“La encrucijada en que se encuentra Chile por obra del régimen 
allendista no permite que siga dejándose en la impunidad a los 
destructores de la Nación, ni que continúe expedito el camino hacia la 
Dictadura. Es la supervivencia misma de la Patria la que está en peligro. 
Por lo tanto, es moralmente lícito recurrir a todas las armas para 
enfrentar al enemigo en cualquier terreno por el cual éste se desplace. 
Más aun si éste actúa preferentemente al margen de la Constitución y 
burlando la ley, o ampara la comisión de delitos comunes que 
coadyuven a sus propósitos”. 


La noción de legitimidad le permite a Guzmán avanzar la pieza 
fundamental de su estrategia. En la columna 86 hace un explícito llamado a 
la desobediencia de las fuerzas armadas frente un gobierno que él 
considera ilegítimo. Esta columna la publica con posterioridad a la elección 
de marzo de 1973 en la que la oposición no logra los dos tercios necesarios 
para acusar constitucionalmente al Presidente Allende. Con esto queda 
obstruida la única vía legal para derrotar al gobierno. Guzmán echa así 


mano al último recurso que cree disponible: exigir un pronunciamiento de 
las fuerzas armadas en vistas de la ilegitimidad del gobierno. Pero este 
emplazamiento se topa con un escollo: la determinación del Comandante 
en Jefe del Ejército, General Carlos Prats, de mantenerse fiel al régimen 
constitucional y ceñirse así a la Doctrina Schneider. Además, Guzmán 
reporta, en esta misma columna, una supuesta afirmación de Prats en el 
sentido que “las Fuerzas Armadas deben respetar la Constitución, no 
hacerla respetar”. 

En su respuesta a Prats, Guzmán lo acusa de traicionar la misión superior 
de las fuerzas armadas que es “conservar intacto el ser nacional”. Enuncia 
así la distinción entre Nación y Estado, que ya menciona la columna 84 y 
que constituye la línea argumentativa central del artículo de JGE en Tizona, 
donde identifica la defensa de la Nación con la defensa de la legitimidad.?2 
Con ello cree posible sortear la dificultad que representa la adhesión de 
Prats a la Doctrina Schneider. En la misma columna 86, reconoce que 
“puede aceptarse” (mi énfasis) la idea de Prats de que “no son las FF.AA. las 
llamadas a declarar la inconstitucionalidad de los actos de un Gobierno oa 
señalar su ilegitimidad”. Y también anuncia, como inevitable, la “acusación 
de ilegitimidad del Gobierno” que necesariamente requerirá una 
intervención militar. Con esta insistencia en definir a las fuerzas armadas 
como guardianes de la legitimidad distorsiona su renuente reconocimiento 
de la tesis defendida por Prats. La Doctrina Schneider, que postula la 
subordinación militar a la legalidad constitucional, ha calado hondo en la 
oficialidad. Si insiste en la idea de legitimidad es porque esto le permite 
elevar a las fuerzas armadas por sobre la legalidad, con lo que se ciñe a la 
estrategia defendida por el legitimismo golpista propio del carlismo. 


86. Juglar (1973). “Las FF.AA. y la ilegitimidad del Gobierno”, PEC, 502, 19 
de abril 

“Llenaría muchas páginas un mero recuento de las actitudes 
inconstitucionales ilegales y de los sistemáticos atentados contra la 
democracia y la libertad que configuran la ilegitimidad del actual 
gobierno”. 

“...Prats señaló [que] estaba dispuesto a dar su vida defendiendo a un 
Gobierno “constitucionalmente elegido’. Por olvido, mala fe o 
ingenuidad, Prats ignora en esta expresión que no es ese el núcleo del 
problema. Nadie ha cuestionado la constitucionalidad de la “elección' 


del actual Gobierno. Lo que se denuncia es que ese Gobierno ha sido 
ejercido repetidamente con actos ilegales, contrarios al espíritu y a la 
letra de la Constitución y en antagonismo con la voluntad de las 
mayorías nacionales. Esto es lo que [le] quita autoridad moral y lo coloca 
en abierta inconstitucionalidad. En la misma oportunidad... Prats habría 
manifestado que las Fuerzas Armadas deben respetar la Constitución, 
no hacerla respetar”. De ser efectiva esta aseveración, el Comandante en 
Jefe del Ejército incurre en una grave equivocación y destruye en su base 
la razón última de ser de nuestras instituciones castrenses, cual es 
preservar la integridad del país como Nación-Estado, la integridad de 
este ente geográfico-humano llamado Chile, de conservar intacto el ser 
nacional, con sus dimensiones físicas, sus valores, su organización y sus 
potencialidades”. 

“Puede aceptarse el criterio de Prats... de que no son las FF.AA. las 
llamadas a declarar la inconstitucionalidad de los actos de un Gobierno 
o a señalar su ilegitimidad. Es efectivo que hay otros organismos 
específicos facultados para denunciar esas situaciones. Entre ellos el 
Parlamento y Contraloría... Si en un futuro próximo, como parece 
inevitable... se formaliza la acusación de ilegitimidad del Gobierno, las 
Fuerzas Armadas estarán obligadas moralmente a asumir la 
responsabilidad que les corresponda”. 


Al igual que en Tizona, en la columna 87 Guzmán denuncia la 
ilegitimidad intrínseca del gobierno de la Unidad Popular, pero además 
apela a la legitimidad democrática para indicar que es un gobierno que 
rechaza la “mayoría nacional”. En su opinión, la participación de las fuerzas 
armadas en el gobierno traiciona su misión protectora de la nación. No son 
ya los árbitros que garantizan la integridad nacional, sino que se han 
convertido en cómplices de la destrucción del país. 

87. Juglar (1973). “Los militares: ¿árbitros o cómplices?” PEC, 505, 11 de 
mayo 


“Todos los antecedentes señalan que la administración de la Unidad 
Popular está desintengrando internamente a Chile y poniendo en 
peligro su seguridad exterior. Por eso es la hora de exigir una definición 
de las Fuerzas Armadas, ya que su deber fundamental es preservar la 
integridad de este ente llamado Chile. Deber que no puede eludirse con 
la mera obediencia a un Gobierno, más aún si éste es rechazado por la 


inmensa mayoría nacional y además, ha transformado en ilegítima su 
autoridad con sus reiterados y sistemáticos atropellos a la Constitución 
y la Ley”. 


Guzmán, en la columna 88, cita la intervención del Senador Bulnes en la 
sesión de esa semana. Bulnes acusa al gobierno de “ilegitimidad de 
ejercicio” y menciona el “compromiso superior” de las fuerzas armadas con 
la nación. Es notable cómo Bulnes adhiere al discurso de Guzmán. Es muy 
posible que sea lector asiduo de sus columnas en PEC, pero es probable 
también que el discurso que pronuncia en el Senado haya sido redactado 
por Guzmán. 


88. Juglar (1973). “El Congreso confirma la ilegitimidad del Gobierno”, 
PEC, 13 de julio 

“Conviene tener presente lo dicho por el senador nacional Francisco 
Bulnes el miércoles último en el Senado en presencia de los Ministros 
del Interior y de Defensa: “Las Fuerzas Armadas no existen solo para los 
conflictos internacionales. En Chile como en todo el mundo ellas tienen 
un compromiso superior con la institucionalidad del país, con el orden 
público fundamental, con la paz social indispensable para que un 
pueblo labore y progrese. Nosotros pensamos que ha sonado la hora en 
que nuestras Fuerzas Armadas deben cumplir sin vacilaciones ese 
compromiso contraído con Chile desde el fondo de su historia... Lo 
dicho no significa que nosotros, políticos, pretendamos descargar sobre 
las Fuerzas Armadas todas las responsabilidades. Frente a un gobierno 
que ha caído en indiscutible ilegitimidad de ejercicio, los parlamentarios 
no podemos limitarnos a recoger las migajas que nos arroja el Ejecutivo, 
mientras él resuelve a espaldas nuestras los más graves asuntos que 
debieran ser materia de ley y viola cotidianamente las disposiciones 
constitucionales y legales...” 


El 9 de agosto altos oficiales de las fuerzas armadas (el general Carlos 
Prats, el almirante Raúl Montero, el general César Ruiz y el general José 
María Sepúlveda) asumen cuatro carteras ministeriales, entre ellas las de 
Hacienda y Defensa. En la columna 89 Guzmán manifiesta su frustración 
por lo que ve como una capitulación militar frente al marxismo gobernante. 
En un tono francamente amenazador conmina a los oficiales a que 
reviertan su decisión “en el lapso de horas— o a lo más días”. Si ello no 


ocurriera, escribe Guzmán, “ será necesario afirmar que nuestros militares 
se han hecho cómplices de la destrucción moral y física de Chile”. 


89. Juglar (1973). “Fuerzas Armadas caen en nueva trampa del 
marxismo”, PEC, 518, 10 de agosto 

“Otro hecho que, si bien existía ya desde antes de junio, se ha ido 
afianzando más en las últimas semanas, es la comprobada ilegitimidad 
en que ha caído el régimen de Salvador Allende. El principal 
antecedente que se ha añadido a esta situación es la matonesca decisión 
presidencial de no promulgar la reforma constitucional aprobada por el 
Congreso sobre las tres áreas de la economía. Esta actitud de la Moneda 
consagra, definitivamente, la carencia de autoridad moral y jurídica del 
Gobierno, pues con ellos transgrede olímpicamente las más claras 
disposiciones de la Carta Fundamental de la República”. 

“Así las cosas, puede afirmarse taxativamente que la opinión pública ve 
con aprensión y desencanto el paso dado por las Fuerzas Armadas y 
éstas tendrían que actuar con singular rapidez y eficacia para devolver la 
confianza que la ciudadanía antes tenía depositada en ellas. Si ello no 
ocurriera en el lapso de horas —o a lo más días— será necesario afirmar 
que nuestros militares se han hecho cómplices de la destrucción moral y 
física de Chile”. 


El Acuerdo de la Cámara de Diputados del 23 de agosto es la pieza final 
del puzzle que busca resolver Guzmán. Afirma que el Acuerdo es claro y no 
necesita interpretarse. Pero también es claro que, en la columna 810, 
Guzmán proyecta su propia concepción de la función de las fuerzas 
armadas en el Acuerdo. Nada hay en el Acuerdo que defina a las fuerzas 
armadas como garantes de la Constitución. Lo que se indica en su acápite 
14% es que “las Fuerzas Armadas y el Cuerpo de Carabineros son y deben 
ser, por su propia naturaleza, garantía para todos los chilenos y no solo para 
un sector de la Nación o para una combinación política”. En la columna 811, 
la última que publica antes del golpe, Guzmán exige perentoriamente la 
renuncia de Allende y lanza un nuevo desafío a las fuerzas armadas. Las 
acusa de mantener una “incomprensible y ya inaceptable pasividad”. 


810. Juglar (1973). “Notificación al Gobierno y emplazamiento a las 
FF.AA”, PEC, 520, 24 de agosto 


“La claridad de estas afirmaciones no hacen necesarias mayores 
interpretaciones. La Cámara de Diputados llama perentoriamente a las 
Fuerzas Armadas a cumplir cabalmente sus supremas funciones de 
garantes de la Constitución y responsables del orden interno, la vigencia 
del Estado de Derecho y la paz social en el país. ” 

“El miércoles en la noche el Congreso Nacional comenzó a asumir su 
histórica responsabilidad. La notificación hecha al gobierno tiene el 
carácter de una última advertencia. Si el régimen marxista no acoge este 
emplazamiento consagrará definitivamente la ilegitimidad de su 
mandato y habrá llegado, entonces, la hora de declarar la inhabilidad de 
Salvador Allende para seguir ejerciendo la Presidencia de República. De 
él será, por lo tanto, la responsabilidad de lo que acontezca. Pero ello no 
eximirá de culpa a quienes aún pueden imponer una rectificación de 
rumbos y evitar el total desmoronamiento del país”. 


811. Juglar (1973). “Chile exige la renuncia de Allende”, PEC, 521, 31 de 
agosto 

“Mientras los partidos políticos opositores, ya saturados en su capacidad 
de asombro, adelantaban su escepticismo frente al nuevo Ministerio, la 
réplica específica y vigorosa surgió de inmediato desde la base misma de 
la ciudadanía: la fuerza gremial”. 

“Después del acuerdo adoptado por la Cámara de Diputados ya no puede 
alegarse ignorancia del grado de ilegitimidad en que se desenvuelve el 
Gobierno marxista y de su propósito confeso de implantar en Chile la 
dictadura. Y frente a esta misma realidad, los garantes de nuestra 
integridad republicana y democrática mantienen incomprensible y ya 
inaceptable pasividad”. 


Estos textos confirman que Guzmán no solo es el líder del movimiento 
gremial, la base social de la oposición al gobierno de la Unidad Popular, 
sino que también el autor intelectual del golpe de Estado. Es posible 
reconocer en lo que Guzmán publica entre 1970 y 1973 la actitud 
contrarrevolucionaria que asume en 1962. En su llamado, en la columna 83, 
a la “guerra cívica” contra el gobierno de la Unidad Popular sigue vigente la 
recomendación del Príncipe von Starhemberg de “emplear la violencia en la 
lucha contra el comunismo”. Sigue vigente también la exhortación de Pablo 
Correa de Brito de una “lucha a muerte en bastiones contrarrevolucionarios 
[y] en núcleos católicos” contra quienes buscan alterar las jerarquías 


naturales. Es posible reconocer también en la prioridad ontológica que le 
imputa Guzmán a la Nación como fundamento del Estado, en su 
concepción de las fuerzas armadas como protectoras de la nacionalidad, y 
en el uso que hace de la noción de legitimidad como ariete contra la 
legalidad del régimen, el ideario carlista que le transmiten Lira y los 
constitucionalistas españoles afines al franquismo. 

El 11 de septiembre de 1973, las fuerzas armadas adoptan y se someten a 
la agenda política, no de los partidos políticos de oposición, sino a la del 
movimiento gremial aglutinado bajo el liderazgo intelectual de Guzmán. 
Tiene razón Guzmán cuando afirma, en la columna 811, que son los 
gremios los que constituyen la oposición efectiva al gobierno. En ese 
sentido, las fuerzas militares son instrumento dócil de las fuerzas civiles. 
Luego del golpe militar del 11 de septiembre, la junta militar solo refrenda 
ex post facto el ideario político y las decisiones fundacionales que ya había 
tomado el nuevo Portales. Empleando la figura del legislador de Rousseau 
(Contrato Social II, 7), podría decirse que Guzmán es el ingeniero que 
diseña la máquina, y Pinochet el fogonero que la echa a andar y la mantiene 
en su Curso. 

E Una versión anterior de este trabajo fue presentada en la Universidad Diego Portales, el 25 de marzo 

2010, por gentil invitación del Rector Carlos Peña. Para esta versión final agradezco valiosos 

comentarios de Marcela Cristi, Marcos García de la Huerta, Jorge Heine, Pablo Ruiz-Tagle, Roberto 


Torretti y Patricio Valdés. Agradezco a Julio Retamal por ayudarme a esclarecer la real identidad de 
Julio García E. 

Rl “Enfin, c'est la grande vérité dont les Français ne sauraient trop se pénétrer: le rétablissement de la 
Monarchie, qu'on appelle contre-révolution, ne sera point une révolution contraire mais le contraire 
de la Révolution” (Maistre, 1980: 184) 


Bl Es importante notar que el corporativismo de Guzmán encuentra su raíces directas en el carlismo, y 
no en el fascismo (cf. Blinkhorn, 1975: 163-182). El ideario corporativista del carlismo lo elaboran 
Vásquez de Mella y Pradera inspirados en las doctrinas sociales de León XIII, pero en un contexto 
premoderno muy distante del compromiso con la modernidad de Rerum Novarum. La finalidad 
esencial del carlismo es la restauración de la monarquía tradicional, lo que debe ocurrir en un 
contexto social muy distinto del que se desarrolla en Europa a partir de la Revolución francesa, y 
muy distinto también de la sociedad que da origen al Estado moderno a partir del siglo XVI. Busca 
lisa y llanamente la restauración de la sociedad feudal. Así, en la conclusión de su libro El Estado 
Nuevo, Pradera afirma: “En este estudio del Estado nuevo...hemos descubierto que el nuevo Estado 
no es otro que el Estado español de los Reyes Católicos” (Pradera, 1941: 276). 


lal El Director de Tizona es Juan Antonio Widow Antoncich. En su Consejo de redacción participan 
Osvaldo Lira, Gonzalo Ibáñez, Carlos Cáceres, Luis Giachino, Julio Retamal y Juan Carlos Ossandón 


l3] Históricamente, el carlismo había desconfiado de la fuerza militar en España porque la ve como 
adscrita al liberalismo alfonsista. Esto cambia a partir de Franco, cuando el carlismo se integra a la 


Falange y comparte el triunfo en la Guerra Civil española 


[6] En una carta del 29 de enero de 1962, dirigida a su hermana Rosario algunos meses antes de la 
conferencia de Starhemberg, escribe: “...hubo una Edad Media mejor que nuestro mundo moderno, 
porque en aquel entonces el mundo era teocéntrico; ya decayó con el antropocentrismo del 
Renacimiento y yo me pregunto, ¿cuánto habremos decaído, cuando hoy ni siquiera tenemos un 
centro?” (Rosario Guzmán, 1991: 64). 


Z La aristocracia española no es una excepción en este respecto. Había perdido poder político en el 
siglo XIX, pero conservaba su poder social y económico. La burguesía, por su parte, había 
asimilado el espíritu aristocrático. Aunque no compartía el atávico desprecio por el trabajo de la 
aristocracia tradicional, había asimilado su espíritu jerárquico y autoritario (cf. Collado, 2007: 111- 
112). 


[8] Margherita Sarfatti, su amante y biógrafa, nos dice de Mussolini, que luego de tomar contacto con el 
pensamiento de Nietzsche, “sus labios, frecuente e insistentemente, pronuncian la palabra 
“aristocracia” (cf. Sznajder, 2003: 252) 

lal En este respecto, cabe observar que el célebre capitán Georg von Trapp, de La Novicia Rebelde, 
rechaza presentar su coro ante Hitler, pero no duda en hacerlo ante Mussolini 


hol En correspondencia al autor dirigida desde Madrid, fechada 9 de febrero, 1966, Osvaldo Lira escribe 
que en abril de ese año visitará Efferding, “el castillo de Heini Starhemberg”. 


[u] Pronunciamiento” es el término empleado por el carlismo para referirse a los golpes de Estado. 


[2] En su número 40 (marzo 1973), Tizona publica un breve artículo titulado “¿Qué es el carlismo?” que 
reseña un libro de ese mismo nombre publicado en Madrid en 1971. 


[sl En Madrid, en diciembre de 1931, Ramiro de Maeztu funda Acción Española, revista de orientación 
católica ultramontana y monárquica. Esta revista se convierte en el baluarte de la intelectualidad 
antirepublicana y foco de la sublevación franquista. Su campaña política se dirige también contra la 
masonería, y son corrientes sus diatribas antisemitas. Además de Aniceto de Castro y Sainz 
Rodríguez, entre sus colaboradores se cuentan José Antonio Primo de Rivera, Víctor Pradera y José 
Calvo Sotelo. 


hal Osvaldo Lira coincide con De Castro: “El problema de la legitimidad del poder tiene su 
transcendencia porque lleva como correlativo el de lo lícito de la sublevación” (Lira, 1942: 173). Por 
su parte, Blinkhorn menciona el caso de Domingo Tejera, un líder carlista, quien en un editorial del 
periódico La Unión de Sevilla (3 de agosto, 1934), postula que la mera existencia de la República, 
que define como “ilegítima de origen y de ejercicio”, justifica la rebelión en su contra (Blinkhorn, 
1975: 217). 


115] Ver Apéndice a este capítulo 


[el Vásquez de Mella escribe: “El Estado es, principalmente, una unidad jurídica; la nación es, ante 
todo, una unidad moral, espiritual; la actividad de la nación no se confunde con la del Estado, y es 
más vasta que la suya.. Toda nación tiene derecho a que el Estado sea dependiente suyo, porque el 
Estado es para la nación y no la nación para el Estado” (Vásquez de Mella, 1939: 92 €:141; cf. Lira, 
1942: 116). 


[z] El artículo de JGE en Tizona viene precedido de un texto en letras destacadas que ocupa toda la 
página 20 y titulado “El Ejército”. El autor es Primo de Rivera quien escribe: “El Ejército es, ante 
todo, la salvaguardia de lo permanente; por eso no se debe mezclar en luchas accidentales. Pero, 
cuando es lo permanente mismo lo que peligra; cuando está en riesgo la misma permanencia de la 
Patria... el Ejército no tiene más remedio que deliberar y elegir... En presencia de los hundimientos 
decisivos, el Ejército no puede servir a lo permanente más que de una manera: recobrándolo con 
sus propias armas”. Y el texto de Primo de Rivera continúa: “Y así ha ocurrido desde que el mundo 
es mundo; como dice Spengler, siempre ha sido a última hora un pelotón de soldados el que ha 
salvado la civilización” (Primo de Rivera, 1973: 321) 


18l Verónica Valdivia ha identificado, como redactadas por Guzmán, un gran número de columnas 
semanales publicadas con el seudónimo ‘Juglar’ en la revista PEC entre 1970 y 1973 (Valdivia, 2008: 
255). Escribe Valdivia: “Bajo ese seudónimo, dio rienda suelta a su militante anticomunismo, 
atacando permanentemente a la coalición de izquierda... Guzmán fue parte de la llamada (Campaña 
del terror' desplegada contra la candidatura de Allende” (ibid: 257). 


191 Guzmán cita el libro de Aniceto de Castro en su Memoria de Prueba (Guzmán & Novoa, 1970: XIX & 
xx, notas 50 y 53) 


Rol Lira, siguiendo a Vásquez de Mella, postula que la subordinación del Estado con respecto a la 
Nación significa que esta última tiene el derecho de resistir “en caso de una infracción pertinaz de 
parte del Estado en el cumplimiento de sus deberes de servicio y sumisión. La resistencia podría 
llegar hasta emplear la fuerza de las armas si fuese necesario” (Lira, 1942: 117) 


lil En una columna publicada en PEC el 30 de octubre de 1970, Guzmán condena en términos 
inequívocos el asesinato del General Schneider (ver también García, 1973). Esto desmiente 
absolutamente la acusación de Manuel Contreras de que quienes participan en el crimen de 
Schneider (Juan Luis Bulnes, Allan Cooper, los hermanos Izquierdo Menéndez y Andrés Widow) se 
reunían a la fecha con Guzmán en su departamento (cf. El Mostrador, 28 de abril, 2010). 


Apéndice 
Julio García E., Legitimidad del Gobierno Militar 


La vida de las Fuerzas Armadas se halla indisolublemente unida a la de la 
nación, en cuanto constituyen el pilar de su sustento, la garantía de su 
integridad y el reflejo de sus tradiciones. 

Esta realidad cobra en Chile especial vigencia, porque han sido ellas 
quienes han hecho el aporte histórico más fundamental a la conformación 
de la nacionalidad y porque cada vez que se ha visto amenazada, ha sido la 
acción de los hombres de armas la que ha hecho posible su posterior 
consolidación. 

Si de acuerdo a lo anterior, las Fuerzas Armadas se deben a la nación, 
resulta lógico que su fin natural se oriente a su defensa integral, vale decir, 
al resguardo de su integridad material y moral y a la preservación de los 
valores que en curso de la historia han forjado sus integrantes de diferentes 
épocas y que han permitido imprimirle el sello particular de su 
individualidad. 

El principio según el cual las Fuerzas Armadas se deben a la nación, 
entendida en el sentido indicado, permite sostener entonces que la tesis 
que ve en ellas a los órganos del Estado que tienen por objeto la sola 
defensa de su soberanía externa, es inexacta por las siguientes razones: 

a) Porque el Estado es la expresión que la nación plasma en un 
ordenamiento jurídico por medio del cual anhela realizar el ideal de vida en 
común que sus componentes se han trazado y para cuya realización existe 
el poder político o poder jurídico de mando. 

b) Porque la soberanía que reside en la nación es de ella solo uno de sus 
elementos constitutivos. 

c) Porque la soberanía puede verse amenazada por fuerzas que no 
siempre consisten en ataques que importan el empleo de las armas y que no 
siempre provienen desde fuera; y 

d) Porque las agresiones a la nación deben entenderse inferidas no 
solamente a su soberanía, elemento espiritual, sino que al pueblo en que la 


soberanía se materializa y a los valores y tradiciones que estructuran su 
identidad histórico-cultural. 

Si, como se ha dicho, la defensa integral de la nación consiste en el deber 
de velar por su integridad material moral y por los valores y tradiciones que 
estructuran su individualidad o identidad histórico-cultural, una 
concepción orgánica de las Fuerzas Armadas necesariamente ha de 
entenderlas como garantes de la supervivencia del conjunto de sus 
elementos constitutivos: pueblo, territorio, soberanía y tradición, puesto 
que es el conjunto el que conforma la nación y no cada uno de ellos que, 
separadamente o en sí mismos, contribuyen solo a conformarla. 

Pero, puesto que la nación, para poder realizar el ideal de vida en común 
al que sus componentes adhieren, requiere de una institucionalidad 
jurídica que lo consagre, las Fuerzas Armadas están llamadas en último 
término a garantizar el respeto y acatamiento a dicha institucionalidad, ya 
que al contener el ideal de vida en común que la nación se ha trazado, es en 
realidad, expresión de la nación misma. 

De lo anterior, se siguen dos consecuencias fundamentales: 

1a) Si para la mejor realización del ideal de vida en común que la nación 
expresa en una institucionalidad fundada en el Derecho, existe el poder 
político o poder jurídico de mando, y quien lo ejerce se aparta de ese ideal o 
de la institucionalidad que lo contiene, se convierte en agresor de la nación. 

2a) Como agresor de la nación en que se transforma quien ejerce el poder 
político cuando por acción u omisión reiterada y consciente no respeta el 
ideal de vida en común nacional, deja de ser legítima autoridad y pierde a 
su respecto el derecho a la obediencia de los gobernados. A la autoridad no 
se la obedece por ser tal, sino por ser legítima, puesto que ninguna 
autoridad es fin en sí misma; solo es instrumento o medio adecuado para la 
consecución de un fin; en el caso de la autoridad política, del bien común. 
Luego, si no sirve al fin trazado o propuesto, si se aparta del proyecto de 
vida en común nacional, deja de ser autoridad, porque contraviene a su 
esencia de conductora al bien común y si de hecho sigue apareciendo como 
tal, es tiránica, puesto que el único título de mando en el que puede 
apoyarse es la fuerza ordenada al propio bien del gobernante en desmedro 
de los gobernados. Por lo demás, al dejar de servir al bien común infringe el 
derecho natural de los súbditos a ser bien gobernados, correlativo de la 
obligación que pesa sobre la autoridad de gobernar bien, o sea, de realizar el 


bien común con arreglo al ideal expresado por la nación en su 
institucionalidad. 

Sobre la base de estos criterios debe ser analizado el pronunciamiento 
militar del 11 de septiembre y su encuadramiento en los mismos es 
fundamental para determinar la justificación moral de su procedencia y la 
legitimidad de su origen y de ejercicio que reviste la autoridad que sus altos 
mandos encarnan. Por de pronto, un hecho parece cierto: las FF. AA., sin 
desnaturalizar su fin y sin desvirtuar la doctrina institucional que lo 
consagra de manera consecuente, no podían, agotados todos los medios 
pacíficos para hacer volver al país al cauce de la normalidad institucional, 
seguir presenciando impasibles el proceso de destrucción de la 
nacionalidad en que el marxismo estaba empeñado desde el poder, 
circunstancia que por sí sola lo hacía reo de ilegitimidad. La contradicción 
existente entre el organismo al que la nación ha confiado su defensa 
integral y un gobierno que por concepción doctrinaria y por estrategia 
política tendía precisamente a la destrucción de la nación y de sus valores, 
justifica esta afirmación. Por otra parte, si en un momento dado la 
participación de las Fuerzas Armadas en funciones ministeriales y 
administrativas dirigidas por el marxismo pudo entenderse como un 
patriótico esfuerzo de los hombres de armas por evitar la crisis, el hecho es 
que el esfuerzo estaba de partida condenado al fracaso, por la sencilla 
razón de que ninguna crisis adviene por sí sola; es consecuencia, nunca 
causa. Luego, y por lógica elemental, dada la causa —el marxismo 
gobernante- , y mientras sus condiciones subsistieran, o sea, mientras el 
marxismo fuera gobierno, los efectos o consecuencias, es decir, la quiebra 
de la nacionalidad, continuaría produciéndose hasta el final, o sea, hasta 
que la nacionalidad quedara definitivamente destrozada en aras de la 
implantación de la “dictadura del proletariado”. 

De este modo, el pronunciamiento militar del 11 de septiembre encuentra 
plena justificación moral, porque la destitución de todo régimen tiránico 
inspirada en la necesidad racional de restaurar las condiciones que hacen 
posible el bien común, no tiene carácter de sedición. Sedicioso es el tirano 
que alimenta la discordias y sediciones en el pueblo que le está sometido 
para dominar más seguramente en su propio beneficio con daño de la 
multitud. El único caso en que el alzamiento contra la tiranía es sedicioso, 
tiene lugar cuando aquel es de tal manera mal organizado, que el pueblo 


recibe más daño del desorden consiguiente que de la tiranía misma (véase 
Santo Tomás, Sum. Theol., 2a, 2ae, q. 42, art 2; ibid. 2a, 2ae, q. 104, art. 5 ©). 

Sin embargo, es necesario tener presente que el pronunciamiento militar 
es justo no solamente por haberse inspirado en la necesidad de restaurar el 
bien común y por haber puesto término a un régimen tiránico que 
amenazaba la ruina de los cimientos mismos de la nación. También lo es, 
porque la mayoría nacional, a través de sus organizaciones jurídicamente 
consagradas, venía expresando su repudio al dogmatismo, a la corrupción y 
al atropello que fueron las bases de sustento del marxismo como formas de 
gobierno y de vida, contrarias no solamente a la tradición política de Chile, 
sino que a cualquiera expresión de convivencia civilizada. Por otra parte, a 
fin de lograr una rectificación del desgobierno, se utilizaron todos los 
medios posibles; desde acusaciones constitucionales hasta formales 
representaciones sobre el quebrantamiento de la juridicidad por la Corte 
Suprema (25 de junio) y la Cámara de Diputados (22 de agosto), aparte de 
diversos dictámenes de la Contraloría General de la República sobre 
materias específicas. 

De esta premisa fundamental debe partir el análisis de la legitimidad de 
origen de que se haya revestido el gobierno militar. El proceso electoral no 
es per se título de legitimidad, sino uno de los instrumentos legales que 
pueden concebirse en cuanto a su formalización y que por ser instrumento 
puede variar en su concepción y en su reglamentación. No ocurre lo mismo 
con la legitimidad que, por pertenecer al orden moral, es una misma, 
siempre. 

El gobierno militar ha declarado que su misión consiste en restaurar la 
chilenidad, la justicia y la institucionalidad quebrantadas y ha entendido 
ser ésta la única forma de permanecer fiel a las tradiciones nacionales y de 
permitir que el progreso del país se encauce por los caminos que la 
dinámica de los tiempos actuales exigen a Chile en el concierto de la 
comunidad internacional (Art.1 Decreto Ley N 1). También ha asegurado 
que en el ejercicio de su misión garantizará la plena eficacia de las 
atribuciones del Poder Judicial y respetará la Constitución y las leyes en la 
medida que la actual situación lo permitan para el mejor cumplimiento de 
los postulados que se propone (Art 3). Inspiradas en estos principios, sus 
disposiciones y ordenanzas demuestran hasta ahora que el espíritu que las 
anima es la vocación de ligar las conciencias al bien común, en que consiste 
precisamente el ejercicio legítimo del poder. 


Revista Tizona (noviembre 1973) 


CAPÍTULO 8 
Democracia Republicana" 


No soy arcaizante, ni quiero dar pelea alguna por el pasado. Pero un país, una nación, un pueblo, 
se determinan no solo del movimiento ascencional, de la velocidad contemporánea. Una nación 
está llena de ojos extinguidos, de palabras que no se oyen, de sentimientos que ardieron y se 
apagaron. Todo esto es una continuidad. 

PABLO NERUDA 


Si preguntamos de qué causa depende el buen gobierno en todos sus sentidos, desde el más 
humilde hasta el más excelso, encontramos que la principal, aquella que transciende a todas las 
demás, consiste en las cualidades de los seres humanos que componen la sociedad sobre la cual se 
ejerce el gobierno. 

JOHN STUART MILL 


En los capítulos precedentes he intentado exponer algunos puntos 
doctrinarios centrales del pensamiento político de Jaime Guzmán. Aunque 
en este libro no desarrollo una evaluación crítica de su acción política, y en 
particular no juzgo el valor moral de sus actitudes y compromisos, ello no 
significa ausencia de una confrontación en el plano de las ideas. En este 
capítulo final expongo sumariamente el fundamento de mi crítica al 
liberalismo conservador de Guzmán y la concepción instrumentalista de la 
democracia que comparte con Hayek. Doy cuenta aquí también del 
liberalismo igualitario de Rawls, que ha ganado adherentes en Chile, donde 
se le presenta como la opción más viable frente al liberalismo “libertario” 
de Hayek. Los principios de justicia que defiende lo apartan de Hayek, pues 
exigen la formación de un Estado de bienestar y la implementación de 
políticas redistributivas. Pero el liberalismo minimalista de Rawls exhibe 
una desconfianza con respecto a la democracia similar a la de Hayek. Una 
sociedad pluralista estable separa las esferas de lo privado y lo público, y 
también circunscribe rigurosamente los valores democráticos 
fundamentales. La función principal de una constitución es prevenir que 
un régimen democrático intervenga e interfiera en la vida de los individuos. 
Con este fin Rawls enfatiza el papel que juega la revisión judicial (judicial 


review) y la Corte Suprema como tribunal constitucional. Coincido en este 
sentido con críticos de Rawls, quienes oponen a su constitucionalismo 
liberal una aproximación al constitucionalismo clásico. Este último no 
toma en cuenta el tema de los derechos naturales pre-políticos, sino que 
concentra su atención en los mecanismos institucionales que permiten 
evitar el comportamiento faccioso. Instituciones republicanas como la 
división de poderes, el status mixtus y el Estado de derecho (rule of law) 
son la mejor garantía para la realización del bien común y la mejor 
protección que pueden obtener las minorías.” Expongo en este capítulo las 
razones filosóficas, y también las razones políticas, que me hacen coincidir 
con posiciones que se alejan del liberalismo minimalista de Rawls. Para ello, 
examino en detalle la crítica de Michael Sandel a Rawls, y también el 
republicanismo democrático que Sandel explora como alternativa. 

Mi coincidencia con Sandel tiene que ver con mis propias raíces 
intelectuales en el comunitarismo y la democracia republicana. Este libro 
expresa mi convicción acerca de la sociabilidad como nota esencial de la 
naturaleza humana. El ser humano es humano porque es social, y no social 
porque es humano. Esto significa que no es posible concederles prioridad 
ontológica y de finalidad a los individuos, y por ende tampoco atribuirles 
un derecho de propiedad real, absoluto y despótico sobre las cosas.*! Este 
libro coincide también con la idea de una democracia republicana como 
respuesta al desencanto generalizado con la teoría y práctica política 
contemporánea. Ésta reduce la democracia a un puro instrumento para 
elegir gobiernos,* y extrapola el punto de vista económico a la política, 
según el cual tanto electores como representantes buscan solamente 
optimizar su interés individual. El interés de los electores es votar por quien 
les asegure el nivel más alto de satisfacción preferencial; el de los 
representantes es asegurar su reelección. Esta concepción instrumental o 
pluralista de la democracia interpreta la política como un mercado electoral 
que no educa sino solo registra las preferencias públicas. El precursor de 
esta idea es Bernard de Mandeville, quien postula la idea de un bien público 
que se genera a partir de nuestros vicios privados. Es la posición que adopta 
Hayek cuando afirma que el mejor resultado se logra cuando los individuos 
persiguen aisladamente su bien privado. Estos autores se enfrentan así a la 
tradición republicana que promueve la formación de una ciudadanía 
virtuosa. La virtud se forma en la búsqueda del bien común, que no se 
define por la mera agregación de intereses particulares. 


Cass Sunstein identifica por lo menos tres problemas con el modelo 
democrático pluralista (Sunstein, 1988: 1543-47). Primero, no todas las 
preferencias que computa el sistema político son justificables. Hay 
preferencias que favorecen prácticas discriminatorias; pueden también ser 
el resultado de manipulación propagandística, o depender también de la 
ausencia de oportunidades reales y la presencia de presiones sociales 
indebidas. Estas distorsiones tornan atractiva la alternativa republicana. El 
republicanismo no concibe la implementación de toda preferencia, 
cualquiera que ella sea, como conducente a la libertad. El ideal republicano 
de libertad como ausencia de dominación se resiente cuando la razón se 
subordina instrumentalmente a las preferencias. Si lo que determina la 
política son las preferencias sin más, la libertad de los más débiles queda 
expuesta a las preferencias injustificadas de los más fuertes. 

Segundo, el modelo pluralista favorece un proceso legislativo fundado en 
negociaciones de grupos que solo toman en cuenta sus intereses privados. 
Cada grupo busca el acuerdo que resulte menos oneroso para sus intereses. 
Las leyes se transan al mejor postor. El republicanismo, en cambio, favorece 
un proceso legislativo basado no en la negociación, sino en un debate que 
toma en cuenta consideraciones que todos reconozcan como relevantes. 
Esto fuerza un argumento que justifique las distintas preferencias en vistas 
del bien común. En la negociación, las partes llegan a la mesa con 
preferencias exógenas predefinidas. En el debate, las preferencias son 
endógenas a la discusión. Es decir, el momento deliberativo permite que la 
razón intervenga para que las partes pongan libremente en tela de juicio sus 
preferencias, estén llanas a educarlas y eliminen obstáculos para la 
generación de nuevas preferencias. Este momento deliberativo constituye 
lo que Sunstein denomina “una república de razones” y coincide con uno 
de los temas centrales del republicanismo clásico —audi alteram partem (cf. 
Pettit, 1997: 189). 

Tercero, el modelo pluralista no favorece la participación política de los 
ciudadanos. Por el contrario, considera que la ausencia de participación es 
un bien afirmativo, síntoma de consenso, de conformidad y satisfacción 
ciudadana. La democracia republicana, en cambio, incentiva la 
participación democrática. La ausencia de participación puede deberse a 
otras causas (anomia, esquemas de acción colectiva deficientes, cinismo 
ciudadano) que las que señala el modelo pluralista. Por lo demás, el debate 


como modelo legislativo es intrínsecamente participativo, pues está abierto 
para que cualquiera pueda exponer sus razones. 

El argumento de Michael Sandel, tributario de Sunstein en este respecto, 
añade una importante consideración ideológica. Para Sandel, el liberalismo 
norteamericano incurre en un grave costo político al reconocerle al 
movimiento conservador exclusividad sobre el tema de la virtud ciudadana. 
Los liberales “han abandonado la política de la virtud, no cuando 
cuestionan los juicios morales de los conservadores, sino cuando rechazan 
la idea de que esos juicios morales tienen lugar en el ámbito público... Esto 
tiene un costo muy alto, pues significa que los conservadores retienen un 
monopolio sobre el discurso moral en la política” (Sandel, 1996a: 23). No 
resulta viable, por tanto, desconocer que un buen gobierno no es posible 
sin que ciudadanos y representantes ejerzan sus virtudes específicas. La 
indiferencia del liberalismo con respecto a la virtud tiene su raíz en la 
preeminencia que les otorga a los derechos individuales. La derrota del 
absolutismo estatal trae consigo el triunfo de la soberanía individual. La 
prioridad ontológica y de finalidad de los individuos determina como tarea 
principal la neutralización del Estado, con el fin de evitar que se legisle la 
moral. El liberalismo moderno no busca la perfección del individuo, sino la 
protección de su libertad personal. Renuncia al perfeccionismo y a la idea 
de un bien supremo, no solo por tratarse de metas inalcanzables, sino 
también porque generan un Estado interventor que determina en forma 
paternalista una serie de deberes positivos. La protección de la libertad es 
un objetivo mínimo que solo fija ciertos fines negativos. Estos fines 
negativos tienen un denominador común: la ausencia de interferencia. 

Los críticos del liberalismo señalan que la protección de la libertad 
personal no es una tarea moral rudimentaria que se pueda llevar a cabo sin 
presupuestos éticos. Aun este objetivo social mínimo no resulta posible si 
los individuos no ejercen las virtudes del ciudadano, porque la operación y 
mantenimento de sistemas sociales de protección dependen del ejercicio de 
virtudes éticas e intelectuales. La protección no es solo un bien individual, 
sino un bien común. No es posible tomar en cuenta el bien común sin una 
formación ética que promueva su reconocimiento. 


II 
La esencia del liberalismo humanista, la filosofía pública dominante en la 


actualidad, está determinada por dos ideas centrales: la autonomía del 
individuo y la neutralidad del Estado. En términos morales, la autonomía 


del individuo supone la libre determinación para adoptar cualquier 
concepción del bien y la vida buena. La moral liberal es antipaternalista 
porque estima que los individuos deben guiar sus conductas internamente 
sin capitular a las influencias externas. Se afirman así los derechos de los 
individuos y se les concede prioridad sobre cualquier consideración sobre 
su bien o su bienestar. Posiciones divergentes al interior del liberalismo 
contemporáneo, como el liberalismo conservador de Hayek, y el liberalismo 
humanista de Rawls y Dworkin, se unen en torno al antipaternalismo. 
Ambas posiciones sostienen que ciertos derechos individuales son 
fundamentales y que ni siquiera el bienestar general de la sociedad puede 
considerarse como razón suficiente para violarlos. 

Cuando se postula que los individuos son libres para adoptar cualquier 
idea particular del bien, se rechaza la posibilidad de descubrir 
deliberativamente aquello que permita identificar el bien. El Estado, por 
tanto, debe mantenerse neutral frente a las divergentes concepciones del 
bien y la vida buena. Así, una política estatal que subsidie la transmisión de 
programas culturales en televisión e imponga a la vez fuertes impuestos a 
programas de lucha libre o catch-as-catch-can constituye, según el 
liberalismo, un paternalismo que interviene indebidamente en nuestra libre 
determinación (Kymlicka, 1990: 201). Para salvaguardar la pluralidad de 
tales concepciones del bien, los derechos individuales deben preceder y 
anteponerse a la agencia de un Estado tutelar. Según Kant, “el mayor 
despotismo pensable... es el que está dado por un gobierno constituido 
sobre el principio de la benevolencia para con el pueblo, comportándose 
como un padre con sus hijos..”. (Kant, 1964: 159). Inspirado en Kant, 
Dworkin define los derechos del individuo como “triunfos” (Dworkin, 1977: 
xi), cuya finalidad es “triunfar” sobre el Estado y neutralizarlo. Los valores 
no elegidos, es decir, los determinados por nuestra naturaleza, por Dios o 
por nuestra identidad como miembros de una determinada familia, nación, 
religión o cultura no cuentan para el cálculo liberal.* 

Únicamente un Estado neutral frente a los valores puede ser respetuoso 
y tolerante de los distintos modos de vida que asegura la modernidad. Tal 
Estado puede intervenir solo para mediar entre los conflictos que se 
susciten entre diferentes interpretaciones de la vida buena y para evitar que 
cualquiera de estas interpretaciones tiranice a las otras. Ello implica que el 
Estado liberal no debe adherir a ninguna concepción substantiva del bien. 
Según Rawls, el Estado liberal se funda en la “igualdad de los seres 


humanos como personas morales, como creaturas que conciben su propio 
bien y son capaces de un sentido de justicia... Los sistemas de finalidades 
no tienen una jerarquía de valor” (Rawls, 1971: 19). Dworkin igualmente 
piensa que el Estado debe tratar a sus ciudadanos en un pie de igualdad. 
Afirma, por tanto, que “el Estado debe ser neutral con respecto a la 
pregunta por la vida buena” (Dworkin, 1978: 64). La decisiones estatales 
deben en lo posible ser “independientes de cualquier particular concepción 
de la vida buena, o de aquello que le da valor a la vida” (ibid: 64). 

La crítica comunitaria a la moral liberal intenta exponer sus aspectos 
distópicos. El círculo de protección que el liberalismo dibuja en torno a los 
individuos exalta los derechos subjetivos y la inmunidad personal frente al 
celo del Estado, pero esto erosiona el horizonte de significación que 
dispensaba la ética tradicional, fomenta el individualismo y exacerba los 
efectos desintegradores de las leyes del mercado. En la ética tradicional 
figuraban como esenciales los vínculos comunitarios, los cuales se 
consideraban indispensables para el desarrollo de la virtud y la excelencia 
individual. Pero la república liberal no requiere la existencia de ciudadanos 
virtuosos. Aun una raza de demonios, piensa Kant en La Paz Perpetua, 
podría organizar un Estado republicano. Siguiendo a Kant, Rawls también 
rechaza el perfeccionismo y pone el acento en la justicia, no como una 
virtud individual, sino como una forma de configurar socialmente intereses 
estrictamente individuales. 

Esta crítica a la moral liberal no es un fenómeno reciente. La crítica 
comunitaria se manifiesta por primera vez como reacción conservadora 
frente al pensamiento ilustrado y la Revolución Francesa. Parte de la 
argumentación de pensadores contrarrevolucionarios como Burke, de 
Maistre y Bonald, constituye una crítica al liberalismo ilustrado por 
desatender lo comunitario. También la distinción que introduce Hegel 
entre moral y eticidad (Sittlichkeit) anticipa el conflicto entre liberalismo y 
comunitarismo. Hegel entiende por moral, la moral liberal heredera del 
espíritu ilustrado. La noción de eticidad recoge, por el contrario, el aspecto 
comunitario que se determina como el horizonte de significación de la 
actividad y vida propia de los individuos. Hegel es el primer pensador 
moderno que despliega la idea de un horizonte de significación 
comunitaria como condición necesaria de la libertad individual. Esa es 
precisamente la función que le otorga a la noción de Sittlichkeit que opone 


a la moral liberal tal como la entiende Kant y el pensamiento ilustrado 
(Taylor, 1975: 376-8). 

A partir de Hegel, la crítica comunitaria ha tenido numerosas y variadas 
reencarnaciones, selladas por diferentes aspiraciones morales y políticas. 
Así, por ejemplo, ciertos aspectos de la crítica de Marx al capitalismo tienen 
una decidida orientación comunitaria. Pero igualmente comunitaria es la 
obra de conservadores como Gierke y la hueste de sus seguidores entre los 
que se destacan Tónnies y Maitland. Esta influencia es también visible en 
pluralistas como Cole, Laski y Barker en Gran Bretaña, y en Dewey en 
Estados Unidos. Es preciso reconocer también que la totalidad del 
pensamiento católico, por lo menos hasta Vaticano II, mantuvo una postura 
comunitaria enraizada en su fidelidad al legado aristotélico-tomista.'*! El 
abandono de este legado ha conducido al rapprochement de la Iglesia con el 
liberalismo y explica la influencia que han ganado en círculos católicos 
pensadores como Michael Novak. En años recientes, una nueva ola 
comunitaria se manifiesta en la obra de Charles Taylor, Alisdair McIntyre, 
Michael Walzer, William Galston y Michael Sandel. Es evidente que la 
forma que adquiere la actual crítica comunitaria al liberalismo reitera el 
debate hegeliano entre moralidad y eticidad (Giusti, 1996: 103). Y en cierto 
respecto, los autores citados vienen a llenar el vacío dejado por la deserción 
católica. 

En la actualidad, el caudal de literatura comunitaria proveniente de la 
sociología, la ciencia política y la filosofía es enorme. En ella se señalan los 
extremos a que ha conducido el individualismo que fomenta la modernidad 
liberal y el consiguiente deterioro experimentado por los valores 
comunitarios, el espíritu cívico y la participación en el autogobierno. Philip 
Selznick, un sociólogo comunitario, afirma que resulta ser “una verdad 
fundamental que la modernidad debilita la cultura y fragmenta la 
experiencia. Las ventajas de la modernidad se obtienen pagando un costo 
muy alto con respecto a la armonía y la estabilidad de la experiencia 
humana” (Selznick, 1992: 8). Desde la ciencia política, Thigpen y Downing 
han denunciado “la presencia de un caos moral y la ausencia de propósitos 
comunes” (Thigpen & Downing, 1987: 638) y un achatamiento generalizado 
de la vida humana. Finalmente, desde la filosofía política, Charles Taylor 
declara que “el lado oscuro del individualismo se manifiesta en la fijación 
en el sujeto, que tanto achata como angosta nuestras vidas, empobreciendo 
su significado y su dimensión social” (Taylor, 1991: 4). 


Para el comunitarismo, la exorbitante demanda de libertad ha 
significado una profunda alteración en la vida de las comunidades al nivel 
de familias, vecindarios, municipios y aun naciones. Hay que solo pensar 
en cómo el capitalismo ha estimulado la libertad de movimiento que ha 
contribuido a su vez a la desestabilización y el desarraigo social (cf. Walzer, 
1990: 11-12; Gray, 1994: 19-22). La movilidad geográfica, por ejemplo, ha 
estimulado la proliferación de carreteras y la dependencia del automóvil, y 
con ello ha desarticulado barrios tradicionales, estimulando la fuga hacia 
los suburbios y la ruina de los centros urbanos que tradicionalmente 
acogieron y fomentaron el espíritu cívico..* La movilidad sentimental y 
marital ha escindido troncos y ramas familiares. Los índices de divorcios 
son hoy día más altos que nunca antes.'* Hay que pensar también en la 
movilidad social y política, que ha significado un desvanecimiento de la 
lealtad a los idearios políticos y partidos establecidos. En general, una 
orientación educativa que prepara al estudiante para el consumo 
inteligente en una sociedad de mercado cada vez más compleja, pero que 
descuida inculcar las virtudes del ciudadano, es uno de los focos de la 
crítica comunitaria en la actualidad. 

Aunque el argumento comunitario reúne inseparablemente elementos 
venidos de la sociología, la ciencia política y la filosofía, privilegio aquí el 
argumento filosófico, y en particular la teoría de la justicia y el liberalismo 
político de Rawls y la crítica de Michael Sandel. El liberalismo de Rawls 
argumenta en favor de la salvaguardia del derecho de la libre determinación 
individual y en contra del peso que ejerce la tradición y la autoridad. El 
respeto por la dignidad moral de los individuos se obtiene, según Rawls, 
estimulando prácticas que permitan la autodeterminación. Por ello rechaza 
el perfeccionismo y el paternalismo que considera propios de las 
sociedades comunitarias. El perfeccionismo considera que ciertas 
cualidades de carácter o conductas de vida son formas de virtud moral que 
suponen la perfectibilidad humana (Rawls, 1971: 25). Así, interpretaciones 
teleológicas de la moral, como las de Aristóteles y Nietzsche (ibid: 25), a las 
que habría que agregar la concepción de la moral que desarrolla Marx 
(Lukes, 1985: 87) y el republicanismo de Rousseau, Jefferson y Tocqueville 
(Sandel, 1966: 5-6), coinciden con el perfeccionismo. Por otra parte, el 
paternalismo promueve esas cualidades y conductas superiores y penaliza 
las formas de vida menos valiosas. Aristóteles y la doctrina de la Iglesia 
Católica representan el paradigma de una moral y un Estado paternalista, es 


decir, un Estado tutelar que se relaciona con sus ciudadanos como un padre 
con sus hijos y les inculca hábitos virtuosos (Robinson, 1962: xxi). 

La afirmación liberal de los derechos de los individuos intenta 
neutralizar el paternalismo estatal. El Estado liberal es sinónimo de Estado 
neutral, es decir, antiperfeccionista y no paternalista. Su virtud es la 
tolerancia frente a la diversidad de concepciones del bien. Este 
agnosticismo frente a la autoridad estatal se extiende a la sociedad en 
general. Para contrarrestar las interferencias sociales y políticas el 
liberalismo humanista ha auspiciado la constitución de santuarios o 
enclaves de protección al interior de los cuales el individuo se encuentra a 
salvo frente a esas interferencias. Esta afirmación de la autonomía del 
individuo resalta como la contribución más importante del liberalismo. En 
la medida en que el liberalismo ha impuesto sus condiciones podemos, 
como individuos, elegir nuestros propios proyectos de vida, determinar 
nuestras propias convicciones y destinos, y celebrar la diversidad que 
promueve el ideal de la tolerancia. Estos son los logros inclaudicables del 
liberalismo y que configuran gran parte del contenido de lo que hoy día se 
entiende por progreso. 

Pero, ¿es necesario conceder la neutralidad del Estado para asegurar la 
autonomía individual? ¿Es posible y deseable no hacer públicas y poner 
entre paréntesis las controversias filosóficas en aras del ideal de la 
tolerancia? La crítica a la idea de un Estado neutral defendida por Rawls y 
Dworkin constituye el punto de partida de las exposiciones de Galston y 
Sandel. En sus respuestas, estos últimos retoman el debate de 1858 entre 
Abraham Lincoln y Stephen Douglas (Galston, 1993: 273-75; Sandel, 1994: 
1778-82; Sandel, 1996: 21-23). Frente al profundo desacuerdo filosófico y 
moral existente respecto a la esclavitud, Douglas propuso poner entre 
paréntesis esa controvertida cuestión doctrinaria y abogar por una solución 
política que involucraba la neutralidad del Estado federal. Apelando a la 
soberanía de los diferentes Estados de la Unión, promovió la idea de que 
cada Estado decidiera en forma independiente la cuestión de la esclavitud 
acudiendo a métodos democráticos. En último término, los Estados debían 
estar de acuerdo en su desacuerdo y poner entre paréntesis la controversia 
filosófica y moral. Lincoln se manifestó contrario a esta solución puramente 
política y sostuvo que no se podía adoptar una postura agnóstica frente a la 
esclavitud, un mal moral indiscutible, solo por favorecer un acuerdo 


político. Sostener la neutralidad del Estado, como lo hacía Douglas, 
significaba favorecer los intereses de los esclavistas. 

El liberalismo político de Rawls debería inclinarse por la solución 
propuesta por Douglas. Pero, sorprendentemente, Rawls exime de esa 
abstención filosófica y moral a los abolicionistas en los Estados Unidos, 
quienes apelaron a concepciones comprehensivas, como lo hizo Lincoln, 
para oponerse a la esclavitud (Rawls, 1993: 254; cf. Holmes, 1988: 38-43). 
Consciente de esta aparente inconsecuencia, Rawls se pregunta si los 
abolicionistas, al apelar a esas concepciones comprehensivas, violaron el 
ideal de la razón pública, y los límites que impone, en vistas de la tolerancia 
civil. Su respuesta es que no lo violaron si la intención de los abolicionistas 
fue “fortalecer sus concepciones políticas” mediante esas doctrinas morales 
y filosóficas (ibid: 251). 

Esta solución política que propone Rawls, que intenta evitar la apelación 
a doctrinas filosóficas y morales comprehensivas y favorecer los principios 
que dictamine el entendimiento cultural en la actualidad, resulta 
incomprehensible para Sandel. Puede explicar la oposición del liberalismo 
político a la esclavitud hoy en día, pero sería incapaz de hacerlo en 1858. 
Sostener un liberalismo político en la actualidad implica presuponer todo el 
bagaje doctrinario que resulta de la Guerra Civil, que incluye las Enmiendas 
Trece, Catorce y Quince y la jurisprudencia de la Corte Suprema hasta la 
fecha. “En la medida que el liberalismo político rehúse invocar ideales 
morales comprehensivos y se base en cambio en nociones cívicas implícitas 
en la cultura política, no podría fácilmente explicar por qué Lincoln tenía la 
razón en 1858, y no Douglas” (Sandel 1994: 1782). Junto a la esclavitud, 
Sandel menciona la cuestión de los derechos civiles de los años 60, y la 
discusión actual en los Estados Unidos con respecto al aborto y la 
homosexualidad. Piensa que se paga un costo moral muy alto cuando se 
excluye la discusión filosófica pública sobre estos temas y se reduce la 
filosofía a una disputa puramente académica. 


La obra de Rawls ha generado tres debates (Sandel, 1994: 1765). El 
primero gira en torno a su afirmación de que una teoría de los derechos 
individuales requiere una fundamentación independiente de 
consideraciones utilitaristas. Con esto Rawls planta firmemente su 
pensamiento al interior del llamado “liberalismo de los derechos 
(subjetivos)”. El segundo debate tiene lugar al interior del liberalismo de los 


derechos y enfrenta su postura igualitaria con el liberalismo libertario de 
Hayek, Nozick y Narveson. Para estos últimos, los derechos individuales 
son poseídos por personas que se identifican con sus capacidades y 
talentos. Solo el mercado puede distribuir los merecimientos que 
correspondan a la propiedad de esos talentos, propiedad que resulta ser 
fundamentalmente desigual. Rawls piensa que los individuos no son 
propietarios de sus talentos, sino solo sus custodios. El Estado, por lo tanto, 
solo tiene un papel que jugar en la distribución de merecimientos. Se trata 
de un Estado neutral que no entra a definir la bondad de los fines y 
objetivos individuales. El Estado debe mantenerse neutral frente al bien 
porque la libertad y los derechos subjetivos tienen prioridad sobre el bien. 
solo un Estado neutral y tolerante puede asegurar la autonomía del sujeto. 

El tercer debate es el que promueve el comunitarismo. Éste objeta 
fundamentalmente la idea de un sujeto perfectamente autónomo 
constituido con anterioridad a cualquier vínculo social. Objeta también la 
noción de un Estado neutral frente a los valores, es decir, frente al bien. Es 
obvio que la crítica comunitaria no cuestiona el imperativo que exige 
respeto por los derechos subjetivos. Cuestiona solamente la prioridad que 
le asigna Rawls a la libertad y los derechos subjetivos por sobre el bien, es 
decir, la posibilidad de identificar y justificar los derechos individuales de 
una manera que no presuponga una particular concepción del bien. Sandel, 
por ejemplo, afirma que la justicia no es independiente del bien, sino 
relativa al bien y se pregunta qué significa que la libertad tenga prioridad 
sobre el bien, como afirma Rawls. 

Rawls deduce los dos elementos esenciales de la moral liberal, a saber la 
autonomía individual y la neutralidad del Estado, mediante el empleo de 
dos estrategias sucesivas. La primera estrategia es ontológica y determina el 
argumento de A Theory of Justice; la segunda es epistemológica y determina 
el argumento de Political Liberalism. 

En A Theory of Justice los sujetos que habitan la posición original (es 
decir, aquel complejo de circunstancias que permite una interacción 
equitativa de individuos que buscan establecer principios formales de 
justicia) son personas que se definen como entidades autónomas e 
independientes de sus fines y objetivos. De este modo Rawls monta una 
defensa filosófica de su postura liberal mediante la adopción de una 
concepción kantiana de la persona. La persona es un ser autónomo porque 
su identidad no depende de fines u objetivos externos. La autonomía de 


una persona se define así por la capacidad de libre elección. Para ser capaz 
de libre elección, el individuo debe concebirse como una persona abstracta, 
independiente de cualquier atadura o compromiso y anterior a sus fines. “El 
sujeto es anterior a sus fines, fines que son afirmados por él... Por tanto, una 
persona moral es un sujeto con fines que ha elegido” (Rawls, 1971: 560-561). 
Como señala Sandel, los derechos individuales son anteriores al bien 
porque el sujeto es anterior a sus fines. Es por esta razón, también, que el 
Estado debe ser neutral y fundamentalmente tolerante de esos fines y 
proyectos individuales. Solo un Estado neutral y tolerante aparece 
capacitado para respetar la inmunidad de personas cuya identidad reside en 
la pura (y vacía) capacidad de elegir sus bienes y valores. 

La crítica de Sandel a esta concepción metafísica de la persona en su 
Liberalism and the Limits of Justice (1982) constituye un momento crucial 
en la crítica comunitaria al liberalismo. Sandel piensa que no es posible 
concebir la identidad de las personas independiente de los fines y 
compromisos de cada uno. No es posible hacerlo 


...SIN costo para aquellas lealtades y convicciones cuya fuerza moral 
consiste en parte en el hecho de que una vida así pensada es inseparable 
de un entendimiento de nosotros mismos como las personas 
particulares que somos, es decir, como miembros de esta familia, 
comunidad o nación, como portadores de tal historia, como ciudadanos 
de esta república. Lealtades como estas son mucho más que los valores 
que se puedan tener, o mantener, a cierta distancia (Sandel, 1984: 90) 


Es necesario entonces abolir la drástica separación que establece Rawls 
entre el sujeto de posesión y el paquete de atributos que posee. El propósito 
de Sandel es solo mostrar que la aceptación del segundo principio de 
justicia por parte de Rawls efectivamente mina la autonomía del puro 
sujeto de posesión y lo expone a la constitución de un sujeto más amplio y 
solidario, abierto a situaciones intersubjetivas. Lo que Sandel así logra es 
explicitar el fundamento ontológico que hace posible ese fuerte 
sentimiento solidario en los individuos rawlsianos.*" 

En numerosos ensayos posteriores, pero principalmente en su Political 
Liberalism, Rawls ha modificado el pensamiento expresado en A Theory of 
Justice, en lo que se refiere a su concepción kantiana de la persona. Dejando 
de lado los dos debates previos, concentra su atención en el tercer debate, el 
desafío comunitario a la prioridad que le otorga a la libertad y los derechos 


individuales por sobre el bien (Sandel, 1994: 1770). Rawls defiende ahora la 
idea de abstraer toda elaboración metafísica y deducir la noción de Estado 
neutral de una concepción puramente política de la persona.“ Esta 
concepción postula que los individuos son independientes de y no 
identificables con ninguna concepción del bien, pero que esto es así solo 
cuando se les considera políticamente como ciudadanos. Es decir, los 
individuos deben ser concebidos como los entes absolutamente libres e 
independientes de A Theory of Justice solo en cuanto sujetos políticos. 
Rawls piensa que así puede anular la crítica comunitaria porque cree 
posible separar la cuestión metafísica de la cuestión política. El 
comunitarismo tendría razón, entonces, al apuntar que un sujeto puro, sin 
ningún lastre comunitario, es metafísicamente inconcebible. Pero Rawls 
insiste que el liberalismo no busca esclarecer esas complicadas cuestiones 
metafísicas sino que afirma el hecho concreto de que existen desacuerdos 
entre las personas, desacuerdos que tienen que ver con “una pluralidad de 
doctrinas comprehensivas que son a las vez razonables e incompatibles 
entre sí” (Rawls, 1993: xvi). Para solucionar la infinidad de conflictos que se 
generan en la sociedad en torno a la justicia no es necesario apelar a una 
determinada doctrina comprehensiva. Por el contrario, por razones 
políticas es mejor evitar la discusión doctrinaria, ya sea religiosa, moral o 
filosófica, y mantenerse “en la superficie, en lo relativo a la filosofía” (Rawls, 
1990: 97). Es decir, en vez de un liberalismo comprehensivo, Rawls se 
contenta con un liberalismo “político” para el cual “una pluralidad de 
doctrinas razonables, pero a la vez incompatibles entre sí, es el resultado 
normal del ejercicio de la razón humana dentro del esquema de 
instituciones libres de un régimen constitucional y democrático” (Rawls, 
1993: Xvi). 

De este modo, independiente de cómo se resuelva la cuestión metafísica, 
los ciudadanos, en cuanto sujetos políticos, son libres y esto quiere decir, 
en primer lugar, que “tienen el derecho de ser considerados como personas 
independientes de, y no identificables con, ninguna concepción particular 
y su esquema de fines últimos” (ibid: 30). Así, por ejemplo, cuando una 
persona abandona su religión y se convierte a otra, no deja por ello de ser la 
misma persona política que era con anterioridad y su identidad pública 
resulta inalterada. En segundo lugar, los ciudadanos son libres en el sentido 
de que son “fuentes originales y auténticas de demandas válidas (self- 
authenticating sources of valid claims)” (ibid: 32). Las demandas políticas 


de los ciudadanos tienen valor simplemente por el hecho de ser propuestas. 
Es indiferente el que esas demandas manifiesten ideales religiosos o 
morales, ideales patrióticos o meras preferencias. Su validez como 
demandas políticas no dice relación con la importancia de los bienes que se 
afirman. El liberalismo político pone así entre paréntesis nuestras 
convicciones morales y religiosas. Esto es necesario debido a los profundos 
desacuerdos que existen en las sociedades modernas y ese procedimiento 
asegura la cooperación social sobre la base del respeto mutuo. Una 
asociación fundada en lazos comunitarios, es decir por lazos no elegidos 
libremente por sus miembros, no puede aspirar a ser reconocida por su 
contribución al enriquecimiento moral de las personas autónomas. 

Son así consideraciones epistemológicas las que fundan la segunda 
estrategia empleada por Rawls. Esta consiste entonces en abogar por la 
neutralidad del Estado y la adopción de actitudes tolerantes, no 
dogmáticas, que faciliten la unidad social entre los individuos. Se trata de 
adoptar políticas de inclusión, que eviten el error de adoptar posiciones 
rígidas e intransables basadas en concepciones religiosas, filosóficas o 
morales comprehensivas. Es más, aunque esas doctrinas puedan 
legítimamente ser reconocidas como verdaderas, desde el punto de vista 
político conviene poner esa pretensión de verdad entre paréntesis. En el 
ámbito político el valor de la tolerancia tiene más peso que el valor de la 
verdad. Esto significa la marginación de la filosofía de la esfera pública y su 
limitación al ámbito académico (ibid: 215). Según Rawls, “la filosofía como 
la búsqueda de la verdad acerca de un orden metafísico y moral 
independiente no puede... entregar una base práctica y compartida para 
una concepción política de justicia en una sociedad democrática” (Rawls, 
1990: 97). Si queremos la paz, un método de abstención filosófica derivado 
del principio de la tolerancia debería asegurar que las disputas filosóficas se 
mantengan en un ámbito privado y no transciendan al ámbito público. 

Rawls auspicia lo que llama un consenso entrecruzado (overlapping 
consensus), es decir, un consenso que aúne concepciones comprehensivas 
inconmensurables. Rawls expresamente niega que el liberalismo político, y 
el consenso entrecruzado que introduce, presuponga una postura escéptica 
con respecto a doctrinas religiosas, morales o filosóficas inconmensurables 
(Rawls, 1993: 150).2 Por escepticismo Rawls entiende una actitud que niega 
la verdad que proclama cada una de esas numerosas doctrinas 
comprehensivas e inconmensurables entre sí. Tal escepticismo “pondría a 


la filosofía política en oposición a numerosas doctrinas comprehensivas, y 
así derrotaría desde la partida su finalidad de lograr un consenso 
entrecruzado” (ibid: 150). Por oposición a un escepticismo que niegue la 
pretensión de verdad de cualquier doctrina comprehensiva, Rawls afirma la 
verdad relativa de todas ellas. Esta última posibilidad es precisamente la 
condición de un consenso entrecruzado y de una filosofía “política” y no 
puramente metafísica. Rawols se opone así a concepciones como las de 
Platón, Aristóteles y Santo Tomás, pero también a Bentham y Sidgwick, que 
conciben a la filosofía política como parte integral de una filosofía moral y 
metafísica con pretensión de universalidad (ibid: 134). 

Pero a partir de Montaigne, Locke y Hume, el ideal de tolerancia y el 
liberalismo han estado históricamente asociados a un escepticismo con 
respecto a la posibilidad de verificar juicios de valor. Por oposición al 
perfeccionismo que supone la falibilidad de los individuos con respecto a lo 
que pueda resultar valioso en sus vidas, el liberalismo debe postular que los 
individuos no pueden nunca errar en este respecto. Esta infalibilidad 
implica, en último término, la neutralidad del Estado, es decir, la 
imposibilidad por parte del Estado de trascender la subjetividad de las 
opciones de vida, es decir, la imposibilidad de verificar los juicios 
individuales de valor. 

Ése es precisamente el nervio de la crítica de Galston al liberalismo 
humanista de Rawls. Galston piensa que Rawls ha revitalizado la filosofía 
social normativa, pero que esta revitalización “sigue estando enraizada en 
el clima de escepticismo moral que ha suplantado” (Galston, 1992: 161). Este 
escepticismo frente a la teorías del bien y la virtud humana coincide con 
una profunda desconfianza con respecto al perfeccionismo, al estado 
tutelar y la educación cívica. Coincide también con una actitud de defensa 
nacida del miedo a la autoridad tiránica y arbitraria. Sklar lo denomina 
precisamente “un liberalismo del miedo” (Sklar, 1989: 29) que no ofrece “un 
summum bonum al que deberían aspirar los agentes políticos”, sino “un 
summum malum, que todos conocemos y evitaríamos si fuese posible” 
(ibid: 29). Como salvaguardia frente a un Estado paternalista y legislador de 
la moral, resulta esencial la adopción de una postura escéptica que respete 
la diversidad de opiniones y puntos de vista. No es la diversidad lo que hay 
que temer, no es el pluralismo lo que conduce a la guerra civil, sino un 
Estado tutelar que quiera imponer un consenso. 


IV 


Si Rawls en A Theory of Justice elabora su argumento sub specie 
aeternitatis, el reconocimiento de lo político en Political Liberalism 
demuestra una actitud más realista y significa una acomodación 
argumentativa a las circunstancias históricas de la modernidad, y en 
particular, a las nociones de democracia y civilidad implícitas en la cultura 
de los Estados Unidos. Rawls reconoce ahora que su teoría de la justicia 
como equidad es una teoría moral razonable y comprehensiva que compite 
con otras teorías morales igualmente razonables y comprehensivas, como 
el utilitarismo por ejemplo. Esto es lo típico de las sociedades democráticas 
modernas que se caracterizan no solo “por un pluralismo de doctrinas 
religiosas, filosóficas y morales comprehensivas, sino por un pluralismo de 
doctrinas incompatibles pero razonables” (Rawls, 1993: xvi). El liberalismo 
político supone, por tanto, la convivencia de esa pluralidad de doctrinas 
comprehensivas incompatibles, pero al mismo tiempo supone una unidad 
consensual en torno a la esencia de la constitución del Estado. Lo que Rawls 
llama “el ideal de la razón pública” (ibid: 212) asegura esa unidad 
consensual en torno a la constitución estableciendo límites a lo que puede 
ponerse en el tapete de la discusión pública. Un consenso entrecruzado es 
insostenible si las cuestiones relativas a los principios de justicia y la 
esencia de una constitución no quedan fuera de la discusión política. 
Sandel reconoce que el liberalismo político que auspicia Rawls, y que 
determina tanto la prioridad de los derechos individuales por sobre el bien 
colectivo como la neutralidad estatal, es la filosofía pública que rige en los 
Estados Unidos en la actualidad. Pero esto no siempre fue así, sino que 
representa solo un desarrollo reciente que se ha hecho preponderante solo 
a partir de la Segunda Guerra Mundial.“ El argumento de Democracy 
Discontent. America in Search of a Public Philosophy muestra cómo “la 
concepción liberal del civismo y la libertad gradualmente excluyó a la 
concepción republicana” (Sandel, 1996: 6; cf. Godoy, 1997). Muestra, en 
primer lugar, cómo la república procesual, cuyos rasgos esenciales se 
encuentran ya esbozados en los inicios del constitucionalismo 
estadounidense, se manifiesta hegemónicamente en las decisiones de la 
Corte Suprema relacionadas con la libertad religiosa, la libertad de 
expresión y la legislación acerca de la familia.5! En la segunda parte, Sandel 
examina el desplazamiento de una actitud republicana hacia lo que llama 
“la república procesual” en el discurso político de Jefferson hasta nuestros 
días. En último término, Sandel intenta demostrar que el actual énfasis en 


la idea de un Estado neutral, típico del liberalismo político, resulta de la 
extinción de una teoría política rival: la idea republicana clásica. 

Tres facetas internamente relacionadas definen a la república procesual: 
la idea de que los derechos individuales tienen prioridad y triunfan sobre el 
derecho de las mayorías; la idea de un Estado neutral, es decir, una 
concepción de la Constitución americana como “una estructura neutral de 
derechos” que no reconoce ni afirma ningún determinado ideario moral o 
económico; y una concepción de las personas como sujetos libres de lazos 
morales preexistentes y definidas por su capacidad de libre elección (ibid: 
28). La primera idea, la de los derechos individuales como triunfos, 
comienza a manifestarse solo a partir de la Enmienda Catorce."* Según 
Sandel, el momento decisivo es la interpretación de esa Enmienda por parte 
de la Corte Suprema en 1905. Esta interpretación se manifiesta en dos casos 
cruciales: Lochner vs. New York (1905) y Coppage vs. Kansas (1915). En 
Lochner, la Corte anula una ley estatal que prohíbe el trabajo en las 
panaderías por más de sesenta horas semanales. Fundada en la Enmienda 
Catorce, la Corte sostiene que la legislación que “limite las horas que 
hombres adultos e inteligentes decidan trabajar para ganarse la vida son 
interferencias intrusivas en los derechos del individuo” (ibid: 41). En 
Coppage, la Corte anula leyes que prohíben los contratos “amarillos”, es 
decir, los que contienen estipulaciones para rescindir los empleos de 
quienes acepten sindicarse (ibid: 41). Basada en la misma Enmienda, la 
Corte estipula que ninguna ley puede interferir en los derechos 
individuales, aun cuando lo que se pretende sea equilibrar desigualdades 
en el poder de negociación. Sandel concluye que esta interpretación de la 
Enmienda Catorce conculca la decisión de las mayorías, basadas en el bien 
colectivo, y privilegia los derechos de los individuos. 

En segundo lugar, Sandel examina cómo dos magistrados de la Corte 
Suprema, Oliver Wendell Holmes y Louis Brandeis, introducen la noción de 
Estado neutral en sus votos disidentes en Lochner. En su dictamen, Holmes 
manifiesta que “la Enmienda Catorce no promulgó la estática social de 
Herbert Spencer... [Ulna Constitución no se compromete con ninguna 
teoría económica en particular... Está hecha para personas con visiones 
fundamentalmente divergentes” (ibid: 46). Con esto queda establecido otro 
elemento cardinal de la república procesual: la idea de un Estado que no se 
abanderiza y no se define de acuerdo con una determinada doctrina 
comprehensiva. En tercer lugar, Sandel ve la manifestación de la idea de 


persona como capaz de elegir sus propios fines en West Virginia State 
Board of Education vs. Barnette (1943). Esta decisión de la Corte Suprema 
rechaza el saludo a la bandera compulsivo en las escuelas. El patriotismo, 
declara la Corte Suprema, es materia de libre elección individual y no puede 
ser inculcado. Esto supone una concepción de las personas como sujetos de 
libre elección e incapaces de asumir lazos morales que no sean los 
libremente elegidos. Esta incapacidad para asumir responsabilidades que 
surjan de la pertenencia solidaria a una comunidad privilegia el contrato 
por sobre la comunidad. Para Sandel este caso inaugura el liberalismo 
procesual que gradualmente desplaza al republicanismo de los fundadores 
de la Unión. Rawls y Dworkin han articulado filosóficamente lo que ha sido 
la realidad judicial estadounidense tal como ha venido siendo definida por 
la Corte Suprema en el siglo XX. 

La idea rawlsiana de un liberalismo político tiene así una historia 
particular. Representa el ascenso y triunfo de la república jurídica por sobre 
la idea republicana clásica. Esta última determina inicialmente, y también 
durante gran parte de su decurso histórico, la tónica republicana del 
discurso político en los Estados Unidos. El debate económico 
contemporáneo gira alrededor de la contraposición 
crecimiento/distribución. Pero esto no colma las posibilidades. Durante 
gran parte de su historia el debate económico en los Estados Unidos tiene 
un tema distinto, a saber, “qué estructura económica es más conducente al 
autogobierno (self-government)” (ibid: 124). Jefferson, por ejemplo, favorece 
un régimen agrario y se opone al desarrollo industrial porque ve en este 
último un obstáculo para el desarrollo de las virtudes ciudadanas. Y más 
adelante, el debate entre whigs como Henry Clay y Daniel Webster y el 
demócrata Jackson también gira en torno al tema de la economía política 
del ciudadano. El argumento whig en favor del crecimiento económico no 
intenta “mejorar el standard de vida o maximizar el consumo sino cultivar 
la comunidad nacional y fortalecer los lazos de la unión”. El argumento 
jacksoniano en contra de la creciente desigualdad tiene “menos que ver con 
la justicia que con la amenaza en contra del autogobierno proveniente de 
las grandes concentraciones de riqueza y de poder” (ibid: 157). 

La pervivencia del ideal republicano se manifiesta también en el debate 
acerca del sistema salarial. Las más importantes organizaciones laborales 
de la segunda mitad del siglo XIX, la National Labor Union y los Knights of 
Labor, promueven la abolición del sistema de salarios porque lo consideran 


contrario al sistema republicano de gobierno. Ese sistema significa, por una 
parte, concentrar gran poder en grandes corporaciones, y por otra parte la 
destrucción de “cualidades de carácter necesarias para el autogobierno” 
(ibid: 185). Para restaurar la independencia de los trabajadores el 
movimiento laboral propone la creación de fábricas, minas, bancos y 
granjas cooperativas. Según George McNeill, líder de los Knights of Labor, 
el sistema cooperativo produciría un trabajador cívico que se cultivaría 
leyendo la prensa matinal en la bien equipada sala de lecturas de la fábrica 
(ibid: 186). La desaparición de los Knights of Labor y la creación de la 
American Federation of Labor en la década de 1890 señala la decadencia del 
espíritu republicano al interior del movimiento laboral. El líder de la AFL, 
Samuel Gompers, hace las paces con el sistema salarial y da cabida solo a 
cuestiones estrictamente económicas: el crecimiento y la distribución. 

El leitmotiv del discurso político de comienzos del siglo XX también está 
determinado por la economía política del ciudadano. Para la elección 
presidencial de 1912, por ejemplo, tanto Woodrow Wilson como Theodore 
Roosevelt centran sus campañas en las consecuencias cívicas que conlleva 
la concentración de poder en grandes corporaciones. Para Brandeis, 
consejero de Wilson, la concentración del capital constituye una doble 
amenaza para la noción de autogobierno. El inmenso poder del gran capital 
es, por una parte, una amenaza para el gobierno democrático, y por otra 
parte, erosiona la capacidad cívica de los trabajadores. “Al igual que 
Jefferson y Jackson, [Brandeis] considera la concentración de poder, tanto 
económico como político, como contrario a la libertad” (ibid: 212). La 
propuesta de Wilson busca descentralizar la economía y en esto coincide 
con la tradición republicana. Por su parte, Roosevelt ofrece una solución 
diferente para el problema de la concentración económica y el monopolio. 
Solo un Estado nacional fuerte puede controlar y regular al gran capital 
industrial. La idea de un Estado fuerte planificador separa a Roosevelt de la 
tradición republicana que privilegia la dispersión del poder político. Pero 
Roosevelt se mantiene todavía fiel a esa tradición al adherir a sus ideales 
formativos. En su discurso en Osawatomie en 1910 declara: “El principal 
problema de nuestra nación es conseguir un tipo adecuado del buen 
ciudadano. Si el hombre y la mujer promedios no son del tipo adecuado, 
tampoco lo serán los hombres públicos” (ibid: 218). Herbert Croly, el 
ideólogo principal del ideal nacionalista al que aspira Roosevelt, defiende el 
mismo ideal formativo de la democracia. Croly escribe en 1909: “la 


democracia no puede desembarazarse de la aspiración a la perfectibilidad 
humana... El principio de la democracia es la virtud” (ibid: 220). 

La gran transformación comienza a fines de la década del 30. Con el New 
Deal de Roosevelt “la economía política del crecimiento y la justicia 
distributiva desplaza a la economía política del ciudadano” (ibid: 250). En 
parte esta transformación se debe, según Sandel, a la influencia de Keynes. 
En primer lugar, la política keynesiana de gasto fiscal iniciada por Roosevelt 
en 1938 marca el fin de la discusión en torno a los programas de reforma 
estructural que dividía a decentralizadores y planificadores. En vista de la 
imposibilidad de llegar a un acuerdo acerca de los fines a conseguir, el gasto 
fiscal ofrece una solución que aparece como neutral frente a esos fines. El 
Estado interviene solo indirectamente en la economía y resuelve los 
problemas del capitalismo sin alterar su estructura fundamental (ibid: 264). 
Ello coincide con la aspiración de neutralidad y la abstención típica de la 
república procesual. En segundo lugar, la neutralidad de la política fiscal 
keynesiana se manifiesta también en la idea de que el Estado “no debe 
formar, revisar y ni siquiera juzgar acerca de los intereses y fines 
perseguidos por los ciudadanos” (ibid: 267). 

Según Sandel, tres temas articulados por los defensores de la nueva 
economía indican el abandono del ideal republicano y de la economía 
política del ciudadano. En primer lugar, la nueva economía coincide con 
Keynes en sostener que el incremento de la propensión al consumo 
mediante el manejo de la demanda efectiva es la principal y única tarea de 
la actividad económica. Esto significa desviarse de la tradición republicana 
que a partir de Jefferson había enfatizado la producción y no el consumo. 
Para esa tradición el “mundo del trabajo es el escenario donde, para bien o 
para mal, se forman los ciudadanos” (ibid: 268). En segundo lugar, el 
keynesianismo implica una deflación de la moral cívica. De lo que ahora se 
trata es de satisfacer las necesidades del consumidor y no de imponer 
ambiciosos planes para inspirar virtudes republicanas, inculcar los hábitos 
del buen ciudadano y alterar así el modo de vida de las personas. En tercer 
lugar, Keynes apela a una concepción de la libertad similar a la del 
liberalismo laissez faire. En su opinión, la regulación del promedio de gasto 
agregado permite entregar a la libre elección de los individuos el modo 
como va a gastar su ingreso y de los medios para satisfacer sus demandas 
(ibid: 271). 

V 


En la reconstrucción de Sandel, el liberalismo político de Rawls aparece 
como la expresión conceptual de la república procesual que se entroniza en 
Estados Unidos a partir de la Segunda Guerra Mundial. Pero esta república 
procesual no extingue por completo el ideal republicano, y Sandel piensa 
que éste ha renacido con más fuerza en la última década del siglo XX. 
Piensa también que la creciente preocupación por las consecuencias cívicas 
de la desigualdad, el relativo éxito de las corporaciones de desarrollo 
comunitario, la renovada lucha contra las grandes cadenas comerciales 
como Wal-Mart y la expasión del movimiento llamado New Urbanism que 
busca recuperar las virtudes de las ciudades tradicionales, facilitando el 
tránsito de peatones y ciclistas, revirtiendo la fuga hacia los suburbios, 
deteniendo el avance de las carreteras y la dependencia en el automóvil, 
todo ello apunta al renacimiento de la noción cívica de la libertad situada 
(ibid: 329-38). 

Pero en un mundo que progresivamente avanza hacia la comunidad 
global, ¿qué podría significar este énfasis regresivo hacia la comunidad 
local? ¿No sería mejor, se pregunta Sandel, desarrollar un espíritu 
comunitario cosmopolita que pudiera sustentar los desafíos que impone 
una economía ya globalizada? Pero el cosmopolitanismo de un mundo de 
personas ni amigas ni extrañas es el apogeo de la utopía ilustrada que 
Sandel, apoyándose en Herder, rechaza sin ambages (ibid: 343). Por el 
contrario, considera necesario afirmar, como moralmente relevantes, las 
comunidades concretas, los vecindarios, las ciudades y naciones, que nos 
sitúan moralmente en el mundo. Estas tienen precedencia moral sobre las 
comunidades más universales que tienden a neutralizar los horizontes de 
significación. Y tienen también precedencia política, pues el ideal del 
autogobierno se puede obtener solo si se dispersa la soberanía. Las 
instituciones políticas que gobiernan la economía global necesitan el 
sustento cívico que emana de las identidades locales. “En la era de NAFTA, 
la política municipal y vecinal importa más que menos. La gente no se 
comprometerá con instituciones vastas y distantes, cualquiera sea su 
importancia,a menos que esas instituciones estén de alguna manera 
conectadas con instancias políticas que reflejen la identidad de sus 
participantes” (ibid: 346). 

La formación de ciudadanos y el cultivo de las virtudes cívicas es la meta 
del republicanismo clásico. Pero esto implica que el Estado no puede 
permanecer neutral frente a los valores y proyectos de vida de sus 


ciudadanos. La libertad republicana supone la formación de ciudadanos 
que participen en el autogobierno de la polis. “La política republicana 
considera la formación del carácter moral como un asunto público y no 
meramente privado” (Sandel, 1996: 25).Aristóteles sostiene que la virtud 
es el quehacer del Estado verdadero, pues sin esta finalidad el Estado 
aparece como un mero pacto contractual y la ley como mera convención. Si 
esto así fuese tendría razón Licofrón cuando declara que la ley es solo una 
garantía de los derechos mutuos de los individuos y no la norma de vida 
que hace justos y buenos a los miembros de la polis (cf. EN III 9). 

La actitud más realista y localizada que adopta Rawls en Political 
Liberalism lo conduce al reconocimiento del ideal republicano. Pero 
distingue entre el republicanismo clásico y el humanismo cívico. El 
liberalismo político es compatible con el ideal republicano que implica, 
reconoce Rawls, “la activa participación de ciudadanos que posean las 
virtudes políticas para mantener un régimen constitucional” (Rawls, 1993: 
205). Pero se opone fundamentalmente al humanismo cívico. Este último 
corresponde a lo que Constant definió como la liberté des anciens y 
conlleva, según Rawls, todos sus defectos. La distinción que introduce tiene 
por objeto precaverse de las patologías que supuestamente serían 
congénitas al humanismo cívico (cf. Sunstein, 1988: 1539-40). Sandel no 
reconoce la distinción rawlsiana pero admite que una de las patologías del 
republicanismo como tal es considerar que la virtud cívica está 
rigurosamente determinada por el nacimiento o la condición social (Sandel 
1996: 318). Así, la condición natural de mujeres y esclavos determinaría, 
como estipula Aristóteles, su exclusión del autogobierno republicano. Otra 
patología republicana se manifiesta con gran claridad en Rousseau, cuando 
precisamente intenta superar la primera patología. La virtud cívica no es 
para Rousseau una condición natural sino que puede ser adquirida en un 
proceso formativo. Pero el imperativo democrático demanda mucho más, 
demanda que la virtud cívica sea inculcada en todos los ciudadanos. La 
tarea del legislador de Rousseau consiste en transformar la naturaleza 
humana en todos los individuos como condición de posibilidad de una 
polis democrática. Sandel rechaza el autoritarismo implícito en la voluntad 
general y se inclina en favor del republicanismo de Tocqueville cuya 
experiencia americana no lo hace adverso al efecto moderador de las 
instituciones intermedias aborrecidas por Rousseau (ibid: 319-21). 


Para subsanar el problema que presentan las patologías del 
republicanismo clásico, Sandel opta por restringir la práctica del 
autogobierno a la participación en asociaciones vecinales, municipales y 
gremiales. Pero con ello deja a la deriva la participación propiamente 
política. ¿Qué podría ser el autogobierno de la polis cuando la Constitución 
y las leyes dejan de ser preocupación principal de la ciudadanía, y su interés 
se escurre de lo nacional a lo puramente local y vecinal? ¿No es éste el 
primer paso que conduce a la apatía política y la alienación constitucional? 
¿No son la ignorancia de lo público y el egoísmo los peligros más graves que 
acechan al republicanismo? Por otro lado, parece excesivo pedir del 
individuo moderno, triunfante en la lucha secular por el reconocimiento de 
un dominio privado, que renuncie a esa conquista y se vuelque de lleno 
hacia el dominio público. Esa dedicación a lo político es ciertamente muy 
loable en unos cuántos ciudadanos interesados en la política, pero pocos 
disponen del tiempo suficiente para hacerlo. En Atenas y Roma, la 
esclavitud de miles permitía la liberación de una minoría de ciudadanos 
libres que podían concurrir sin trabas a las asambleas. Pero ni en Atenas ni 
en Roma la vida individual había alcanzado la riqueza de oportunidades 
que ofrece la modernidad para el desarrollo privado de nuestra 
personalidad.** 

En todo caso, la nota esencial del ideal republicano es, según Sandel, la 
idea de “participación en el autogobierno (self-government)” (ibid: 5). No es, 
ciertamente, una idea opuesta al ideal liberal, pero implica mucho más que 
el liberalismo procesual de Rawls. Incluye un conocimiento e interés en los 
asuntos públicos, un sentimiento de pertenencia a una comunidad política 
y un sentido de responsabilidad por el todo social. Involucra también el 
cultivo de ciertas disposiciones y hábitos necesarios para el autogobierno. 
Involucra, por último, no solo el “bien convergente” o la aspiración 
convergente al bien, sino lo que Taylor llama el “bien compartido”, que 
incluye en su bondad el hecho mismo de ser compartido (cf. Taylor, 1985: 
96ss y 334). Despojada de un ethos republicano, la democracia ha pasado a 
ser hoy el arte de contar más o menos votos y de formar coaliciones 
partidistas más o menos estables. Poco o nada tiene que ver con la virtud 
cívica y la perfectibilidad humana. Cuando, en la actualidad, el más grave 
atentado contra el ethos republicano es el economicismo, cuando el 
crecimiento económico demanda la creación de consumidores 
mandevillianos cuyos vicios se definen como virtudes, la tradición 


republicana de Aristóteles a Rousseau y Tocqueville, afirma que la 
desigualdad corrompe la libertad y que el cultivo de las virtudes 
republicanas es esencial para el autogobierno de la polis." 


u Algunas secciones de este capítulo fueron publicadas originalmente en la revista Estudios Públicos, 69 
(verano, 1998) 


R] Como hacen notar Bellamy y Castiglione, la Constitución americana de 1787, no contenía una Bill of 
Rights y no incluía la facultad de revisión judicial por parte de la Corte Suprema (Bellamy & 
Castiglione, 1997: 602). 


BI Coincido en este último punto con Mary Ann Glendon quien ve en Locke y Blackstone una defensa 
exagerada de la propiedad privada como un derecho absoluto (Glendon, 1989). 

la] Jaime Guzmán entendió muy claramente que la actividad política debe incluir un aspecto 
valórico.Resulta instructivo leer lo que escribe Joaquín Lavín al respecto: “Una de las cosas que me 
llamaba la atención era que en las asambleas políticas en poblaciones, todos nosotros hacíamos 
discursos políticos y al final lo hacía Jaime, pero él no les hablaba de política, les hablaba de valores 
y les decía: “Yo no estoy aquí para buscar votos, a nosotros nos interesan las personas, los queremos 
a ustedes, que la UDI sea para ustedes un instrumento de realización personal, que puedan crecer y 
desarrollarse como seres humanos'. Terminaba hablando de valores, de amor, de Dios. Él 
aprovechaba esas instancias para desarrollar su misión de apóstol de la política” (Lavín, 1991: 33). 


Sl Esto queda a la vista en Hobbes cuando afirma: “no hay ninguna obligación en una persona que no 
sea el resultado de un acto propio” (Hobbes, 1651: 268). 


[6l En la modernidad, el Estado aparece como un mecanismo funcional sin contenido y la vida moral de 
los individuos alcanza su plenitud si se realiza fuera del Estado. Pero en la moral clásica es 
inconcebible un desarrollo ético fuera del Estado. No es un accidente que Aristóteles haya definido 
el contenido de su Ética a Nicómaco no como ética, sino como politiké (EN 1, 1; cf. Cristi, 1970). En la 
actualidad, la influencia de Hegel por la mediación de la obra de Charles Taylor, ha dado nueva vida 
a la moral aristotélica, o lo que Rawls llama “el principio aristotélico” (Rawls, 1971: 424-33), y ha 
guiado la crítica comunitaria. 


Kl David Conway, por el contrario, piensa que el culpable del deterioro comunitario en la actualidad no 
es el capitalismo sino la creciente expansión de la actividad estatal en todos los aspectos de la 
sociedad civil (Conway, 1966). 

[8] Mary Ann Glendon examina la destrucción de Poletown, un antiguo barrio étnico de Detroit, en 1981. 
Con el objeto de construir una nueva planta para la fabricación de automóviles Cadillac, el gobierno 
autorizó a la General Motors para que destruyera 1.400 casas, 16 iglesias y 144 negocios. En 
definitiva, la gigantesca planta no consiguió salvar puestos de trabajo y promover el saneamiento 
económico de la región. Pero 4.200 personas habían sido desalojadas “en el desplazamiento más 
masivo y rápido, para un proyecto de desarrollo privado, en la historia de los Estados Unidos” 
(Glendon, 1991: 29-30). 

[el En Chile, el tema de la movilidad afectiva y marital ha conducido en ciertos casos a un capitulación 
extrema frente al liberalismo. En oposición a un tipo de cultura “que no ha valorizado lo provisorio, 
lo efímero”, Olga Grau sugiere una interpretación del divorcio que lo relaciona “con ciclos de vida, 
espacios existenciales temporales, con la movilidad afectiva que ponen en juego los adultos”. 
Propone así que en lugar de una cultura que prepare “rígidamente para lo permanente”, se fomente, 
en la juventud una actitud favorable “para aceptar y propiciar los cambios que pueden ser vividos 


como desafíos para un desarrollo compartido en un nuevo ciclo... Hijos e hijas harían tránsitos 
también menos dramáticos y desesperados” (Grau, 1995: 59). 


hol En un trabajo anterior exploro con más detalle la concepción metafísica de la persona de Rawls y la 
crítica de Sandel y Charles Taylor (Cristi, 1990). 


[tl Rawls reconoce que ha revisado y modificado su pensamiento, pero niega todo fundamento a la 
idea de que “los cambios en los ensayos posteriores son una respuesta a las críticas de los 
comunitarios y otros” (Rawls, 1993: xvii). Pero resulta obvio que ése es el caso y que lo que 
denomina “liberalismo político” y su concepción política de la persona deben se considerados 
como respuesta a las objeciones de pensadores comunitarios como Taylor y Sandel. 


ml will Kymlicka, siguiendo a Rawls, sostiene que el liberalismo no requiere la adopción de una 
posición escéptica. “Los liberales no adoptan una postura escéptica. Una razón para ello es que el 
escepticismo no es compatible con la libre determinación. Si los individuos no pueden equivocarse 
en sus opciones, tampoco puede hacerlo el gobierno. Si todas las formas de vida tienen igual valor, 
nadie puede reclamar si el gobierno elige una particular forma de vida para la comunidad. Así el 
escepticismo no resuelve la cuestión” (Kymlicka, 1990: 201-2; cf. Sandel, 1994: 1777). Pero Kymlicka, 
al pensar que el Estado mismo puede tener y adoptar opciones y preferencias, no toma en cuenta el 
postulado liberal de la neutralidad estatal por la cual un gobierno no puede preferir una particular 
concepción sobre otra. Lo que habría que concluir de su postura es precisamente lo contrario, a 
saber, que si todas las formas de vida tienen igual valor, entonces es legítimo reclamar cuando el 
gobierno elige una particular forma de vida para la comunidad. En esto estriba precisamente el 
antiperfeccionismo liberal. 


m] Así lo ve, por ejemplo, William Sullivan para quien “la naturaleza subjetiva, y en último término 
arbitraria, de todo valor es el tema más profundo del pensamiento liberal” (Sullivan, 1982: 39; 
Galston, 1992: 161). 


hal gj argumento de Sandel ilumina el decurso histórico de la gran república del Norte y puede también 
iluminar el desarrollo político chileno. Nuestra tradición política mezcla facetas republicanas y 
liberales, pero a partir de la década del 80 ha comenzado a entronizarse una concepción jurídica del 
liberalismo. Se manifiesta en el énfasis dado a la protección de los derechos individuales que 
garantiza el capítulo III de la Constitución de 1980. También se manifiesta en el discurso político de 
funcionarios del régimen, cuando se afirma, por ejemplo, que “las democracias están obligadas a 
fundar su ética dentro del marco del pluralismo, donde coexisten diversas maneras de concebir la 
vida buena, correcta y virtuosa”. 


[5] Rawls reconoce que en el régimen constitucional estadounidense la Corte Suprema es la que 
manifiesta primordialmente el ideal de la razón pública: “la razón pública es la razón de su Corte 
Suprema” (Ralws, 1993: 231). 


nél La Enmienda Catorce (1868) establece en su sección primera que “ningún Estado promulgará o 
ejecutará ninguna ley que viole los privilegios o inmunidades de los ciudadanos de los Estados 
Unidos; ningún Estado privará a las personas de su vida, libertad o propiedad, sin el debido proceso 
legal” (Finer, 1979: 109). 


[Z] Pensadores conservadores como Encina y Eyzaguirre han tomado en consideración los valores 
republicanos. Encina en 1911 deploraba que nuestra enseñanza estuviera “despojada de todo 
espíritu de nacionalidad”, y se adaptara “a un orden de cosas en que existen individuos y 
humanidad, pero no naciones” (Encina, 1911: 150). Y en 1946, Eyzaguirre cita a Portales quien, en una 


[18] 


carta de 1822, afirma: “La democracia... es un absurdo en países como los americanos, llenos de 
vicios, y donde los ciudadanos carecen de toda virtud, como es necesaria para establecer una 
verdadera república”. Por eso recomienda comenzar por “un gobierno fuerte y centralizador, cuyos 
hombres sean verdaderos modelos de virtud y patriotismo” (Eyzaguirre, 1947: 113-4; debo esta 
referencia a Carlos Ruiz). Lamenta también Eyzaguirre la influencia liberalizadora del liceo. “Una 
enseñanza... indiferente a toda preocupación formativa del carácter y de espaldas a la historia y el 
alma chilenas, no era propicia para moldear voluntades recias, ni estadistas capaces de afrontar los 
grandes problemas nacionales” (ibid: 164). El republicanismo de los conservadores de ayer no fue 
democrático. Pero el discurso de los demócratas de hoy no es republicano. Cuando se afirma, por 
ejemplo, que “el Estado no está llamado a vigilar sino a garantizar la libertad cultural y la libre 
elección de las personas de acuerdo a sus propias concepciones éticas y valóricas”, se expresa la 
desconfianza con respecto al Estado republicano que emana del neutralismo rawlsiano. 


Frente al dilema que presenta las figuras del “ciudadano público” y del “perfecto privatista” para 
quien el bien común se reduce al bien de cada individuo, Ackerman propone, al “ciudadano 
privado”, el private citizen que se reconoce en el lenguaje coloquial de Estados Unidos y que me 
parece un compromiso plausible (Ackerman, 1991: 232-233). En tiempos legislativos normales 
(normal politics) es el ciudadano privado quien tiene la palabra. Solo en los momentos 
excepcionales de transformación constitucional (higher law-making) subiría a la palestra el 
ciudadano público. 


ial Para Claudio Véliz la figura recortada por O'Higgins, Portales, Montt y Balmaceda, constituye el eje 


de la tradición republicana chilena. Esa figura se conforma a la tradición de Jefferson quien “dijo al 
barón Von Humboldt que cuando un hombre asume responsabilidades públicas, debe considerarse 
a sí mismo como propiedad pública” (Véliz, 1983: 59). Piensa Véliz que en el siglo XX, el estilo de 
vida personal de Jorge Alessandri y Eduardo Frei Montalva coincidió con el ideal republicano de 
austeridad y moderación. Pero “para un país tan legítimamente orgulloso de su tradicional 
austeridad republicana, el arribo de un “bon vivant’ como el legendario ‘Chicho’ Allende a la 
presidencia era una ruptura total” (ibid: 59). Interpreta además su muerte como muestra de orgullo 
personal y de lealtad para con sus más cercanos colaboradores.Pienso, por el contrario, que la 
figura de Allende refleja el temperamento republicano de la tradición presidencial chilena. Aunque 
ciertos aspectos de su vida privada son comparables a la disipación de Portales, su muerte lo 
aproxima a Balmaceda. 


CAPÍTULO 9 
Autoridad, libertad y republicanismo" 


Nuestra cultura celebra la libertad y rechaza el papel eminente que le 
otorgan las sociedades tradicionales a la autoridad. Buscamos por sobre 
todo la independencia, la espontaneidad, la autoestima, la confianza en 
nosotros mismos, y detestamos la dominación, la interferencia y la 
regimentación. ¿Por qué deberíamos aceptar reglas que nos imponen 
formas estrictas de control en nuestra conducta, reglas, por ejemplo, que 
determinan límites de velocidad en las carreteras, el uso de cinturones de 
seguridad en nuestros autos, reglas que restrinjen el uso privado o público 
del alcohol, el tabaco y la mariguana? ¿Si no aprobamos del delicuente que 
nos apunta con su pistola y roba el dinero de nuestra propiedad, por qué 
deberíamos aceptar que grupos de individuos, que se autodenominan 
“Estado”, nos amenacen con severas penas si no les entregamos la propiedad 
de nuestro dinero, que ellos denominan “impuestos” o “contribuciones”? 
¿Por qué nos resulta natural aborrecer la autoridad, y desconfiar 
profundamente de los gobiernos, los partidos políticos y en general de 
cualquier tipo de funcionario público? ¿Cómo poner a salvo nuestra 
libertad, y su manifestación más concreta y diáfana, nuestra propiedad? 

Los teóricos liberales responden a estos sentimientos buscando formas 
de avasallar y amedrentar a la autoridad, fijándole estrechos límites a su 
capacidad de intervenir. Anarquistas y libertarios dan un paso más allá y 
consideran que toda autoridad gubernativa es ilegítima y esencialmente 
paternalista. La existencia misma de leyes y del Estado es visto como una 
violación de nuestros derechos propietarios individuales. Robert Nozick, 
un filósofo libertario americano, que comparte el pensamiento de los 
anarquistas, propone una economía capitalista libre junto a un Estado 
mínimo cuya autoridad se reduce a proteger la libertad cuando se vea 
amenazada por terceros. En su libro Anarchy, State and Utopia, cita con 
aprobación un texto de Pierre Proudhon: 


Ser GOBERNADO, es ser observado, inspeccionado, espiado, dirigido, 
numerado, regulado, inscrito, indoctrinado, predicado, controlado, 
chequeado, juzgado, valorado, censurado, mandado por gente que no 
tiene el derecho, el conocimiento y la virtud para hacerlo. Ser 
GOBERNADO es, en toda operación y en toda transacción, ser anotado, 
registrado, numerado, gravado, estampillado, licenciado,autorizado, 
amonestado, tasado, prevenido, prohibido, reformado, corregido, 
castigado. Es, bajo el pretexto de la utilidad pública, y en el nombre del 
interés general, ser fiscalizado, instruído, desplumado, explotado, 
monopolizado, extorsionado, estrujado, engañado, robado; y, al menor 
gesto de resistencia, al primer reclamo, ser reprimido, multado, 
vilipendiado, acosado, perseguido, aporreado, desarmado, atado, 
asfixiado, encarcelado, juzgado, condenado, fusilado, exiliado, 
sacrificado, vendido, traicionado; y como culminación de todo esto, ser 
burlado, ridiculizado, mofado, deshonrado. Esto es el gobierno; ésta es 
su justicia; ésta es su moralidad (Nozick, 1974). 


Junto con este intento de limitar, y aun más de abolir, toda autoridad 
institucional, los teóricos liberales afirman que solo el reconocimiento, la 
ampliación y extensión de la libertad en todas sus manifestaciones a todos 
los individuos puede conferir legitimidad a sus demandas y exigencias. La 
autoridad no tiene otra justificación, para el liberalismo, que proteger 
nuestra libertad, es decir, nuestra propiedad. La libertad es el universal, el 
paradigma último, la medida por la que juzgamos la conducta individual, y 
también las leyes y las instituciones sociales y políticas. La autoridad y la 
libertad parecen situarse así en los extremos opuestos del espectro social y 
político. Donde hay libertad no queda espacio para la autoridad; donde hay 
autoridad, peligra la libertad y se anuncia su extinción. 

Así como la sociedad moderna mantiene una actitud de sospecha frente 
a la autoridad, la sociedad tradicional, en la que siempre “la praxis humana 
obedece a una forma u orden pre-establecidos” (Vatter, 2000: 1), manifiesta 
una honda desconfianza con respecto a la libertad. Permitir a los individuos 
el pleno ejercicio de la libertad ha sido tradicionalmente visto como 
licencia para actuar arbitrariamente. La libertad ha sido temida como 
fuente de desacuerdo, como el preludio de la discordia, la contienda y la 
disolución social. Se concibe la libertad como algo puramente negativo, 
como ausencia de impedimentos. Definida así, abstracción hecha de todo 


contenido positivo, la libertad hace peligrar la unidad y continuidad del 
orden tradicional. Según Hegel, la libertad negativa abstracta es destructiva 
del orden y la armonía: “Solo en la destrucción de algo puede esta voluntad 
negativa sentir y apreciar su existencia; su actualización conduce a la furia 
de la destrucción” (Hegel). 

En las sociedades tradicionales, la autoridad, en su amplio espectro de 
manifestaciones sociales y políticas, tiene por función limitar, canalizar, 
medir y controlar la libertad. Solo la autoridad puede generar armonía y 
acuerdo social. En tales sociedades, los filósofos quedan a cargo de una 
tarea esencial: fortalecer el lazo de la unidad y asegurar los fundamentos de 
la autoridad. En la República, Platón escribe: “¿Puede existir un mal mayor 
que el desacuerdo, la dispersión y la pluralidad, ahí donde debiera reinar la 
unidad? ¿Puede existir un bien mayor que el vínculo de la unidad?” 
(República 462a7-b9). 

Si miramos las cosas con más atención, tenemos que conceder que ni la 
libertad ni la autoridad tienen un valor absoluto, que ni el anarquismo ni el 
autoritarismo son opciones válidas. Para que la libertad no se deteriore y se 
hunda en una pura negatividad, debe quedar contenida dentro de ciertos 
límites. ¿Cuáles serían esos límites? ¿Dónde emplazarlos? ¿Y quiénes 
quedarían a cargo de fijarlos e imponerlos? 

Examino aquí la síntesis orgánica entre libertad y autoridad que procura 
el republicanismo. La compenetración de la libertas y la civitas se 
manifiesta en Atenas y Roma, y más tarde en las ciudades italianas del 
Renacimiento y los movimientos revolucionarios burgueses. En la primera 
sección analizo la síntesis libertad/autoridad visible en la obra de 
Maquiavelo, quien coincide con el republicanismo romano en concebir la 
autoridad de la ley como condición trascendental de la libertad. También 
aparece muy próximo a la tradición romana al creer posible y deseable que 
autoridades no democráticas puedan salvaguardar la seguridad y libertad 
de los individuos. La segunda sección examina la especificidad de 
republicanismo ateniense que determina Eric Nelson. El hacerlo le permite 
detectar un giro en adhesión de Maquiavelo al republicanismo romano, 
pues no concurre con la generalizada condena de Roma con respecto a las 
leyes agrarias. Cuando afirma que “las repúblicas bien ordenadas deben 
tener un Estado rico y ciudadanos pobres”. Maquiavelo adopta una 
concepción ateniense de la propiedad (Maquiavelo, 1952: 462). Tercero, 
examino las dos versiones encontradas del republicanismo, el ateniense y el 


romano, en la obra de sus respectivos apologistas contemporáneos, Philip 
Pettit y Michael Sandel. El tema de la participación democrática es el foco 
de esta discusión. En la cuarta sección, estudio las condiciones para la 
constitución de una autoridad republicana democrática. Para Sandel, la 
clave en la constitución de esa autoridad es la participación ciudadana. 
Inspirado en Aristóteles, Arendt y Taylor, le reconoce un valor intrínseco, y 
no meramente instrumental, a la participación. Ese valor intrínseco lo 
funda en una ontología social de corte comunitario. Sin ese fundamento 
ontológico no parece posible justificar una autoridad republicana. Quinto, 
la ontología social comunitaria sirve también para fundar la soberanía 
popular, clave de las teorías democráticas o populistas del Estado. Me 
parece que cuando Skinner afirma que teoría populista tiene, hoy en día, 
“un interés exclusivamente histórico” (Skinner, 2009: 50), lo hace porque su 
republicanismo es romano, y, por lo tanto, no se compromete seriamente 
con la soberanía popular. En la última sección, doy cuenta de las objeciones 
que Richard Rorty dirige a Sandel, particularmente respecto a su 
planteamiento de una ontología social comunitaria. Rorty presenta sus 
objeciones basado en una lectura de Dewey como pensador liberal 
minimalista, es decir, a la vez anti-realista, anti-comunitario y anti- 
autoritario. En su respuesta, Sandel cuestiona la interpretación rortyana de 
Dewey y defiende un Dewey comunitario. Me parece que es posible 
también cuestionar el argumento anti-autoritario. Dewey critica 
explícitamente la impugnación de la noción de autoridad por parte del 
liberalismo individualista y piensa en la necesidad de articular 
orgánicamente autoridad y libertad. 


La tradición republicana, que afirma la libertad cívica y la autoridad como 
su garantía, encuentra su origen en Roma, y rebrota más tarde, a partir del 
siglo XII, en las ciudades del norte de Italia. Cuando Maquiavelo, el primer 
pensador republicano de la modernidad, entra en escena en el siglo XVI, 
esa tradición cuenta con una práctica política bien asentada. Este es el 
argumento que defiende Skinner. Italia le debe más al Código de Justiniano, 
comentado por Azo, que a la influencia de Aristóteles (Skinner, 2002: 10- 
38). Pettit coincide con Skinner y afirma explícitamente que el origen del 
republicanismo hay que buscarlo en Roma, y que está “particularmente 
asociado al nombre de Cicerón” (Pettit, 1997: 19). El redescubrimiento de 
Aristóteles sirve para darle nuevo ímpetu a la defensa de esas comunidades 


italianas independientes, pero son los argumentos de Cicerón y Salustio los 
determinantes. Cuando Maquiavelo piensa la libertad tiene en mente la 
libertad que goza la ciudadanía romana. En Roma, la ley es lo que fuerza a 
los individuos a ser libres, “obligándolos a defender su libertad” (Skinner, 
1990: 306). Es necesario, por tanto, distinguir entre el republicanismo y la 
tradición liberal. Esta última desconfía de la autoridad y separa 
estrictamente los ámbitos de la libertad y la autoridad. Skinner piensa que 
el republicanismo no enfatiza la protección de nuestra libertad y nuestros 
derechos individuales frente a la interferencia de la autoridad. Por el 
contrario, los pensadores republicanos no separan libertad y autoridad, y 
“ponen toda su fe en el poder coercitivo de la ley” como manera de asegurar 
nuestra libertad (ibid: 305). Para Maquiavelo, la autoridad de la ley es la que 
“crea y preserva un grado de libertad individual que, en su ausencia, 
prontamente colapsaría para convertirse en una absoluta servidumbre” 
(ibid: 305). 

Para entender la relación que establece Maquivelo entre libertad y 
autoridad hay que considerar los dos tipos de temperamentos o humores 
cívicos que discierne. En El Príncipe distingue entre el temperamento de 
aquellos que buscan la libertad con el propósito de comandar a otros, y el 
de aquellos que buscan la libertad para evitar ser comandados y 
dominados. Los primeros son los grandi, los ricos y poderosos, los 
segundos constituyen la masa popular empobrecida. 


En toda ciudad uno encuentra estos dos diversos temperamentos 
(umori), cuyo origen está en que el pueblo desea no ser comandado y 
dominado por los ricos (grandi), y los ricos desean comandar y dominar 
al pueblo (Maquiavelo, 1952: 317). 


Esta tipología le sirve a Maquivelo para interpretar la historia política de 
Roma. En su Discurso sobre la primera década de Tito Livio, reitera las 
diferentes razones que tienen los ciudadanos para aspirar a la libertad. 
Algunos pocos la desean para comandar; otros, que conforman el pueblo en 
su gran mayoría, la desean para no ser dominados y vivir en seguridad: 


[A]lgunos, en reducido número, desean la libertad para comandar; todos 
los demás, en su gran mayoría, la desean para vivir en seguridad. En 
efecto, de cualquier manera que sea gobernada una república, nunca 


son más de cuarenta o cincuenta ciudadanos quienes se elevan a 
posiciones de autoridad (Maquiavelo, 1952: 425). 


El pueblo romano no desea ser gobernado, pero tampoco está interesado 
en gobernar y no tiene la vista fija en la participación política. Pero éste no 
es el caso del pueblo ateniense. La democracia en Atenas aspira al 
autogobierno de la polis y para ello requiere la participación de todos los 
ciudadanos. En Roma, la noción republicana del autogobierno no tiene 
cabida. El pueblo no aspira primordialmente a la democracia sino a la 
seguridad de sus ciudadanos. Según Hannah Pitkin, “la plebe romana no 
luchó por la democracia sino por la seguridad, no luchó por el poder 
público sino por la seguridad privada” (citada en Pettit, 1997: 27). Esto 
significa que la democracia no es ingrediente esencial de la libertad 
romana. Al igual que cuarenta o cincuenta ciudadanos, también un 
príncipe podría garantizar la seguridad que anhela una república. 
Maquiavelo exhorta así al príncipe moderno a considerar el período 
imperial que va de Nerva a Marco Aurelio, un momento en que florece la 
libertad individual aunque la república romana ha dejado ya de existir. 
Durante ese periodo conviven armónicamente la libertad de ciudadanos 
que se sienten seguros y la autoridad de los buenos emperadores. El modelo 
que Maquiavelo ofrece al principe moderno es el siguiente: 


[El Príncipe] podrá ver en los buenos emperadores a un príncipe que 
vive en la más perfecta seguridad en medio de ciudadanos que viven sin 
incertidumbre, mientras la justicia y la paz reinan en el mundo. La 
autoridad del Senado es respetada, se rinden honores a la magistratura, 
los ciudadanos opulentos gozan de su riqueza en paz, la virtud es 
apreciada, y por doquier reina la calma y la felicidad. Consecuentemente 
se han extinguido toda animosidad, toda licencia, toda corrupción, toda 
ambición. Podrá ver un siglo de oro en que cada ciudadano es libre para 
expresar y defender sus opiniones (Maquiavelo, 1952: 411-2). 


Aunque la república ya se ha extinguido, el régimen imperial que va de 
Nerva a Marco Aurelio preserva el ideal republicano de la autoridad y la ley. 
Para el republicanismo romano, el fin y propósito de la autoridad y la ley es 
la preservación y enriquecimiento de la libertad. Así, Cicerón puede decir: 
“Somos siervos de la ley para poder ser libres” (citado en Wirszubski, 1968: 
7). 


La concepción negativa de la libertad que postula el republicanismo 
romano va aparejada con una autoridad que no requiere de la participación 
democrática del pueblo. Según Pettit, la influencia de Hannah Arendt ha 
significado fundir el ideal republicano con “una aproximación comunitaria 
y populista” (Pettit, 1997: 8). El pueblo, en este caso, asume directamente su 
autoridad soberana para evitar la representación de sus intereses por parte 
del Estado. El comunitarismo concibe al pueblo, “en su presencia colectiva, 
como el señor, y al Estado como su siervo, y sugiere que el pueblo debe 
confiar en representantes y oficiales públicos solo cuando sea 
abolutamente necesario” (ibid: 8). Este republicanismo populista y 
comunitario contrasta, según Pettit, con la tradición romana que ve en el 
pueblo no al soberano, sino a quien delega una comisión de confianza. 
Pettit puede tomar así distancia de la democracia y aproximarse al 
liberalismo. Pero al igual que Bruce Ackerman, Pettit distingue entre 
liberalismo y libertarianismo (ibid: 9). Libertarios como Berlin, Nozick y 
Gauthier definen a los individuos abstractamente, como negativamente 
libres, independientes de todo contexto social y dotados de derechos 
naturales de propiedad y contrato (Ackerman, 1991: 29-30). Si el 
republicanismo se redujera a esto, piensa Pettit, la expresión 
“republicanismo liberal” sería contradictoria en si misma y conduciría a “la 
muerte del republicanismo” (Pettit, 1997: 30). 


Cicerón mismo, considerado por Skinner y Pettit como el portaestandarte 
del republicanismo, se encarga de refutar la idea que el espíritu republicano 
es esencial y exclusivamente romano. En su De legibus, Cicerón afirma que 
Platón, el más grande de los filosófos, escribió un libro “acerca de la 
república” (cf. Nelson, 2004: 1). De ahí deriva el título del diálogo que su 
discípulo Aristóteles denominó Politeia. De ahí deriva también el hecho de 
que la historia haya considerado a Platón como republicano a pesar de que 
“nunca escuchó hablar de ese término” (ibid: 1). La idea de unir la tradición 
republicana en un solo bloque, y que ha tenido por resultado ocultar la 
especificidad del pensamiento griego, ha sido cuestionada por Eric Nelson. 
Nelson se apoya en Hegel para demostrar que el temperamento romano 
está sellado, desde su mismo origen, por un temple muy diferente al 
ateniense. En instituciones como la familia, la administración de justicia, la 
propiedad privada, y la religión misma, hay rasgos que son exclusivamente 


romanos. Aún durante el periodo republicano, se anuncia lo que 
concebimos como características esenciales del liberalismo moderno (cf. 
Cristi, 2009: 260). 

Para Hegel, la concepción romana de la propiedad es abstracta e 
inmediata en tanto que no es mediada por el reconocimiento. Se trata de 
una concepción que reduce los derechos personales a meros derechos 
reales. Por definición, un derecho real (ius in rem) no necesita de tal 
mediación porque se constituye por una relación posesiva directa e 
inmediata entre una persona y una cosa. La cosa que tomamos en posesión 
no es de propiedad de nadie. Los derechos personales, en cambio, surgen de 
relaciones entre personas y presuponen un sistema original de apropiación 
al interior del cual la cosas pertenecen a todos. Para reclamar y ejercer 
propiedad sobre algo, deben existir acuerdos que extingan los derechos 
propietarios existentes de otras personas e identifiquen la porción que es 
apropiada. Se podría decir, entonces, que el contrato precede a la 
propiedad, y no viceversa. Pocock confirma lo específico de la propiedad en 
Roma cuando se refiere al lenguaje jurisprudencial que inauguran los 
civilistas romanos. Para estos, la propiedad no puede concebirse como una 
relación entre personas, sino como “un sistema de relaciones jurídicas 
entre personas y cosas, o entre personas a través de las cosas” (Pocock, 
1979: 142). Esto significa que la comunidad (o el Estado) no participa en la 
constitución de la propiedad, sino que, en su función de mero espectador, 
se limita a protegerla. Hay perfecta coincidencia, de esta manera, entre lo 
que Cicerón y Locke piensan acerca de la propiedad. Tanto los republicanos 
romanos como los liberales están de acuerdo con respecto “a la 
inviolabilidad de la propiedad privada... y a la máxima que los gobiernos se 
constituyen primordialmente para preservar y proteger la propiedad de sus 
ciudadanos” (Nelson, 2004: 198).?! 

Es precisamente en este punto donde diverge el republicanismo 
ateniense y se aparta del romano. Como señala Nelson, en Roma prevalece 
una concepción individualista de la justicia tal como la definen las 
Pandectas, a saber: “la justicia es la voluntad perpetua y constante de dar a 
cada uno lo suyo propio (ius suum)”. Esto privilegia la defensa de la 
propiedad privada en toda su amplitud, y restringe severamente, según 
Nelson, “el ámbito de posibles respuestas del Estado con respecto a los 
problemas que implican el lujo y la corrupción” (ibid: 199). 


También en este punto comprueba Nelson que el republicanismo 
romano de Maquiavelo toma un giro y se enfila hacia el ateniense. Es cierto 
que Maquiavelo manifiesta su desacuerdo con las leyes agrarias en Roma. 
Pero su desacuerdo es solo prudencial ya que solo critica el hecho de que se 
promulgaran a destiempo. En cambio, en lo que respecta al valor intrínseco 
de la reforma agraria, se muestra de acuerdo, pues coincide con un sentido 
de justicia como igualdad. Según Maquiavelo, “las repúblicas bien 
ordenadas deben tener un Estado rico y ciudadanos pobres (le republiche 
bene ordinate hanno a tenere ricco il publico e gli loro cittadini poveri)” 
(Maquiavelo, 1952: 462; cf. Nelson, 2004: 75). Esto implica reconocerle al 
Estado la facultad de redistribuir la riqueza según un criterio de justicia 
distinto del que determina a la justicia romana. Esta última es puramente 
individual o commutativa. Solo la concepción ateniense, en tanto otorga 
prioridad a la sociedad por sobre el individuo, puede concebir una justicia 
social que justifique la redistribución. Este criterio social le permite a 
Maquiavelo condenar la corrupción y el lujo privado como contrarios al 
bien de la comunidad. Solo el patrocinio público, a saber la beneficencia 
que distribuye el Estado, puede quedar libre de favoritismos, amiguismos y 
nepotismos. Si la riqueza queda en manos privadas, y el patrocinio es 
distribuido por individuos opulentos, se beneficiarán solo sus favoritos 
inmediatos. En sus Historias Florentinas, Maquiavelo muestra reserva 
frente al favoritismo que puedan ejercer los grandi. Ellos tendrán la 
oportunidad de “proteger a los simples ciudadanos frente a la autoridad de 
los magistrados, podrán socorrerlos con dinero, les concederán honores 
inmerecidos, y captarán el favor popular brindando públicamente pan y 
circo” (Maquiavelo, 1952: 1288). Maquiavelo aconseja un Estado rico y 
ciudadanos pobres precisamente para sofocar el germen de desigualdad 
que significa la existencia de los grandi, y con ello se manifiesta a favor del 
republicanismo ateniense. 


La distancia que separa al republicanismo romano del ateniense se torna 
contemporáneamente evidente a la luz del comentario de Pettit al libro de 
Sandel, Democracy's Discontent. Subraya Pettit la adhesión de Sandel a lo 
que este denomina “versión robusta del ideal republicano” y que identifica 
con Aristóteles y Arendt (Sandel, 1996: 26). Se opone así Pettit a la 
posibilidad de asimilar el republicanismo de Maquiavelo y Madison al 
modelo ateniense. Por el contrario, “lo que encontramos en Maquiavelo y 


Madison es un republicanismo neorromano, de inspiración más 
ciceroniana que aristotélica” (Pettit, 1998: 49). Éste es el republicanismo de 
Tito Livio, Tácito y Polibio, quienes siempre vieron con malos ojos el énfasis 
participativo que adquirió la democracia en Atenas. Estos pensadores 
romanos nunca reconocieron el valor intrínseco de la participación. Por el 
contrario, privilegiaron la dispersión de la autoridad democrática en varias 
asambleas y la observancia estricta de la ley y el Estado de derecho. Pettit 
piensa que es Rousseau quien dio alas al populismo al identificar libertad y 
democracia participativa. Pero esto constituye una visión sesgada del 
republicanismo. Piensa que el verdadero republicanismo es liberal y que 
concibe a la autoridad democrática como un mero instrumento para 
asegurar la libertad, y no como su núcleo esencial (cf. Pettit, 1997: 30). 

En su réplica, Sandel reafirma su propia versión ateniense, lo que 
significa enfatizar el valor intrínseco de la participación como eje y 
fundamento de la autoridad democrática (Sandel, 1998). Concede que en 
Democracy Discontent distingue entre las dos versiones del 
republicanismo que apunta Pettit, pero insiste en que no opta ahí 
claramente por ninguna de ellas en su afán de permanecer fiel a la historia 
de Estados Unidos. Y ello porque “la tradición política americana las 
contiene a ambas” (Sandel, 1998: 325). Incluye la versión neo-romana que 
se desliga de la democracia participativa y que “concibe la virtud cívica y el 
servicio público como instrumentales con respecto a la libertad” (ibid: 26). 
Al mismo tiempo Sandel afirma que a la hora de elegir entre esas dos 
versiones del republicanismo, se inclina por la versión ateniense, y no por 
el republicanismo instrumental. No sería estable una autoridad 
democrática que sostuviera que la participación política y la virtud cívica 
son únicamente un medio para que los individuos puedan satisfacer sus 
intereses privados. Solo una disposición ciudadana desinteresada permite 
promover efectivamente el bien común, alfa y omega de una autoridad 
democrática. Admite Sandel que su concepción republicana deriva de 
Aristóteles y de lo que éste concibe como la perfección propia del ser 
humano. La formación de una autoridad democrática, es decir del 
autogobierno, presupone una serie de capacidades humanas y éstas no 
podrían desarrollarse en la ausencia de una ética republicana. “Deliberar en 
condiciones de impotencia colectiva no permite el cultivo de un sentido de 
responsabilidad y peso moral asociados con un genuino auto-gobierno” 
(ibid. 326). Sandel reconoce que la suya es una interpretación particular del 


republicanismo, que se relaciona internamente con la democracia 
participativa y, por lo tanto, con el comunitarismo. Es necesario recuperar a 
Aristóteles, quien en su Política, afirma que los seres humanos son 
esencialmente sociales, es decir, seres cuya humanidad es función de su 
sociabilidad. Por ello su participación en los asuntos públicos es esencial 
para el perfeccionamiento individual. 

Con esto, Sandel toma distancia del republicanismo liberal que defiende 
Pettit. Piensa que la libertad a la que aspira el liberalismo es un valor que 
exige proteger a los individuos frente a la autoridad democrática. Para el 
liberalismo, “soy libre en la medida en que soy portador de derechos que 
garantizan mi inmunidad frente a decisiones mayoritarias” (Sandel, 1996: 
25-6). Para el republicanismo ateniense, en cambio, precisamente porque 
asume que la libertad de los individuos se constituye en el ejercicio del 
autogobierno democrático, resulta redundante exigir la protección de la 
libertad individual frente a la autoridad gubernativa. Su definición de la 
libertad republicana conlleva, así, un fuerte acento comunitario: “Soy libre 
en la medida en que soy miembro de una comunidad política que controla 
su propio destino y que participo en las decisiones que gobiernan sus 
asuntos” (ibid: 26). 

Sandel ha señalado que su disputa es con una determinada versión del 
liberalismo, el liberalismo procedimental, y no con el liberalismo como tal. 
En esto coincide con Taylor, quien también toma distancia del liberalismo 
procedimental y su incapacidad de reconocer y administrar las diferencias. 
Lo que recomienda Taylor es un liberalismo “más complejo y multicolor” 
(Taylor, 1998: 215). Según Sandel, la libertad que proclama el liberalismo 
procedimental no se relaciona internamente con la autoridad democrática 
y no demanda, por tanto, un cultivo de las virtudes cívicas. Por el contrario, 
exige la neutralidad del Estado en este respecto, pues no le incumbe 
ocuparse de la virtud o el carácter cívico de los individuos (Sandel, 1996: 7- 
8). Sandel cree posible concebir un liberalismo perfeccionista que no aspire 
a la neutralidad y busque la promoción de virtudes liberales (Sandel, 1999: 
210-212). Además, piensa que el liberalismo procedimental se identifica con 
el ideal libertario de Isaiah Berlin. Para éste, la libertad liberal es negativa, 
mera ausencia de interferencia, y es perfectamente compatible con un 
régimen autoritario, “o, por lo menos, con la ausencia de autogobierno” 
(Sandel, 1996: 26). Este distanciamiento de Berlin significa que el 


republicanismo de Sandel, más que liberal, es prioritariamente 
democrático. 


IV 


Aunque el argumento de Sandel en Democracy Discontent omite 
referencias explícitas al comunitarismo, su postura crítica frente al 
contractualismo supone adhesión a una ontología social comunitaria. El 
comunitarismo define al individuo como un ser incompleto, perfectible 
solo en sociedad. El individuo es un ser intersubjetivo que puede 
constituirse como tal solo en un contexto de relaciones sociales (Sandel, 
1982: 62-3). El individuo debe ser visto como la parte, la sociedad como el 
todo, y la participación democrática como el puente que permite a la parte 
identificarse o integrarse al todo. A la participación debe reconocérsele, 
entonces, un valor intrínseco. El individuo solo puede completarse y 
encontrar su propia identidad en la integración participativa con el todo 
social. El cultivo de las virtudes cívicas tiene sentido como un modo de 
aproximarnos al reencuentro solidario con ese ser esencial. La ontología 
comunitaria se caracteriza así por un holismo social que rechaza la idea de 
que los individuos puedan desarrollar sus capacidades humanas en total 
aislamiento. 

Igualmente Taylor, en consonancia con el holismo social, postula la tesis 
de la sociabilidad natural del ser humano según la cual los individuos no 
pueden desarrollar y ejercitar su capacidad de determinarse a si mismos en 
ausencia de un contexto comunitario. Taylor, además, conecta 
estrechamente la ontología comunitaria con el republicanismo cívico. “La 
noción de virtud ciudadana, tal como la definen Montesquieu y Rousseau, 
no puede combinarse con una concepción atomista de la sociedad” (Taylor, 
1989: 196). Tampoco puede combinarse con una concepción 
exclusivamente instrumentalista de la participación política. Según Taylor, 
“si las personas realmente se limitaran a concebir el Estado como un 
instrumento común, tendrían un grado nulo de patriotismo o de vertú, y el 
Estado sería incapaz de resistir los ataques desde el exterior o la subversión 
interna o la mera erosión provocada por los comportamientos antisociales” 
(Taylor, 1988: 25; cf. Cristi 8 Tranjan, 2010). 

La ontología social que funda el argumento del liberalismo 
contractualista se caracteriza, en cambio, por un atomismo social. Este 
define al individuo como un todo clausurado en sí mismo, ya 
completamente constituido y sin necesidad de integrarse a una totalidad 


superior, o identificarse con ella. Si el liberalismo reconoce la existencia de 
lo social, se trata de una existencia convencional mediada artificialmente 
por el contrato. Si abandona su natural complacencia frente a la necesidad 
de un orden político, puede reconocerle valor a la participación, pero no 
como valor intrínseco sino puramente instrumental. La participación le 
sirve al individuo para reencontrarse consigo mismo, pero no es vehículo 
de identificación social. El cultivo de la virtud cívica no tiene un sentido 
comunitario, sino que significa la consolidación de la independencia y la 
libertad del individuo. Para el liberalismo abstracto, reconoce Taylor, un 
grado de mayor participación que el puramente instrumental podría ser 
contraproducente y aún peligroso. Contraproducente porque permitiría que 
la masa ciudadana se inmiscuyera en los asuntos científicos y técnicos que 
requiere el arte de gobernar y esto “solo podría restarle eficacia al gobierno” 
(ibid: 24). Peligroso porque podría conducir a una movilización de masas y 
“desajustar el delicado equilibrio de la capacidad de respuesta del gobierno 
a una amplia gama de intereses” (ibid: 24). 

Todo esto significa que la autoridad democrática, por su naturaleza 
participativa, se conecta internamente con el comunitarismo. Un 
comunitarismo implícito, entonces, le permite a Sandel establecer una 
relación interna entre democracia y republicanismo. Resulta imposible 
entender la constitución de una autoridad democrática sin una referencia a 
las virtudes cívicas que disponen favorablemente a los individuos para 
participar en el autogobierno. 

Es interesante notar que Pettit, quien propicia una interpretación 
instrumental de la participación, rechaza también el atomismo social y se 
manifiesta en favor de una ontología social holista. En su libro The Common 
Mind, Pettit demuestra la falsedad del atomismo y la viabilidad de holismo 
social (Pettit, 1993). Concuerda así con la “tesis social” defendida por Taylor. 
Pero a pesar de ello, Pettit indica que la aceptación del comunitarismo 
involucra un rechazo de la idea de un estado neutral y un trato igualitario e 
indiferente con respecto a los individuos, cualesquiera sean sus diferencias 
(ibid:. 286). En esta afirmación de neutralidad están implicados el ideal 
liberal de la tolerancia y del Estado de derecho. Es por ello que Pettit, a 
pesar de compartir la ontología social de Taylor y Sandel, busca 
distanciarse del comunitarismo, y consolidar su postura doctrinaria al 
interior del liberalismo. Ciertamente no al interior de un liberalismo 
atomista y libertario que rechaza, sino de una versión compatible con el 


holismo social. Para Pettit, el hecho de adherir al “holismo social” implica 
radicalizar el liberalismo “de una manera republicana” (Pettit, 1993: 286). 
Me parece, sin embargo, que en vez de radicalizar el liberalismo de un 
modo republicano, esto podría relativizar el republicanismo y exponerlo al 
embate del contractualismo, con lo que se desvirtuaría el sentido 
democrático del republicanismo ateniense. Hemos visto, más arriba, cómo 
el republicanismo que defiende Pettit legitima la constitución de una 
autoridad no democrática. 

En suma, hay consenso entre republicanos neo-atenienses como Sandel 
y Taylor y neo-romanos como Pettit, en rechazar el atomismo y aceptar la 
ontología social comunitaria. Pero difieren en el valor que le asignan a la 
participación democrática. Sandel, en respuesta a Pettit, rechaza la 
posibilidad de asignarle a la democracia un valor meramente instrumental, 
y afirma: 


A menos que los ciudadanos estimen razonablemente que la 
participación en el autogobierno sea intrínsecamente importante, su 
disposión para sacrificar intereses individuales en aras del bien común 
se verá erosionada por cálculos intrumentales acerca de los beneficios y 
costos de la participación política (Sandel, 1998: 325). 


Por su parte, los republicanos neo-romanos piensan que concederle 
valor intrínseco a la participación política no se aviene con la demanda 
procedimental que exige la neutralización del Estado. Se apartan así de los 
supuestos ontológicos que sostienen a la “tesis social” de Taylor. Con esto 
dejan al republicanismo a merced del liberalismo contractualista. 


V 


La ontología social comunitaria sirve también para fundar la soberanía del 
pueblo, es decir, la teoría populista o democrática de la autoridad estatal. 
En oposición a las teorías absolutistas, los republicanos del Renacimiento 
evocan como Roma transita de la monarquía a la república consular. 
Skinner menciona, en este respecto, la publicación de la primera edición 
completa de Tito Livio en inglés, traducida por Philemon Holland en 1600. 
Holland describe la expulsión de los Tarquinos como “un cambio de la 
tiranía a “un estado libre” (Skinner, 2009: 18). Esto significa, comenta 
Skinner, que el pueblo, como cuerpo colectivo, “ya no necesitaba una 
cabeza”, sino que había tomado posesión de la autoridad soberana por sí 


mismo (ibid: 18). Ese es el punto de partida para interpretaciones aun más 
radicales de la soberanía popular. Inspirados en discusiones escolásticas 
acerca del sujeto de la autoridad soberana, los republicanos ingleses 
afirman ahora que “los derechos de la soberanía deben permanecer 
siempre alojados en la universitas del pueblo” (ibid: 21). Henry Parker, 
teórico de la causa parlamentaria en la guerra civil inglesa, niega que el 
monarca sea el sujeto de la autoridad soberana, como sostenía el 
absolutismo. “Los reyes pueden ser maior singulis, más poderosos que los 
individuos, pero son minor universis, de menor poder y estatus que el 
pueblo como un todo” (ibid: 22). Concluye Parker afirmando que la 
autoridad soberana reside definitivamente en el pueblo. 

El adversario más potente de la teoría populista es Hobbes, quien, en el 
Leviatán, ataca la idea que el pueblo constituya “una unidad que puede ser 
considerada “en su conjunto (considered together)” (ibid: 24). En De Cive, 
Hobbes todavía distingue entre pueblo (populus) y muchedumbre 
(multitudo), y caracteriza al pueblo como “una entidad singular con una 
voluntad única” a la que se le puede atribuir una acción (Hobbes, 1998: 137). 
De una muchedumbre, por el contrario, no puede decirse que “posea una 
voluntad otorgada por la naturaleza, sino que cada persona tiene su propia 
voluntad. Por eso tampoco hay que atribuirle [a la muchedumbre] una 
acción unificada (una actio)” (ibid: 76). Pero en el Leviatán, la descripción 
del estado natural de los seres humanos reduce al pueblo a una anárquica 
muchedumbre, radicalmente pluralizada e inestable. Por ello tiene razón 
Skinner cuando indica que para Hobbes la imagen de un “pueblo como un 
cuerpo unificado no tiene sentido” (Skinner, 2009: 27). Hobbes rechaza la 
soberanía popular y la idea de que los monarcas soberanos tienen “menos 
poder” que sus súbditos “en su conjunto (all together)” (Hobbes, 1968: 237). 
Solo bajo la tutela de un monarca puede constituirse un pueblo unido. En el 
capítulo 16 del Leviatán, Hobbes deja en claro que una muchedumbre o 
multitud deviene persona colectiva solo cuando es representada por una 
persona individual. Es la unidad del representante, y no la unidad del 
representado, lo que hace la unidad de la persona colectiva. 

En forma similar, Hegel, en la Enciclopedia, concede que la finalidad del 
Estado es prevenir que el populus se convierta en un vulgus, en una 
muchedumbre carente de todo sentido de justicia, eticidad y articulación 
racional. Sin la unidad que impone el Estado, la sociedad se encamina de 
vuelta al estado de naturaleza. En tal condición, el populus deviene “un 


poder sin forma, salvaje y ciego como un mar agitado y elemental” (Enc 
8544). 

No me parece, sin embargo, que Skinner tenga razón cuando concluye 
que la teoría populista, al igual que la absolutista, tiene, hoy en día, “un 
interés exclusivamente histórico” (Skinner, 2009: 50). Puede decir esto solo 
porque su republicanismo es neorromano, no se compromete con la 
soberanía popular, y, por tanto, no es un republicanismo esencialmente 
democrático. Como reconoce Taylor, los Estados democráticos se fundan en 
la soberanía popular. Esto significa que “para ser soberano el pueblo debe 
formar una entidad y tener una personalidad” (Taylor, 1998: 220). De otra 
manera no podrá ni deliberar ni decidir, pues estas funciones deben ser 
ejercidas conjuntamente. Esto requiere un cierto grado de cohesión, porque 
nadie puede quedar excluido de la discusión democrática. “Un sub-grupo 
que no es escuchado está siendo excluido de la nación, y por esa misma 
razón no está obligado a obedecer la voluntad nacional” (ibid: 220). 
Además, el diálogo ciudadano debe extenderse en el tiempo. Para que el 
Estado se proyecte históricamente y su legitimidad sea estable, es necesario 
que “sus miembros estén fuertemente comprometidos el uno con el otro y 
compartan una lealtad con respecto a la comunidad política” (ibid: 221). En 
otros términos, “un estado democrático moderno requiere un pueblo que 
tenga una fuerte identidad colectiva” (ibid: 221). Las sociedades libres no 
pueden subsistir sin esa identidad colectiva y adicionalmente sin una 
confianza mutua entre los ciudadanos. Hay obligaciones públicas que todos 
debemos cumplir. Si no confío en que otros cumplan con sus obligaciones, 
es decir, si otros “no pagan sus impuestos, abusan del sistema de bienestar 
social, o como empleadores se benefician de un buen mercado de trabajo 
sin asumir ningún costo social... esta desconfianza genera gran tensión, y 
amenaza con deshacer toda la madeja de compromisos de la que dependen 
las sociedades democráticas para poder funcionar” (ibid: 221). La tradición 
republicana sostiene que “toda sociedad política exige ciertos sacrificios y 
cierta disciplina por parte de sus miembros” (Taylor, 1995: 187). 

Ser libre es participar en el autogobierno, es trabajar junto con otros en la 
creación y defensa de los bienes comunes valorados por la comunidad 
política. Esta concepción se funda en la noción republicana del patriotismo 
que supone un fuerte sentido de identificación con la comunidad política, 
un lazo de solidaridad con los compatriotas y gran interés en los fines 
comunes de la sociedad. Esto constituye el nervio de la “tesis republicana” 


defendida por Taylor. La condición de un régimen de libertad es el 
patriotismo, la disposición a supeditar los intereses individuales al bien 
común. Ausente la orientación hacia el bien común como motivación 
determinante, solo un régimen despótico podrá “generar las disciplinas, 
exigir los sacrificios y las contribuciones esenciales” que una sociedad libre 
necesita para subsistir (ibid: 193). Estas consideraciones conectan a Taylor 
con la teoría populista del republicanismo democrático y lo apartan del 
republicanismo neorromano, que no requiere de la formación de un pueblo 
como una unidad deliberativa. 

Si los liberales renunciaran a su compromiso con la ontologia social 
atomista podrían entonces entibiarse a la idea de que “una sociedad liberal 
procedimental puede ser republicana en importantes respectos” (Taylor, 
1995: 197). Nota esencial de una democracia republicana es que los 
ciudadanos estén “animados por un sentido del bien común que comparten 
inmediatamente” (ibid: 191). En la actualidad las sociedades occidentales 
perciben el constitucionalismo y el Estado de derecho como un bien 
común, y ello remueve un obstáculo para que el liberalismo procedimental 
revise sus supuestos ontológicos. Taylor concluye con una nota de 
esperanza: “un liberal procedimental podría aceptar el holismo; más aún, el 
holismo captura mucho mejor la práctica actual de las sociedades que se 
aproximan a este modelo” (ibid: 197). 


VI 


Richard Rorty rechaza la idea de apelar a argumentos ontólogicos para 
fundar y legitimar la democracia. Aunque admite que hoy en día la 
metafísica es esencial para la filosofia, y que las instituciones políticas 
buscan una legitimación filosófica más allá de la política, reconoce con 
Rawls que “la necesidad de tal legitimación se irá extinguiendo 
gradualmente... [porque] las políticas sociales no requieren otra autoridad 
que un acuerdo efectivo entre los individuos” (Rorty, 1988: 264). Postula así 
que su defensa de la democracia y el liberalismo “es política, y no filosófica 
o metafísica” (Rorty, 1998: 118). Esto lo lleva a definir su propio liberalismo 
como “minimalista”. Apela para ello al pragmatismo anti-metafisíco de 
Dewey, su filósofo favorito, de quien deriva su crítica a la concepción 
realista de la verdad como correspondencia a una realidad en sí. “Lo que 
más disgusta a Dewey, tanto en la epistemología realista tradicional como 
en las creencias religiosas tradicionales, es el temor que infunden 
afirmando que alguien o algo tiene autoridad sobre nosotros” (Rorty, 1999: 


7). Piensa que para Dewey es fundamental la afirmación de la libertad 
individual y el rechazo a la autoridad que cualquier instancia social o 
comunitaria pueda ejercer sobre los individuos. Apela también a Dewey 
para rechazar lo que Taylor y Sandel consideran ser el lado oscuro de la 
modernidad: la visión weberiana de un mundo secularizado y 
desencantado. Rorty acusa al comunitarismo de sufrir de una “nostalgia 
terminal” y de no ser capaz de enfrentar sin falsas expectativas la realidad 
moderna. Para Dewey, piensa Rorty, “el desencanto público y comunal es el 
precio que pagamos por la liberación espiritual, individual y privada” 
(Rorty, 1988: 272-73). Perfectamente consciente del precio que es necesario 
pagar, Dewey se muestra dispuesto a pagarlo, y no está dispuesto a 
renunciar a nuestra capacidad de “dejar solas a las personas, dejar que 
ensayen por sí mismas sus propias concepciones de la perfección” (ibid: 
273). En esto estriba el anti-autoritarismo de Rorty y la prioridad que le 
asigna a la democracia por sobre la filosofía. 

Sandel responde a las objeciones de Rorty señalando una versión 
minimalista del liberalismo que no es en absoluto atribuible a Dewey. Por el 
contrario, Dewey es crítico del liberalismo individualista y lamenta la 
erosión comunitaria que se ha generado a partir de la modernidad. En su 
The Public and its Problems (1927), Dewey describe la manera como la 
rebelión moderna contra el feudalismo da origen a una filosofía 
individualista que ineptamente presenta al individuo como capaz de existir 
aparte e independientemente de los lazos comunitarios formativos. La idea 
de que los individuos se relacionan entre sí como meros individuos es 
profundamente errónea. Tiene sentido solo como recurso retórico dirigido 
en contra de estructuras feudales que obstaculizan la actividad comercial 
libre, y que, por tanto, son vistas como opresivas. Y tiene sentido también 
como efecto de la alienación social creada por las nuevas condiciones 
productivas. “La Gran Sociedad creada por el vapor y la electricidad podrá 
ser una sociedad, pero no es una comunidad” (Dewey, 1927: 296). Según 
Dewey, la lucha emancipadora anti-feudal “se identificó con la libertad del 
individuo como tal; en la intensidad de la lucha, asociaciones e 
instituciones fueron condenadas a granel como enemigas de la libertad 
salvo que fuesen percibidas como productos de acuerdos personales y la 
libre elección” (ibid: 297). El resultado es previsible. Lo que Dewey 
denomina la Gran Sociedad “ha invadido y desintegrado parcialmente las 
pequeñas comunidades de tiempos pretéritos” (ibid: 314). Este efecto social 


disolvente ha dejado sin efecto la posibilidad de que el gobierno pueda 
intervenir para crear las condiciones que permitan la existencia de “un 
público inclusivo y asociado fraternalmente” (ibid: 303). Es claro para 
Sandel que Rorty tiene una lectura sesgada de Dewey. 

La crítica de Dewey al liberalismo individualista busca restaurar el papel 
que tiene la autoridad estatal en la creación de una sociedad comunitaria. 
Esto queda en evidencia en el ensayo que presenta como homenaje al 
tricentenario de la Universidad de Harvard en 1935 y que titula “Authority 
and Social Change” (Dewey, 1936). Defiende aquí los presupuestos teóricos 
del New Deal de Roosevelt y critica al liberalismo de la Gilded Age, época de 
mínima regulación estatal, bajos impuestos y drástica reducción del estado 
de bienestar. Para ello examina el nacimiento de la libertad moderna, la 
sublevación generalizada en contra de la autoridad, y el desarrollo de una 
filosofía social que es “crítica de la idea de control por parte de la autoridad” 
(ibid: 130). Esta filosofía, “que reclama para sí el comprehensivo título de 
liberalismo” (ibid: 136), postula la estricta separación de las esferas de la 
libertad y la autoridad, y rechaza la tendencia de la autoridad a invadir la 
esfera propia de la libertad. Podrían evitarse la opresión y la tiranía si se 
denunciara a la autoridad como enemiga de la libertad. Dewey piensa que 
todo esto constituye un error. El problema real tiene que ver con la relación, 
no con la separación, de estas nociones. Así, en 1929, Dewey reconoce que 
“la relación de la individualidad a la colectividad, de la libertad a la ley y la 
autoridad, es y siempre ha sido una cuestión central para el pensamiento 
social y político” (Dewey, 1929: 174). 

La libertad y la autoridad, al igual que la estabilidad y el cambio, forman 
“una unión íntima y orgánica” (Dewey, 1936: 131). El liberalismo está en lo 
correcto cuando muestra la manera como la autoridad, en su decurso 
histórico, se ha transformado en una constricción puramente externa y 
hostil a la iniciativa y la innovación. Pero, al mismo tiempo, el liberalismo 
ha generado gran confusión al denunciar y negar “la importancia orgánica 
de cualquier manifestación de autoridad y control social” (ibid: 132). Este 
estado de cosas define para Dewey la crisis del liberalismo contemporáneo. 
La solución que propone es la “interpenetración” de la libertad y la 
autoridad (ibid: 137). La autoridad no debe paralizar, sino encauzar y dirigir 
el cambio. Y la libertad debe ser compartida por todos y no solo por unos 
pocos individuos. Si esta solución ha de alcanzarse, debería ser posible 
medir el impacto que la filosofía del liberalismo individualista ha tenido en 


la industria y el comercio. Esa filosofía postula que todos se benefician 
cuando a los individuos se les permite la libertad de perseguir su propia 
ganancia. La verdad es que la iniciativa individual está determinada por los 
frutos de la cooperación colectiva. 

Sandel observa que en The Public and its Problems, Dewey culpa al 
liberalismo individualista de erigir obstáculos insalvables para la práctica 
del autogobierno (cf. Sandel, 1998: 322-3). Reconoce que la historia 
demuestra que la libertad y el cambio no pueden ser suprimidos. El 
principio de la libertad que defiende el liberalismo está profundamente 
enraizado en los seres humanos. Pero el liberalismo lo ha entendido mal. Al 
mismo tiempo, quienes se opongan a este principio e intenten imponer una 
autoridad externa con el fin de alcanzar estabilidad y solidaridad están 
condenados al fracaso. Dewey explícitamente reconoce que críticas al 
liberalismo laissez faire no significan “un argumento en favor del control 
social por medio de una economía planificada colectivamente” (Dewey, 
1936). No busca el predominio de la libertad sobre la autoridad, ni el 
predominio de la autoridad sobre libertad, sino su relación armónica. 


El problema real es la relación entre autoridad y libertad. Y este 
problema se oculta, y su solución se soslaya, cuando se introduce la idea 
de que las esferas en que operan están separadas... El problema que 
requiere constante vigilancia es la relación íntima y orgánica entre la 
autoridad y la libertad, la estabilidad y el cambio (Dewey, 1936). 


Coda 


La relación interna que concibe Dewey entre autoridad y libertad la concibe 
también Friedrich Engels. En diciembre de 1873, publica un breve ensayo 
que titula “Dell'autorita” en el Almanacco Republicano, un periódico 
italiano editado, en Lodi, por Enrico Bignami (Engels, 1873). Este texto 
ilustra su rechazo de aquellos socialistas que repudian el principio de 
autoridad y se han plegado al movimiento anarquista. Engels sugiere que el 
modo de producción moderno ha dejado atrás la acción de individuos 
aislados y demanda su acción concertada. Para que haya concertación es 
necesario organizarse, lo que a su vez no resulta posible sin un 
reconocimiento del principio de autoridad. Engels ilustra el punto 
señalando que el funcionamiento de la industria textil, del sistema 
ferroviario y de la navegación de alta mar no sería posible sin la obediencia 


y subordinación de todos a la autoridad de una persona. Escribe Engels: 
“Querer abolir la autoridad en la gran industria, es querer abolir la industria 
misma, es querer destruir las fábricas de hilados a vapor para volver a la 
rueca” (Engels, 1873). Por ello mismo, concluye que: 


[es] absurdo considerar al principio de autoridad como un principio 
absolutamente perverso, y el principio de la libertad como un principio 
absolutamente bueno. La autoridad y la libertad son nociones relativas, 
cuyas esferas varían en las diferentes fases del desarrollo social” (ibid). 


José Antonio Primo de Rivera, al otro extremo del espectro político, 
también busca conciliar libertad y autoridad. Para este líder del Falangismo 
español, “no existe la libertad sino dentro de un orden” (Primo de Rivera, 
1973: 426); y también afirma: “Solo se respeta la libertad del hombre cuando 
se le estima como... portador de valores eternos... Solo cuando al hombre se 
le considera así se puede decir que se respeta de veras su libertad, y más 
todavía si esa libertad se conjuga... en un sistema de autoridad, de jerarquía 
y de orden” (ibid: 67). La libertad queda vagamente definida por el 
reconocimiento del individuo como “portador de valores eternos” (ibid: 
425). En cuanto al “sistema de autoridad, jerarquía y orden” que concibe, 
propone un Estado total, integral y autoritario que opera de acuerdo con los 
lineamientos corporativistas, es decir, sin partidos políticos y sin un 
Parlamento. El modelo que subyace a su propuesta la toma del fascismo 
italiano.* Jaime Guzmán, inspirado en el autoritarismo de Primo de Rivera, 
también toma en cuenta la relación interna entre autoridad y libertad, y 
afirma: “Gobierno autoritario y sociedad libre se conjugan como palancas 
armoniosas y equilibradas del progreso material y espiritual” (Guzmán, 
1978: 6). 

ll Una versión anterior de este trabajo fue presentada para el programa de Clases Magistrales de la 

Universidad Diego Portales, el 16 de marzo, 2010, a la que fui gentilmente invitado por Vanessa 


Lemm y Miguel Vatter. Agradezco los comentarios de Jorge Dotti, Vanessa Lemm, Juan Ormeño, 
Eduardo Sabrosky y Miguel Vatter 


el Según Nelson, la tradición griega que insiste “en la necesidad de emplear el poder coercitivo del 
Estado para mantener una distribucion igualitaria de la propiedad ” está poderosamente presente 
en el debate constitucional que tiene lugar durante la Revolución Americana (Nelson, 2004: 199). 
En Chile, durante los años de la Independencia, la tradición romana es la determinante (cf. Castillo, 
2009) 


Bl En una nota para el periódico El Fascio, Primo de Rivera escribe: “El Estado fascista, que debe tanto a 
la firme voluntad del Duce, sobrevivirá a su inspirador, porque constituye una organización 
inconmovible y robusta” (Primo de Rivera, 1973: 41). 
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